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FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



DE JUSTICIA NACIONAL 



CON LA RELACIÓN DE SUS RESPECTIVAS CAUSAS 
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ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 



Acuerdo nombrando secretario al doctor Federico Ibarguren 

En Buenos Aires, á diez v nueve de Julio de mil ochocientos 
noventa y ocho, reunidos en su Sala de Acuerdos los señores 
Presidente y Ministros de \h Suprema Corte Federal, doctores 
Don Benjamin Paz, Don Luis V. Várela, Don Abel Bazan, Don 
Octavio Bunge y Don Juan E. Torrent, se procedió á designar 
Secretario, en reemplazo del doctor Olivares, que falleció, 
resultando nombrado el doctor Federico Ibarguren. 

Con lo que terminó el acto, y después de disponer la Su- 
prema Corte que se comunicase á quienes corresponda, firma- 
ron el señor Presidente y los señores Ministros, por ante mí. 

benjamín paz. — LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TORRENT 

José A. Frias, 
Secretario. 
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(Continuación) 



CAVÍIA €XY 



La Compañía Telegráfica del Rio de la Plata, sobre levanta 

miento de clausura de su oficina 



Sumario, — Las demandas deben* designar la persona ó per- 
sonas con quien hayan de entenderse, y si éstas no se señalan, 
ó aparece que sean dependencias de la Administración General 
de la Nación, no son admisibles. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas : 
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VISTA FISCAL 



Buenos Aires, Marzo de 1897. 
Señor Juez: 

Los escritos de foja 11 y foja 45 del señor representante de 
la Compañía Telegráfica del Bio de la Plata, por sos fundamen- 
tos, por SQ texto j por sas pedidos, alejan la idea dé que se trate 
de un recurso de amparo ó de habeos corpus, é inducen á pensar 
que más bien tienen por objeto una demanda que se entabla 
centra la Dirección General de Correos, por las medidas dictadas 
contra dicha compañía, y contra la Policía de la Capital, por 
el auxilio de la fuerza pública que prestó á aquella para practi- 
car tales medidas. 

Las pretensiones del mencionado representante, ni encuadran 
en las disposiciones de la ley de 1863 (art. 2^), ni en las del Có- 
digo de Procedimientos Penal, que sobre el mencionado recurso 
estatuyen, y si, por el contrario^ se deja ver en ambos escritos la 
idea de trabar una contienda con las mencionadas reparticiones. 

Así, el escrito de foja 11^ en un párrafo que corre á foja 12, 
dice : < solicito de V. S. una pronta y enérgica reparación del he- 
cho, previa audiencia de la Polida y Dirección de Correos, 
todo con especial condenación en costas y sin perjuicio, etc.^ etc. » 

Se ve en este simple párrafo que encierra la primera preten- 
sión de la Compañía, que se solicita una providencia de Y. S., 
previa audiencia de la Dirección de Correos y Policía, como sí se 
tratara de parte contraria con la cual se viniera á trabar con- 
tienda judicial. 

Al declararse V. S. competente y al ordenar las diligencias 
que se practicaron posteriormente, se abstuvo de citar á esas 
reparticiones para que vinieran al juicio, como parecía pretender- 
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lo el representante- recurrente, y se limitó á requerir informes 
sobre las denuncias que con ellos se traían, — tomando las Recla- 
maciones de la Compañía, como denuncias de un hecho que asu- 
mía los caracteres de un recurso. 

Los informes se produjeron, y conferida vista al representante 
actor, éste produjo el escrito de foja 45, y en lugar de seguir la 
ruta qae la providencia de Y. S., de foja..., le había implícita- 
mente marcado, trajo las peticiones que son extrañas á un recur- 
so y propias esencialmente de una demanda, tanto, más cuanto 
.el actor relaciona y determina en el curso de su escrito, las res- 
ponsabilidades que tienen en el hecho las reparticiones deman- 
dadas, las que pide se hagan efectivas. 

Ante tales hechos y ante tal persistencia del representante de 
la Compañía Telegráfica del Rio de la Plata, de entablar una 
acción contra el Correo y la Policía, V. S, no puede tomar sos pe- 
ticiones, sino como una demanda contra esas reparticiones. 

Ahora bien, tomados los escritos de foja 11 y foja 45 en tal 
sentido, su improcedencia salta á la vista : la Dirección Gene- 
ral de Correos y la Policía de la Capital, son dependencias del 
gobierno, que no tienen personería legal propia para estar en 
juicio, siendo necesario para ejercer una acción judicial contra 
ellas, dirigir su demanda contra el gobierno, — para lo cual es 
indispensable el requisito de la venia del Congreso, sin la cual 
y. S. no puede admitir ni dar curso ala demanda. 

La compañía, para trabar la contienda que desea, debe empe- 
zar por requerir esa venia, y antes de que la tenga y de que la 
presente á Y. S., Y. S. no debe darle curso, sino que^ por el con- 
trario, debe rechazarla sin más trámite. 

Por otra partee, y teniendo en cuenta lo que dejo dicho, las pe- 
ticiones del escrito de foja 45, más propias de una demanda que 
de un recurso, son de suyo improcedentes, bastando sólo su enun- 
ciación para resolver la cuestión. 

Se pide, en primer lugar, á Y. S. declare la inconstitocionali- 
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ÚBLÚ del (íooumeiito del 29 dó Octubre de 1895. Esta declaración 
no puede ser hecha por Y. S; en abstracto, sin¿ en caso conten- 
cioso. ¿ Y h^y caso contencioso entre la compañía actora j el co- 
rreo 7 la policía ? No lo* hay, jnstamente porque, esas reparti- 
ciones no pueden estar en juicio, ni ser demandadas, como 16 
dejo dicho, no pudiendo, eH conse.cuenoia, trabarse la contienda 
eligida como previa para que proceda la declaración de incons-. 
titjucionalidad que se solicita. 

Se solicita en seguida que.Y. S. declare que los actos de la Di- 
rección de Correos, en esta emergencia, son actos de fuerza y que 
la policía no ha podido proceder como procedió. Para estas de- 
claraciones subsiste el mismo inconveniente de la falta de con- 
tienda , sin la cual, las declaraciones de Y. S. son nulas y de nin- 
gún valor, como lo tiene estatuido la jurisprudencia constante 
de la*Suprema Corte. 

Por último, la acción de Y. S., requerida en el último pedido, 
no puede tampoco ejercerse por igual razan. 

Creo que lo dicho basta para que Y. S. rechazo la demanda 
interpuesta por la Compañía Telegráfica del Bío de la Plata, 
mandando que se presente en forma. 

J.Botet. 



Falto del Juez Federal 



Buenos Aires, Marzo 15 de 1897. 



Téngase por resolución el precedente dictamen fiscal, y en su 
consecuencia, no se hace lugar á las declaraciones y pedidos re- 
queridos al final del escrito de foja 45. Repóngase el papel. 



Urdinarrain. 
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VISTA DEL SEfiOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Marzo 31 ele 1897. . 

Suprema Corte : * 

Los hechos qae el representante de la Compañía Telegráfica 
del Rio de la Plata pide, en las conclnsiones del escrito dé foja 
45^ se dejen sin efecto, j el decreto cuya nulidad éiñconstitn- 
cionalidad se pretende hacer declarar, proceden del Poder Eje- 
cutivo de la Nación. 

De esos hechos y resoluciones, dictadas por las mismas Com- 
pañías Telegráficas, ante el poder administrativo, por tratarse 
del cumplimiento de laa cláusulas de sus con.cesiones respectivas, 
no procede la acción instaurada. 

Esa acción sólo puede dirigirse contra el Poder Ejecutivo que 
ha producido aquellos actos* y no contra las reparticiones de- 
pendientes de su autoridad, que las cumplieron por su orden. 
Para que la acción pueda prosperar en tales condicioaes, requié* 
Tese autorización previa del Honorable Congreso, sin la cual, 
el Qobierno Nacional no puede ser demandado. 

Aceptando por ello, los fundamentos y conclusiones de la vis- 
ta fiscal de foja 50, pido á Y. E. la confirmación del auto de foja 
53 vuelta. En cuanto á la nulidad invocada, carece de todo fun- 
damento, porque se trata de un auto para cu;p a resolución no so 
requieren formalidades expresas — y el juez a quo, con los ante- 
cedentes agregados y las exposiciones del recurrente, Gefe de 
Policía y Director de Correos, tenía los elementos necesarios 
para apreciar y decidir que no procede el ejercicio de su jurisdic- 
ción en el caso. Pido á Y. E. se sirva así declararlo. 

Sabiniano Kier. 
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Fallo de la daprcniA Corte 

Buenos Aires, Mayo 22 de 1897. 

Vistos : los precedentes autos para resolver los recursos do 
nulidad y de apelación, ileducidos contra el auto de foja cin- 
cuenta y tres vuelta. 

Considerando, en cuanto al primero de esos recursos : 

Que la nulidad que se alega contra dicho auto, se funda en la 
violación de los procedimientos que ha debido observar el juz- 
gado para dictar la resolución que aquel contiene. 

Que para la procedencia de este recurso, es necesario que 
exista ley que establezca el procedimiento que haya debido ob- 
servarse con ocasión del auto recurrido y cuya omisión cause la 
nulidad de éste. 

Que no se ha citado esa ley, no siendo cierto que se hayan 
violado las reglas esenciales del procedimiento ; á lo que se agre- 
ga, que el abogado del recurrente, en presencia de éste, mani- 
festó en el informe in voce producido ante esta Suprema Corte, 
qae en realidad no es posible deñnir á qué disposición legal, ni 
á qué clase de juicio es acomodado el procedimiento observado, 
declarando al mismo tiempo, en el citado informe, que no insis- 
te sobre el recurso de nulidad. 

Por ello no ha lugar al expresado recurso. 

Considerando en cuanto al de apelación : 

Que la gestión deducida á foja once, por el representante de 
la Compañía Telegráfica del Rio de la Plata y reproducido á fo- 
ja cuarenta y cinco por el mismo actor, después de los informes 
de la Policía y de la Dirección de Correos y Telégrafos, de foja 
veinte y foja veinticinco, que se ordenaron y se expidieron á so- 
licitud suya, es una verdadera demanda que tiene por objeto 
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qae el juez, ante quien se ha presentado, mande alzar, previas 
las deolaraciones que se mencionan en el petitorio en el escrito 
de foja cuarenta y cinco, la intervención de la oficina de la Com- 
pañía y se le restituya al libre goce de su línea telegráfica, sus* 
pendido por empleados de la Dirección de Telégrafos y de la 
Policía, en cumplimiento de órdenes de la primera de estas re- 
particiones, y dejándose á salvo las accionea que crea deber ejer- 
cer el Poder Ejecutivo y las que competan á la Compañía por 
razón de los hechos denunciados y probados en el expediente, por 
confesión de las oficinas públicas de su referencia; 

Que habiendo sido rechazada esta demanda por el auto ape- 
lado, de conformidad con las observaciones de la vista del Pro- 
curador Fiscal, de foja cincuenta, conviene examinar la resolu- 
ción que contiene, estudiándola del punto de vista de las razones 
jurídicas que militen en el caso, para confirmarla ¿.revocarla, 
¿egun su mérito. 

Que es un principio inconcuso, que para que una demanda sea 
viable ante la justicia federal, es necesario no solamente que 
el caso caiga bajo su jurisdicción, por razón de las personas, ó 
de la mareria, sino también, que en ella se contenga, entre otros 
r^^quisitos que prescribe la ley de procedimientos, la designa- 
ción cintra y precisa de la persona del demandado con quien ha- 
ya de seguirse el juicio, y si ella fuese el Gobierno Nacional, 
que se acompañe á la demanda la autorización del Congreso pa- 
ra entablarla, de acuerdo con la jurisprudencia establecida por 
esta Suprema Corte, pues sin la designación y correspondiente 
citación de la personademandada no podría haber juicio conten- 
cioso ni dictarse sentencia que pase en autoridad de cosa juzgada, 
y que pueda y deba cumplirse. 

Que haciendo aplicación de la regla antes mencionada á la 
demanda de la compañía, contenida en los escritos de fojas once 
y cuarenta y cinco, se ve, por sus términos, que no se ha expresado 
la persona 6 personas contra quienes se dirige y con las cuales ha 
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de seguirse el j aicio, hasta obtener por sentencia definitiva el ob- 
jeto que por aquella se proponía el actor, porque si bien en su pri- 
mer escrito ha expuesto que la oficina telegráfica de la compañía 
fué ocupada y clausurada por el subdirector del Telégrafo Nacio- 
nal, dos empleados telegrafistas á sus órdenes y un empleado de 
la policía, como representante de la foerza pública, invocando 
para ello órdenes de laDireccion General de Correos, y es verdad 
también, que tanto en ese escrito, como en el de foja cuarenta y 
cinco, ha tratado extensamente de demostrar que no solamente 
la Dirección de Correos, sino la Policía y aún el Ministro del 
Interior, son civil y criminalmente responsables por esos hechos ; 
no es menos cierto, igualmente, que en ambos escritos pidió se 
reservasen las acciones civiles y criminales que competan á la 
Compañía^ consignando en el de foja cuarenta y cinco, estas pa- 
labras: € Me reservo el derecho de ejercer acción por esas res- 
ponsabilidades y entonces se depurarán las que correspondan á 
cada uno de los agentes interventores en estos sucesos », loque, 
en verdad, no importa designar con la individualidad necesaria 
la persona ó personas con quienes debía entenderse la demanda 
déla Compañía, especialmente la propuesta en los términos en 
que aparece formulada áfoja cuarenta y cinco. 

Que la circunstancia de haber pedido el actor en su escrito de 
foja once, que se le restituyese al libre uso y ejercicio de la ofi- 
cina clausurada, previa audiencia de la Policía y de la Dirección 
de Correos, no autorizaba al juez para admitir la demanda pro- 
puesta, después de los informes de esas reparticiones, como di- • 
rígidas contra sus jefes, porque ni ello está así expresado en el 
escrito de foja cuarenta y cinco, según lo ha pretendido el recu- 
rrente á foja sesenta y dos, y porque aún cuando así fuese, como 
lo ha conjeturado el Procurador Fiscal, el Juzgado no habría 
podido admitir tal demanda, considerando con razón, que no 
siendo ella un recurso de habeas corpus, y no pudiéndose apli- 
car las reglas de procedimientos especiales á ese recurso, á jui- 
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cios de naturaleza y fines distintos ; era necesario, en el oasosuA- 
judicBy juzgar la acción como dedmáda contra el Gobierno de 
la Nación, aceptando para ello la hipótesis de que se había en- 
tablado contra los jefes de policía y de la administración de 
correos, en su carácter de funcionarios públicos, que carecen co- 
mo tales de personería jurídica para estar en juicio, siendo las 
respectivas administraciones de que son jefes una mera depen- 
dencia de la administración general déla Nación, sin existencia 
propia é independiente, por lo que la demanda^ en la forma de- 
ducida contra ellos, ha debido entenderse dirigida contra la Na- 
ción, no siendo, por lo mismo, viable, desde que no se ha presen- 
tado con ella la correspondiente autorización del Congreso, como 
lo ha resuelto el auto apelado. 

Que la resolución apelada nada dispone sobre el fondo de la 
demanda, de modo que el actor conserva, en toda su integridad, 
los derechos que tenga para hacerlos valer cuándo y cómo co- 
rresponda. 

Forestes fundamentos, y de acuerdo con lo pedido por el se- 
ñor Procurador G-eneral, se confirma, con costas, elautoapeIa<lo 
de foja cincuenta y tres vuelta. 

Notifíquese con el original y repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN/ 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
E. TORRENT. 
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ex VI 



El Banco Nacional, en liquidación, contra D. Vicente A. Ba^ 

moSy sobre procedimiento ejecutivo 



Sumario. — Puede negarse el procedimiento ejecutivo, si la 
existencia del crédito se halla destruida prima facie por ex* 
cepciones qne resulten del mérito del instrumento con que se 
deduce la acción. Esto no priva al actor del derecho de deducir 
demanda ordinaria. 



Caso. — En Junio de 1895, el representante del Banco pro- 
movió juicio ejecutivo contra D. Vicente A. Barrios, y para 
prepararlo pidió que éste fuera citado á reconocer su firma, que 
aparece en dos letras que acompañó, una vencida en 21 de Enero 
de 1892 y otra en 24 del mismo mes y año. 

Citado Barrios al reconocimiento, dijo que las firmas eran 
suyas, pero que no reconoce las obligaciones contenidas en los 
documentos, por hallarse extinguidas por la prescripción. 

El representante del Banco dijo que estando reconocidas las 
firmas debía dictarse auto de solvendo, y que no era la oportu- 
nidad de alegar y oponer la prescripción. 
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Fallo del Jínem Federal 



Corrientes, Junio 14 de 1895. 

Vistos y considerando : 1^ Que el ortogante de los pagarés de 
foja 2 y foja 3 ha opuesto la excepción de prescripción en el 
acto del reconocimiento á que fué llamado, como lo instruye el 
acta de' foja 6 vuelta. 

2® Que estando admitida la excepción de prescripción contra 
la acción ejecutiva de las letras de cambio, á las que se hallan 
equiparados los pagarés á la orden, dicha excepción ha podido 
oponerse, como se ha opuesto, en el acto de practicarse el reco- 
nocimiento ordenado, desde que no hay ley que prohibe calificar 
ese reconocimiento, máxime cuando esa calificación consiste en la 
invocación de alguna de las excepciones del juicio ejecutivo. 

3"" QuQ alegada la prescripción, como en el presente caso, y 
püdiendo resultar ella de la simple confrontación de la^ fechas, 
debe resolverse inmediatamente, sin que pneda decirse, fun- 
dado en 6l artículo 268 de la ley nacional de procedimientos, 
que ese procedimiento y esta resolución sean inoportunas, desde 
que en el presente caso no existe juicio todavía, no siendo por 
tanto de aplicación la disposición mencionada. 

4*^ Que según lo dispuesto por el inciso 2^ del artículo 848 
del Código de Comercio, las acciones procedentes de cualquier 
documento endosable se prescriben por tres años. 

5^ Que siendo de esta calidad los documentos de fojas 2 y 3 
y resultando de la confrontación de sus fechas que desde el día 
de su vencimiento hasta el de esta demanda han trascurrido más 
de los tres años, debe decirse respecto de ellos, que el término 
de la prescripción liberatoria se encuentra cumplido. 

Por estas fundamentos y lo resuelto en caso análogo por la 

T. LXYIIl s 
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Suprema Corte (serie 1*, tomo 9, página 577), no se hace lugar 
á la presente demanda. 

^ Lujambio. 



Pallo de %m Siif^reniA Oorle 

Buenos Aires, Mayo 32 de 1897. 

Vistos y considerando : Que la caliñcacion contenida en el. 
reconocimiento de foja seis vuelta, importa oponer la excepción 
de prescripción. 

Que conforme al artículo doscientos cincuenta y dos de la ley 
de procedimientos, corresponde al juez examinar el instrumento 
con que se deduce la acción, debiendo, si no lo hallare bastante, 
no hacer lugar á la ejecución. 

Que, en consecuencia, para imprimir al juicio el procedimiento 
ejecutivo, es necesario que la existencia del crédito no se halle 
destruida, prima facie^ por excepcionea que resulten acreditadas 
por el niérito del instrumento mismo de crédito con que se 
deduce la acción. 

Que la resolución que no hace lugar á la ejecución, no priva 
al actor del derecho que realmente tenga para hacerlo valer en 
la forma legal, pudiendo así el Banco, en juicio ordinario, 
alegar y probar todos los hechos que sirvan á demostrar la exis- 
tencia del crédito. 

Por esto y fundamentos concordantes del auto apelado de 
foja nueve, se confirma éste, con costas, declarándose que la 
acción rechazada es la ejecutiva. Devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — . ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BONGE. — JUAN 
E. TORHEKT. 



DB JU&TIQIA NáCIOMAL 19 



CAUSA CXYII 



Doña Mürla Graizardy don Juan M. Oyuela y don José M. Gréx- 
zard contra don Samuel Falivene y Don Viciorio Cabello, por 
rescisión de contrato ; sobre competencia y denegación de 
apelación. 



Sumario. — El pleito terminado por sentencia no puede ser 
materia de ana oaestion de competencia. 



Caso. — Lo explica el siguiente 



RECURSO 



La Plata, Abril 5 de 1897. 

Suprema Corte de Justicia de la Nadon. 

Ei procurador fiscal del juzgado federal de la proyincia de 
Buenos Aires^ en los autos seguidos por doña María Oroizard, 
don Juan María Oyuela y don José María Groizard, contra don 
Samuel Falivene y don Yiotorio Cabello, sobre rescisión de con- 
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trato y cobro de daños y perjuicios, como más proceda, á Y. E. 
dice : que en los autos de la referencia el señor Juez Federal no 
ha hecho lugar al recurso de apelación que dedujo de una reso- 
lución en que rehusaba el envío al señor juez de primera ins- 
tancia don Pedro E. Aguilar, que entendía en el concurso formado 
á don Samuel Falivene y Altuve, comerciantes del partido de 
Magdalena, y no considerando arreglada á derecho esa resolu- 
ción, ocurre de hecho ante V. E. para que, declarando procedente 
el recurso denegado, tenga á bien á la vez pronunciarse sobre 
la materia disentida, estableciendo que el señor juez federal 
carece de jurisdicción para seguir entendiendo en un juicio en 
que una de las partes ha sido declarada en quiebra, debiendo 
los antecedentes del caso pasar al juez del concurso. 

El señor juez de primera instancia de esta capital, don Pedro 
E. Aguilar, pidió al señor juez federal la remisión de los autos 
seguidos por doña María Groizard y otros, contra don Samuel 
Falivene y otros, sobre rescisión de contrato, dictaminando el 
suscrito en ese exhorto, que, con arreglo a) artículo 12, inciso i^, 
de la ley de li de Setiembre de 1863, debía hacerse lugar á lo 
solicitado, ordenando la remisión del expediente, en lo que re- 
cayó el auto siguiente : 

« La Plata, Marzo 23 de 1897. 

€ Y vistos : la inhibitoria solicitada por el señor juez de la 
provincia doctor Pedro Aguilar, y teniéndose en consideración 
que según el artículo 44 del Código de Procedimientos de la 
misma las contiendas de competencia deben ser promovidas 
antes de quedar trabado el pleito por la contestación de la de- 
manda ó por la citación de remate en su caso. 

€ Que el juicio seguido por los sucesores de don Rómulo J. 
G-odoy, sobre rescisión de un contrato de arrendamiento, contra 
don Samuel Falivene y don Victorio Cabello^ se ha sustanciado 
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ea rebeldía de los demandados, quedando concluido por sen- 
tencia de fecha once de Diciembre del año pasado. 

€ Que en este concepto aunque este juicio hubiera correspon- 
dido á la jurisdicción ordiparia por la universalidad del juicio de 
concurso, en la actualidad no es el caso de aquella competencia, 
por estar ya terminada esta causa y concluido el pleito, no puede 
sobre él suscitarse contienda de competencia. Así lo ha resuelto 
la Corte Suprema confirmando un fallo de este mismo tribunal 
que se declaró incompetente por estar trabado ya un pleito ante 
el juez de provincia (serie 3", tomo 18, página 211). 

c Por esta razón diríjase oficio al juez de primera instancia 
doctor Aguilar haciéndole saber que sólo por el estado ante dicho 
de la causa no se admite la inhibitoria solicitada. Repónganse 
los sellos. 

€ M, S. de Aurrecoecliea. > 



Apelado el auto transcrito, fué negado el recurso en esta 
forma : 

« La Plata, Abril ... de 1897. 

c 1<> Toda causa civil tiene por objeto la decisión de un punto 
litigioso cualquiera. 

€ 2^ Cuál es la autoridad que debe conocer y resolver en ese 
juicio es la que dirime la contienda de competencia. De modo 
que esta contienda supone necesariamente la existencia de un 
juicio. 

« Si este juicio no existe, porque no se promovió ó porque 
ha fenecido ya^ no puede haber contienda de competencia. 

€ Por esto no se hace lugar al recurso interpuesto. 

€ M. S. de Aurrecoechea. > 
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Con estos antecedentes podrá reaolTer Y. E. si procedía ó no 
el recurso, y, en caso afirmativo, si el incidente de competencia 
promoTido por el señor juez de primera instancia, doctor Podro 
E« Aguilar, ha sido ^6 no bien resuelto por el señor juez federal. 

• • • , ■ 

Éf: G. Vieyra. 



Pedido informe al juez federal» éste contestó que e^ exacta la 
exposición contenida en el reojorso. 



Fallo de la (taprema Corte 

Buenos Aires, Mayo 22 de 1897. . 

Vistos : Besultando de las precedentes actuaciones que el 
pleito á que ellas se refieren terminó por sentencia, y que, en 
consecuencia, atento su estado no podía su conocimiento ser 
materia de una cuestión de competencia. 

Por esto : se declara bien denegado el recurso ; y prería re- 
posición de sellos, remítanse al juez de sección para que las 
mande agregar á sus antecedentes. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUN6E. — JUAN E. 
TORBENT. 
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CAUSA CXVIII 



Don José DestéfahOy por tercería de mejor derecho en la ejecu- 
ción del Banco Nacional contra Don Alfonso Desíéfano 



Sumario. — Debe rechazarse la tercería por mejor derecho, 
caando las constancias de autos revelan la existencia de una se- 
rie de hechos que en conjunto no permiten dudar que la consti- 
tución de la hipoteca en que se funda no es un acto serio, y se 
ha formalizado en fraude de los acreedores del ejecutado. 



Caso. — Resulta del 



Pallo del Jínea Federal 



Jujuy, Noviembre 23 de 1893. 

Vistos : la tercería de mejor derecho deducida por el apode- 
rado de Don José Destéfano, en el juicio ejecutivo que sigue el 
Banco Nacional contra Don Alfonso Destéfano, por cobro de pe- 
sos, resulta : 

Que el apoderado del tercerista se presentó á foja 16, mani- 
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Testando que el 18 de Noviembre de 1891, Don Alfonso Desté- 
fano^ en representación de su esposa Doña María Camila, otorgó 
á favor de sn representado, una escritora hipotecaria, cuyo tes- 
timonio acompaña, garantizando nn crédito de 15.000 pesos 
nacionales, con una casa que ha sido embargada por este juzgado 
en la ejecución que sigue el Banco Nacional contra el expresado 
Don Alfonso Destéfano, por lo que se ve en la necesidad de en- 
tablar juicio de tercería de mejor derecho sobre el bien expre- 
sado ; que el ejecutado hizo transferencia de la casa á su esposa 
Doña Camila Destéfano, transferencia que boy es tachada de nu- 
la por el Banco Nacional, en un juicio que tiene pendiente ; que 
la razón para esto, es que á un marido le es prohibido por la ley 
transferir bienes á su mujer, que esta razón es terminante pero 
que es preciso tener en cuenta que los actos celebrados por la 
mujer con autorización tácita 6 expresa del marido son consi- 
derados como hechos por éste mismo, según el artículo 1^1 del 
Código Civil ; de manera que, sea el marido ó la mujer propieta- 
rios de la casa embargada es indiferente en la presente cuestión, 
por la razón expresada ; que el consentimiento del esposo, para 
que la mujer haya otorgado escritura hipotecaria á favor de Don 
José Destéfano no puede ponerse en duda, puesto que es él mismo 
quien, en representación de su esposa, ha otorgado la mencionada 
escritura ; que por tanto, de acuerdo con los artículos 3934 y 
3936 del Código Civil, que declaran privilegiados los créditos 
hipotecarios, deduce tercería de mejor derecho, pidiendo soco- 
rra traslado al ejecutante y ejecutado, ordenando se suspenda 
todo bástala resolución de este juicio. 

Corrido traslado al apoderado del ejecutante, contesta á foja 
24 expresando, que el tercerista funda su demanda en la escri- 
tura hipotecaria que acompaña, otorgada entre las personas que 
indica sobre la casa en cuestión, haciendo constar el reconoci- 
miento que hace el tercerista de 1 a nulidad de la escri tur a d o trans- 
ferencia que extendió Don Alfonso Destéfano, en favor de su es- 
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po8a Doña Camila, en cayo nombre se celebró la escritura hipo- 
tecaria, 7 que no obstante esto, el demandante pretende que esta 
última escritura, extendida á su favor es eficaz, porque, dice, sea 
la mujer ó sea el marido propietarios de la casa embargada, es 
indiferente en la presente cuestión, por la razón de que los ac- 
tos celebrados por la mujer con consentimiento del marido son 
considerados por la ley como hechos por el mismo marido; que 
tal razonamiento es un sofisma, como lo va á demostrar, y que el 
acto jurídico, por el cual se ha constituido la hipoteca que pre- 
tende hacer valer el tercerista, adolece de nulidad absoluta; 
que reconocida por el contrario la nulidad de la transferencia 
hecha por Don Alfonso á sn esposa, no ha podido con&tituir hi- 
poteca sobre un inmueble ajeno, con expresa prohibición del ar- 
tículo 3119 del Código Civil, declarando que no es válida en caso 
de efectuarse, artículo 3126 del mismo ; que el 1281, invocado 
por el tercerista no es aplicable, porque él declara responsable 
al marido de las obligaciones contraidas por la mujer, con poder 
del marido ó con su autorización expresa ó tácita, y al presente 
se trata de lo contrario, pues la mujer es la que ha conferido 
poder al marido y no éste á aquella ; que, además, hay otros de- 
fectos de que adolece la escritura hipotecaria : que ella ha sido 
otorgada en el poder, que ella debiera los 15.000 pesos á Don 
José, la de haberse extendido la escritura en Buenos Aires y no 
en Salta ó Jujuy, domicilio de cada uno de los otorgantes ; la 
desaparición de esta ciudad, de Don Alfonso y su esposa, sin sa- 
tisfacer á sus acreedores ; la venta de la casa otorgada por el 
marido á la mujer, el hecho de haberse vencido el plazo del pa- 
garé al Banco, en fecha anterior á la celebración de la hipoteca, 
y la notoria insolvencia del deudor ; que además el registro de 
la escritura hipotecaria se hizo por una sorpresa al escribano 
Undiano, estando inhibida la casa hipotecada, como lo está aho- 
ra por el Juzgado de 1" instancia de la Provincia, como lo pro- 
bará oportunamente ; que basta lo expuesto para probar que la 
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escTÍtara referida adolece de nulidad absoluta, por lo que se pide 
se rechace la demanda, con costas al tercerista. 
El apoderado del ejecutado contesta, á foja 28, el traslado que 

se le corrió, adhiriéndose á la acción deducida por el tercerista, 

• 

diciendo que la nulidad de la hipoteca constituida por Doña Ca- 
. nrila á favor de don José, no puede ser solicitada por el Banco : 
articulo 3127 del Código Civil; *que en este acto ha existido el 
consentimiento de su esposo, y.si no hubiera existido él sólo po-' 
dría reclamar á sus herederos, artículo 192 del mismo, por lo 
que termina pidiendo se declare privilegiado el crédito hipoteca- 
. rio de Don J'osé Destéfano. 

Becibida la causa á prueba sobre el registro indebido de la es- 
critura hipotecaria, alegado por el ejecutante, éste solicitó se di- 
rija oficio al Juez de 1" Instancia, para que ordene se dé testi- 
monio del anto en que sq embargó é inhibió las propiedades de 
Don Alfonso Destéfano, y del de confirmación en la alzada, é 
informe sobre si existe alguna sentencia levantándolos, en virtud 
de poder dado por Doña Camila á su esposo Alfonso Destéfano, 
7 éste ha debido sujetarse estrictamente á las facultades en él 
conferidas, que son las de vender ó hipotecar la casa^ otorgando 
y firmando dsu nombre las respectivas escrituras y percibiendo 
su importe; mientras tanto, la escritura otorgada por Don Al- 
fonso á favor del tercerista, dice : que su representada, su citada 
esposa, ha recibido antes de ahora de Don José Destéfano, la can- 
tidad de veinte mil pesos moneda nacional, en calidad de prés- 
tamo, la que se obliga á devolverla á los dos años de la fecha, con 
más el interés del 8 Vo anual, etc., y que á la responsabilidad 
de este crédito, hipoteca la casa consabida ; que el poder espe- 
cial para hipotecar no comprende la facultad de hipotecar por 
deudas anteriores al mandato, artículo 1885 y concordante con 
el 1884 del Código citado ; que como Don José Destéfaao conoció 
el poder, no puede reclamar la subsanacion de la nulidad que 
contenía dicho acto ; que hay otras circunstancias que no deben 
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pasar i o apercibidas, tales son : que en la escritura hipotecaria 
coaata que Don Alfonso y Don José tenían en Baenos Aires el 
mismo domicilio, calle Montevideo 758, qne el poder especial ex- 
presa qne el iamneble («stá libre de todo gravamen, mientras qne 
en la escritora, 4i^^ ^l otorgante qne está gravada con hipoteca 
á favor de Don Domingo Baca; que el escribano qae formuló la 
escritpra hiso conocer i Don José Destéfano los defectos del ti-, 
tulo, y así lo aceptó, por ponstarlq la veracidad de lo expuesto 
por'Don Alfonso Destéfano, en virtud. del parentesco que losli- 
ga ; qne estas jcircunstanoias, por sí solas, hacen presumir la si- 
mulación de la escritura de qne se trata : á los qne se agregan 
ottros, como ser; la de que Doña Camila no hizo constar, lo que se 
ordenó corriendo I09 testimonios de fojas 36 i 37. El tercerista 
pidió qne se mandara dar por el Secretario de la Suprema Corte, 
testimonio del auto de este Juzgado, por el cual se declaraba nula 
la inhibición decretada por el juez de 1* instancia, lo que se or- 
denó y el testimonio corre á foja 48 y 

Considerando: 1^ Que la validez de la escritura hipotecaria, por 
razón de que los actos celebrados por la mujer con consentimien- 
to del marido son considerados como hechos por él mismo, invo- 
cando al efecto el artículo 1281 del Código Civil, no puede sos- 
tenerse lógicamente, coando so reconoce que la venta de la casa, 
objeto de la hipoteca, hecha por el marido á la mujer es nula 
(párrafos 6^ y 7'', foja 17del escrito de demanda); tanto más, cuan- 
to que esta nulidad ha sido ya declarada por este Juzgado y pa- 
sada en autoridad de cosa juzgada, como consta del expediente 
traido á la vista para mejor proveer (sentencia de fecha 22 de 
Mayo del corriente año, & foja 28). 

2® Que considerando el acto como producido directamente por 
el mismo Don Alfonso Destéfano, propietario de la casa en cues- 
tión, garantizando obligaciones contraidas por la mujer, tendría 
mayor fuerza, si el caso no estuviera rodeado de tales circunstan- 
ciasquedemuestranátodaslucesque él ha tenido por único objeto 
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defraudará sus acreedores, siendo por consigniente revocable. 

3^ Que el ejecutante, en su escrito de contestación á la terce- 
ria, ha hecho valer en su favor esas circunstancias, señalando 
los hechos que han concurrido á llenar las condiciones estable- 
cidas por el artículo 962 del Código Civil. 

4® Que el señor Destéfano estaba insolvente cuando otorgó la 
escritura hipotecaria, se presume: i*' porque no había pagado 
el crédito que hoy ejecuta el Banco Nacional, vencido el 22 de 
Mayo de 1891, siendo la escritura de fecha 18 de Agosto de ese 
mismo año ; 2^ porque ya tenía gravada esa propiedad con oftra 
hipoteca anterior á favor de Don Domingo Baca^ como lo conñe- 
sa él mismo, al celebrar la escritura á favor de Don José Desté- 
fano; 3^ porque otros acreedores, como Dellepiagge y Bidondo, 
hicieron embargar é inhibir sus bienes en Enero de 1892 por el 
juez de la Provincia, por falta de pago de obligaciones anterio- 
res, cuyas fechas debieron coincidir con las del otorgamiento de 
la escritura de hipoteca, así consta del testimonio corriente de 
fojas 36 á 39. También don Maximiliano Soto sigue otro juicio 
por cobro de pesos contra el mismo, que está en apelación ante 
la Suprema Corte^ del cual ha sido sacado el testimonio del auto 
revocatorio de la inhibición, por razón de incompetencia del juez 
que lo dictó, testimonio que corre á foja 48 de estos autos ; 4^ 
que no tiene otros bienes con qué responder á esos créditos, lo 
demuestra el hecho de que todos los deudores han ido sobre la 
casa, sin que él haya ofrecido otros con qué responderles. 

5® Que el perjuicio de los acreedores resulta del acto mismo, 
no cabe duda, puesto que vendiendo ó hipotecando el único bien 
raizque poseía, dejaba burlados los derechos de sus acreedores. 

6° Que el crédito que persigue el Banco Nacional al cual sé ha 
opuesto esta tercería, no sólo es de fecha anterior al acto frau- 
dulento del deudor, sino que está vencido con fecha anterior á 
su otorgamiento, como se ha expuesto en los anteriores consi- 
derandos. 
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7® Que á esto se agrega, oomo antecedentes, la venta de la 
casa efectuada por el ejecutante á favor de su esposa, creyendo 
que podría válidamente hacerlo y eludir la responsabilidad ante 
sus acreedores; la circunstancia del parentesco que liga á los 
contratantes Don Alfonso Destéfano y Don José Destéfano, con- 
fesado por ellos mismos al celebrar la escritura hipotecaria, flu« 
ye lógicamente el convencimiento de que ese acto ha tenido por 
único objeto defraudar á los acreedores del otorgante, debiendo 
aquel ser revocable. 

8^ Que el tercerista ha conocido el estado de insolvencia del 
ejecutado cuando aceptó la hipoteca, es evidente, y lo es también 
que él ha sido cómplice en el fraude, otra condición exigida por 
el artículo 968 del Código Civil para justificar la acción de los 
acreedores contra un acto fraudulento del deudor á título one- 
roso. Esto se desprende de los datos mencionados en los anterio- 
res considerandos y de la circunstancia de no expresarse en la 
escritura hipotecaria la época en que se hizo el préstamo de los 
15.000 pesos á Dona Camila de Destéfano, y si fué con el con- 
sentimiento de su esposo ó antes de ser casada, sin que él conste 
del poder que ella le otorgó. 

9^ Que la revocación de los actos del deudiT, sólo debe ser 
pronunciada en el interés del acreedor que la hubiera pedido y 
hasta el importe de sus créditos : artículo 965 del código citado. 

10^ Que considerando sin valor el acto mismo del otorga- 
miento de la escritura hipotecaria, materia de este juicio, no 
tiene objeto tratar la cuestión relativa á la eficacia del registro 
de ella, que habría tenido importancia si la escritura ensimis- 
ma hubiera sido válida. 

Por estas consideraciones, fallo no haciendo lugar á la ter- 
cería de mejor derecho, deducida por el apoderado de Don José 
Destéfano y declarando revocado el acto por el cual se constituyó 
la hipoteca sobre la casa en cuestión, á favor de éste y con dere- 
cho al ejecutante, apoderado del Banco Nacional, á pagarse del 
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Talor del inmueble^ todo el importe da sa orédito^ con oostiis. 
Notifíquese ooo ei origiiial y devQélvase el expediente traído á 
la. vista, 

Cdstulo Aparicio. 



WmUm ém to. iHipa«ewaii €«rto 



Buenos Aires, Mayo 32 de 1897. 

Vietos y considerando : Que como lo estableoe la senteuoia ape« 
lada, las constancias de antoa revelan la existencia de una serie 
de hechos que en conjunto, no permiten dndar de que la cons" 
titncion hipotecaria de foja primera no es un acto serio y se hn 
lormalizado en frande de los acreedores de Don Alfonso Desté* 
fano. 

Por esto y sus fandamentoe concordantes: se confirma^ con 
costas, dicha sentencia corriente á foja sesenta y ana, y repues- 
tos los sellos, devuélvanse. 

BENMMm PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUN€£. — JUAN E. 
' TORRENT. 
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CAUSA €XI\ 



Contra el capitán de la barca danesa t Kronprintz Prederik », 

sobre comiso 



Sumario. — El exceso en el rancho no manifestado 'cae en 
comiso. 



Caso» — Besalta de las siguientes piezas : 



RESOLUCIÓN DB LA AD|]A^A 



Rosario, Noviembre 3 de 1893. 

Antos 7 vistos : los presentes seguidos por exceso en el ran- 
cho de la barca danesa c Kronprintz Frederík », j resaltando : 

1® Que en la visita que es de práctica á bordo de los buques 
sortos en el puerto y puntos habilitados para las operaciones 
comerciales, el oficial señor Correa encontró fuera del manifiesto 
todo lo que denuncia á foja 1. 

2^ Que el capitán, en su declaración de foja 2 y vnelta, dice 
que codo lo que se ha denunciado como exceso está en el mani- 
fiesto del rancho presentado por él al formalizar la entrada en 
el Resguardo, que sólo las anclas y las dos y medias docenas 
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de calzoncillos es lo úuico qae él no ha manifestado; las pri- 
meras por ser útiles del buque y estar comprendidas en el 
artículo 33 de las ordenanzas de aduana y los últimos por eqai- 
Tocacion al contar. 

3^ -Que la contaduría, en su informe de foja 3, confirma lo 
aseverado por el capitán en cuanto á que éste ha manifestado lo 
que se le denuncia como exceso y que sólo las anclas y las dos 
y media docenas de calzoncillos no están manifestadas; pero 
también hace presente que en la traducción se ha omitido todo 
lo demás denunciado por el señor Correa. 

4° Que el agente de entrada del buque señor WilliamRandell, 
en su declaración de fojas 3 vuelta á 4 vuelta, dice : que él ha 
cumplido con lo establecido por el artículo 31 de las ordenanzas 
de aduana; que no obstante que el artículo 33 de las ya citadas 
ordenanzas dice no haber necesidad de manifestar los aparejos 
y útiles de reserva, y que todavía para no hacer la traducción de 
todo el sobrante del rancho y útiles, artículo por artículo, él 
puso en el manifiesto general la nota siguiente : una canti- 
dad de tablas y esteras para la estiva y todos los otros artículos 
muebles j útiles, aparejos, instrumentos y accesorios necesarios 
para el uso de á bordo y la navegación no excediendo las canti- 
dades permitidas por las ordenanzas de aduana incluidas en el 
artículo 33 de las mismas. 

Y considerando : 1° Que si bien el artículo 33 de las orde- 
nanzas de aduana dice que no hay obligación de manifestar los 
aparejos y utensilios del buque, las monedas de oro y plata y 
los equipajes de pasajeros é inmigrantes ; no dice lo mismo el 
artículo 31 de las mismas, pues éste obliga & manifestarse el 
sobrante del rancho y provisiones que tenga á bordo. 

2^ Que es una confusión lamentable la que sufren los que 
creen que el sobrante del ranoho y las provisiones son útiles y 
aparejos de un buque y por cuya razón no detallan en la traduc- 
ción cuanto el capitán declara tener á su bordo. 
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5" Qae ningún agente está autorizado para suprimir, en la 
traducción, partidas ya sean en las provisiones 6 sobrantes de 
rancho, pues con esa omisión se presta para iiacer uso indebido 
de esos mismos artículos, y para castigar esas faltas es que las 
ordenanzas ya citadas exigen del capitán su manifestación en 
cualquier idioma y de los agentes su traducción al español. 

4^ Que tanto la declaración del agente, que dice creer que el 
artículo 33 lo exime de detallar el rancho y provisiones, como 
asimismo la falta cometida por el capitán de no haber mani- 
festado las dos y media docenas calzoncillos, por equivocación, 
puede atenuar en nada la pena á que se han hecho acreedores. 

Por estos fundameqtos, esta administración, obrando con equi- 
dad, resuelva : condenar á la pena de comiso el exceso denun- 
ciado por el oficial señor Correa, con excepción de las dos anclas 
y las dos perchas, por haberse comprobado que son usadas, de- 
jando á salvo los derechos del capitán para que ocurra donde y 
contra quien corresponda por la omisión padecida. 

Con intervancion de la alcaidía precédase & la venta en pú- 
blico remate de las mercaderías penadas y fecho pase á conta- 
duría y tesorería á los efectos de los artículos 1029 y 1030 de 
las ordenanzas de aduana. 

Bepuestos los sellos, archívese. 

José López, 



Fallo del Juex federal 

Rosario, Octubre 1* de 1894. 

y vistos : por sus fundamentos, se confirma la sentencia ad 
ministrativa de foja 5. 
Notifíquese y repónganse los sellos. 

G. Escalera y Zuviria. 

T. LXVIJi 3 
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VISTA DEL SEflOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Octubre 9 de 1896. 
Suprema Corte : 

No hay duda que el capitán cometió el error que él mismo 
confiesa, de omitir manifestar dos docenas j media de calzon- 
cillos hallados en la visita. 

No hay dada tampoco que el consignatario omitió en la tra- 
ducción del manifiesto el detalle de los efectos encontrados en 
la visita á que se refiere el parte de foja 1. Y no hay dnda tam- 
poco, acerca de que el detalle del manifiesto de rancho, no pudo 
legalmente sustituirse en la traducción, por las formas gená- 

« 

ricas adoptadas por los consignatarios. A todo ello se oponen los 
artículos 38, 46, 48 y 50 de las ordenanzas. 

No importa que esas infracciones no procedan de un interés 
culpable, sino de simple error, no pudiendo afirmarse que fuera 
imposible pasaran desapercibidas, una vez que los efectos no 
detallados podían destinarse á otros servicios, sin que la aduana 
pudiera percibirlo, esas infracciones caen bajo el régimen de , 
los artículos 1025 y 930 de las ordenanzas. Pido á V. É. se sirva 
confirmar la sentencia recurrida á foja 18. 

Sábiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte • 

■ 

Buenos Aires,* Mayo 22 de 1897. 

I 

Yistos ^ considerando : Que el estado y cantidades de los artí- 
culos que se condenan al comiso por la sentencia de foja sesenta 
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7 siete, no permiten presumir que se trate de aparejos y aten- 
silios de baque, debiendo observarse que el capitán mismo no 
pretende qne deba dárseles esa calificación, según se vé en sn 
declaración de foja tres. 

Por esto, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general, y por sus fundamentos : se confirma, con 
costas, la sentencia apelada de foja diez y ocho, y repuestos los 
sellos, deyuélvanse. 

benjamín paz. — AB&L BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. 
TORRBNT . 



CAUSA ex \ 



Don Antonio MunrrOy por tercería de dominio, en la demanda 
de Don Pedro Derbes y otros, contra la sociedad t Salinas del 
Chubut t, por cobro de pesos ; sobre embargo preventivo. 



Sumario. — I*" £1 socio que ha quedado con el activo de la Com- 
pañía, y se ha hecho cargo de su pasivo desde una fecha dada, 
no puede sustraer los bienes de la misma á la responsabilidad de 
las deudas sociales que aparecen formar parte de ese pasivo, y 
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pretender que se levante el embargo trabado sobre ellas^ para 
asegurar el pago de dichas deudas. 

S"" Esto no importa privarle del derecho de contestar los cré- 
ditos en que se ha basado el embargo^ tanto en su existencia, 
como en su monto. 



Caso. — Resulta del 



FALLO DEL JUEZ DEL TERRITORIO 



Rawson, Diciembre 24 de 1894. 

Y vistos : estos autos iniciados por Don Antonio Munrro, de- 
duciendo tercería de dominio enlosantes seguidos por Don Da- 
vid Schifter, en representación de Pedro Derbes, Juan Alcorta, 
Octavio Gandolfo, Marcos Eliggi y Emilia G. de Haterfeld, con- 
tra la sociedad c Salinas del Chubut >, por cobro de pesos. 

Resulta: I"" Que con fecha 1® de Febrero del corriente año, 
Derbes, Alcorta, Gandolfo, Eliggi y Haterfeld^ demandaron á la 
sociedad Salinas del Chubut, por la cantidad de 5816 pesos, 
con cincuenta y dos centavos moneda nacional^ por sueldos de- 
vengados, como empleados y trabajadores de dichas salinas, so- 
licitando el embargo preventivo de los bienes délas mismas, pa- 
ra garantir sus créditos. 

2^ Que en su virtud, el Juzgado trabó embargo sobre los bie- 
nes denunciados, con fecha tres de Marzo del año citado. 

3® Que con este motivo, se presentó al Juzgado Don Antonio 
Munrro, deduciendo tercería de dominio sobre los bienes embar- 
gados, acreditados sus derechos de propiedad por la escritura de 
venta que expresa el testimonio de fojas 1 á 4, otorgada á su 
favor poí: los señores Francisco Peña, Pedro Ezcurra, Eugenio 
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Leguineche, Eduardo Gaffarot j Manuel P. Acevedo, con fecha 
27 de Diciembre de 1893. 

4^ Que los ejecutantes sostienen que Munrro no podía desco- 
nocer las deudas y compromisos de la sociedad, por haber for- 
mado parte de dicha asociación/ que haciéndose cargo del activo 
y pasivo no ignora su estado, y que no puede intentar tercería 
de dominio, por cnanto si ha verificado la compra de las salinas, 
ha sido con conocimiento que en este territorio existían deudas, 
como se comprueba por los proyectos de arreglo propuestos por 
Munrro, á fojas 13, 14 y 15. 

5^ Que según la carta de foja 15, dirigida por Don Francisco 
AcuñaáDon Pedro Derbes, Munrro está autorizado para arreglar 
las cuentas de la sociedad» 

Considerando : l'^ Que de los antecedentes consignados, resul- 
ta que la venta de las salinas se hizo á favor del tercerista, an- 
tes de haberse trabado el embargo. 

2^ Que según el testimonio de fojas 1 á4, el tercerista formaba 
parte de la antigua sociedad c Salinas del Chubut », habiendo, 
además, una presunción legal en el caso sub-judice contra los 
vendedores, por no haber cumplido la obligación impuesta en los 
artículos 1408 y 1409 del Código Civil, y culpa ó negligencia del 
comprador en no exigirla. 

S*' Que según el inciso 3"" del artículo 3880 del Código citado, 
gozan de privilegios, los salarios de la gente de servicio y los de- 
pendientes, etc. 

4° Que el tercerista no ha objetado el carácter privilegiado 
de los créditos, de donde nace el derecho de los ejecutantes para 
ejecutar los bienes afectados, habiendo éstos refutado el domi- 
nio invocado por aquel. 

Por estos fundamentos, fallo, no haciendo lugar á la tercería 
deducida á foja 5, en el sentido que no podía impedir la ejecu- 
ción de las existencias de la sociedad c Salinas del Chubut», 
para el pago de los referidos créditos, pudiendo, por lo tanto, el 
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tercerista libertarlas del gravamen, abonándolos ; notifíqaese^ 
repónganse los sellos por la parte de Monrro y previa constancia 
y número de orden, archívese. 

Horacio A. Reale. 

Ante mí : 

Justo Abrina. 



Fallo de la Suprema Caerte 

Buenos Aires, Mayo 29 de 1897. 

Vistos y considerando : Que el embargo contra el que se ha 
dedncido la tercería, se ha trabado para responder á créditos que 
se pretende existen contra la sociedad c Salinas del Chobut», 
provenientes de servicios personales, prestados á la misma por 
los acreedores embargantes. 

Qae el embargo se ha efectuado sobre bienes pertenecientes 
á dicha sociedad. 

Qae, por consiguiente, y en la hipótesis de la existencia de los 
créditos, la responsabilidad de la Compañía no siendo dudosa, 
no puede serlo que sus bienes son la prenda de sus acreedores. 

Que aunque, según la escritura de foja primera, se ha conve- 
nido y efectuado entre los socios la liquidación de la sociedad, 
quedando uno de ellos, el tercerista Don Antonio Munrro, con el 
activo de la compañía, la responsabilidad de ésta no ha cesado 
en relación á los créditos anteriores al citado convenio, con arre- 
glo al artículo cuatrocientos treinta y tres del Código de Comer- 
cio, desde que ni aún se ha alegado que el presente caso se halle 
entre los de excepción mencionados en ese artículo. 

Que además, el tercerista Munrro ha formado parte de la com- 
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pañía, lo qae comporta obligaciones personales á su cargo á fa- 
Tor de los acreedores sociales, paes de las constancias de autos 
nada induce á creer que sus responsabilidades fuesen limitadas 
á un capital determinado. 

Que debe observarse también, que según la cláusula tercera 
de la conyencion de foja primera, Munrro se hace cargo del pa- 
sivo de la sociedad, desde el veintiuno de Octubre de mil ocho- 
cientos noventa y tres, sin que aparezca que los créditos que han 
motivado él embargo no estén comprendidos en esta estipula- 
ción. 

Que en mérito de las precedentes consideraciones, la tercería 
deducida por el socio Munrro, fundada en la escriturado foja pri- 
mera, pretendiendo sustraer de las responsabilidades los bienes 
sociales embargados, no puede prosperar. 

Que esto no importa negar á Munrro el derecho de contestar 
los créditos en que se ha basado el embargo, t^nto en su exis- 
tencia misma como en su monto. 

Por estos fundamentos, se confirma la sentencia apelada de 
foja veintisiete vuelta, en cuanto no hace lugar á la tercería, 
con la declaración contenida en el último considerando, quedan* 
do en estos términos modificada dicha sentencia. 

Notifíquese original y repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGB. — JUAN E. 
TORRENT. 
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CAUSA ex XI 



Don Manfredo Tonazzi, contra Doña Enriqíieta Bollo y Don 
Francisco Rumbado, por cobro ejeculivo de pesos ; sobre en- 
Irega de fondos. 

Sumario. — Qonvenida la venta del bien embargado, y la 
sustitución del embargo sobre su producido, el deudor ejecutado 
no pnede pretender que se le haga entrega de fondos, mientras 
haya joioio pendiente sobre todas sus responsabilidades, pro- 
cedentes del juicio, reclamadas por el ejecutante. 



Caso, — En el juicio ejecutivo seguido por Tonazzi contra 
Rumbado» se convino, de conformidad de partes, en que se 
vendiera el bien hipotecado, y con su producto se abonara al 
acreedor el capital é intereses reclamados, quedando el saldo, 
si lo hubiere, depositado á la orden del juzgado. 

Habiendo resultado un saldo, Rumbado pidió que le fuera 
entregado, desde que el ejecutante había sido satisfecho de su 
crédito é intereses. 

El juez proveyó de conformidad. 

La parte de Tonazzi se opuso, manifestando que aán no ha- 
blan sido pagados los gastos de la ejecución, los que eran á 
cargo del ejecutado, y debían abonarse con el saldo que éste 
reclamaba, de acuerdo con las disposiciones legales respec- 
tivas. 



DE JUSTICIA NACIONAL 41 



Fallo del Jues Federal 



Buenos Aires, Marzo 11 de 1897. 

Autos 7 vistos : Busultaqdo del auto de foja ..., el cual se 
encuentra consentido, que de conformidad de partea se convino 
en que la cantidad embargada reemplazará en su totalidad el 
embargo de la propiedad^ y debiendo entenderse, en tal caso, 
que el dinero depositado debe de continuarlo, á las resultas del 
juicio. Por esto, no ha lugar á la reposición del auto que mand6 
suspender la entrega de la cantidad depositada, y concédese en 
relación el recurso de apelación interpuesto, y elévese con oficio 
los autos ante la Suprema Corte. Repóngase la foja. 

Agustín Urdinarrain. 



Fallo de la Suprema l^orte 



Buenos Aires, Mayo 29 de 1897. 

Vistos y considerando : Que por consentimiento del ejecutante 
y ejecutado se vendió la finca embargada, estableciéndose, con- 
forme á la ley y á la voluntad expresa de las partes, que el 
precio de venta quedaría depositado en el Banco de la Nación, á 
la orden del juzgado, y por cuenta de este j uicio, según se vé de 
fojas ciento sesenta y siete á ciento setenta y tres, con la deduc- 
ción, en lo que toca á las resultas del juicio mismo, de la can- 
tidad á que se refiere la petición segunda del escrito de foja 
ciento setenta y dos. 



42 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

Qae con tal antecedente, el ejecntado no ha podido pedir la 
devolución del saldo de dos mil setenta y ocho pesos cuarenta 
centaTos, que están en depósito, cuando aún hay juicio pen- 
diente con motivo de responsabilidades que, pretendidas por el 
actor, deben satisfacerse con los dineros depositados, si fuese 
legal. 

Por esto y por sus fundamentos, se confirma, con costas, el 
auto apelado de foja ciento noventa vuelta. Repuestos los 
sellos, devuélvanse, recomendándose al inferior que no omita 
la cita precisa de las fojas do referencia, en sus resoluciones, 
como, está mandado por el último acuerdo de esta Suprema 
Corte. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN B. 
TORRENT. 



CAUSA ex XII 



El Banco de la Nación j contra Don Domingo Flores ^ por cobro 
ejecutivo de pesos ; sobre falla de personería 



Sumario. — El nombramiento de gerente, es documento 
habilitante del poder que éste confiera, y debe ser transcrito 
en la escritura en que lo confiere. 
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Caso. — Lo explica el 



FaII« del Smmm Fedenil 



SaD Luis, Diciembre 11 de 1895. 

T vistos : las excepciones de falta de personerfa, novación, 
pago 7 litis-pendencia, opuestas por D. Tomás Jofre, á nombre 
de D. Gregorio Portal, en la ejecución que le sigue á éste el 
Banco de la Nación Argentina, sucursal de Villa Mercedes, 
representado por el doctor Domingo Flores ; 

T considerando con respecto á la excepción de falta de per- 
sonería : 

V Que la hace consistir el ejecutado en que los gerentes del 
Banco de la Nación carecen de personería para demandar á los 
deudores, por no conferirles esa facultad los estatutos 6 re* 
glamento del Banco ; en que el señor Velar, mandante del doc- 
tor Flores, no es gerente del Banco en Villa Mercedes ; y, por 
último, en la falta de transcripción del documento habilitante 
en el poder mencionado, por lo que pide se declare la nulidad 
de éste, y la falta de personería del doctor Flores (foja 30). 

2° Que en cuanto al primer punto, esto es, á la falta de per- 
sonería de los gerentes de las sucursales del Banco de la Nación, 
para demandar á los deudores, debe tenerse en cuenta que la 
jurisprudencia de la Suprema Corte, sentada con respecto álos 
gerentes de los Bancos Nacional é Hipotecario (serie 4*, tomo 2"", 
pág. 367, y tomo 7^, pág. 154), se funda en que no existen cu- 
los estatutos de dichos Bancos, artículo alguno que autorice á 
los gerentes para estar en juicio ó ejecutar á los deudores del 
establecimiento. 

3^ Que no puede decirse lo mismo del Banco ejecutante, por- 
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que el artículo 60 del reglamento de sQcnrsales establece que : 
« transcurrido cinco días después del protesto, los gerentes pro- 
cederán á ejecutar los deudores, iniciando sus gestiones con la 
inhibición general de bienes > ; lo que importa dar poder para 
presentarse en juicio, desde que es el medio único de cumplir 
con el mandato de dicho artículo. Los artículos siguientes al 
mencionado reglamentan el modo cómo procederán los gerentes 
en sus gestiones judiciales. 

Debe, pues, resolverse que el gerente de la sucursal del Banco 
de la Nación en Yilla Mercedes, goza de personería para de- 
mandar álos deudores, y que, por consiguiente, puede dar man- 
dato á iguales fines. 

4° Que en cuanto á la personería del apoderado doctor 
Flores, debe considerarse que en el poder presentado, el escri- 
bano autorizante no transcribe el nombramiento del señor Ye- 
lar, pero se da fé de su carácter de gerente, por constar en 
muchos instrumentos públicos en su registro. No indica la foja 
del protocolo en que se halla transcripto el nombramiento ex- 
presado. 

Durante el término de prueba, el doctor Flores nada ha 
hecho para acreditar que el señor Velar era realmente gerente 
del Banco, calidad negada por el ejecutado. 

5^ Que, en consecuencia, son de estricta aplicación los artícu- 
los 1003 y 1004 del Código Civil, que ordenan la transcripción 
de los documentos habilitantes en las escrituras públicas, bajo 
pena de nulidad, estableciendo cómo debe proceder el escribano 
cuando dichos documentos obran en su protocolo, formalidad 
no llevada en el cuso sub-judice. 

El nombramiento del señor Telar es el documento habilitante 
que debió ser transcripto en la escritura de poder, y la falta de 
transcripción, es tanto más perjudicial, cuanto que el ejecu- 
tado ha negado á aquél el carácter de gerente, y el actor no ha 
probado ese hecho durante el término de prueba. 
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Por estos fundamentos, fallo : declarando nulo el poder de 
foja 7, y sin personería el doctor Flores para entender en el 
presente juicio, no haciendo lugar, en consecuencia, á la eje- 
cucion, con costas. Levántese el embargo decretado, haciéndose 
saber y repóngase los sellos. 

Valentín Luco. 



VtMm de ím Suprent» Corte 

Buenos Aires, Junio 1* de 1897, 

Vistos : por los fundamentos cuarto y quinto, déla sentencia 
de foja cuarenta y tres Tueljta, se confirma ésta en la parte 
apelada, con costas. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN B. 
TORUENT. 



CAUSA CX^IÍIII 



El doctor Don Cipriano Soria, contra el doctor Don Juan E. 
Masson, por regulación de honorarios; sobre apelación 

Sumario, — Si se ha pedido la regulación de honorarios 
como abogado y procurador, y, después de hecha la regulación, 
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se solicite y obligue la declaratoria de que éste comprende los 
honorarios de abogado y de procurador, el término para apelar 
de la regulación corre desde la notificación del auto qne con- 
tiene la regulación, y no del qne contiene la declaratoria. 



Caso. — Lo explica el fallo de la Suprema Corte. 



JFfill0 d«l Juea Federal 



Córdoba, Octubre 17 de 1895. 

Autos y vjstos : La solicitud precedente, del abogado doctor 
Cipriano Soria, pidiendo se fije sus honorarios en el presente 
juicio del doctor Masson, contra la empresa del Ferrocarril 
Central Norte, y que se le manden pagar por el doctor Masson. 

Y teniendo en consideración : por una parte, qne los escritos, 
especialmente los defojaslGy 141,y la intervención profesional 
del solicitante sonde importancia jurídica, y demuestran labor 
y contracción. 

Y considerando, por otra parte, la naturaleza y verdadera 
importancia del juicio, para lo cual se toma como base, dado el 
conocimiento que el juzgado tiene de los autos, el informe del 
perito Buiz, de foja 228, y otras circunstancias concurrentes á 
esta regulación. 

Se resuelve : fijar estos honorarios en la suma de 15Q0 pesos 
moneda nacional, la que deberá ser abonada por el doctor 
Masson, sin perjuicio de superior resolución sóbrelas costas. 
Transcríbase. 

C. Moyano Gacitúa. 
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Falló ám I» Huprem» Corie 



Buenos Aires, Junio 1* de 1897. 

Autos j Tístos. Considerando : Que el auto de foja cinco^ en 
el que se regulan los honorarios del doctor Soria, ha sido á éste 
notificado en diez y ocho de Octubre de mil ochocientos noTenta 
y cinco. 

Qae interpoesta apelación por esta parte en veinte y ocho 
del mismo mes de Octubre, segnn se vé á foja siete vuelta^ el 
recurso resulta evidentemente deducido fuera del término legal,, 
con arreglo á la ley número tres mil noventa y nueve. 

Que no siendo el auto de foja seis vuelta sino declaratorio 
del.de foja cinco, que en efecto debía regular y regulaba el 
honorario del doctor Soria, en un doble carácter de abogado y 
apoderado, porque así lo expresó y pidió en su escrito de foja 
primera, el término para apelar ha corrido desde la notiñcaciop 
del auto de fpja cinco, desde que el recurso no tiene por objeto 
impugnar la declaración misma como repugnante al auto decla- 
rado, conforme á la ley quince, título veinte y tres, partida 
tercera, y artículo doscientos treinta y dos de la ley de procedi- 
mientos. 

Por esto, se declara consentida la regulación de foja cinco, 
por el doctor. Soria ; y no habiendo mérito para reformarla en 
lo que se refiere á la apelación del doctor Masson, se confirma. 
Devuélvanse, debiendo reponerse los sellos ante el inferior. 

BENJAMÍN PAZ.— LUIS V. VAAELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE. 
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CAUSA CXXIV 



El doctor don Diego de Alvear^ y después sus herederos, contra 
doña Petrona Aguirre ; sobre reivindicación 



Sumario. — 1"^ Los títulos de adquisición no bastan para 
fandar la demanda de Teivindicacion si son de fecha posterior á 
la posesión del demandado. 

2® Las operaciones de mensura hechas sin citación del de- 
mandado no modifican el estado de su posesión, máxime si el 
actor fué vencido en el juicio de desalojo que promovió contra 
él á consecuencia de dichas operaciones. 

3^ No probado el dominio, es indiferente averiguar desde 
qué fecha tiene el demandado la propiedad de la cosa por trans- 
misiones sucesivas. 



Caso. — Resulta del 



Fall« del Jues rederal 



Rosario, Marzo 5 de 1894. 

Y vistos los presentes iniciados por el doctor don Diego de 
Alvear y continuados por los herederos de éste, en contra de 
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doña Fetrona Agairre de Funes y luego los señores don Mel- 
chor Pinero, don Abraham González y don Guillermo Lacroze, 
como cesionarios de la señora de Funes, sobre reivindicación. 

Resulta : que con fecha 6 de Agosto de 1886, el doctor Al- 
Tear inicia esta controversia exponiendo : Que como lo expre- 
saban las escrituras y plano acompañados, era propietario de 
un terreno situado al sud y en las cercanías de la ciudad del 
Rosario, compuesto de cincuenta varas de frente al río Paraná, 
con dos leguas de fondo, lindando por el frente con dicho río, 
por el fondo al oeste, con los herederos del doctor José Roque 
Pérez, por el sud con una lonja de ciento cincuenta varas de 
ancho conocida por de € Las Animas >, que perteneció á los Ba- 
sualdo y después á diversos propietarios, y por el norte, con más 
terrenos que pertenecieron á don Mateo Fernandez. 

Que ese terreno, de quinientos nueve varas de frente al Pa- 
raná, era parte de una área mayor compuesta de setecientos 
veintiséis varas de frente al mismo río, con seis leguas de fondo, 
que perteneció á la testamentaría de don Mariano Fernandez, 
de la cual, la 3*^, 4', 5^ y 6*^ legua del fondo, pasaron á ser de la 
propiedad del finado doctor Ropue Pérez, por compra que de 
ella hizo, y de las dos leguas del frente, las expresadas quinientas 
nueve varas de latitud, pertenecían al actor, según los títulos 
acompañados, y las otras doscientos diez y siete varas de su 
latitud, pertenecían á don Macedonio Fernandez. 

Que poseyendo el actor el terreno de setecientas veintiséis 
varas de frente con dos leguas de fondo allá por el año de 1876, 
ambos solicitaron la mensura judicial de ese terreno; y encon- 
trándose en tramitación esa mensura, recordando que el año de 
1863 ya había sido medido judicialmente por el ugrimensor 
don Benedicto Sivori ; dejando sin terminar la mensura solici- 
tada y con motivo de que habiendo desaparecido los mojones 
de la línea sud, pero existiendo la mayor parte de los de la línea 
norte; pidiendo que, con arreglo á esa mensura practicada por 

T. LXVni 4 
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Sivori üa 1863 y trazando una Hnea paralela á la que existía al 
norte, marcadü. con mojones, se rectifícase la línea del snd, 
amajonándola, como así se hizu. 

Que en esa época ya existía en el terreno de Alvear, cerca de 
la barranca del río, un rancho que fué construido con permiso 
de ios Fernandez, en el cual vivía la demandada doña Petrona 
Agnirre de Funes, sin que el terreno en que ese rancho estaba 
construido le perteneciera por título alguno. 

Que no obstante esto, y á pesar de que el terreno de sete- 
cientas veintiséis varas de frente con seis leguas de fondo había 
sido poseido siempre por los Fernandez, causantes del actor, 
quienes fueron los que vendieron al finado doctor Pérez las 
últimas cuatro legdas del fondo de ese terreno, y á pesar de que 
el actor se encontraba en quieta y pacífica posesión de la por- 
ción de esa área que le pertenecía en propiedad, ocupándola con 
varios arrendatarios, la señora Aguirre de Funes, demandada, 
aprovechándose de la ausencia del actor, residente en la Capital 
de la República, había ocupado y ocupaba las fracciones seña- 
ladas en el plano de foja 15 con las letras A, B, C, D, E, F, G, 
H^ J, abusando así de la tolerancia que con ella se había 
tenido. 

Que en vista de ello, y haciendo uso de la accinn que el Có- 
digo Civil en su artículo 2758 y siguientes confiere al propietario 
que ha perdido la posesión, venía á deducir la acción de reivin- 
dicación de dichas fracciones de terreno, pidiendo que en mérito 
de los títulos de propiedad que acompañaba, el juzgado decla- 
rase ser el doctor Alvear el dueño y propietario legítimo de esas 
fracciones de terreno, sin que la demandada doña Petrona Agui- 
rre de Funes, tuviera, por su parte, derecho alguno á ellas, 
condenando á la demandada á las costas, daños y perjuicios. 

Dado el traslado de la demanda (foja 43 vuelta), y después 
de varias incidencias, improcedentes unas é inócnas otras, que 
abundan en estos voluminosos autos y que el juzgado no con- 
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ceptúa necesario relatar por no creer sea esa mención condu- 
cente á objeto algnno práctico ni necesario para la solución del 
litigio ; tendiendo sólo, por el contrario, á hacer difusa y \ 

complicada esta resolución, la demanda se contesta á foja 63 
pidiendo su rechazo con especial condenación eu costas, daños 
y perjuicios, aduciéndose lo siguiente : 

Que la pretensión del adversario era ridicula y no tenía por 
base sino una irregular sumaria información producida respecto 
á esos terrenos, sin intervención ni citación del ministerio 
público; que el rancho que se decía construido con permiso de 
los Fernandez, no lo había sido bajo tal permiso ; que esa coas- 
traccion, hecha por el bisabuelo de la demandada, don Gregorio 
Aguirre, sobre un terreno que heredó de sus antepasados su 
esposa doña Victoria Avales, era la que había servido de posta 
en ese lugar desde el siglo pasado ; que ese llamado rancho pur 
el doctor Alvear, no era una habitación vulgar y desconocida, 
sino por el contrario, una casa conocida por todos los fundadores 
del Rosario y á la que hasta ese momento se llamaba la < Posta 
de Aguirre >, sin que nunca jamás, desde el tiempo del Rey, se 
hubiera desconocido por un solo instante el dominio y propiedad 
que allí ejercía doña Victoria Avales de Aguirre. 

Que después que falleció, su esposa doña Victoria de Aguirre 
continuó al frente del servicio de la posta y después del falle- 
cimiento de ésta, su hijo don Manuel Aguirre, hasta que loa 
curros fueron reemplazados por empresas de mensajerías; no 
habiendo así nunca los Fernandez pretendido tener el menor 
dominio sobre los terrenos de la c Posta de Aguirre > construida 
en el siglo anterior. 

Que hasta antes de esta demanda y la de desalojo deducida 
contra la misma demandada por el doctor Alvear ante los tribu- 
nales de provincia y la que había sido rechazada con costas en 
todas sus instancias, la demandada no había tenido el más leve 
conocimiento de que los Fernandez se hubieran supuesto dueños 
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de los terrenos de doña Victoria Avalos de Agairre, y que en 
virtud de una sumaria información, sin el menor valor jurídico, 
los hubieran transferido al demandante. 

Que desde la fundación de esa posta, sus antepasados, hasta 
la demandada, habían vivido allí sin la menor interrupción y 
sin reconocer más dueños que la expresada Doña Victoria Avalos 
de Agnirre. 

Que el actor, estudiosamente, se había guardado de presen- 
tar, como era de su deber hacerlo, los títulos de dominio de sus 
causantes, porque por ellos se hubiera visto que no existía tai 
título. 

Que á falta de ellos, sólo existía un proyecto de sumaria 
información de testigos, pretendiendo por ese medio obtener un 
título supletorio de dominio sobre un terreno de una ubicación 
más ó menos á distancia de doce á catorce cuadras de la plaza, 
y de una extensión como de mil doscientos varas, poco más ó 
menos de frente, con un fondo correspondiente, esto es, legua 
más, legua menos, á voluntad del titulado dueño. 

Que esa sumaria levantada en 1"^ de Setiembre de 1855 por 
un tal don Saturnino Laras, por su esposa doña Juana Fer- 
nandez y demás herederos que aquél decía representar, adolecía 
de otros defectos sustanciales, como ser la no exhibición del 
poder de esos herederos, ni la hijuela de doña Juana Fernandez, 
ni su partida de casamiento con éste, etc. 

Que, además, los testigos que figuiaban en esa sumaria no 
daban razón de sus dichos, ni la ubicación ni extensión del 
terreno, etc., careciendo así esa diligencia, que constituía los 
títulos de dominio del doctor Alvear, de todo valor jurídico. 
La demandada concluye su contestación pidiendo se diera al 
ministerio de menores participación en el juicio. Este incidente 
y otros que le siguen, habiendo todos ellos sido fallados opor- 
tunamente, no tienen trascendencia directa respecto á la solu- 
ción de este asunto, razón por la cual se prescinde al presente 
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fie hacer sn relación, debiendo sólo dejar constancia en estos 
resnltandos de los dos hechos siguientes : 

1® Que á foja 115 el procarador don Alfredo Salva se presenta 
con las escritaras que corren de fojas 107 á 113 solicitando 
participación en los autos, como apoderado de don Melchor 
Pinero, don Abraham González y don Guillermo Lacroze, y en 
el carácter, éstos, de cesionarios de la señora Aguirre de Funes 
y otros, constando la resolución respectÍTa en el auto de foja 
156, en el que se resuelve que la personería del procurador Salva 
sólo debía ejecutarse por los derechos que sus mandantes habían 
adquirido de doña Petrona Aguirre de Funes, quien era la única 
demandada : en ese mismo auto se ratifica el corriente á foja 
129 vuelta, abriendo la causa á prueba, durante cayo período 
se pmduce la que corre en autos ; y 2^ que al iniciarse la de- 
manda, los títulos del doctor Alvear, que corren de fojas 167 á 
194, labrados fuera de esta provincia, no se encontraban en ésta 
protocolizados, requisito que se llenó recién en fecha 21 de 
Febrero de 1889 (página 191) mientras que la demanda se inició 
en 6 de Agosto de 1886, lo que da lagar á que la demandada 
aduzca en su escrito de foja 420, que esta falta de protocoliza- 
ción de los títulos á la iniciación del litigio, nulificaba en 
absoluto los presentados por el actor. 

T considerando : 1** Que el artículo 2758 del Código Civil 
prescribe que : < La acción de reivindicación es la que nace del 
dominio que cada uno tiene de cosas particulares, por la cual el 
propietario que ha perdido la posesión, la reclama y la reivin- 
dica contra aquel que se encuentra en posesión de ella > ; de lo 
cual se deduce que para que dicha acción sea viable, es necesario 
que la persona que la intenta tenga 6 haya tenido dominio 
sobre la cosa materia de la reivindicación. 

2® Que ese dominio sólo se adquiere, según nuestra legisla- 
ción, por la tradición traslativa de la posesión, con título sufi- 
ciente para transferir aquél (art. 2601 y 2602 del Código 
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Civil)^ y mediante el cual se llegue & adquirir un derecho real 
perfecto ó imperfecto, que traiga su origen desde el tiempo de 
la demanda, ó sea al comienzo de la acción y no después (art. 
2772 y 2774 de igual código). 

3^ Que igualmente el artículo 1211 del Código recordado 
preceptúa que los contratos hechos en país extranjero, para 
transferir derechos reales sobre bienes inmuebles situados en 
la Eepública, no producirán efecto si no constasen en instru- 
mento público, y que la tradición de dichos bienes no podrá 
hacerse con efectos jurídicos hasta que esos contratos se hallen 
protocolizados por órdon de un juez competente; principio éste 
aplicado por la Suprema Corte á los Estados Confederados de 
la República, como luego lo yeromos. 

4^ Que, como se comprueba por el cargo puesto al pié del 
escrito inicial de este litigio (f. 38 vuelta) y por el auto que se 
registra á foja 191 , la demanda de reivindicación fué instaurada 
en 6 de Agosto de 1886, y la protocolización de los títulos del 
actor, labrados en la provincia de Buenos Aires, se realizó 
recien á los dos años y medio después de la demanda, ó sea, 
con fecha 21 de Febrero de 1889. 

5^ Que siendo esto así, la falta de protocolización anterior á 
la demanda de los títulos del actor, hace ineficaces á éstos, 
desde que con ellos el doctor Alvear no había adquirido todavía 
el dominio en el derecho real, exigidos por los artículos del 
Código Civil citados en el considerando 2^, para deducir legal- 
mente la acción de reivindicación; y la ley provincial de Julio 30 
de 1862, establece : «Que los títulos que no tengan la constancia 
de haber sido registrados en el Estado, no serán considerados 
en juicio, y las transacciones ú obligaciones contraídas por ellos 
no tendrán valor alguno > (art. 8^); disposición corroborada por 
el artículo 4"" de la ley de Noviembre 12 de 1868, en el que se 
declara : « que los instrumentos que no estén registrados, no 
surtirán en juicio los efectos de derecho, mientras no lo estén >. 
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6° Que la Suprema Corte, ea los fallos qae se registrau eu la 
serie 2'', tomos 4° y 5"*, página 456 y 18, tiene establecido que 
f stas leye» provinciales son válidas^ porque los estados argén* 
tinos son independientes entre sí, y le son aplicables las pres- 
cripciones del Código Civil, que ordenan la protocolización de 
los contratos de transferencia de bienes raíces celebrados en 
países extranjeros; teniendo cada provincia poder exclusivo de 
legislación sobre los bienes raíces situados en su territorio, y 
éstos no pueden ser poseídos, adquiridos, ni vendidos, sino con- 
forme á las leyes ó estatuto real de la tierra donde están ubica- 
eos ; agregando : que la protocolización de escrituras de venta 
de bienes raíces, celebrada en país extranjero ú en otra provin- 
cia, es necesario para la tranquilidad del comercio y la segu- 
ridad de los contratos ; y por último^ en uno de esos fallos se 
establece el hecho perfectanientts análogo de que : c en la 
provincia de Córdoba, no tienen efectos jurídicos las escritoras 
de ventas de bienes raíces no otorgadas ó no protocolizadas en 
la Provincia » (art. 7 y 8, ley de 16 de Noviembre de 1869). 

7** Que igual doctrina se proclama en la ley 10, título 17, 
libro 9 de la Recopilación ; en la 16, título 1% libro 10 de la 
Novísima Becopilacion, y la 7, título 23, libro 10 de la misma; 
habiéndola también consignado, como ya hemos visto, nuestro 
Código Civil en el artículo 1211, y ratificado la Suprema Corte, 
cuando también ha dicho que : c la escritura de venta celebrada 
en una provincia no es suficiente para transferir el dominio de 
los bienes vendidos, situados en otra Provincia, mientras no se 
haya protocolizado en ésta por orden del juez competente » 
(pág. 456, tomo 4^ serie 2°). 

8® Que si, pues, según las leyes de esta provincia, antes re- 
cordadas, los títulos otorgados en cualquier parte, que no se 
encuentren debidamente registrados ó protocolizados en ésta, 
no serán considerados en juicio, ni las transacciones ú obliga- 
ciones contraidas tendrán valor alguno ; claro es que las escri- 
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turas del actor, no pueden ser consideradas con efectos legales, 
respecto de la demandada, desde el momento en que esas leyes 
son aplicables directamente á la compra hecha en Buenos Air'eSy 
por el doctor Alvear, de un bien raíz de la provincia de Santa 
Fé, no protocolizada, ni registrada en ésta. 

9^ Que la protocolización efectuada con posterioridad á la 
demanda, no modifica ni coloca en mejor concepto la exigencia 
del actor: 1^ porque, como dice Savigny : « El juez, en su sen- 
tencia, debe reproducir artificialmente la situación que hubiera 
existido naturalmente si hubiera sido posible dictar aquella al 
comenzar el litigio » (tomo 5®, páginas 11, 13 y siguientes), 
principio que se funda en el statu quo que emerge de la litis 
contestatio; 2^ porque la retroactividad no se presume, encon- 
trándose, por el contrario, proscrita hasta de la ley misma, j 
ningún artículo ni prescripción legal existe en la ley provincial 
que dé á la protocolización posterior, un efecto anterior ; y 3® 
porque si tal retroactividad se diera á este acto, él vendría á 
nulificar por completo el espíritu que guió el mandato de la 
protocolización, cual es garantir los derechos adquiridos á la 
sombra del estatuto real^ garantir la tranquilidad del comercio, 
la seguridad de las transacciones y la inviolabilidad de los de- 
rechos alcanzados (Félix, Derecho Internacional Privado; Massé, 
Derecho Comercial, tomo 2®, página 63 y siguientes; Story, 
Conflict of laws, páginas 364, 428 y siguientes). La fecha de 
la adquisición no empieza, en estos casos, á correr sino desde la 
protocolización, siendo análogo al de la inscripción de las hipo- 
tecas, y regido por el principio que c el que es primero en el 
tiempo, es primero en el derecho » : eadem esl ratio. 

lO' Que la necesidad de la protocolización, la ha comprendido 
ta misma parte del doctor Alvear, al solicitar el desglose de 
esos títulos, para efectuar aquella; pero esta diligeocia la ha 
realizado tardía y frustráneamente para los efectos de este liti- 
gio, como ya se deja establecido anteriormente, siendo entonces 
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de aplicación lo resuelto por la Suprema Corte, en el tomo 21 , 
2* serie, página 98, cuando dice : « Qne la acción reiyindicato- 
rio nace del dominio, y no comprobándose éste, no procede » : 
in rem actio competií ei qui aut jure gentium aut jure civili 
diminum acquisul. (Ley 23, Fragmento de reivindieatione) , 

ii^ Que nuestro Código Civil preceptúa, por último, que: 
< Si el titulo del reivindicante que probase su derecho á poseer 
la cosa, fnese posterior á la posesión que tiene el demandado, 
aunque éste no presente título alguno, no es suficiente para 
fundar la demanda » (art. 2789). T, como se ha visto, el doc- 
tor Alvear no tiene título alguno, ante la ley, por la falta de 
protocolización oportuna del que ha exhibido, y la demandada 
tiene una posesión anterior, bastando para comprobar esto, el 
mero hecho de la iniciación dt^ este litigio, en el cual se le acusa 
de tenerla. 

Por tanto, definitivamente juzgando, fallo : nó haciendo lugar 
á la demanda de reivindicación iniciada por el doctor Don Diego 
de Alvear contra Doña Petrona Aguirre de Funes, á quien se 
absuelve de ella, con costas, Notifíquese con el original y re- 
pónganse los sellos. 

G. Escalera y Zuviria. 

Wmílo de ím Suprem» Vowtm 

Buenos Aires, Junio I* de 1897. 

Vistos y considerando: Que está fuera de cuestión que la par- 
te demandada tiene la posesión de la cosu materia del juicio, 
tanto porque así resulta de la prueba producida, como porque 
especialmente así lo reconoce el demandante en el escrito de de- 
manda, y resulta además de la naturaleza misma de la acción 
reivindicatoria intentada. 

Qne, en consecuencia, el actor ha debido probar el dominio 
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de la cosa demandada, sin lo qae la acción deducida no puede 
prosperar. 

Que las escrituras de adquisición en que el actor funda su de- 
recho, 8on,á no dudarlo, de fecha posterior á la posesión del de- 
mandado, porque así lo convence la abundante prueba testimo- 
nial producida por la citada parte demandada, loque es bastante 
á demostrar que dicha posesión es anterior á mil ochocientos 
cuarenta. 

Que la información producida por los antecesores del deman- 
dante con el objeto de comprobar su propiedad sobre los terre- 
nos del litigio, fué rendida el año mil ochocientos cincuenta y 
cinco 7 aprobada en el mismo año, según se vé en los instrumen- 
tos de fojas trescientas diez y seis á trescientas veintiuna, con 
lo que queda también establecido que esa información es tam- 
bién posterior á la posesión del demandado. 

Que los deslindes que invoca el actor se han ejecutado des- 
pués de la fecha de la citada información. 

Que en mérito de las precedentes consideraciones, y haciendo 
aplicación al caso de las disposiciones del Código Civil, hay que 
concluir que los títulos presentados por el reivindicante no son 
suficientes para fundar la demanda (artículo dos mil setecientos 
ochenta y nueve del citado código). 

Que apreciando comparativamente el valor probatorio de la 
información de foja trescientas diez y seis, y el de la prueba tes- 
timonial producida por el demandado, es fácil observar que aque- 
lla no puede sostenerse ante ésta, tanto por el número de los tes- 
tigos, la forma de la declaración y las circunstancias razonadas 
contenidas en esa declaración. 

Que las deficiencias de la información de mil ochocientos cin- 
cuenta y cinco, van hasta la supresión de la citación fiscal, 
mientras que la prueba testifical rendida en estos autos por la 
parte demandada, tiene la garantía de haberse producido con 
audiencia del contrario y demás formalidades de ley. 
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Qae la nota que en testimonio corre á foja trescientas diez y 
nueve vaelta, dirigida al jaez de la información por el de paz 
respectivo, carece de importancia probatoria, porqne no es en 
tal forma que ha podido recibirse la declaración de un testigo. 

Que los deslindes que hace valer el demandante, no valen co- 
mo acto posesorio eficaz para modificar el estado de la posesión, 
por cuanto las operaciones se realizaron sin la citación del po- 
seedor, ó sea, de la parte demandada, y quedó ésta en la pose- 
sión que tenía no obstante dichos deslindes, y porque dos pose- 
siones iguales y de la misma naturaleza no pueden existir sobre 
la misma cosa (articulo dos mil cuatrocientos uno, Código Civil) 
y desde que la posesión, una vez adquirida, se conserva, mientras 
no se pierda por algunas de las causas establecidas en la ley. 

Que lejos de haberse modificado por efecto de los deslindes, 
la posesión de doña Fetrona Aguirre, está averiguado, al con* 
trario, que el actor fué vencido en el juicio de desalojo que pro- 
movió á consecuencia de dichos deslindes. 

Que la posesión que los causantes del demandante hayan te- 
nido de una parte de los terrenos que pretendían suyos en ma- 
yor extensión que la cuestionada, no tiene influencia sobre la 
otra parte sometida á la posesión de un tercero. 

Que no habiéndose probado, por el actor, el dominio en que basa 
la acción reivindicatoria, es indiferente averiguar ai el deman- 
dado tiene la propiedad de la cosa por trasmisiones sucesivas, 
desde doña Victoria Avales y Mendoza, con arreglo á lo dispuesto 
en la ley veintiocho, título dos, partida tercera. 

Que aunque los elementos de convicción acumulados en el 
expediente eu apoyo de la intención del demandante, no sean 
bastantes para hacer prosperar la acción, lo son, sin embargo, 
para no hacerla pasible de una condenación en costas. 

Por estos fundamentos y concordantes de la sentencia apelada 
de foja cuatrocientas ochenta y seis, se confirma ésta, en cuanto 
no hace lugar á la demanda, y se revoca en cuanto condena en 
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costas al demandante. Notifíqnese con el original y repuestos 
los sollos, devaélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN . — OCTAVIO BÜN- 
GE. — JUAN E. TORRENT. 



CAUSA CXX^ 



La sucesión del doctor Don Onésimo Leguizamon^ contra el Ban- 
co Nacional, por regulación de honorarios; sobre prescripción. 



Sumario. — La excepción de prescripción no puede hacerse 
valer en el juicio sobre estimación de honorarios, sino en el que, 
después de regulados, se promueva sobre su cobranza. 



Caso, — El doctor Enrique A. Spangemberg, por los herede- 
ros del doctor Onésimo Leguizamon^ que había patrocinado al 
Banco, en el juicio seguido contra los señores Conde y Molina, 
se presentó pidiendo regulación de los honorarios devengados por 
aquel. 

El representante del Banco dijo : que los honorarios que se 
pretendían regular, deben haber sido pagados, dado el tiempo 
transcurrido desde que se patrocinó al Banco, y porque no era 
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posible que pasaran tantos años sin ser exigidos ; que en el su- 
puesto de que esto no fuera exacto, opone la prescripción, de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 4032, excepción que pide 
sea admitida. 

El doctor Spangemberg, evacuando el traslado qae se le con- 
firió, expuso : que la excepción opuesta es inoportuna, con arre- 
glo á la ley de 31 de Agosto de 1894, sobre costas, pues sólo se 
trata, por ahora, de fijar el monto de los honorarios y no de su 
pago. 

P»llo del Jíues Federal 



Buenos Aires, Febrero 28 de 1895. 

Por los fundamentos aducidos en la precedente escrito y te- 
niendo en cuenta además, que al proveer al escrito del repre- 
sentante del Banco, corriente á foja ..., el Juzgado lo hizo en 
concepto de que la excepción era opuesta en la estación oportuna 
del juicio, se declara inoportuna dicha excepción, pudiendo las 
partes ratificarse cuando llegue el caso en el contenido de sus 
respectivos escritos, y de acuerdo con lo dispuesto en la ley so- 
bre costas procesales, pónganse los autos al despacho para pro- 
veer lo que corresponda. 

Campillo. 



Auto del Jíuea Federal 



Buenos Aires, Octubre 3 de 1896. 

Y vistos : la revocatoria solicitada por el Banco Nacional del 
auto de foja 229y con apelación subsidiaria, en caso de negativa; 



62 FALLOS DE LA SUPUEMA CORTE 

por las consideraciones legales aducidas por la parte de Legui- 
zamon en los escritos de foja 228 y el que precede, que se de- 
claran ajustadas á derecho y que el Juzgado hace suyas, no so 
hace lugar ala revocatoria interpuesta del auto de la referencia 
y se concede en relación y en ambos efectos el recurso de apela- 
ción interpuesto, debiendo remitirse los autos originales á la 
Suprema Corte en la forma de ley, con término de tres días pu- 
ra estar á derecho. Se declara que las costas del incidente son 
á cargo del Banco Nacional. Repónganse los sellos. 

P. Olaechea y Alcor la. 



Falto de te Suprenm Corte 

Buenos Aires, Junio 1* de 1897. 

Vistos y considerando : Que en el estado de la causa y de con- 
formidad con la ley número tres mil noventa y cuatro, corres- 
ponde, en efecto, la regulación de honorarios por los servicios 
profesionales que aparecen prestados por el doctor Leguizamon. 

Que esta regulación no importa privar al Banco de hacer va- 
ler en oportunidad las excepciones y defensas que tuviere, si 
fuere requerido para el pago. 

Foresto, be confirma, con costas, el auto apelado de foja dos- 
cientas veintinueve vuelta. Devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS Y. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGB. 
— JUAN É. TORHENT. 
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C^AIIÜA C.l^^VI 



Don Henry Stephens contra E. Cuiret y C% sobre embargo 
preventivo de mercaderías con marca falsificada 



Sumario. — No procede embargo preventivo por razón de 
falsificación de marca de fábrica. Para obtener el embargo de 
las mercaderías falsificadas, es preciso deducir la acción penal 
que autoriza la ley de la materia. 



Caso. — Don Guillermo Lippold, con poder del señor Ste- 
phens, se presentó al juzgado pidiendo el embargo de merca- 
derías que reputaba falsificadas y que se encontraban en poder 
de E. Cuiret y C*. Fundó esa petición en que el señor Stephens 
es propietario de la marca de fábrica, debidamente registrada, 
con que distingue la tinta que se vende bajo su nombre. 

£1 juez no hizo lugar á la petición, por no deducirse acción 
criminal alguna. 

£1 señor Lippold pidió revocatoria diciendo : que su solicitud 
de embargo se funda en el artículo 31 de la ley de marcas; que 
por el artículo 4 de la misma tiene derecho á oponerse al uso de 
cualquiera otra marca que pueda producir confusión con los 
productos de Stephens; que la acción criminal para castigar el 
delito, si lo hay, será deducida según fuere el resultado de la 
diligencia pérvia pedida. 
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F»lla del Juez Federal 

Buenos Aires, Setiembre S8 de 1896. 

Autos y vistos : No encontrándose por hoy el recurrente com- 
prendido en ninguno de los casos de embargo preventivo men- 
cionados en 6l título 13 del Código de Procedimientos para la 
Capital, incorporado á la ley de 14 de Setiembre de 1863 por la 
ley número 3375; y en el artículo 31 de la ley de marcas de 
fábricas, que se cita en el escrito precedente, cuyo artículo sólo 
legisla para el que vende ó pone en venta mercaderías con marcas 
falsificadas ó usurpadas, pero que no confiere derecho para 
reclamar medidas conservatorias como es la que se intenta por 
el recurrente; y no pudiendo un juicio ordinario dar principio 
por embargo^ cuyo embargo, como limitativo del derecho de pro» 
piedad, puede causar gravamen irreparable, razón por la cual 
sólo debe circunscribirse á los simples casos de excepción deter- 
minados en la misma ley (véase fallo de la Suprema Corle, 
segunda série^ tomo 7, página 445). 

Por ello no se hace lugar á la revocatoria solicitada, y se 
concede en relación para ante el superior el recurso de apela- 
ción subsidiariamente interpuesto, donde se elevará los autos 
en la forma de estilo. Repóngase la foja. 

Agustín Urdinarrain. 



Fallo de I» Suprema Corte 

* 
Buenos Aires, Junio 1* de 1897. 

Vistos : No habiéndose deducido por el ocurrente, la acción 
penal que autoriza la ley de marcas de fábrica cuando se trata 
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de la violaoion de los derechos que ella confiere y de la penalidad 
que establece. 

Por esto y sns fundamentos concordantes se confirma^ con 
costas, el anto apelado de foja doce vuelta. Bepuestos los sellos, 
devuélranse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS Y. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BDNGE. — 
JUAN E. TOBRENT. 



CAUSA CXXTII 



Don Antonio Lombardo, contra la Municipalidad del Bragado 
y D. Segundo Arza^ sobre interdicto de recobrar 



Sumario, — Debe rechazarse el interdicto de recobrar la po- 
sesión, si el actor no prueba haberla tenido, y se prueba por 
el contrario, que la ha tenido el demandado. 



Caso. — Resulta del 



T. LXVIII 
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Fallo del Jíues Federal 



La Plata, Diciembre 28 de 1896. 

Y vistos : El interdicto de recobrar la posesión deducido por 
Don Antonio Lombardo, contra la Municipalidad del Bragado 
y Don Segundo Arza. 

Resulta: l^Los hechos en que se funda la demanda, consisten; 
en que siendo el actor propietario de un terreno en el pueblo del 
Bragado, segunlaescrituraquepresenta, se hallabaconstruyendo 
una habitación, cuando el 16 de Julio último, Don Segundo Arza, 
que accidentalmente ejercía el cargo de Intendente, acompañado 
de 8 ó 10 personas, tomó violentamente posesión del terreno, 
haciéndole expulsar por )a fuerza, á pesar de su resistencia, y 
luego, demoler la obra que construía desde el dia 13 del mismo 
mes y año. 

En presencia de estos hechos, levantó la protesta que tam- 
bién adjunta, y ejercitando la acción de despojo que le compete, 
con arreglo á los artículos 2490 y 2498 del Código Civil, pide 
que se falle oportunamente este interdicto, condenando á Don 
Segundo Arza y á la Municipalidad del Bragado, á la restitución 
del terreno citado, con todos sus accesorios ; á reponer el edifi- 
cio destruido ; á la indemnización de pérdidas é intereses y al 
pago de todas las costas (artículo 2494 del Código Civil). 

^ En el juicio verbal de que instruye el acta de foja 44^ el 
demandado Don Segundo Arza dedujo excepción previa, sobre 
falta de personería de su parte, pues según lo expresa la misma 
demanda, intervino en los hechos que refiere, aunque no pasaron^ 
como se afirma, en su carácter de intendente municipal, y por 
esto no tiene personería en este juicio. 

3^ La Municipalidad, contestando la demanda, dice que es 
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cierto que por intermedio de 8us agentes propios, mandó suspen- 
der la pequeña construcción que había empezado Don Antonio 
Lombardo en la noche del 15 de Julio, lo que mandó á virtud de 
las funcioues públicas que le incumben y en uso del derecho que 
le acuerda el artículo 2470 del Código CíyíI, para protejerse en 
la posesión, repulsando la fuerza del señor Lombardo, con otra 
suficiente para repeler la invasión. Como antecedentes respecto 
del título del señor Lombardo, dice que, en sesión del 24 de Fe- 
brero de 1876, se dispuso que el agrimensor municipal proce- 
diera á la mensura y deslinde de la Plaza n** 2, hoy c AdoÜo 
Alsina »^ por haber sido donada al Ferrocarril del Oeste, para 
construirse en ella la estación. En sesión de 7 de Abril de 1877, 
por un acta especial, se ratificó aquella donación, lo que consta 
de los libros de actas que presenta originales. En 9 de Abril de 
1877^ el presidente de la Municipalidad otorgó escritura pública 
de dominio á favor de la Empresa, no ya de la Plaza n^2, sino 
de una fracción de terreno y otra de quintas, para que en estos 
terrenos se forme la estación del ferrocarril. 

Más tarde, el ferrocarril vendió á don Simón Arauza, 1756 
metros 50 centímetros cuadrados, que son parte de la plaza 
c Adolfo Alsina >, cuyo terreno adquirió luego el señor Lombar- 
do. Sostiene que la Municipalidad carece de facultades para 
hacer aquella donación sin el acuerdo del Gobierno, como ha 
sucedido, en contravención á la ley de ejidos de la Provincia, de 
3 de Noviembre de 1870. 

Sobre este punto se extiende en consideraciones para demos- 
trar que habiéndose hecho la donación bajo una condición ex- 
presa y determinada, si no se ha cumplido la condición, no queda 
la menor duda que el acto es ineficaz : no hay donación, y el 
ferrocarril no ha podido enajenar á terceros la propiedad, que 
i-ra una plaza pública. Por lo demás, sabe que la posesión nada 
tiene de comnn con el derecho de poseer, y que para el objeto de 
este juicio, pareciera inoficioso el examen del título presentado 
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por el actor, pero él era indispensable para llegar á la causa, 
á virtud de las coales, ni Lombardo ni sus antecesores, han te- 
nido posesión del terreno qne motiva este jnioio. Lombardo nun- 
ca la tuvo, y cuando pretendió tomarla en 1892 ó 1893, por me- 
dio de unos ladrillos, la Municipalidad se lo impidió. Sostiene, 
finalmente, que el terreno en cuestión forma parte de una plaza 
pública, denominada « Adolfo Alsina », donde existen parques 
con arboleda, plantada y cuidada por la Municipalidad, y acom- 
paña el plano oficial que lo demuestra ; y de esto concluye que, 
no habiendo el señor Lombardo tenido posesión del terreno, no 
ha podido deducir este interdicto (artículos 2478, 2480 y 2481 
del Código Civil), y por lo cual pide se rechace la acción dedu- 
cida, con costas. 

4^ Recibida la causa á prueba, se ha producido la de foja 55 
adelante, y hecho mérito de ella por las partes, quedaron con- 
clusos los autos para sentencia. 

Y considerando: 1® Que en el presente caso se trata de una 
acción posesoria, para cuya procedencia es de necesidad demos- 
trar los elementos que la caracterizan y que definen los artícu- 
los 2478 á 2481 del Código Civil. Esta acción es el interdicto, 
en el cual debe decidirse únicamente el hecho de la posesión, no 
el derecho ; adquisición, retención ó recobro déla posesionó 
cuasi posesión de la cosa, corporal ó incorporal, no la propiedad^ 
dominio, ó cuasi dominio (Escriche, palabra Interdicto). 

2^ Que el demandante, para probar la acción deducida, era de 
su deber demostrar la posesión que tenía por el tiempo requeri- 
do (art. 2473), adquirida sin violencia, pública, á título de pro- 
pietario y continuadamente (artículos 2478 á 2481 citados. 
2494 y 2498 del Código Civil). 

3° Que de la prueba testimonial producida por el actor no 
aparece establecida esta posesión. Los testigos Carlos Frioli, á 
foja 58, Vicente Chitriangolo, á foja 60, y Carlos Bordolí, á foja 
55, dicen, repreguntados, que el terreno está dentro de la plaza 
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llamada de la Estación, y Juaa Colechino ignora este hecho. 
Si no sabe dónde está el terreno mal paede saber el hecho de la 
posesión. En cnanto al testigo Bordoli^ que declara actos pose- 
sorios, es nn testigo singular, y como único no induce prueba 
legal. Los demás hechos sobre que declaran^ han sido confesados 
por el demandado, cou la sola diferencia de que ellos fueron eje- 
cutados para ampararse en la posesión que tenía. 

4^ Que la Municipalidad demandada ha producido el testi- 
monio de seis testigos que declaran uniformemente que el te- 
rreno en cuestión es una plaza pública, y entre estos testigos 
figura el señor Jánregui, que ha sido intendente municipal del 
Bragado y que afirma que, durante su administración, en 1888 
6 1889, fué que hizo alambrar la plaza, colocando plantaciones. 

5® Que de todo esto resulta un hecho esencial entonces, que 
excusa todo otro examen. El terreno de cuya posesión se trata, 
está dentro de una plaza pública, y esto excluye toda otra po- 
sesión particular y extraña al interés público, no ha podido ha- 
ber otra ocupación que la de la Municipalidad. 

No se diga que podía tener el señor Lombardo la posesión 
Tirtaal 6 simple ánimo de postrer, en concepto del título de pro- 
piedad emanado de la misma Municipalidad demandada, desde 
que la posesión se caracteriza por actos materiales, y si el te- 
rreno era una plaza pública y continúa siéndolo, es evidente que 
la Municipalidad no se ha desprendido de su posesión, á pesar 
del título presentado por el actor, que será 6 no eficaz para 
ejercitar el derecho de poseer, pero no para tener virtualmente 
la posesión (artículo 2468 del Código Civil). 

6^ Que en cuanto á la excepción opuesta por el demandado 
señor Arza, sobre falta de personería en el juicio, tenemos que : 
confesándose en la misma demanda que aquel procedió en los 
actos que motivaron este juicio á nombre de la Municipalidad, 
cuya representación tenía á la sazón, se sigue que en efecto no 
debió ser demandado personalmente. Habrá en el caso falta de 
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acción 8i se quiere 6 sine actione agis, pero es evidente qne hay 
también falta de personería^ que bien pudo el demandante esta- 
blecer antes de iniciar su acción. 

Por estos fundamentos, fallo : no haciendo lugar al interdicto 
deducido, con costas^ dejando á salvo las acciones que el señor 
Lombardo pudiera hacer valer en otros juicios. Notifíquese en 
el original, inscríbase en el libro de sentencias, y repuestos los 
sellos, si no fuese apelada^ archívese. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Junio 5 de 1897. 

Vistos y considerando : Qué no tan sólo el actor no ha proba- 
do que haya tenido la posesión requerida para fundar la acción 
posesoria queha intentado, sino que, al contrario, de la prueba 
producida por la Municipalidad resulta que el terreno de la cues- 
tión es parte integrante de una plaza cercada, de la que está en 
posesión aquella misma. 

Que es exacto que en tratándose de acciones posesorias, no es 
pertinente juzgar sobre el derecho á poseer, salvo el caso de ex- 
cepción establecido por el artículo dos mil cuatrocientos setenta 
y uno del Código Civil, que no es el presente (artículos dos mil 
cuatrocientos sesenta y ocho y dos mil cuatrocientos setenta y 
dos). 

Por estos fundamentos y concordantes de la sentencia ape- 
lada de foja ciento dos vuelta, se confirma ésta, con costas. Re- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

RENJAMIN PAZ. — ABEL RAZAN . 
— OCTAVIO RUNGE. — JUAN 
E. TORRENT. 
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CAUSA CXX¥III 



Don Roque Gutiérrez contra el Banco Hipotecario Nacional, por 
nulidad de venta ; sobre suspensión de desalojo 



Sumario. — La demanda que el antigoo propietario dedazca 
sobre nulidad de la venta hecha por el Banco Hipotecario Na- 
cional, no autoriza á ordenar la suspensión del juicio de desalojo 
que haya promovido el comprador de la finca. 



Caso. — El Banco Hipotecario Nacional vendió en remate 
una propiedad de don Boque Gutiérrez, al doctor Salas, por no 
haber cumplido aquel con la obligación de servirla deuda hipo- 
tecaría. 

El comprador doctor Salas demandó ante el juez de paz de la 
sección 6^, por desalojo al señor Gutiérrez. 

Este ocurrió ante el juez federal interponiendo demanda de 
nulidad del remate, y pidió que se ordenara al juez de paz que 
suspenda todo precedimiento, remitiendo los autos. 

El juez federal doctor Olaechea y Alcorta proveyó de confor- 
midad. 

Remitidos los autos por el juez de paz se dictó el siguiente 
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Fallo del Jíue» Federal 

Buenos Aires, Marzo 27 de 1897. 

Vistos y considerando : Qae de las constancias del expediente 
remitido por el jaez de paz de la sección 6* resalta que el doctor 
Adolfo Salas, ensa carácter de propietario, prosigue an juicio de 
desalojo contra don Boque Gutiérrez, de la finca á que se refiere 
la d[emanda entablada ante el infrascripto, sobre nulidad de 
▼enta, practicada por el Banco Hipotecario Nacional. 

Qae los procedimientos seguidos por el expresado juez de paz, 
confirmado por el saperior, se ajustan estrictamente á las dis- 
posiciones de la lej, no siéndole permitido á este juzgado inte- 
rrumpirlos en vista de peticiones formuladas invocando un 
carácter que no ha sido justificado en forma y alegando derechos 
que serían materia de un juicio contencioso, sujeto á todos los 
trámites j dilaciones consiguientes. 

Por esto déjase sin efecto el auto de foja 27, devuélvase el 
expediente remitido por el juez de paz de la sección B'^, hacién- 
dosele saber esta resolución ; y pida el interesado lo que corres- 
ponda respecto de costas de juicio. 

Repóngase los sellos, como está mandado. 

Agustín Urdinarrain. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Junio 8 de 1897. 

Vistos : Considerando que aunque el ocurrente ha deducido 
acción de nulidad contra la venta realizada por el Banco Hipo- 
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tecario, es de derecho que los actos anulables se repatan válidos 
mientras no sean analados (artículo mil cuarenta j seis del 
Código Civil). 

Por esto j sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja treinta y tres, y devuélvanse, previa reposición 
de sellos. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— 0C1AV10 BUNGE. 



CAUSA tXXIX 



D. Antonio Delgado, contra Antonio Franchi y compañía, 
sobre declaración de testigos, y costas 



Sumario. — 1° Si los testigos no fueron citados por omisión 
de la secretaría, la parte tiene derecho para pedir que sean ci- 
tados eu persona y se señale dia para su examen. 

2^ £1 que desiste del recurso de reposición, debe pagar las 
costas correspondientes. 



Caso. — Los demandados solicitaron que se designara diapa- 
ra que los testigos expresados en la lista que acompañaban com- 
parecieran á prestar declaración, debiendo aquellos ser citados 
en forma. 
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El juez proveyó de conformidad. 

No habiéndose citado á los testigos, por omisión de la secre- 
taría, los demandados pidieron que se señalara nuevo dia. 



Fallo del Jues Federal 



Buenos Aires, Marzo 5 de 1895. 

Cítese en forma á los testigos que se mencionan en el presen- 
te escrito, para que concurran al Juzgado en la audiencia del 
trece del corriente, á las dos de la tarde, á prestar declaración. 

Juan del Campillo, 

El demandante pidió reposición de este auto, apelando en 
subsidio. 

Tramitada la reposición, el mismo demandante solicitó que se 
le tuviera por desistido de este recurso y se le concediera el de 
apelación, que fué interpuesto en tiempo. 

El juez admitió el desistimiento y concedió la apelación. 

Los demandados, á su vez, apelaron del auto en que se ad- 
mite el desistimiento sin imponerse las costas al actor. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Junio 8 de 1897. 

Vistos : Considerando que el auto de foja noventa y dos vuel- 
ta ordenó, conforme á lo pedido por la parte, que los testigos 
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presentados por los demandados, j cuyos nombres constan en 
la lista de foja noventa y nna, fueran citados á fin de que pres- 
taran declaración al tenor del interrogatorio qne oportunamente 
se producirá. 

Que ese mandato no fué cumplido, pues no aparece que los 
testigos hayan sido citados. 

Que siendo esto así, la parte demandada ha estado en su de- 
recho, al pedir, como lo ha hecho, i foja ciento quince, que los 
referidos testigos sean citados en persona, pues la omisión ya 
mencionada no puede serle imputable. 

Por esto, se confirma, con costas, el auto apelado de foja 
ciento quince vuelta. 

Y considerando respecto de la apelación interpuesta á foja 
ciento treinta y cuatro : Que dictado el auto de foja ciento quin- 
ce vuelta, la parte demandante pidió reposición de él por medio 
del escrito de foja ciento veinte, y contestado ya por el deman- 
dado el traslado que de ese recurso se le confirió, como corres- 
pondía (foja ciento veintiocho), el mismo recurrente desistió de 
él, según aparece del escrito de foja ciento treinta y tres, é in- 
terpuso sólo el recurso de apelación. 

Que es de derecho que el desistimiento lleve aparejada la obli- 
gación de pagar las costas á que hubiese dado lugar el auto ó 
petición de que se desiste. 

Por esto^ se declara que son de cargo del actor las costas cau- 
sadas con motivo del recurso de reposición, interpuesto á foja 
ciento treinta y tres ; y repuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
B. TORRENT. 
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CAVS4 ex XX 



Don Francisco Tassara contra el Ferrocarril del Sud de la 
provincia de Buenos Aires, por indemnización de daños y 
perjuicios ; sobre competencia. 



Sumario. — La aocioa por daños cansados por an hecho ilícito 
pnede dedacirse ante el jnez del lagar donde se ha prodncido el 
hecho. 



Caso. — Resulta del fallo de la Suprema Corte j del 



Vallo del Suem Federal 



La Plata, Mayo 28 de 1896. 

Autos y vistos. Considerando : 1^ Que la demanda se hace 
derivar de resposabilidades en que se dice por el dema.idante, 
ha incurrido el Ferrocarril del Sud, con motivo de un hecho 
acaecido en Barracas al Sud, jurisdicción de esta provincia, j 
que se expresa en la demanda que no ha sido contradicho; j 
por consiguiente, el conocimiento de esta cansa corresponde al 
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jaez del territorio dente tuvo lugar ese hecho, con preferencia 
al del lugar del domicilio del demandado, no siendo, por lo tanto, 
aplicable la regla actor forum rei sequitur. 

2^ Que ésta es la jurisprudencia constante de este tribunal y 
así lo ha resuelto la Suprema Corte de Justicia Nacional en 
diversos casos análogos. 

Por estas consideraciones, y concordantes del precedente 
escrito, y no fundándose la incompetencia en otras causas, fallo 
no haciendo lugar á ella, y contéstese derechamente la demanda. 

Notifíqnese original y regístrese en el libro de sentencias. 

M. S, de Áurrecoechea. 



VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Octubre 13 de 1896. 

Suprema Corte : 

El domicilio convencional de la^empresa del Ferrocarril del 
Snd, con sujeción á las leyes nacionales que rigen sus relaciones 
jurídicas^ no excluye el domicilio real que en la dilatada zona 
que atrayieza el ferrocarril, puede producirse en sus estaciones 
de tránsito. 

No creo procediera por ello, que vecinos de provincias y puntos 
tan distantes como sus líneas recorren, deban ocurrir á la Ca- 
pital Federal, para la resolución de derechos emergentes de 
actos producidos en otras divisiones jurisdiccionales. Por ello 
y fundamentos del auto de foja 25 pido á V. £. su confirmación. 

Sabiniano Kier. 
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Fallo de la Suprema Corie 



Buenos Aires, Junio 8 de ]897. 

Vistos y considerando : Que el actor demanda la enmienda 
del daño que afirma haberse causado por hecho ilícito producido 
en la provincia de Baenos Aires, haciendo recaer las responsa- 
bilidades legales sobre el demandado. 

Que en tal caso el actor ha podido deducir su acción ante el 
juez con jurisdicción en el lugar donde se verificó el hecho^ 
con arreglo á la ley tres, título quince, partida séptima. 

Por esto, de acuerdo con lo pedido por el señor Procurador 
general y fundamentos concordantes del auto apelado defoja 
vinticinco vuelta se confirma éste, cun costas. Repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNG£. — JUAN E. 
TORRENT. 



CAVfi^A CXXAl 



Criminal contra Emilio Espineira, por circulación de billetes 
de curso legal falsos; sobre excarcelación preventiva 

Sumario. — El delito de circulación de billetes de curso 
legal falsos no consiente la excarcelación bajo fianza. 
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Caso. — Resalta de las sigQientes piezas : 



Vallo del Jues Federal 



Buenos Aires, Marzo 24 de 1897. 

Autos 7 vistos : Besultando de las precedentes actuaciones, 
como de la propia declaración del procesado Emilio Espineira, 
que recibió el billete por el que se le procesa con conocimiento 
pleno de so falsedad y no concurriendo en el presente caso los 
extremos exigidos por el articulo 376 del Código de Procedi- 
mientos para que sea procedente la libertad provisoria que se 
pide, no obstante lo dictaminado por el procurador fiscal en su 
precedente vista, no ha lugar, con costas, á la excarcelación que 
se solicita. 

Gervasio F. Granel, 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Mayo 22 de 1897. 
Suprema Corte: 

La oirculacion de billetes falsificados de bancos garantidos 
por la nación, tiene, tanto por el Coligo penal como por la ley 
sobre crímenes contra la nación, una pena superior á la deter- 
minada en el artículo 376 del Código de Procedimientos en lo 
Criminal, como autoritatíva de la libertad bajo fianza. 

La apreciación de las circunstancias que puedan modificar el 
carácter del delito y la extensión de la pena aplicable, entre el 
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máximo y míniman legal, no procede en el actual estado del 
jaicío. Corresponde entonces, coa sujeción -á los antecedentes 
de hecho que consigna el proceso^ la confirmación del anto 
recnrrido corriente á foja % que solicito de Y. E. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la fiuprema Corte 



Buenos Aires, Junio 8 de 1897. 

Vistos 7 considerando : Que el delito que motiva este proceso, 
previsto 7 penado par la le7 penal de catorce de Setiembre de 
de mil ochocientos sesenta 7 tres^ artículo treinta de la Ie7 de 
bancos garantidos, apreciado según su naturaleza, no consiente 
la excarcelación bajo de ñanza, por no hallarse comprendido en 
la disposición del artículo trescientos setenta 7 seis del Código 
de Procedimientos en lo criminal. 

Por esto 7 de acuerdo con lo expuesto 7 pedido por el señor 
Procurador general, se confirma con costas, el auto apelado de 
foja dos. Devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. 
TOBBENT. 
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CAVSA ClLXXIl 



Criminal contra D. Pablo Bacigaluppi, por infracción de la 
ley de impuestos internos; sobre sobreseimiento 



Sumario. — No procede el sobreseimiento definitivo, sinago- 
tar previamente todas las diligencias sumariales, y oir al acu- 
sador particular y al ministerio fiscal. 



Caso. — Resulta de la vista del señor Procurador Qeneral. 



Fallo del Juea Federal 



Buenos Aires, Setiembre 25 de 1896. 

Autos y vistos : la petición fiscal precedente, tendente á que el 
Juzgado libre contra el presunto culpable Pablo Bacigaluppi, 
auto de prisión preventiva, como infractor á la ley de impuestos 
internos N^ 3247. 

Y considerando : Que regun resulta de la declaración indaga- 
toria del procesado, al recibir de D. Casiano Silva seiscientos 
paquetitos de cigarrillos, sin las estampillas de impuestos, fué 

T. LXTIU 6 
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porque dicho señor le adeudaba una suma de dinero, y lo hizo 
eu calidad de depósito y como garantía de la deuda mencionada, 
ofreciendo su entrega al Juzgado, como prueba evidente de no 
haber vendido esos artículos. 

Que atento el carácter de la confesión calificada de Baciga- 
luppi, ella merece fé, desde que de la causa no resultan ante- 
cedentes que desvirtúen su mérito intrínseco, y sin que los 
distintos hechos y circunstancias que ella contenga importen 
excepciones, cuya prueba le incumba (artículo 318 del Código 
de Instrucción Criminal). 

Que si bien el artículo 9 de la ley n"" 3247 castiga á los in- 
fractores de dicha ley con la pena de arresto de quince dias á 
dos meses, el mismo artículo previene que esa penalidad sólo se 
refiere al comprador del artículo, en cuyo caso no se encuentra 
Bacigaluppi, quien, como lo afirma y no ha sido contradicho, re- 
cibió la mercadería como garantía simple y exclusiva de su cré- 
dito. 

Que tratándose de la interpretación de leyes penales, la razón 
y la justicia aconsejan lo sea siempre con espíritu liberal para 
el encausado y en sentido realmente restrictivo, dada la irrepa- 
rabilidad de sus efectos. 

Que resultando de las circunstancias del proceso que Baciga- 
luppi no ha infringido con el acto incriminado la ley recor- 
dada, ni cometido delito alguno previsto y castigado en la ley 
mencionada, y no concurriendo, por lo tanto, los requisitos ó ex- 
tremos enumerados en el artículo 366 del Código citado, no pro- 
cede la prisión preventiva requerida, y sí se impone el sobresei- 
miento definitivo en esta causa, de acuerdo con el artículo 344, 
y con la declaración mencionada en el artículo 347 del mismo 
Código ; mayormente si se observa el alto principio de legisla- 
ción sancionado en su artículo 13, que visiblemente le compren- 
de, y la jurisprudencia de la Suprema Corte Federal que se re- 
gistra en la serie 2*, tomo 13, página 236, de que en la duda ea 
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pteferible absolver á an culpable que condenar á un inocente. 
Por estas consideraciones, fallo: no haciendo lugar á la pri- 
sión preventiya requerida por el Ministerio Público contra don 
Pablo Bacigaluppi, como presunto infractor de la ley n^ 3247, 
y, en su consecuencia, sobreseer definitivamente esta causa, por 
resultar evidentemente no haber cometido la infracción impu- 
tada. Y resultando que los cigarrillos en cuestión se encuentran 
sin las estampillas que requiere la ley de la materia, se dispone 
que con intervención del oficial de justicia del Juzgado, se pro- 
ceda á su estampilleo. Notifíquese i;on el original y, ejecutoriada 
que se encuentre esta resolución, archívese el expediente. 

Agustín Urdinarrain. 



VISTA DEL SEÑOa PROCURADOR GENERAL 



, Buenos Aires, Octubre 20 de 1896. 

Suprema Corte : 

£1 auto de sobreseimiento, corriente áfoja 19 vuelta, ha sido 
prematuro. Ni la cansa había sido sustanciada ni las partes in- 
teresadas citadas al efecto. 

El Código de Procedimientos prescribe, en su título 3^, que la 
instrucción del sumario se lleve adelante, practicando de oficio 
ó á petición de partes, todas las diligencias que sean necesarias 
para llegar á la investigación del hecho punible y de las perso- 
nas responsables de su ejecución. El artículo 441 del mismo Có- 
digo de Procedimientos, prescribe que antes de decretarse el so- 
breseimiento, se oiga el acusador particular y el Ministerio 
Fiscal. 

Ni se han llenado todas las diligencias requeridas, ni fuera de 
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la declaración del procesado Bacigalnppi, sehaa examinado las 
diversas personas relacionadas segon el expediente administra- 
tÍTo con el hecho en cuestión. Y en cnanto á la aadiencia fiscal, 
á los efectos de la clausara del sumario y declaración sobre so- 
breseimiento, no puede tomarse por tal la de foja 19, que se re- 
fiere á la prisión preventiva del procesado, sobre lo que única- 
mente procedía proveer después de su declaración de foja 17. 
La súbita é inesperada resolución de foja 19, sin que se hayan 
llenado todas las diligencias conducentes á la investigación, trae 
un gravamen irreparable á la acción fiscal, que ha podido forti- 
ficarse con mayor caudal de pruebas. Por ello, á Y.E. pido se 
sirva revocar el auto recurrido, mandando devolver los autos pa- 
ra que el Juez de la causa lleve adelante los procedimientos, am- 
pliando la investigación hasta donde fuere posible, con la inter- 
vención correspondiente del Procurador Fiscal. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema l^orie 



Buenos Aires, Junio 8 de 1897. 

Vistos : De acuerdó con lo expuesto y pedido por el señor Pro- 
curador Qeneraly se revoca el auto apelado de foja diez y nueve 
vuelta ; y devuélvanse á sus efectos. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. 
TORllENT . 
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CAUSA CX.^XIII 



Criminal contra don Roberto Gaetani, por infracción de la ley 
de impuestos internos; sobre sobreseimiento 



Sumario. — La ley de impuestos internos gra^a tanto los 
oigarrillos de producción nacional como los importados, y por 
lo tanto, no procede el sobreseimiento fundado en que estos 
últimos no se hallan comprendidos en dicha ley. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas : 



RESOLUCIÓN DEL ADMINISTRADOR DB IMPUESTOS 



Buenos Aires, Agosto 4 de 1896. 

Vistos los antecedente que arroja el expediente n*^ 117, origi- 
nado por la denuncia del señor inspector Francisco Bonilla, de 
que resulta : 

Que el comerciante en tabacos don B. Gaetani vende ciga- 
rrillos importados del extranjero en condiciones que violan los 
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preceptos legales qne encierra el artículo 5° de la ley 3247 j su 
decreto de fecha 8 de enero del corriente año. 

De las constancias del acta de foja 2 y escrito de defensa de 
foja 5 resulta comprobado que don R. G-aetani ha vendido ciga- 
rrillos á precios que superan á aquellos por los cuales la casa 
importadora de don Juan Dupré pagó el impuesto interno corres- 
pondiente, resulta por lo tanto que se ha defraudado el impuesto 
interno al violar el decreto del excelentísimo Gobierno nacional 
de fecha 8 de Enero de 1896, que dice así : 

« 

« Buenos Aires, Enero 8 de 1896. 

« Atentas las fundadas consideraciones aducidas en la nota 
precedente de la administración general de impuestos internos 
que hace suyas el Procurador del tesoro en su dictánoten. 

€ El presidente del honorable senado en ejercicio del P. E. 

c Decreta : Declárase que el valor de los cigarros que se in- 
troducen al país á los fines de la determinación del impuesto 
interno es ^1 precio que por el artículo pide el último vendedor 
al consumidor. 

c Fublíquese con la nota de la administración general de 
impuestos internos que da origen á este expediente y vuelva á 
la administración del ramo á sus efectos. Boca. — Romero. » 

Y considerando : que al decretar el Exmo. Gobierno que el 
precio que servirá de base en los tabacos, cigarros y cigarrillos 
elaborados en el extranjero para la determinación del impuesto 
interno correspondiente, es el del último vendedor, es decir de 
aquel que los ofrece al consumidor, ha tenido por móvil preci- 
samente evitar las defraudaciones que se cometerían tomando 
como base los precios al por mayor, cuando la ley en su artículo 
5*^ fija que sea el precio al consumidor. 

Que en el presente caso, Gaetani ha gozado del perfecto de- 
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reoho de aumentar los precios que había pagado por los dichos 
cigarrillos^ pero no ha podido prescindir, en violación de los 
derechos del Fisco, de emplear las valores fiscales correspon- 
dientes al aumento de precio hecho por él. 

Que los preceptos legales y reglamentarios del impuesto in- 
terno al tabaco, lejos de actuar como un instrumento de obs- 
trucción, que coarta la facultad de requerir en los actos de 
comercio precios mayores que los abonados en su adquisición, 
obran tan sólo como prudentes providencias que aseguran la ín- 
tegra percepción de la renta, sin llevar aparejadas trabas ni 
cortapisas de ningún género. 

Por estas consideraciones y con sujeción á lo prescripto en 
el artículo 44 del decreto reglamentario de la ley de impuestos 
internos vigente en el ario corriente, 

Resuelvo : Elévese estos antecedentes al Ministerio de Ha- 
cienda de la nación para que, si lo tiene por ajustado á derecho, 
los pase al señor Procurador fiscal. 

Osvaldo M. Pinero. 



El Procurador fiscal, después de haber Gaetani prestado 
declaración, pidió su prisión preventiva. 



Fallo del Jíuea ■•'cdcral 



Buenos Aires, Setiembre 25 de 1896. 

Autos y vistos : la petición hecha por el ministerio público 
para que el juzgado libre contra el presunto culpable don Ro- 
berto Gaetani, auto de prisión preventiva como infractor á la 
ley de impuestos internos n° 3247. 
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Y considerando : Que la infracción qneseimpnta alprocesado, 
7 en la que se apoya la resolución condenatoria de la adminis- 
tración de impuestos internos, arranca su existencia del decreto 
de fecha 2 de enero de 1896 del ejecutivo nacional, declarando, 
€ que el valor de los cigarros que se introducen al país á los ñnes 
de la determinación del impuesto interno es el precio que por 
al artículo pide el último vendedor al consumidor ». 

Que la ley especial n° 3247 contiene como única disposición 
que rosa el caso sub-judice, loque consigna su artículo 5®, que 
dispone que para la fijación del impuesto, servirá de base el 
precio á qu6 venden la mercadería ios fabricantes al consu- 
midor, Pero esa disposición es inaplicable, por legislar exclu- 
sivamente para el fabricante, lo que verosímilmente hace 
presuponer que no se refiere al importador de mercaderías ex- 
tranjeras con derechos pagos, niá quien, comoGaetani, vende 
al menudeo cigarros, cigarrillos y tabacos elaborados por ter- 
ceros. 

Que la ley penal reputa delito 6 falta, toda acción ú omisión 
penada por la ley (artículo 2*^ del Código penal), y desde que el 
acto incriminado á Gaetani no viola ninguna de las disposi- 
ciones de la ley de impuestos internos, lógicamente resulta 
exento de toda responsabilidad, desde que nadie está obligado 
á hacer loque no manda la ley, ni privado de lo que ella no 
prohibe (artículo 19 de la Constitución nacional). 

Que si bien el acto que motiva estas actuaciones infringe el 
decreto del P. E. de Enero 2 de 1896, tal infracción no confiere 
al ministerio fiscal derecho para requerir la prisión preventiva 
por nna supuesta infracción legal, desde que el decreto de la 
referencia no es ley, y por tanto ninguna sentencia de un ma- 
gistrado puede en él fundarse, desde que sólo le es lícito hacerlo 
en ley anterior al hecho punible (artículo 18 de la misma Cons- 
titución). 

Que en materia de interpretación penal hay que ser en ex- 
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tremo parco y decidirse en sentido restrictivo, mayormente si 
se tiene presente el principio consagrado en el artícnlo 13 del 
Código de Instrucción Criminal, de que en la duda debe estarse 
á lo que sea más favorable al reo, y á que es preferible en tal caso 
absolver á un culpable que condenar á un inocente (serie 2^, 
tomo 13, página 236, Fallos de la Suprema Corte de Justicia 
Nacional). 

Que desde luego, resultando evidentemente que G-aetani no 
ha violado con sus actos ley alguna anterior al hecho incrimi- 
nado, no ha incurrido en responsabilidad legal, razón por la que 
en justicia se impone el sobreseimiento defínitiyo de la causa 
con arreglo al artículo 434 del Código de Instrucción citado. 

Por estos fundamentos, fallo no haciendo lugar á la prisión 
preventiva, requerida por el Procurador fiscal, del procesado 
Boberto Caetani ; y en su consecuencia sobreseo este proceso 
definitivamente, por resultar con evidencia no haberse perpe- 
trado delito alguno y que el acto imputado no reviste tal 
carácter; con declaración de que la formación del sumario no 
afecta su buen nombre ni honor. 

Kotifíquese con el original y ejecutoriada esta resolncion, 
archívese la causa. 

Agustín Urdinarrain. 



VISTA DEL S£fiOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Noviembre 18 de 1896. 
Suprema Corte : 

La resolución administrativa, corriente á foja 6, desvirtúalas 
consideraciones del auto recurrido. 

El artículo S'' de la ley n^ 3247 ha determinado como base 
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del impuesto, que establecen los artículos anteriores, el precio 
en que venden la mercadería los fabricantes al consumidor. 

Gomo la ley, según su artículo 1°, refiere el impuesto á los 
tabacos, cigarros y cigarrillos, cualquiera que sea su procedencia^ 
es evidente que el impuesto se relaciona con el precio porque 
vende la mercadería al consumidor lo mismo el fabricante que 
el importador ó cualquiera otro agente intermediario. 

El decreto reglamentario de esa ley, de 5 de agosto de 1895, 
así lo declaró esplícitamente, refiriéndose en todo su contexto y 
muy especialmente en su artículo 10, á todo el que vende al 
menudeo, cigarros, cigarrillos ó tabacos elaborados por un ter- 
cero, y el decreto aclaratorio de 8 de enero del corriente año, 
más explioito aán, que incluye los cigarros introducidos del 
extranjero, en las prescripciones de las disposiciones prece- 
dentes. Y no puede hacerse distinción entre el texto de la ley y 
el de los decretos del P. E. dictados y publicados como parte 
integrante de la ley, porque en cuanto no se opongan á ella, 
tienen toda fuerza, no sólo ante la autorización del artículo 86, 
inciso 2^, de la Constitución Nacional, sino también ante el 
artículo 9^ de la ley que establece el impuesto al consumo, y 
Sujetas á sus penas, las violaciones de la reglamentación dictada 
por el P. E., con objeto de asegurar la exacta percepción del 
impuesto. 

Siendo los decretos del P. E. ajustados á la ley, y obligatorios 
como re)2:lamentarios de aquella, se ha de servir Y. E. revocar 
el auto de sobreseimiento recurrido, y mandar se lleven ade- 
lante los procedimientos para la imposición en oportunidad de 
la pena legal. 

Sabiniano Kier. 
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Fallo «le I A Suprema Corte 

i 

Buenos Aires, Junio 8 de 1897. 

Yistos y considerando : Que el artícnlo primero de la ley nú- 
mero tres mil doscientos cuarenta y siete grava con el impuesto 
que ella establece tanto á los cigarrillos de producción nacional 
como á los importados, lo qne se demuestra por la generalidad 
de los términos en qne se halla concebido y porque, hi no hu- 
biera de entenderse así, no sería cierto que el gravamen afecta 
& los cigarrillos cualquiera que sea su procedencia. 

Que el decreto del Poder Ejecutivo, de ocho de Enero de mil 
ochocientos noventa y seis, invocado en la resolución de foja 
seis no sólo se opone á la citada ley número tres mil doscientos 
cuarenta y siete sino que, al contrario, se armoniza con la dis- 
posición contenida en el artículo cinco de la misma, pues que 
uno y otro establecen como base para la fijación del impuesto 
el precio á que la mercadería se venda al consumidor. 

Por esto y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general, se revoca el auto apelado de foja diez y 
siete. Devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGB. — JUAN 
£. TORBENT. 
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CAUSA t^XXXlW 



D. José R. Blanch, contra D, Felipe Mayol^ por reivindiccLcion ; 

sobre renuncia al fuero federal 



Sumario. — El fuero federal, procedente por razón de las per- 
souaSy puede ser renunciado por aquel á quien aprovecha, en las 
condiciones y con arreglo al inciso 4 del artículo i 2 de la ley 
sobre jurisdicción de los tribunales federales. 



Caso, — Las partes, de común acuerdo, se presentaron alJuz- 
gado, manifestando que habían convenido en que la causa fuera 
pasada á la justicia provincial, para que siguiera ante ella, pues 
resulta que no existe la diversa vecindad que se invocó para acre- 
ditar el fuero federal. 



Fallo del Jíuea Federal 

La Plata. Marzo 13 de 1897. 

Estando regidas por una ley de orden público las cuestiones 
sobre jurisdicción y competencia de los tribunales, no ha lugar 
alo solicitado. 

M. S. de Aurrecoechea. 
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Fallo de ln Suproma Corto 

Buenos Aires, Junio 8 de 1897. 

Vistos 7 considerando : Qae en los casos en que la jurisdic- 
ción federal procede únicamente por razón de las personas, el 
derecho de ser jnzgado por aquella es renunciable por aquel á 
quien aprovecha, en las condiciones, y con arreglo al inciso cuar- 
to del articulo doce de la ley de jurisdicción y competencia. 

Que en mérito de la doctrina que surge de ese articulo, y pues- 
to que ambas partes reconocen en el caso presente la jurisdicción 
proYincialy reconociendo que no existe la causal de distinta ve- 
cindad que motivaría el fuero federal, no hay ley de orden pú- 
blico que se oponga á lo pedido en el escrito de foja ciento vein- 
te, con tanta más razón cuanto que la jurisdicción federal es de 
excepción. 

Por esto, se revoca el auto apelado de foja ciento veinte. Be- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO B13NGE. 
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CAUSA €)\XKW 



D. Joaquín Molino Torres contra el Dr. don Joaquín Morandé, 
por cobro ejecutivo de pesos ; sobre apelación 

Sumario. — No es apelable el auto que recibe el juicio eje- 
cutivo á prueba sobre la excepción opuesta. 



Caso. — Citado de remate, el doctor Morandé opuso la excep- 
ción de compensación, fundado en que sigue contra el deman- 
dante Molino Torres, juicio ejecutivo ante los tribunales de la 
provincia, donde se ha intimado á aquel el pago de la cantidad 
que le adeuda y se ha trabado embargo. 

El ejecutante contestó el traslado de la excepción, y el juez 
llamó autos. 

En este estado se promovió un incidente sobre ampliación de 
embargo. 

Falle del Jíuea Federal 

La Plata, Mayo 30 de 1896. 

T vistos : En el incidente promovido á foja 69, sobre ta am- 
pliación del embargo decretado por este Juzgado ; y conside- 
rando : 

1° Que esa ampliación se decretó en vista de que se había de- 
ducido tercería de dominio excluyente sobre los muebles embar- 
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gados al doctor Morandé ; lo que procedía, atento*lo dispuesto 
ea el artículo 303 de la ley de procedimientos. 

2° Que habiendo posteriormente adquirido el doctor Morandé 
los muebles embargados, han vuelto éstos á su dominio ; ha- 
biendo quedado, por lo tanto, sin efecto esa tercería, y por lo que 
se ha mandado archivar, no teniendo, por lo tanto, razón de sub- 
sistir esa ampliación. 

Por esto, resuelvo : se levante el embargo que como amplia- 
ción se decretó á foja 59 vuelta, librándose al juez respectivo 
el correspondiente exhorto. 

T considerando respecto de las excepciones opuestas : 

1*^ Que respecto á la pretensión del doctor Morandé, de que no. 
puede seguirse el juicio, en razón de que ha sido embargado á 
petición suya el crédito cuyo cobro motiva este expediente por 
causa de otro que demanda á Molino Torres, no es atendible, por 
que ese embargo no obsta al progreso del juicio hasta la esta- 
ción oportuna. 

2° Que la excepción opuesta es de las comprendidas en la ley. 

Por esto, se encargan para su justificación los diez dias de la 

ley. Notifíquese con el original y repónganse las fojas sin más 

trámites. 

M. S. de Aurrecoechea. 

Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Junio 8 de 1897. 

Vistos: No estando comprendido el auto apelado en la dispo- 
sición del artículo trescientos de la ley de procedimientos, se 
declara mal concedido el recurso. Repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BDNGE. —JUAN E. 
TORBENT. 
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CAUSA CXXXVl 



Criminal, contra Daniel y Ángel Defeo, por desembarco 
clandestino de acordeones; sobre costas 



Sumario. — El término para apelar del auto que no condena 
en costas, corre desde la notificación de dicho aato, y no desde 
la notificación del que, en concordancia con aqnél, declara que 
no se ha dictado la condenación en costas, por no haber mérito 
para ella. 

Caso. — Resulta de lassignientas piezas : 



Fallo del Jlues Federal 



La Plata, Octabre 13 de 1896. 

Autos y vistos : Los seguidos contra Daniel y Ángel Defeo, 
por desembarco clandestino, por denuncia del empleado de 
la Aduana don Miguel Navarro ; y resultando de las constan- 
cias de autos, desautorizada ésta por las declaraciones de foja ..., 
quedando así reducida la presente cuestión en una simple in- 
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fracción á la ley de Aduana, por lo qoe ésta ha dejado de per- 
cibir. 

Por esto y las consideraciones expuestas en la precedente vista 
fiscal, sobreséese definitiyamente en esta cansa, con arreglo 
á lo dispuesto en el artículo 404, inciso 1^ del Código de Proce* 
dimientos Criminales, y con el objeto de pagar los derechos 
fiscales y papel sellado^ véndanse los acordeones, y remítanse 
estos autos á la Aduana para su cumplimiento. 

Notiííquese con el original, y repóngase la foja. 

M. 5. de Áurrecoechea. 



VISTA FISCAL 



Señor Juez : 



La Plata, Octubre 13 de 1896. 



Suplico á V. S. se sir,va expresar si en la resolución prece- 
dente, hay condenación en costas. 

(i. G. Vieyra. 



Auto del Jnes Federal 



La Plata, Octubre 20 de 1896. 

Autos y vistes : Conforme á lo solicitado en la presente vista 
fiscal, declárase no estar comprendidas las costas, por falta de 
mérito para ello. 

M. S. de Áurrecoechea. 

T. Lxvni 7 
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VISTA DEL SEfiOR PROGURAOOR GENERAL 

Buenos Aires, Noviembre 30 de 1896. 
Suprema Corte: 

Dada la naturaleza de la causa^ j la inculpabilidad de los 
procesados respecto á todo hecho delictuoso, que el mismo Pro- 
curador Fiscal reconoce en su vista de foja 19, encuentro jaste el 
auto de foja 21, que no halla mérito para la condenación especial 
en costas y pido á Y. £• se sirva confirmarlo. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de Ia Suprema C/orte 

Buenos Aires, Junio 8 de 1897. 

Vistos : Habiéndose interpuesto el recurso fuera del término 
legal, pues que éste ha corrido y debido correr desde la notifí-^ 
cacion del auto de foja veinte y una, y no desde la del auto 
nuevamente explicativo de foja veinte y una vuelta, con arreglo 
á lo dispuesto en la ley quince, título veinte y tres, partida ter- 
cera, desde que la declaración guarda perfecta consonancia con el 
citado auto de foja veinte y una, que no contiene condenación 
en costas, á que se agrega que el Procurador Fiscal no había 
pedido explícitamente esa condenación, se declara mal concedi- 
do el recurso. Hágase saber con el original, y devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO fiUNGE. — JUAN E. TO- 
RRENT. 
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CACSA CXXXTII 



Don Roberto O. Mackill,, contra Ramsay, Bellamy y C*, por 
falsificación de patente de invención ; sobre caución 



Sumario. — El que en la demanda por violación de la ley de 
patente de invención, pide que se interrampa la explotación del 
invento, con relación al demandado, está obligado, si éste lo 
exige, á dar caución snñciente. 



Caso. — La parte demandante obtuvo embargo de los efectos 
del demandado, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 58 de 
la ley de patentes de invención. 

El demandado, invocando ese mismo artículo, pidió que se 
intimara al actor preste la caución que dicho artículo determi- 
na, bajo apercibimiento de levantarse el embargo trabado. 



FaUo del Jíuea Vedcral 



Buenos Aires, Diciembre 5 de 1896. 

T vistos : Teniendo presente el pedido de foja ..., sobre can- 
oion que se exige al demandante, pedido procedente por acor 
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darlo expresamente el artíoalo 58 de la ley de patentes de 
invención ; el Juzgado resuelve, qae el señor Roberto Mackill 
preste en forma dicha canción, fijándose al efecto su importe 
en dos mil quinientos pesos moneda nacional, destinados á 
responder á las resultas de este juicio; canción que deberá pres- 
tarla dentro del término de cinco días^ bajo el apercibimiento 
solicitado. Repóngase el papel. 

Agustín Urdinarrain. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos^ Aires, Junio 8 de 1897. 

Vistos 7 considerando : Que la resolución recurrida, en cuanto 
ordena al demandante dar la caución requerida por el demandado, 
se ajusta á los términos expresos del artículo cincuenta y ocho 
de la ley de patentes de invención y á la jurisprudencia cons- 
tante al respecto, desde que el actor ha pedido la medida que el 
mismo artículo autoriza á su favor, ó sea, que se interrumpa la 
explotación del invento en relación al demandado. 

Que no hay mérito para modificar el monto de la caución 
establecida en el auto recurrido. Por esto y por sus fundamen- 
tos, se confirma el auto apelado de foja cincuenta y ocho. Re- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. TO- 
RRENT. 
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CAUSA CYXXYIII 



La sociedad ^La Curumalan», contra Don Juan B. Biga, por 
reivindicación y competencia ; sobre costas 



Sumario. — £1 actor, cuya demanda ha sido avocada por la 
justicia nacional á consecaencia de contienda de competencia, 
paede desistir de ella y entablar otra distinta, sin estar obliga- 
do á pagar las costas causadas en la cuestión de competencia, 
resuelta sin condenación de costas. 



Caso. — La sociedad c La Gurumalan > demandó, ante el 
Juez de 1* Instancia, de Dolores, por reivindicación de un cam- 
po, á don Juan 6. Biga. 

Este ocurrió á la justicia federal, promoviendo contienda de 
competencia por inhibitoria, la que fué admitida por la Supre- 
ma Corte (tomo 56, pág. 318, serie 4"), declarando que el cono- 
cimiento de la causa correspondía al juez de sección. 

Remitidos á éste los autos, la sociedad demandante desistió 
de su demanda, iniciando un nuevo juicio ante el juez federal. 

Biga pidió, entonces, que se condenara á aquella al pago de 
las costas. 

Previo certificado sobre el desistimiento, se dictó el siguiente: 
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l*allo del Jíueie federal 

La Plata, Octubre 26 de 1896 . 

T vistos : Por lo que resulta del informe precedente, y te- 
niéndose en consideración que el juicio de que se ba desistido, 
es c una demanda ordinaria, en reivindicación de unos terre- 
nos 9, como se expresa en el escrito de foja 1, del expediente re- 
mitido por el juez de proTincia, en el Departamento del Snd, 
acción distinta de la iniciada ante este tribunal, se declara que 
las costas causadas en aquel juicio son á cargo del actor que ha 
desistido. Bepónganse los sellos. 

M. 5. de Aurrecoechea. 



l*allo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Juaio 8 de 1897. 

Tistes 7 considerando : Que la intervención de Biga en este 
juicio se concreta á las actuaciones relativas á la competencia. 

Que la resolución decidiendo esa cuestión con fuerza de de- 
finitiva, no contiene condenación en costas. 

Que el desistimiento ulterior no puede modificar la materia 
ya juzgada, ampliando la decisión con condenación que no con- 
tiene. 

Por esto, se revoca el auto apelado de foja treinta y siete 
Tuelta. Devuélvanse, debiendo reponerse los sellos ante el infe- 
rior. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGB. — JUAN E. 
TORRENT . 
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eAMJHJk VXILXIX 



Don Arturo Gonzales Videla contra doña Aurelia T. de Ghisolfi; 
sobre resolución de contrato y daños y perjuicios 



Sumario. — * No habiendo pacto comisorio, y estando éste 
expresamente excluido en el contrato, no puede pedirse sa reso- 
lución^ ni la indemnización de perjuicios emergentes de la 
resolución. 



Caso. — Lo explica el 



Vallo del Juex Federal 



Buenos Aires» Junio 8 de 1891. 

Vistos éstos autos iniciados por don Arturo González Videla 
contra doña Aurelia T. de Ghisolfi, sobre rescisión de un con- 
trato de compra venta, é indemnización de daños y perjuicios, 
de los cuales resulta : 

i"" Que con fecba 23 de Setiembre del año próximo pasado, 
el demandante celebró con la señora Ghisolfi, representada por 
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SU espuso don Pedro Ghisolfi, el convenio que expresa la esori- 
tura públioa presentada á foja 1, por el caal se establece que 
entre ambas tenían convenido la venta de un terreno de pro- 
piedad de la primera con ei edificio en él existente situado en 
la calle 44 A, prolongación déla de. Ministro Inglés, compuesto 
de diez y siete metros ciento tres milímetros de frente, por 
sesenta y cuatro metros ochenta y cuatro milímetros de fondo, 
y que no pudiendo otorgarle por el momento la escritura de 
venta, por tener que practicarse previamente la medición de ese 
bien raiz, convenían en ese acto lo siguiente : la señora de Ghi* 
solñ se obligaba á vender á González Yidela el terreno y edificio 
antes mencionado^ con títulos sin ningún defecto, libre de todo 
gravamen y con el adoquinado de la calle pago, en el plazo de 
seis meses á contar desde la fecha de ese convenio. £1 precio 
que debería pagar el comprador quedaba fijado en doce pesos 
pesos moneda legal por vara cuadrada por el terreno y siete mil 
por el edificio, entregando en el mismo acto, á cuenta del precio, 
quinientoM pesos moneda nacional y el resto al firmarse la escri- 
tura definitiva. Si vencían los seis meses señalados para la 
escrituración, sin efectuarse ésta, por culpa de la vendedora, 
ella no podría pedir la rescisión del contrato, pero el comprador 
podría exigir su cumplimiento. 

2® Que según el actor, la vendedora no solamente no mandó 
practicar la mensura en tiempo oportuno, sino que ha conti- 
nuado y continúa en posesión y dominio del terreno vendido, 
lo que le imposibilitaba cumplir lo pactado con él, á lo que se 
agregaba la circunstancia capital de haberle vendido un terreno 
que no tenía, pues de la mensura practicada judicialmente por 
el ingeniero Larramendi, con fecha 1^ de Abril del presente año, 
resultaba que la verdadera área del terreno era de 946 metros 
621 milímetros cuadrados, mientras que la superficie vendida 
era de 1096 metros 28 milímetros cuadrados, lo que establecía 
una diferencia de ciento cincuenta metros cuadrados. Agrega 



D£ JUSTICIA NACIONAL 105 

además el actor, en su escrito de demanda, que en la presunción 
de que se le entregaría á su debido tiempo el terreno comprado 
lo vendió á su vez, obteniendo una utilidad de diez y siete mil 
cuatrocientos sesenta y dos pesos moneda nacional sobre el 
precio que debía pagar, cuya utilidad ha perdido por la falta de 
cumplimiento de la compradora, y, en consecuencia, la demanda 
para que se la condene ai pago de dicha suma, más la de dos 
mil pesos moneda nacional que tendrá que abonar á su com- 
prador por Tía de indemnización, á la devolución de los quinientos 
pesos dados á cuenta del precio, y, de acuerdo con los artículos 
1345 y i 4i 2 del Código civil, demanda también la resolución 
del contrato y al pago de las costas del juicio, cuya demanda 
ha sido contestada en el escrito de foja 47 pidiendo su rechazo 
con costas, en mérito de las consideraciones aducidas en él. 

T considerando : Primero : Que según el artículo 1197 del 
C<)digo civil las convenciones hechas en los contratos forman 
para las partes una regla á la cual deben someterse como á la 
ley misma. 

Segundo : Que en virtud de este principio y de acuerdo con lo 
estipulado en la cláusula tercera del convenio de fecha 23 de 
Setiembre (escritura de foja 1), el único derecho que podía ejer- 
citar el actor, si al vencimiento de los seis meses señalados para 
efectuar la mensura y perfeccionar la venta por la escrituración 
definitiva no se hubiera realizado aún esta, era el de exigir 
judicialmente su cumplimiento, siendo esto, por otra parte, lo 
que prescribe el artículo 1204 del misino Código, puesto que 
lejos de haber un pacto expreso que lo autorice á disolver el 
contrato, expresamente se convino lo contrario. 

Tercero : Que si la ejecución do la mensura se retardó por 
causa de la demandada ó por dificultades emanadas del actor, son 
hechos inmateriales para la decisión del caso, desde que no se 
estipuló en el contrato que por el solo vencimiento del término 
antes indicado, incurriría en mora la vendedora, ni resulta 
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tampoco de la naturaleza y circunstancias de la obligación que 
la designación del tiempo fué una causa determinante para el 
comprador, apareciendo claramente lo contrario de la cláusula 
por la cual ambas partes se excluyen el derecho á pedir la res- 
cisión del contrato. 

Cuarto : Que la circunstancia de encontrarse actualmente 
la vendedora en posesión del dominio del bien raiz objeto del 
contrato, lejos de ser un inconveniente para el cumplimiento de 
las obligaciones por su parte, prueba .todo lo contrario, pues la 
que le incumbe como vendedora precisamente consisten en tras- 
mitir al comprador esa posesión y dominio, loque no podría hacer, 
al menos con la misma facilidad si la ejerciera un tercero* 

Quinto : Que, por consiguiente^ la única cuestión á resolver, 
es si se trata de una venta ad corjms ó de una venta á tanto la 
medida y, en tal caso, cuál es el derecho ó acción que compete 
respectivamente á los interesados, partiendo, para su resolución, 
del hecho no contestado por la demandada de que de la mensura 
practicada resulta una diferencia en menos de la área indicada 
en la escritura de foja i, de más de ciento cincuenta metros 
cuadrados, ó sea más de tres vigésimos de la superficie total del 
terreno. 

Sexto : Que no habiendo, por lo tanto, incurrido en úiora la 
demandada, la acción de daños y perjuicios es improcedente, 
cualquiera que sea su origen, en conformidad á los artículos 
508 y 1423 del Código Civil, pues aquella tiene necesariamente 
por base la mora en el cumplimiento de las obligaciones, y con 
mayor razón lo es cuando los perjuicios que se reclaman con- 
sisten en ganancias especulativas ó eventuales, para actos exclu- 
sivos del comprador que no podía legalmente celebrar desde que 
aún no le había sido trasmitido el dominio de la cosa. No teniendo, 
en efecto, sino un derecho personal contra la vendedora para 
exigirle el cuniplimientodel contrato de compra-venta^ el actor 
sólo podía ceder ese derecho pasando así su acción al cesionario 
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con todos sus efectos y consecuencias, y así en ninguna manera 
hubiera sufrido las pérdidas que menciona. 

Séptimo : Que habiéndose déte rmiuado en la escritura las 
dimensiones del terreno que se vendió, fijándose al mismo tiempo 
el precio de doce pesos por vara cuadrada, es evidente que se 
trata de una venta con indicación de la superficie que contiene, 
puesto que éste se obtiene por una simple operación aritmética 
con los factores conocidos, regida por consiguiente por el artí- 
culo i345del Código Civil, el cual acuerda al comprador cuando 
resulte una diferencia en menos de la superficie indicada en el 
contrato que exceda de un vigésimo del área total, el derecho 
de dejar sin efecto la compra. 

Octavo : Que cualesquiera qne sean tos antecedentes priva- 
dos que las partes hayan tenido respecto á la superficie del te- 
rreno y los motivos determinantes de la mensura previa á la 
escrituración, que tanto pueda ser lo que expresa la demandada 
con el temor 6 duda de ia parte del actor de que el terreno fuese 
menor iwe el indicado en la escritura, el juzgado debe atenerse 
únicamente á lo que ésta consigna de modo claro é intergiversa- 
ble, puesto que las cláusulas 6 estipulaciones de una convención 
constatada en escritura pública no son suceptibles de modifi- 
carse por actos verbales, siendo, por lo tanto, improcedente la 
prueha al respecto, y por lo mismo la vendedora debe imputarse 
á sí misma, si otra fué su intención el no haberla consignado 
claramente en la escritura. 

Por estos fundamentos, fallo : absolviendo á doña Aurelia T. 
de Ghi^olfi, de la demanda de daños y perjuicios, imponiendo á 
su respecto silencio al actor, declarando rescindido el contrato 
que expresa la escritura de foja i , y mandando, en consecuencia, 
se devuelvan al comprador ios quinientos pesos entregados á 
cuenta del precio y que cada parte pague sus costas. Notifíquese 
con el original. 

Virgilio M. Tedin. 
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Fallo de I» Auprema Corto 



Buenos Aires, Junio 10 de 1897. 

Vistos y considerando :'Qae la edcritura de foja primera com- 
prueba la celebración de iin contrato por el que las partes se 
han obligado á celebrar el de compra-venta, dando nacimiento á 
los derechos y deberes respectivos. 

Que conforme al articulo mil doscientos cuatro del Código 
civil, cuando no hay pacto expreso que autorice á una de las 
partes á disolver el contrato si la otra no lo cumpliere, el con- 
trato no podrá disolverse y sólo podrá pedirse so cumplimiento. 

Que, como lo observa la sentencia apelada, no sólo se ha esti- 
pulado el pacto comisorio en el contrato de foja primera^ sino 
que expresamente ha sido excluido. 

Que, en consecuencia, el demandante no ha podido pedir U 
disolución del contrato basándose en el hecho de no haberse 
realizado la mensura antes de los seis meses, que para la escri- 
turación se fijaron en el citado contrato de foja primera, desde 
que por la convención y por la ley debió pedir su cumplimiento; 
y esto, aunque realmente fuera imputable al demandado el 
retardo en la mensura, no obstante que, según lo expresan las 
dos partes, la mensura judicial estaba hecha el primero de Abril 
de mil ochocientos noventa, 6 sea ocho días después del venci- 
miento de los citados seis meses. 

Que si no ha podido pedir la resolución del contrato fundán- 
dose en el motivo expresado, no puede hacer recaer sobre el 
demandado responsabilidad por perjuicios emergentes de una 
resolución que no procede. 
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Por estos y sus f andamentos concordantes : se conñrma, con 
costas, la sentencia apelada de foja cincuenta y una; y repuestos 
los sellos^ devuélvanse. 

benjamín paz. — LUIS V. VÁRELA. 

— ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. 

— JUAN E. TORRENT. 



CAIJfiiA CXI. 



Don Desiré Noel, apelando de hecho de una resolución de 

Aduana; sobre personería 

Sumario. — El que no aparece, ni justifica ser propietario 
de las mercaderías, no tiene personería para deducir recursos 
contra la resolución que las declara caídas en comiso. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas : 



Fallo del Jíues Federal 



Buenos Aires, Agosto 31 de 1894. 

Autos y vistos : Considerando que el recurrente Noel no ha 
justificado, en forma alguna, ser el propietario de las mercade- 
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rías objeto de este expediente ; que tampoco ha acreditado ser 
el consignatario de esas mercaderías» pues, según resulta del 
informe de fojas 19 vuelta y i% ellas constaban en el manifiesto 
general del buque conductor, á la consignación de una persona 
distinta; que en tal concepto, el recurrente* no se encuentra 
comprendido en los términos del artículo 1059 de las Ordenan- 
zas de Aduana, y carece de personería para apelar de la resolu- 
ción de Aduana, de que se queja. Por esto, se declara no haber 
lugar al recurbo deducido. Repóngase el papel. 

J. V.Lalanne. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Diciembre 34 de 1894. 
Suprema Corte : 

£1 recurrente afirma que su representado es consignatario de 
la mercadería declarada en comiso por resolución administrati- 
va; funda esa calidad, en el manifiesto certificado á foja 20, 
por la Aduana de la Asunción, y asegura que se le ha negado 
todo medio legal de justificar el error del nombre consignado 
por equivocación ante esta Aduana. 

Para apreciar la oportunidad de lo alegado, con relación al 
derecho discutido y resuelto, necesitaría conocer los procedi- 
mientos en el expediente administrativo, que pido á Y. S. se 
sirva mandar traer al efecto, librando el oficio necesario á la 
administración de Aduana de la Capital. 

Sabiniano Kier . 
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VISTA DEL SBftOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Mayo 38 de 1895. 
Suprema Corte: 

El certificado de foja 3 vuelta^ expre^ia que el vapor Litoral, 
entrado al pnerto de la Asunción, manifestó las mercaderías en 
cuestión, con procedencia de Montevideo d la consignación de 
Noel. 

Pero de todas las diligencias y declaraciones de los dos su- 
marios administrativos, resulta lo contrario. 

El capitán del vapor conductor de esos bultos, afirma, á foja 
8 del primero, que los bultos se cargaron en Montevideo para 
ser conducidos al puerto de c Mal Abrigo », y entre'gados allí á 
un botero Braga, quien los entregaría al señor Durand, socio 
del señor Bojgone, con las demás referencias de foja 8 vuelta, 
lo que corrobora la declaración del contramaestro Francisco 
Mengo, á foja 21, y la forma anónima de los manifiestos certi- 
ficados á foja 0. 

Si á ello se agrega que el manifiesto general del vapor ante 
esta Aduana, expresa, según lo certificado á foja 22, la consig- 
nación á los señores Esmerizal; y se observa que según el mis- 
mo certificado, ni se giró permiso alguno por ellos, ni de parte 
, de Noel se ha presentado justificativo que compruebe en forma, 
ni la propiedad, ni la consignación de los artículos comisados, 
la resolución recurrida que le niega personería para apelar del 
fallo administrativo, parece ajustada á los antecedentes de 
autos y á las prescripciones de los artículos 1050 y 1063 délas 
Ordenanzas. Por ello, })¡do á Y. E. la confirmación del auto de 
foja 31. 

Sabiniano Kier. 
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WmUo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Junio 10 de 1897. 

Tistob y considerando : Que por el manifiesto general de la 
carga, presentado á la Aduana de esta Capital, por el capitán 
del vapor Litoral^ consta, según lo informa la Contaduría de la 
misma, á foja veinte y dos, que los bultos que reclama el recu- 
rrente^ iban en tránsito á la Asunción del Paraguay, consigna- 
dos á la orden de los señores F. Esmeriz y compañía. 

Que con tal antecedente, no puede aceptarse la personería 
que se atribuye Desiré Noel, como propietario délos expresados 
bultos, sin otro justificativo que el certificado de foja tres vuel- 
ta, insuficiente para destruir el mérito del citado manifiesto, 
desde que todo el valor de ese certificado reposa en la manifes- 
tación contradictoria hecha ante la Aduana de la Asunción por 
el mismo capitán. 

Por esto : de acuerdo con lo dispuesto y pedido por el señor 
Procurador G-eneral, y por sus fundamentos, se confirma, con 
costas, el auto apelado de foja cincuenta y una. Repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

LUIS V. VÁRELA. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN B. 
TORRENT. 



DE JUSTICU NACIONAL li3 



€AUHA CXI.I 



Doña Nicéfora Palavecino de Aguirre y oíros, contra Don Ángel 

Luchettif sobre reivindicación 



Sumario. — No paede considerarse ganancial el inmueble 
adquirido por el viudo después de la disolución del matrimonio, 
7 en TÍrtnd de derechos conferidos por una ley sancionada tam- 
bién después de la disolución del matrimonio. 



Caso. — Besulta del 



Fallo del «faem Federal 



La Plata, Abril 29 de 1895. 

Y vistos : los seguidos por Doña Nicéfora Palavecino de Agai- 
ire contra Don Ángel Luchetti, sobre reivindicación y demás en 
autos deducidos ; y 

Resultando: 1*^ Que en representación de doña Nicéfora Pa- 
lavecino de Aguirre, de don Nicolás Palavecino, de doña Sera- 
fina Somero y doña Juana Romero, entabló don Eduardo Squi- 
nu acción reivindicatoria (véase foja 4), contra don Ángel 

T. LXYni 8 
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Lochetti, fnndándose en los hechos y fandamentos de derecho 
que apunta. 

2^ Que don Ensebio Falayecino, padre de dos de sus repre- 
sentado^ y abuelo de las otras dos, vendió el 30 de Marzo de 
1873, por ante el escribano de Lujan, don Julio M. Jordán, al 
señor don Ángel Luchetti, la chacra número 8 del plano espe-. 
cial de la mensura practicada por el agrimensor Differt, compues- 
ta de 581.208 metros cuadrados, cuyos linderos se expresan. 

3^ Que esta propiedad la adquirió Palavecino, de la Munici- 
palidad de Lujan, estando casado con doña Isabel Bomero, 
según escritura otorgada en el mismo Registro del escribano 
Jordán, en Mayo i7 de 1870, estando á cargo del escribano 
Eduardo Buiz. 

4^ Que Palavecino vendió á Luchetti, habiendo ya fallecido 
su esposa y sin liquidar la sncesion, habiendo además, cuando 
se efectuó la venta, algunos herederos menores, los cuales eran^ 
Juan, Valeria y Ciriaca Palavecino, hijos de Justo y Celestina 
y Nicolás Palavecino, hijo de Nicanor, hijos ambos á su vez de 
la causante, fallecidos entonces. 

5^ Que el carácter hereditario de sus representados, se 
halla acreditado en los autos testamentarios de don Eusebio 
Palavecino y doña Isabel Romero : Juzgado Provincial á cargo 
del doctor Gamboa, secretaría de Aparicio. 

6° Que la venta de que se trata fué nula y da lugar á la rei- 
vindicación, en la parte que corresponde á sus representados. 

7^ Que el viudo no tenía derecho á disponer más que de la 
mitad de la chacra, por tratarse de gananciales (véase los artí- 
culo 1272 y 1315 del Código Civil) y por estar indivisa la suce- 
sión, sólo pudo vender los derechos de la parte que le corres- 
pondiese. 

8^ Que la nulidad de ese contrato es evidente, por no haberse 
llenado las formalidades requeridas para la enajenación de ese 
bien (véase artículos 404 y 104 del Código Civil). 
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9° Qae termina iaterpoaiendo la acción reivindicaíoria, y 
pidiendo se condene á Lachetti á entregar la mitad del terreno 
indicado, imponiéndoseles las costas del juicio y dejando á salvo 
las acciones de los demandantes^ por cobro de arrendamientos 
é indemnización de daños y perjuicios. 

10° Qne justificado el fuero federal, se corrió traslado al de^ 
mandado de la acción invocada; quien la evacuó á foja 37, por 
intermedio de sn mandatario don Enrique J. Borré, quien ex- 
puso era improcedente la acción deducida y además, temeraria, 
por lo que debía ser desechada con costas. 

11° Que los hechos, tal cual se narran en la demanda, son in- 
exactos: a) porque niega sean nietos de don Ensebio Palavecino, 
doña Serapia y doña Juana Romero ; y b) que niega también, 
qne dicho Falavecino haya adquirido en 1870 la chacra materia 
de este juicio, estando casado con Doña Isabel Romero, desde 
qne de comprueba con la partida que acompaña, que dicha se- 
ñora falleció en 1856, es decir : catorce años antes de realizar la 
compra Falavecino; siendo esto más que bastante para dejar 
establecido que no estaba casado, sino que era viudo, como así 
también se consigna en el título de adquisición que se acompaña. 

12° Qne si Falavecino adquirió la chacra en 1870, siendo 
viudo desde catorce años antes, sólo por una ofuscación pueden 
los demandantes pretender que ese bien raíz fícese ganancial, y 
que Palavecino se hallase inhabilitado para dispojier de él. 

13^ Que además, los demandantes se llaman herederos de don 
Ensebio Palavecino, y en tal carácter tienen el deber de salir de 
la eviccion y saneamiento de lo que éste vendió, puesto que han 
aceptado la herencia pura y simplemente. 

14° Que, finalmente, opone la prescripción, una vez que ha 
comprado con jmto título y buena fé, poseyendo hace diez y 
nueve años la cosa comprada. 

15° Que llama también la atención del Juzgado sobre las si- 
guientes circunstancias : a) que en el juicio sucesorio de Euse- 



116 FALLOS bfi LA dUPRBUA GORTB 

bio Palafeoino y su esposa J. Romero, no se ha denunciado el 
bien, materia de este juicio ; b) que las demanda otes no son las 
únicas herederas de FalaTecino, pues hay otras que no han que- 
rido tomar parte en este juicio ; c) que los poderes exhibidos 
por SquiuUy adolecen de defectos que se deben subsanar para 
evitar nulidades. 

16° Que, eu efecto, en 11 de Mayo de 1892, ante el escribano 
de Lujan, don Domingo N. B6, el señor Miguel N. Cano susti* 
tuyo en todas sus partes á favor de don Eduardo Squinu, un 
poder que se dice otorgado ante el escribano Jordán, en 31 de 
Octubre de 1890, por doña Nicéfora Palayecino, doña Serafina 
Romero y doña Juana Romero, según el testimonio que entrega 
el sustituto ; pero que este testimonio no está de acuerdo con 
las referencias hechas en la sustitución, pues aparece otorgado 
en 30 y no en 31 de Octubre y además de no mencionar para 
nada á Juana Romero, enumera entre los otorgantes á Noria, 
Valeria Palavecino, en nombre de la cual no aparece el mandato 
sustituido. 

17° Que aparte de lo expuesto, la acción reirindioatoria es 
improcedente, por no encontrarse reunidos los siguientes requi- 
sitos ronque los demandantes sean propietarios de la chacra rei- 
vindicada ; b) que hayan sido desposeídos ; c) que tengan título 
los actores y carezca de él Luchetti ; d) que hayan tenido los de- 
mandantes la posesión 7 la hayan perdido contra su Toluntad. 

18® Que, finalmente y por un otrosi, pide : que con arreglo á 
los artículos 2107 y 2108 del Código Civil, se cite de eviceion á 
los herederos de don Ensebio Palavecino, y que no constándole 
quiénes sean tales herederos, ni que sean únicos los demandan- 
tes, solicita que la citación se haga por edictos. 

19** Que de los documentos presentados por el demandado se 
ordenó dar traslado (véase foja 41) determinando por el mismo 
auto que se verificara la citación de eviceion en la forma solici- 
tada. 
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20^ Qoe dicha citación se hizo, segan resulta del certificado 
de foja 41 y diarios acompañados de fojas 45 y 50. 

21® Qae á foja 43 los demandantes evacuaron el traslado 
conferido, diciendo que insisten en los hechos de la demanda j 
que desconocen la justicia de las excepciones, respecto á pres- 
cripción 7 al carácter hereditario de que ^ozan. 

22^ Que abierta la causa á prueba, por el auto de foja 56, j 
producida la que las partes presentaron, con más el alegato del 
actor de foja 92, ha llegado la oportunidad de dictar sentencia, 
por haberse llamado autos para definitiva (foja 94 vuelta) ; j 

Considerando : 1^ Que no existen las irregularidades, que se 
notan en la sustitución de los poderes del señor Cano á favor de 
Sqninu. En primer lugar, no existe la diferencia de fecha que 
se indica, pues en las dos escrituras de fojas 1 jfS aparece la 
misma fecha del 31 de Octubre de 1890. En segundo lugar, tam- 
poco es exacto que en el poder dado á Cano no se mencione á 
Juana Cano, pues está expresamente nombrada, como puede 
verificarse, y en tercer lugar, el hecho de no haber sustituido 
Cano el poder de doña Valeria Palavecino, no puede viciar la 
sustitución que hacía á favor de Squinu, de los poderes que 
tenía de las otras personas en cuyo nombre se ha iniciado este 
juicio, 

2® Que aun suponiendo que fuere cierto que Serapia y Juana 
Bomero, no fuesen herederos de don Tusebio Palavecino, como 
lo dice el demandado, ello no obstaría para que las otras perso- 
nas por cuyo poder obra don Eduardo Squinu, y cuyo carácter 
hereditario no se ha negado, pudieran ejercitar la acción reí" 
vindicatoria que se debate, pues el artículo 2679 del Código 
Civil determina que cada uno de los condóminos puede retmn- 
dicar la cosa en que tenga su parte indivisa, 

Z^ Que por lo expuesto : se declara que no procede la excep- 
ción de falta de personería á falta de acción ; que aun, de no ha- 
ber sido expresamente intentada, parece deducirne de las consi- 
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deraciones qae quedan pnntnalizadas en los dos considerandos 
que anteceden. 

4° Que entrando al fondo de la cuestión, tenemos : qne doña 
Isabel Romero falleció el 13 de Mayo de 1856 (véase foja 74) y 
la adquisición del bi^n raíz reivindicado, se verificó el 17 de 
Mayo de 1870, según así se comprueba por la escritura de foja 31 . 

5® Que desde luego, dicha adquisición no puede reputarse ga- 
nancial, desde el momento que tuvo lugar catorce años después 
de disuelta la sociedad conyugal. 

6° Qne, por lo tanto, no son aplicables las prescripciones en- 
trañadas en los artículos 1272, 1315, 494 y 1042 del Código Ci* 
vil, en que los actores fundan su derecho. 

7^ Que, por otra parte, el demandado don Ángel Luchetti, 
eompró á dan Ensebio Palavecino el inmueble en cuestión, el 
80 de Marzo de 1873 (véase foja 34), entrando en posesión del 
mismo (véase fojas 77 á 81) : siendo en tal caso procedente la 
excepción de prescripción, pues ha poseído por mas de diez años 
con justo titulo y buena fé. 

S* Que para mayor abundamiento, debe tenerse presente qne 
los demandantes han sido citados de evicdon y saneamiento^ 
debiendo, por consiguiente, en su carácter de herederos, respon- 
der de la firmeza y validez de la venta hecha por su causante 
don Ensebio Palavecino, desde el momento que no han repudia- 
do la herencia, como pudieron hacerlo, y noto de esta manera la 
solidaridad que los une, á dicho su causante^ en las convenciones 
por éste celebradas. 

Por estas consideraciones y concordantes de los escritos del 
demandado, que en su parte pertinente el Juzgado los considera 
arreglados á derecho, fallo ; desechando la demanda interpuesta 
contra don Ángel Luchetti, con especial condenación en costas. 

Notifíquese con el original, regístrese en e) libro de senten- 
cias y repónganse las fojas. 

M. S. de Aurrecoechea. 
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l*all* de la Suprema Cerie 

Buenos Aires, Judío 10 de 1897. 

Vistos y considerando : Qoe, como lo establece la sentencia 
apelada, no hay duda de qne en trece de Mayo de mil ochocientos 
cincuenta y seis se disolvió el matrimonio entre don Ensebio 
Falavecino y señora Isabel Romero, á consecuencia del falleci- 
miento de ésta, lo que se prueba por la partida de defunción de 
foja setenta y cuatro y lo reconocen ambas partes. 

Qne es también indudable que el viudo Don Ensebio Falave- 
cino compró en diez y siete de Mayo de mil ochocientos setenta 
el inmueble materia de este pleito, de conformidad con la escri- 
tura de foja treinta y una. 

Que resultando así, que la adquisición fné posterior en catorce 
años á la disolución del matrimonio, no puede sostenerse la ca- 
lidad de ganancial^ que la demanda atribuye al bien adquirido. 

Que realizada la adquisición, ejercitándose por Falavecino 
derechos conferidos por ley sancionada años después de la diso- 
lución del matrimonio, nada hay en el caso que pueda motivar 
la aplicación del artículo mil doscientos setenta y tres del Có- 
digo Civil. 

Que en mérito de las precedentes consideraciones, que des- 
truyen por su base la acción reivindicatoría intentada, es inne- 
cesario apreciar el valor jurídico de las demás excepciones y de- 
fensas opuestas al demandado. 

For esto y fundamentos concordantes de la sentencia apelada 
de foja ciento seis, se confirma ésta, con costas. Repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

benjamín paz. — LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGB. — 
JUAN E. TOBRENT. 
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CAUSA C.11.II 



Don PoJblo Carenzo, contra Rodolfo Schom y C ; sobre cobro 

de pesos 



Sumario. — Resultando camplido el contrato por parte del 
vendedor, los compradores están obligados á satisfacer el precio 
conTenido. 



Caso, — Después de dictado el fallo que se encuentra en el 
tomo 56, página 265 de los Fallos de la Suprema Corte, el Jaei 
Federal recibió la causa á prueba, pftra acreditar si las maderas 
ofrecidas por Carenzo son de la clase estipulada en el contrato 
celebrado con Seboro. 



Fall* del Jue» Vederal 



Salta, Noviembre 8 de 1895. 

Y vistos: Considerando : Que en el contrato de foja 7 no se 
estipuló que la madera de la cual se trata^ fuese labrada ó puli- 
mentada, sino simplemente que debía ser de palos de quina j 
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de quebracho, desprendiéndose de ello qae Gareuzo vendió y los 
señores Rodolfo Schorn y C^ compraron palos sólo canteados 
para labrarlos en su fábrica, y es entonces indudable que las 
partes fijaron las medidas de ancho y de espesor, con la única 
intención de determinar el precio de la cantidad de madeid, 
contenida en el metro lineal, y no porque se hubiesen propnes- ' 
to^ en esas medidas, una exactitud matemática, que nunca 
puede obtenerse en maderas sólo canteadas ó en bruto, como 
son las que se renden para fábricas del género de la de los de- 
mandados. Que tal fué la intención de los contratantes al esta- 
blecer dichas medidas, resulta, además, plenamente demos- 
trado : 1® porque Schorn y C'' no han probado que la compra- 
ron para una obra ú objeto determinado; 2^ por el hecho sub- 
siguiente de haber recibido éstos los tirantiUos consignados en 
la cuenta de foja 11, de monor ancho y espesor, y á menos 
precio que los fijados en el contrato ; y 3"* porque los mismos 
compradores se obligaron á recibir las. maderas prescindiendo 
de pequeñas faltcis, puesto que estipularon rechazar únicamente 
las que presentaran graves faltas. Que en la inspección ocular 
se constató^ á foja 104, que las maderas ofrecidas por Carenzo, 
en cumplimiento del contrato y de las sentencias de foja 55 
vuelta y de foja 92, eran sesenta y siete, y que en el grueso 
como en el ancho excedían más bien la medida comprada, dejan- 
do algunos listones á beneficio de los compradores. Que estos 
sesenta y siete trozos y los ochenta y tres, que los demandados 
confesaron haber recibido, suman los ciento cincuenta que Ca- 
renzo les vendió y se obligó á entregarles en el citado contrato. 
De donde se sigue que los señores Schorn y C^ no han tenido 
razón alguna para rehusar el recibo de la expresada madera y 
el pago del total de su importe, y que, en consecuencia, son 
responsables de las costas causadas por su oposición. 

Por estas razones, fallo : declarando que el demandante Don 
Pablo Carenzo ha cumplido el contrato de foja 1, con sujeción 
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alas constancias citadas, y mando que los señores Rodolfo Schorn 
7 C^ paguen, dentro de tercero día, la cantidad de quinientos 
catorce pesos mcmeda nacional, que importa la madera antes 
recibida por los mismos, según cuenta de foja 11, el valor de 
los sesenta y siete trozos, restantes, mandados recibir por esta 
sentencia, á razón de un peso cuarenta centavos moneda nacio- 
nal el metro lineal, y las costas de la ejecución. Repónganse y 
notífiquese original. 

David Zambrano, 



Fallo de la Suprema Corte 

3uenos Aires, Junio 12 de 1897. 

Vistos : Por sus fundamentos, se confirma, con costas, la 
sentencia apelada de foja ciento trece, y repuesto los sellos, 
devuélvanse. 

RENJAMIN PAZ. — AREL RAZAN. 
— OCTAVIO RUNGE. — JÜANB. 
TORRENT. 
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CAUSA CXE.II1 



Criminal^ contra Jorge RaimbauU y otros, por delito de falsi- 
ficadon y circulación de billetes de curso legal falsos 



Sumario. — Los reos y cómplices del delito de falsificación 
7 circulación de billetes de curso legal falsos, son pasibles de 
las penas establecidas en el artículo 63 de la ley nacional 
penal. 



Caso. — Besalta del 



Fallo del JFuez Federal 



Buenos Aires, Julio 27 de 1896. 

Vista : la presente causa criminal seguida de oficio á Jorge 
Baimbault, Victor Tizón y Juan Betbeze, Carlos Vergnory, 
Garlos F. Place y Pedro Lafaye, procesados por los delitos de 
falsificación y circulación de billetes falsos de los Banco Na- 
cional y de las provincias de Buenos Aires, Mendoza y San 
Juan ; y resultando : 
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Que con motÍTo de antecedentes que la policía de la Capital 
tenía sobre una falsificación y circulación de billetes falsos, 
hizo esa repartición la correspondiente pesqaiza, y después de 
diversas diligencias, dio con los presuntos autores de esos deli- 
tos, secuestrando todos los objetos que se detallan á foja 2 y 
foja 4 vuelta. 

Que prestadas por los procesados sus respectivas declaraciones 
indagatorias, el Ministerio público, promoviendo la acusación 
del caso, pide, en so dictamen de foja 76^ que Baimbault, Yer- 
gnoii, Betbeze y Tizón sean condenados á la pena que marca 
el artículo 285 del Código Penal, á Lafaye, se le castigue como 
cómplice en primer grado, y respecto de Place, se sobresea por 
no resultar del sumario mérito que lo comprometa. 

Que por disentir el Juzgado sobre este sobreseimiento, oida 
la opinión del señor Procurador general, fué el doctor Ángel 
Pizarro Lastra nombrado Fiscal ad hoc, el que se expidió 
pidiendo que Place fuese condenado al mínimo de la pena que 
aquel artículo determina. 

Que presentadas las respectivas defensas, y sin que durante 
la recepción de la causa á prueba se hubiera ninguna produ- 
cido, se llamó á foja 138 vuelta, autos para definitiva ; y 

Considerando : I*' Que la existencia del delito, objeto de este 
proceso, se halla comprobada, por los partes de policía de foja 
3 y foja Aj por los objetos secuestrados y que se individualizan 
á fojas 2, 4 y 5, declaraciones de los presuntos culpables, y 
demás constancias de autos. 

2° Que la participación criminosa de Yictor Tizón, sin sobre- 
nombre ni apodo, francés, casado, retratista, domiciliado calle 
de Callao, número 1998, se encuentra constatado por su pro- 
pia confesión, manifestada ampliamente, al prestar á foja 7 
su declaración indagatoria, y de la que resulta, que en unión 
de Jorge Baimbault, el año de 1893, hicieron una falsificación 
de billetes del Banco Nacional, valor de doscientos pesos, la 
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que alcanzó de trescientos cuarenta y cinco á trescientos cin- 
cuenta, más ó menos, y de los que recibió ciento cnatenta y 
cinco á ciento cincuenta billetes; reconociendo ala vez el billete 
falso qne se I» exhibió^ y demás objetos sustraídos de su domi- 
cilio ; confesión que constituye plena prueba, por haber sido 
prestada en forma (art. 821 del Código de Procedimientos en lo 
criminal). 

Se encuentra asimismo probado por su propia confesión^ ser 
también autor de otra falsificación de billetes del Banco de la 
provincia de Mendoza, delito que lo evidencian los billetes que 
se le encontraron, consistentes : en cuatrocientos treinta de 
veinte pesos, completamente terminados y que han sido reco- 
nocidos, más cuatrocientos ocho billetes de la misma emisión, 
y á los cuales sólo les falta el sello rojo de la Inspección de 
Bancos Garantidos, y setenta y seis billetes á los que les fal- 
tan únicamente la numeración. 

3® Que el proc>^sado Jorge Baimbanlt, francés, fotógrafo, 
soltero, de veinte y ocho años de edad, domiciliado en una isla 
de San Fernando, también se encuentra convicto y confeso de 
haber cometido los delitos que se le incriminan, y confirma la 
declaración de Tizón, en cuanto al hecho de que juntos hicieron 
la falsificación de los billetes de doscientos pesos del Banco 
Nacional, discrepando tan sólo en que aquel dice que Tizón fné 
el autor de la idea^ circunstancia ésta que en nada modifica sus 
responsabilidades legales. 

Biiimbault se halla, además, confeso haber hecho, junto con 
el litógrafo Juan Betbezel, una falsificación de billetes de los 
Bancos de las provincias de Bnenos Aires y San Juan, de los 
cuales hasta el momento de ser detenidos, sólo se había hecho 
la impresión completa de trescientos treinta y un billetes, ha- 
biendo, por otra parte, reconocido como suyo el baúl encon- 
trado en la peluquería de Casenave, y objetos que contenía. 

4® Que las rectificaciones que con posterioridad á sus res- 
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pectívas indagatorias, y una Tez que les fué levantada la inco- 
comunicacion, faacen Tizón j Baimbault (fojas 49 y 60), no 
tientan importancia alguna, en el sentido de hacer desaparecer 
sus responsabilidades, como autores de la falsificación de los 
Irílletes de doscientos pesos del Banco Nacional, pue^ que si 
bien es verdad que la confesión puede retractarse en cualquier 
estado del juicio, no es menos cierto que para que ella sea 
admisible es condición absolutamente necesaria que revista 
los requisitos señalados por el artículo 319 del Código de Proce- 
dimientos Criminales, extremos que no han sido cumplidos, por 
no haber los inculpados ofrecido prueba sobre hechos decisivos 
que pudieran evidenciar que esas confesiones hayan podido ser 
arrancadas violentamente, por amenazas, 6 por los procedi- 
mientos allí previstos. 

5<^ Juan Betbezel, sin sobrenombre, ni apodo, francés, de 
estado viudo, litógrafo, domiciliado Victoria, número 1193, está 
también convicto y confeso de haber, en unión de Eaimbault y 
de Yergnon, tomado parte en una falsificación de billetes del 
Banco de la provincia de Buenos Aires, habiéndose efectuado 
la impresión de diez mil billetes de veinte pesos. 

6^ La participación de Carlos Yergnon, francés, casado, sin 
sobrenombre ni apodo, litógrafo, domicilado Carmen, número 
76, se encuentra constatado por confesión propia y demás cons- 
tancias del proceso ; y si bien en su indagatoria, de foja 20, 
negó toda intervención en la impresión de fondos de billetes de 
veinte pesos, hechos en la litografía de Betbezel (foja 35)^ al 
ampliarla, confiesa esa participación, y manifiesta que, á pedido 
de Baimbault, vio á Place para que grabara los tres fondos del 
billete, y que una vez concluida la operación, retiró la piedra 
de casa de aquél, agregando que hizo con Betbezel el arreglo 
para la impresión de los fondos de los billetes, con la condición 
de que lo ayudaría á hacer el transporte y la impresión, actos 
éstos que fueron cumplidos. 
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Estos hechos, que se encuentran confirmados por Betbezel v 
Baimbault, acreditan plenamente ser Yergnon uno de los co- 
autores en el delito de falsificación de los billetes del Banco de 
la provincia de Buenos Aires, valor de veinte pesos. 

7^ Carlos T. Place, argentino, sin sobrenombre ni apodo, 
casado, litógrafo, con domicilio Venezuela, número 895, tam- 
bién ha confesado su participación, reconociendo haber grabado 
parte de las planchas destinadas á la falsificación de los bille- 
tes de veinte pesos referidos, hecho que practicó por encargo y 
responsabilidad de Yergnon y Raimbanlt. 

La excepción que aleg^ para atenuar su proceder, de que hizo 
ese trabajo sin pensar de que se trataba de una falsificación y 
en la inteligencia de que el grabado sólo serviría de imitación 
de billetes para etiqueta, n» tiene fuerza alguna legal, y no 
debe, por lo tanto, ser aceptada, pues tratándose de la ejecu- 
ción de hechos que por sn naturaleza constituyen elementos 
necesarios para la fabricación de moneda, como es el grabado 
del sello rojo, que dice : c Oficina Inspectora, emisión garanti- 
da, etc. », tales hechos constituyen un delito en sí mismo, por 
ser ellos la prueba viva del cuerpo del delito^ y desde luego 
debe primar sobre la manifiestacion del delincuente, mayor- 
mente si se tiene presente que en la ejecución de hechos delic- 
tuosos, siempre se presume la voluntad criminal (artículo 6*^, 
Código Penal), siendo á cargo del procesado la prueba de su 
incrim-inalidad 6 inocencia^ extremo que ni siquiera se ha 
intentado probar; y por lo que no merece fé^ y no debe tomarse 
en consideración el beneficio del artículo 318 del Código de 
Procedimientos en lo Criminal, con arreglo á la resolución de 
la Suprema Corte, pronunciada en la causa seguida á José 
Bonelli, acusado de delito análogo. 

8^ Los hechos ejecutados por los procesados Raimbanlt^ 
Tizon^ Betbezel, Yergnon y Place, los colocan en la categoría 
de co-autores de los delitos por los que respectivamente se 
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encuentran enjuiciados (artículo 21, Código Penal), pues todos 
ellos han tomado una participación activa en esas falsificaciones, 
y desde luego, son responsables por sus consecuencias y pasi- 
bles de las penas que marca el artículo 288 del Código citado, 
y su concordante el artículo 62 de la ley nacional de 14 de 
Setiembre de 1863, desde que se trata de hechos confesados 
ante autoridad competente, cuyas confesiones, por haber sido 
prestadas con las solemnidades de ley, tienen fuerza plena- 
mente probatoria, mayormente que ellus se encuentran robus- 
tecidas por el mérito de las declaraciones de los testii^os del 
sumario y demás constancias (artículo 321 , Código de Proce- 
dimientos Criminales, y fallo de la Suprema Corte, que se re- 
gistra en la serie 1", tomo 8*^, pág. 372). 

9° Pedro Lafaye, sin sobrenombre ni apodo, francés, casado, 
jornalero, domiciliado en una Isla, entre San Fernando y el 
Tigre^ se encuentra vinculado á esta causa, con motivo de las 
declaraciones de Baimbault y Tizón, que lo hacen aparecer 
como cómplice en la falsificación de billetes del Banco Nacional 
de doscientos pesos, y de circular billetes falsos; pero esas 
incriminaciones han sido en absoluto negadas por el procesado, 
de manera que sólo queda como prueba de cargo en su contra 
esas declaraciones, que el Jnzgado, apreciándolas con arreglo á 
las reglas de la sana crítica (art. 305, Código citado), no les 
atribuye valor probatorio^ y ni deben ser tomadas en conside- 
ración, por hallarse comprendidas en las incapacidades legales 
que menciona el inciso 2"^ del artículo 276 de dicho Código, de 
donde surge, como su consecuencia lógica y necesari^^ la incul- 
pabilidad de Lafaye, y el deber del suscrito de decretar su 
absolución de culpa y cargo (art. 497). 

Si bien del careo habido á foja 29, podría desprenderse ó 
sospecharse que Lafaye hubiera tenido conocimiento de la fal- 
siñeacion que hacía Baimbault, por razón de la circunstancia 
de que vivía en su misma casa, y que el edificio constaba de 
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sólo dos piezas ; esa pTesancion no es yehemente, ni grave, ni 
menos concordante con ninguna otra^ para qne por sí sola pueda 
servir de base á una co.idenacion, tanto más si se tiene presente 
que el aforismo de derecho, de que en caso de duda debe es- 
tarse siempre á lo que sea más favorable al reo, le comprende 
por completo, y el principio sentado por el artículo 318 del 
recordado Código, concordante con la doctrina sostenida por la 
Suprema Corte, que se registra en la serie 1*^, tomo 5^, página 
311, y tomo 7°, página 451, de todo lo cnal resulta, que no 
existe en autos prueba legal qne determine la complicidad qne 
se le atribuye, y, por lo tanto, que no hay razón ni derecho 
para la imposición de un castigo^ que sólo debe imponerse á 
mérito de prnebas clarísimas sobre la perpetración del delito 
(serie 2% tomo 1% pág. 338; tomo 4^ pág. 137, Fallos 
citados). 

Por estos fundamentos, detínitivamente juzgando, fallo : 1® 
Condenando á Jorge Eaimbaolt, como autor de los delitos de 
falsificación y circulación de billetes falsos de Banco, á la pena 
de siete años de trabajos forzados, y multa de cinco mil pesos 
fuertes, con imposición de costas procesales y demás accesorios 
legales ; 2*» á Víctor Tizón, como autor del delito de falsifica- 
ción de billetes de Banco, á la pena de seis años de trabajos 
forzados, y multa de tres mil pesos fuertes, con sus accesorios 
y costas, teniendo en vista^ para esas condenas, la circunstan- 
cia agravante de la reiteración del delito, prevenida por el ar- 
tículo 86 del Código Penal ; 3^ á Juan Betzebel, Carlos Yerg- 
non y Carlos T. Place, por sus respectivas participaciones en 
el delito de falsificación, á cinco años de igual pena, ó sea la de 
trabajos forzados y multa de 2500 pesos (dos mil quinientos 
pesos fuertes) para cada uno, con las mismas accesorias y cos- 
tas, debiendo en cada uno de estos casos descontarse el tiempo 
de prisión sufrida, en la forma establecida en el artículo 49 del 
citado Código) ; y 4® absolviendo á Lafaye de toda culpa y cargo 

T. LXVIII 9 
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del delito inoriminado de complicidad en la falsificación de 
billetes de Banco, por no resultar en la causa mérito para ana 
condenación, á quien se le pondrá en libertad, así que esta sen- 
tencia se encuentre ejecutoriada, para lo que se impartirán las 
órdenes del caso al señor director de la Cárcel Penitenciaría y 
al señor Gefe de Policía, para sus debidas anotaciones. 

Así lo pronuncio, mando y firmo en Buenos Aires, fecha ut 
supra. 

AgíÁstin Urdinarrain. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Marzo 10 de 1897. 
Suprema Corte: 

Los procesados Jorge Baimbault, Yictor Tizón, Juan Bet- 
bezel y Carlos Yergnon^ aparecen no sólo convictos, sino tam- 
bién confesos del delito de falsificación de billetes del Banco 
Nacional y otros. 

Del conjunto de sus respectivas confesiones resultan en la 
condición de co-autores del delito/ convenidos y asociados á 
efecto de perpetrarlo. Esa perpetración, con el concurso de los 
cuatro procesados, es un hecho que no puede desconocerse ante 
el reconocimiento de los mismos, y el secuestro no sólo de los 
elementos empleados para la falsificación, sino del resultado de 
su empleo, que demuestra la enumeración á foja 2 de los bille- 
tes secuestrados . 

De esos billetes, unos resultan inconclusos^ otros definitiva- 
mente concluidos y pronto para lanzarse á la circulación ; ,no 
debe deducirse de esas circunstancias, que se trata de una sim- 
ple tentativa. 
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Ei delito de falsificación se consama por el hecho mismo de 
producir an billete que para ser legítimo debe necesariamente 
emanar de la autoridad pública. El artículo 62 de la ley sobre 
crímenes contra la Nación, determina separadamente la intro- 
ducción, la expedición y la falsificación, castigando con igu\il 
pena á los autores de cnalesquiera de aquellos diversos hechos 
delictuosos. 

Demostrada la falsificación en el caso, la sentencia recurrida 
ha procedido con justicia y equidad^ al imponer áaquellos cua- 
tro procesados penas diferentes relacionadas con los grados de 
criminalidad é importancia de la participación en los hechos 
delictuosas de cada uno de los procesados. Esa penalidad ha 
sido también legalmente aplicada por tratarse de un delito con- 
tra la Nación, especialmente regido por el artículo 63 de la ley 
de 1863. 

No pienso del mismo modo en cuanto al procesado Garlos 
Place. Este sólo ha grabado fondos de billetes, y un sello de la 
Inspección, afirmando en toda sus declaraciones que ignoraba 
toda tentativa de falsificación de billetes de Banco, y que eje- 
cutó tales operaciones en la creencia de que sólo se trataba de 
la aplicación de sus grabados, como etiquetas de una industria 
comercial . 

Todo esto parece inverosímil, pero no existe prueba en con- 
trario, pues ano de los mismos falsificadores afirma, á foja 33, 
que Place no quiso grabar letras ni números, y que el sello de 
la Oficina Inspectora lo varió expresamente, á fin de que no 
faera empleado en una falsificación de moneda, lo que confirma 
la exposición de foja 102. 

Es verdad que todo hecho criminal lleva, según el Código 
Penal, la presunción de intencionado y doloso. Pero el grabado 
de Place, con las circuntancias en sus declaraciones expresadas 
y confirmadas por Yergnon y Baimbanlt, no lleva en sí mismo 
el carácter insinuado. 
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Muchas de las partes de aii billete de banco, pueden ser 
estudiadas y reproducidas, sin que esa reproducción importe 
un hecho criminal. 

La lej no se refiere á esas reproducciones no intencionadas 
dé algún detalle, sino á la falsificación de documentos de cré- 
ditos 6 valores nacionales ó de un Banco. 

No apareciendo probado que Place grabara billetes, ni que 
contribuyera intencionalmente con sus trabajos á aquella falsi- 
ficación, en la duda, debe concluirse su inculpabilidad respecto 
del hecho imputado. 

Pido á Y. E. se sirva así declararlo, respecto del procesado 
Place ; confirmando, en cuanto á !os demás procesados, la sen- 
tencia de foja i 59. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de ím Suprema Corte 



Buenos Aires, Junio 12 de 1897. 

Vistos : Estando comprobado el delito que se imputa á los 
precesados, por las constancias de autos, y por sus fundamentos, 
no obstante lo expuesto por el señor Procurador general, res- 
pecto de Carlos T. Place : se confirma, con costas, la senten- 
cia apelada de foja ciento cincuenta y nueve, en la parte recu- 
rrida. Devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGB. — JUAN 
E. TORRBNT. 
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V 



CACHA CXIilV 



Don M. A . Tumer contra el c Jockey Club », por cobro 

de pesos ; sobre pruebas 



Sumario. — El auto que declara njola la praeba testimonial 
del actor prodaoida sin haberse notificado al demandado, j 
sin la presencia del jaez, y que por no ser la cansa imputable á 
las partes, repone el juicio al estado de prueba, debe enten- 
derse que se refiere á las diligencias declaradas nulas por esa 
razón, y no á toda la prueba, ó á otras diligencias no solicitadas 
dentro del término. 



Caso. — Besulta de las siguientes piezas : 



Vallo del Jues Federal 



Buenos Aires, Agosto 2 de 1894. 

' Y vistos : resultando que la prueba testimonial del deman- 
dante ha sido producida sin la intervención del demandado, el 
cual no aparece notificado de ninguna de las resoluciones dio- 
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tadas por el juzgado con ese objeto, y teniendo en cuenta, por 
otra parte^ qae el mayor número de esas declaraciones no han 
sido firmadas por el juez, lo que basta para quitarles la validez, 
puesto que esas diligencias deben ser practicadas personalmente 
por aquel funcionario, según lo dispuesto en el artículo 9 de la 
ley nacional de procedimientos, se declaran nulas y de ningún 
valor las declaraciones corrientes á foja ... del cuaderno de 
pruebas; y no siendo la causa imputable á ninguna de las partes, 
se repone el juicio al estado de prueba, debiendo citarse nueva- 
mente á los testigos presentados para que manifiesten si se 
ratifican en las declaraciones prestadas y contesten á las repre- 
guntas que se formulen por el demandado, á cuyo efecto se 
señala la audiencia del día 16 del corriente á las dos de la 
tarde. 

Y considerando respecto del auto de foja ... que la inscrip- 
ción ordenada á petición del demandante ha sido decretada con 
el ñn de garantir privilegios que pueden ó no resultar de la sen- 
tencia definitiva, déjase sin efecto dicha providencia y comuni- 
qúese á la oficina respectiva. Repóngase la foja. 

Juan del Campillo. 



Auto del Jues Pederal 



Buenos Aires, Abril 12 de 1896. 

Atento lo manifestado en el precedente escrito déjase sin 
efecto el juicio verbal decretado, y proveyendo al escrito de 
foja 28 del cuaderno de prueba del demandado, se declara que el 
auto de foja 23 del mismo, confirmado por la Exma. Suprema 
Corte repuso el juicio en estado de prueba y, en consecuencia^ es 
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perfectamente procedente la petición contenida en el escrito de 
foja 76 del cuaderno de prneba del actor^ en cnanto se reñere á 
la declaración de nuevos testigos, á la absolución de posiciones 
7 á la agregación de los documentos acompañados, puesto que 
no se puede privar á esta parte del ejercicio de un derecho que 
ha sido interrumpido por causa que no le es imputable, f la 
misma parte contraria así lo reconoce cuando se niega á reco- 
nocer la autenticidad de la firma del testigo Eigendorf. Por otra 
parte, si el propósito del juzgado hubiere sido solamente reponer 
el juicio al estado de prueba al solo objeto de la ratificación de 
los testigos, es evidente que el actor c^orría el peligro de verse 
privado de producir la que conviniere á sus derechos, si en el 
curso del tiempo en que se ventilaba la legalidad de la produ- 
cida, se hubieren muerto los testigos 6 ausentádose ignorándose 
su paradero. Por estas consideraciones, señálase la audiencia 
del 18 del corriente á las 2 de la tarde para la declaración de 
los que se expresan en la lista de foja 75 y la absolución de 
posiciones pedida en el mismo escrito, no haciéndose lugar res- 
pecto á la autenticación de la firma del testigo Eigendorf en la 
forma que se solicita. Repóngase la foja. 

Juan del Campilto. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Junio 12 de 1897. 

Vistos 7 considerando : Que el auto de foja veintitrés del 
cuaderno de prueba del Jockey Club, declara nulas y de nin- 
gún valor las declaraciones corrientes á foja ... del cuaderno 
de pruebaSy agregando que, no siendo la causa imputable á 
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■ 



ninguna de las partes, se repone el juicio al estado de prueba^ 
debiendo citarse nuevamente á los testigos presentados. Qae» 
como 86 vé, el citado auto se ha referido en la nulidad que pro- 
nuncia á declaraciones de testigos y no precisamente al proce- 
dimiento en general. Que si la nulidad de las declaraciones de 
testigos, se fundaba en haber sido ellas recibidas con violación 
de los requisitos legales, lo que no era realmente imputable á 
la parte qae los presentó. Que, en mérito á las precedentes 
consideraciones, tanto por el texto de la parte dispositiva del 
auto citadoi como por los antecedentes que lo fundan, la nulidad 
declarada no afecta sino á la prueba testifical á que se refiere, 
dejando en pié las demás diligencias probatorias realizadas. 
Que no puede ser de otro modo, porque lo útil no se vicia por 
la inútil, no debiendo, en consecuencia, extenderse los efectos de 
nulidad de una diligencia de prueba á las demás diligenciase 
procedimientos formalizados en conformidad con las leyes. Que 
desde que no se ha reabierto el término de prueba, sino con 
objeto determinado, y desde qoe el auto de prueba y su término 
para los demás objetos, no están implicados en las declaraciones 
anuladas, las partes no han podido usar de los nuevos términos 
acordados por el auto de foja veintitrés para requerir el examen 
de otros testigos no ofrecidos en oportunidad ó para la produc- 
ción de justificativos que tampoco se* ofrecieron y que deben 
producirse dentro del término legal. 

Por estos fundamentos, se revoca el anto apelado de foja 
ciento setenta y seis en cuanto ordena la recepción de las decla- 
raciones de los testigos que se expresan en la lista de foja setenta 
y cinco, y se confirma en cuanto haré lugar á la absolución de 
posiciones que pueden presentarse en cualquier estado del juicio 
antes de verse el pleito en definitiva (articulo ciento ocho de 
la ley de procedimientos). 

Se confirma, igualmente, la adición contenida en el auto de 
foja ciento ochenta y cuatro vuelta, fecha seis de marzo de mil 
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ochocientos noventa y seis, no haciéndose lugar & la condena- 
ción en costas á que alude la apelación de foja ciento ochenta y 
cuatro. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
E. TORRENT. 



CAUSA CXIiY 



El doctor don Joaquín Morandé, contra Don Jorge Pintos, por 

cobro de honorarios; sobre apelación 

Sumario, — £1 auto de soLvendo no es apelable. 



Caso. — Lo explica el 



Fallo de la Suprema Corto 

Buenos Aires, Junio 15 de 1897* 

Resultando de la propia exposición de la parte, que el auto á 
que se refiere el recurso es el de solvendo, que ordena el pago 
de una regulación ejecutoriada. 
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Y considerando : Que ya se trate de la vía de apremio, sobre 
lo que no es el momento de apreciar, 6 ya de la vía ejecutiva 
común, el citado auto no es apelable, de conformidad con lo dis- 
puesto en los artículos trescientos y doscientos cincuenta y cua- 
tro, a contrario sensu^ de la ley de procedimientos; 

Por esto se declara bien denegado el recurso. Remítase al juez 
de la causa para la agregación á sus antecedentes, no haciéndose 
lugar al recurso de nulidad, por no haber mérito. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. 



VAVHÍk C%IiYI 



El Doctor Don José O. Machado, contra D. Gerónimo Vallebella, 

sobre escrituración 



Sumario. — i^ La omisión de pronunciamiento sobre uno de 
los pedidos de la demanda ck causal de agravio, y no de nulidad. 

2® Debe ordenarse la escrituración^ si contra ella se opone 
que los títulos del vendedor son defectuosos, y no se justifica 
que sean tales. 
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Caso. — Besalta del 



Vallo del Jues Federal 

Buenos Aires, NoTÍembre 20 de 1895. 

Vistos : Estos aatos seguidos por el doctor José O. Machado 
contra Don Gerónimo Vallebella, sobre escrituración. 

Kesnlta : 1^ Que & foja 11, se presenta el doctor Machado 
exponiendo, qne como lo comprueba con los boletos acompa- 
ñados, vendió en público remate al señor Yallebella, el terreno 
7 finca de su propiedad que ec ellos se expresa, sin que hasta 
la fecha y á pesar del tiempo trascurrido, haya conseguido qne 
el señor Yallebella escriture; agregando que tiene conocimiento 
qne el demandado se niega á escriturar por supuestos defectos 
en los títulos, que se apresura á hacer conocer del Juzgado, y 
qne en mérito de lo expuesto, se condene al comprador á escri- 
turar y satisfacer los daños y perjuicios que su tardanza y 
negativa á hacerlo le han irrogado. 

2^ Que corrido traslado, el señor Yallebella reconoce haber 
comprado al doctor Machado los bienes que se mencionan en 
los boletos acompañados y en las condiciones que en los mismos 
se establecen, pero observando que su negativa á escriturar no 
es sólo por los defectos que apunta el vendedor sino también por 
otros vicios que considera fundamentales y que á continuación 
expone, terminando por pedir al Juzgado rechaze la demanda y 
ordone á aquel le devuelva la seña dada. 

3^ Que desestimada la pretensión del actor de que se declare 
de puro derecho la cuestión, en vista de los términos del petitum 
del demandado, se abrió la causa á prueba, produciéndose laque 
se expresa en el certificado del actuario, corriente á foja 134 
vuelta. 
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Y considerando: 1® Que los documentos de foja 9 y foja 10 
en que se basa la demanda, imponen al vendedor la obligación 
de otorgar títulos sin defectos y entregar la propiedad libre de 
todo gravamen. 

2° Que considerada la primera cláusula del punto de vista ju- 
rídico y práctico i la vez, ella no importa en modo alguno esta- 
blecer que el comprador tenga derecho á exigir se le exhiban tí- 
tulos á 80 satisfacción, en el sentido absoluto de la palabra, sino 
títulos que acrediten legalmente hl dominio del vendedor en la 
cosa. 

3® Que siendo esto así, es del caso entrar á considerar la na- 
turaleza é importancia de los defectos de que hace mérito el de- 
mandado para justificar su negativa á escriturar, para lo cual 
conviene estudiarlos separadamente, y en el orden en que están 
tratados en los escritos de contestación á la demanda y alegato 
de bien probado de foja 150, á saber : el referente al título de la 
testamentaría de Orellana, los que resultan de las irregularida- 
des que se notan en el expediente de la testamentaría, y el vicio 
derivado de la adquisición hecha por el actual propietario doc- 
tor Machado y su cansante don Mamerto Machado. 

4^ En cuanto á la falta de títulos de la testamentaría, se alega 
que jamás los tuvo^ pues que no se puede considerar tal la infor- 
mación tendente á probar la posesión del bien materia de este 
pleito y aprobado en cuanto hubiere lugar por derecho, por cnan- 
to esta aprobación es sin perjuicio de tercero : esto nada signi- 
fica, pues que resultando, tanto de !a escritura pública de foja 1 
cuanto del certificado corriente á foja 101 y del expediente de la 
testamentaría traido ad effectum videndi, haberse acreditado la 
posesión tranquila y quieta de sesenta años, el título de ella vie- 
ne á ser la prescripción, que es un medio legal de adquirir el 
dominio (artículos 3947 y 48 del Código Civil) y no la aproba- 
ción de la información, la que por haber sido con intervención 
de la Municipalidad y Procurador fiscal, adi^uiere mayor fuerxa 
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8i cal^e 7 perfecciona la prueba de la posesión á los efectos de la 
prescripción ; siendo indiscutible que el hecho de la posesión á 
los fines de adquirir el dominio de bienes raíces puede probarse 
y es lo ordinario, con el testimonio de los vecinos, los qne, cuanto 
más numerosos y respetables, dejan menos lugar á dudas sobre 
la verdad del hecho, así como que son raros los casos en que esa 
prueba se la haga por otros medios, como ser, contratos de lo- 
cación 7 demás actos derivados del dominio; con lo que queda 
destruido el argumento del comprador, de que en el caso ese tí- 
tulo no puede oponerse á terceros, entre los que se encuentran 
doña Mercedes Cuntin de G-ari 7 otros, desde qne, como qneda 
dicho, la testamentaría arranca su título de la prescripción 7 no 
de la información que la comprueba. 

5^ En cuanto á los defectos derivados de las irregularidades 
en el expediente, se dice que se reunió á la información para 
probar el matrimonio de los causantes, sin haberse demostrado 
previamente la imposibilidad de hacerlo por la partida respeo- 
' tiva, 7 que en ese expediente se tramitó también la sucesión 
de otras personas, sin haberse publicado edictos respecto de és- 
tas. Lo primero no tiene importancia, desde que ese requisito no 
era exigido por el artículo 197 del Código Civil , que estaba vi- 
gente en aquella época, careciendo además de valerosa circuns- 
tancia respecto de la materia de este juicio ; no habiéndose pre- 
sentado desde la fecha del auto sobre declaratoria de herederos, 
cinco de Ma7o de mil ochocientos setenta 7 seis, ninguna persona 
que invoque carácter hereditario con objeto alguno, por lo que, 
no cuestionados los derechos de las personas declaradas únicos 
7 universales herederos, la sola posesión desde aquella fecha 
hasta el presente, daría titulo suficiente á su actual propietario, 
pues la presentación de doña Mercedes Cuntin de Gari y otros 
no modifica estas conclusiones por las razones expuestas en el 
final del cuarto cc^nsiderando. Lo segundo es aún más incondu- 
cente, 7a que ello sólo importaría hacer notar deficiencias de 
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trámites en un expediente, que jamás pueden dar origen á un 
nuevo juicio testamentario : y mucho menos destruir los dere- 
chos del actual propietario, aquello por razones de orden público 
cual es la cosa juzgada, esto por razón déla prescripción, ya se 
considere sólo su posesión personal, ya unida á la de sus cau- 
santes. 

6® En cuanto á los defectos provenientes de la adquisición del 
vendedor y de la del anterior dueño don Mamerto Machado, 
ellos, se dice, resultan del hecho de que don Mamerto hubo la 
propiedad por cesión de los otros herederos, que no fué hecha en 
esciitura pública, y deque el doctor Machado' no pudo comprar 
la casa á don Mamerto, por haber sido abogado de la testamen- 
taría. En primer lugar, la propiedad de don Mamerto emana 
de una transacción que envuelve un reconocimiento de derechos 
sobre bienes que eran objeto de procedimientos judiciales, por 
cuya razón podo y debió ser hecha ante el juez del expediente 
(art. 838 del Código Civil) ; á lo que se agrega que, como resulta 
de la exposición de los que sometían esa transacción á la apro- 
bación judicial, ella no era otra cosa que un reconocimiento que 
hacían de los derechos de don Mamerto á ese bien, por haberse 
pagado la parte hereditaria de Muzlera con dinero de aquel, lo 
que pudo hacerse en documento privado (art.99B del Código Ci- 
vil); en segundo lugar, el mismo demandado, al sostener que no 
había cosa juzgada, confiesa que no hubo juicio contradictorio, 
pleito, litigio, en una palabra, de lo que se deduce que aun cuan- 
do el doctor Machado hubiera adquirido laprupied¿id en la época 
en que intervino en el expediente, lo que no es exacto, según se 
desprende de los certificados corrientes á foja ... y á foja ..•, tal 
adquisición no adolecería de vicio alguno (art. 1361, inc. 6°, del 
Código Civil), sin contar con que desde aquella fecha, año ochen- 
ta y uno, ha poboido de buena fé y justo título (art. 3999 del 
Código Civil). 

7^ Que el comprador no ha manifestado tener motivos funda- 
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dos de sufrir una reivindicación, ni aun insinuado su tempr de 
ser molestado por cualquier otra acción real, circunstancia que 
le daría derecho á invocar la disposición del artículo 1425 del 
Código Civil. 

Por estas consideraciones y concordantes de los escritos de fo- 
ja li y foja 140, definitivamente juzgando, fallo : ordenando á 
Don Grerónimo Yallebella, escriture en el término de diez días 
el terreno y fincas comprados al doctor José O. Machado, á que 
se refieren los expresados documentos de fojas 9 y iO, con costas. 
Notifiquese original y repónganse los sellos. 

Campillo. 



Vallo de 1» Suprenuí Corte 

Buenos Aires, Junio 15 de 1897. 

Vistos : Los recursos de nulidad y de apelación deducidos con- 
tra la sentencia de foja ciento sesenta y tres. 

Considerando en cuanto al primer recurso : 

Que la nulidad que se alega contra la sentencia, consiste en 
que el inferior no ha resuelto, en ésta, el punto relativo á la in- 
demnización de daños y perjuicios, comprendido en la demanda 
de fojaonce, y que ha sido también materia de la litis contes- 
tacion. 

Que aunque es cierto él hecho alegado por el recurrente, la 
omisión del respectivo pronunciamiento sobre el punto mencio- 
nado, no puede viciar de nulidad la sentencia en los demás pun- 
tos que han sido objeto del fallo y sobre que ha versado también 
la contienda, siendo sólo dicha omisión causal bastante para 
fundar un agravio, que por la apelación debe reparar esta Su- 
prema Corte ; y 
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Considerando en cnanto al recurso de apelación : 
Que Don Gerónimo Vallebella, demandado por el doctor José 
Olegario Machado á foja once, para recibir la escritura de compra 
y pagar el precio con la indemnización que allí expresa, de la 
propiedad que le vendió conforme á lo estipulado en los boletos 
de remate de fojas nueve y diez, contestó la demanda, recono- 
ciendo haber celebrado el contrato de que instruyan dichos bo- 
letos, y pidiendo el rechazo de ella, fundado en que por cláusula 
del mismo contrato^ los títulos del vendedor no tendrían defec- 
tos, lo que no sucedió con los que había presentado el doctor 
Machado, circunstancia que lo autorizaba á negarse á cumplir el 
contrato y pedir, como lo hacía, que se le devolviese la sumado 
tres mil pesos moneda nacional, que había pagado á cuenta al 
firmar los boletos. 

Que los defectos alegados contra los títulos del doctor Ma- 
chado, son de tres clases y consisten : el primero, en que la pro- 
piedad materia del contrato, aparecía haber pertenecido á doña 
Luisa Josefa Rodríguez de Arellano y sus herederos, según se 
acreditaba por una sumaria información, la que no podía consi- 
derarse como un título perfecto, por haber sido aprobada en 
cuanto hubiese lugar por derecho, es decir, sin perjuicio de ter- 
cero, y por ser sospechosa, además, como lo revelaban las ges- 
tiones que iniciaron doña Mercedes Contin de Oari y otros, pi- 
diendo ser tenidos. por parte en el expediente testamentario de 
los cónyuges don Miguel de los Santos Arellano y doña Luisa 
Josefa Bodriguez ; el segundo, en que sc> han cometido irregu- 
laridades en el citado expediente testamentario, tanto por ha- 
berse ocurrido á una información sumaria para declarar que 
aquellos eran casados, como por haberse declarado herederos á 
varios á quienes se les reconoció este carácter sin haberlo acre- 
ditado debidamente, y sin haberse publicado edictos para decla- 
rar que fuesen herederos de ascendientes, en cuya representa- 
ción se les tenía por sucesores de los finados cónyuges, antes 
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mencionados ; y el tercero, en que la adquisición hecha por el 
doctor Machado, viciaba su título de nulidad por haber comprado 
por interpósitas personas, siendo abogado de la testamentaría ya 
citad», la propiedad de que se trata, en contravención á lo dis- 
puesto en el artículo mil trescientos sesenta y ocho del Código 
Civil. 

Que el Juzgado, en su sentencia, no ha dado á estas objecio- 
nes importancia bastante para justificar, en su mérito, las pre- 
tensiones del demandado, y lo ha condenado á escriturar, en el 
término de diez dias^ la finca comprada, con costas. 

Que, ante las constancias de los autos, es, sin duda, correcta 
la apreítsiacion del juez. 

Que asi lo convence, por lo que hace al primero de los defectos 
ya expresados la consideración de que por la sumaria informa- 
ción presentada como título de propiedad de la cosa vendida, se 
acredita en favor de la finada doña Luisa Josefa Rodríguez y su 
sucesión, una posesión pro domino de sesenta años, que justifica 
la adquisición de la propiedad de ese inmueble por la prescrip- 
ción de larguísimo tiempo, sin que menoscabe su mérito jurídico 
la circunstancia^ de haberse aprobado dicha sumaria, en cuanto 
hubiese logar y sin perjuicio de tercero, que es la fórmula con- 
sagrada por la práctica para dejar á salvo el mejor derecho que 
pudiera tener un tercero, salvedad que va siempre sobre enten- 
dida, ya se trate de una declaración de derechos, hecha en jui- 
cio contradictorio, ó ya de trasmisión de una propiedad, realizada 
por escritura pública, desde que nadie puede ser privado de lo 
que se considera suyo sin ser vencido en juicio, ó sin su consen- 
timiento. Que la sumaria información de que se trata, aprobada 
judicialmente como lo ha sido, con intervención fiscal, consti- 
tuye respecto de la propiedad á que se refiere, un título supletorio 
de dominio, bastante en el caso, para poner á cubierto al adqui- 
rente Yallebella contra las pretensiones de terceros, por razón 
de la prescripción testamentaria que aquella acredita, desde que, 
T. Lxvni 10 
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por otra parte, esa posesión no ha sido formalmente contradicha, 
ni mncho menos producídose prueba qae la desantorice. 

Qae las gestiones iniciadas por la señora de Gari j otros, á 
que ha aludido el demandado, no constituyen un peligro de rei- 
vindicación que deba tomarse en cuenta, ya porque esas gestio- 
nes fueron rechazadas por resolución del Tribunal Superior, hace 
diez j siete años, sin que en tanto tiempo transcurrido hayan 
promovido las acciones posesorias ó petitorias que tuviesen y 
qne ae les dejaran á salvo ; ya porque dich;)s gestiones, no siendo 
una demanda contra los poseedores, no han podido interrumpir 
la prescripción, si no hubiese estado cumplida, conforme á lo dis- 
puesto en el artículo tres mil novecientos ochenta y seis del Có- 
digo Civil. 

Que en cuanto á los defectos de los títulos por las irregulari- 
dades que se dicen cometidas en el expediente testamentario de 
los cónyuges Orellano, es de observar, en primer lugar, que el 
hecho de haberse justificado el matrimonio de éstos por una su- 
maria información, sin duda porque no se encontrara la partida 
de casamiento, no importa un vicio que anule la declaratoria de 
herederos hecha en mérito de aquella, siendo, como ha sido, ese 
género de prueba admitido, en defecto de la respectiva partida 
extraida de los libros parroquiales, para probar el matrimonio, 
de conformidad con el artículo ciento setenta y nueve del Código 
Civil, vigente en esa época; y, en segundo lugar, que aun cuando 
no se haya acreditado el carácter de herederos de varios de los 
que fueron reconocidos, como tales, por los otros que justificaron 
esa calidad, respecto de la ascendiente doña Luisa Josefa Ro- 
dríguez, y, aunque realmente existieran otros herederos que no 
hubiesen compareoido al juicio, después de los edictos publica- 
dos para el arreglo de la tt^stamentaría de dicha señora, ni hu- 
biesen sido incluidos en la declaratoria de sus herederos, no por 
ello dejaría de ser menos válida é irrevocable su venta hecha por 
los herederos judicialmente reconocidos, del inmueble de la su- 
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cesión de qne se trata, conforme á lo dispuesto en el artículo tres 
mil cuatrocientos treinta del Código Civil, que es de perfecta 
aplicación al caso sub-judice; no siendo, por lo demás, necesaria 
para la regularidad de la declaratoria de herederos en cuestión, 
esa otra publicación de edictos, cuya omisión. ha objetado el re- 
currente, por cuanto no se ha tratado del arreglo testamentario 
de otra sucesión que la de los cónyuges Orellano. 

Que, finalmente, no se ha probado, que fuesen personas inter- 
puestas del doctor Machado, los inmediatos adquirentes de los 
derechos que tenían los herederos de la señora Rodríguez de Ore- 
llano, á la casa que aquel ha vendido á Yallebella, no siendo, 
por consiguiente^ nulo el titulo que el referido doctor Machado 
quiere otorgar á éste, desde que no es aplicable por dicha razón 
al caso la disposición del artículo mil trescientos sesenta y uno 
del Código Civil, aun en la hipótesis de que habiendo sido el 
doctor Machado, como lo fué efectivamente, abogado de la tes- 
tamentaría de aquella, fuesen litigiosos los derechos de ésta á 
la propiedad de que se trata, lo que tampoco está probado en 
manera alguna. 

Por estos fundamentos : se confirma, con costas, la sentencia 
apelada, de foja ciento setenta y tres ; y devuélvanse, debiendo 
el inferior pronunciarse sobre el punto relativo á los daños y 
perjuicios. Repóngase el papel, y notiTíquese con el original. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
E. TORRENT. 
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CAUSA CXI«¥II 



El doctor don Ángel S. Pizarro contra el doctor don Leopoldo 

del Campo ; sobre recusación 



Sumario. — i® No es causal legítima de reoasaoion el pleito 
pendiente entre el jaez y un hermano del recasante, ni la aco- 
sacion contra el jaez desistida por éste. 

2® Es inaceptable la recnsacion que se formula sin la indica- 
ción del nombre y residencia de los testigos que pueden deponer 
sobre la causa de ella. 



Fallo de la Suprema Corte (ad hoc) 



Buenos Aires, Junio 19 de 1897. 

Autos y Tistes : Considerando : Que la recusación respecto 
del señor Ministro de la Suprema Corte doctor Torrent, se funda 
en el hecho aseverado por el doctor del Campo, de tener aquel 
pleito pendiente con un hermano suyo, á quien patrocina como 
abogado, causal que no está comprendida entre las que enumera 
el artículo cuarenta y tres de la ley de catorce de Setiembre de 
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mil ochocientos sesenta y tres, pues el inciso sexto de ese artí- 
culo se refiere al hecho de existir pleito pendiente entre el juez 
7 el recusante. 

Que la recusación deducida respecto al señor yocal doctor 
Várela, es igualmente inaceptable, por no haber sido formulada 
con sujeción á lo dispuesto en el artículo yeintiseis de la citada 
ley, que exige la indicación de los nombres de los testigos que 
pueden deponer sobre la causa de la recusación, y de la resi- 
dencia de los mismos testigos. 

Que<, por último, la recusación del doctor del Campo relati- 
Yamente á los señores vocales doctores Paz, Bazan y Bunge, no 
está tempoco comprendida en los términos del inciso sexto del 
artículo cuarenta y tres antes recordado, una vez que el mismo 
interesado reconoce haber desistido de la acusación formulada 
contra ellos, desistimiento que produce el efecto de dar como no 
existente esa acusación, que debe considerarse por el propio 
hecho, como no deducida. 

Por esto : no se hace lugar á lo pedido en el escrito de foja 
ochenta y cuatro. Hágase saber con e! original y repóngase el 
papel. 

MANUEL QUINTANA. — MABllIEL OBARRIO. 
— JUAN M. TERRERO. 
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CAUSA €JKI«¥III 



Criminal contra Roque 4. Villa j eoo^vüta contador de la 
Receptoría de Reconquista, por robo de caudales públicos 



Sumario. — El robo de caudales públicos perpetrado por un 
empleado nacional en ejercicio de sus funciones, hace pasible al 
reo de la pena de cinco años de trabajos forzados. 



Caso. — Resalta del 



Fallo del Swimm Pedimpal 



Rosario, Diciembre 15 de 1896. 

T vistos : Los presentes autos seguidos contra el procesado 
Boque A. Villa, ex-vista contador de la Receptoría de Recon- 
quista, de 23 años de edad, de estado soltero, argentino, emplea- 
do, con domicilio en el puerto Reconquista, sobre defraudación 
de fondos ; de los que resulta : 

1® Que el procesado, en su declaración de foja 12 maniñes- 
ta : c que una vez encontró un déñcit en la caja y lo repuso 
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con sa sueldo ; qae otro día, el 17 de Noviembre, encontró otro 
déficit por ciento ochenta y tantos pesos y que no dijo nada ni 
dio cuenta, y que el día 26 de Noviembre sacó de la caja ciento 
diez y siete pesos para hacer un viaje á Buenos Aires y dar 
cuenta y sacó también unas estampillas y sellos de papel nacio- 
nal del escritorio del jefe ; que no dio cuenta al jefe inmediato 
del viaje á Buenos Aires, pero que escribió una carta al presi- 
dente de la Dirección general de Rentas ; que el dinero extra- 
viado de la caja, ochenta y siete pesos, le tomaron el día qae lo 
capturaron, los cuales figuran en el inventario, y el resto lo 
gastó en el viaje que hizo á Santa Fe ; que lo capturaron en la 
estación de Súnchales ; que el recibo que obra á foja 1* de estos 
autos, y que se exhibió, lo reconoce por suya la ñrma que lo sus- 
cribe, y que lo firmó el 1 de Noviembre ; que los sellps que pro- 
metió mandar al sastre, eran de los mismos sellos de papel 
nacional de la Receptoría, pero que no se los mandó porque su 
intención fué darle el dinero, que no tenía cómplice y que él 
sólo hizo la extracción del dinero >. 

2^ Que por la nota de foja 18 se acredita haber satisfecho 
don Hilario Villa, padre del procesado, la cantidad de 314 pesos 
i3 centavos moneda nacional legal ; y también la suma de 85 
pesos, depob-itada en el Banco de la Nación Argentina, según así 
consta del boleto de foja 16. 

3® Qae elevados :i plenario los presentes autos, el Procurador 
fiscal, en su escrito de foja 20, pidió : c que se determine si el 
procesado, cuando desapareció de esa localidad (Reconquista) 
en Noviembre del año pasado, era ó no el encargado de guardar 
el dinero y valores que sustrajo de la receporía de Reconquista, 
6 si él sacó el dinero y valores violentando cajas ó cajones que 
no estaban á su cargo ; que contestando el oficio librado con 
este objeto al receptor de Reconquista^ ésto manifiesta : al pri- 
mer punto, que el receptor como el contador tienen una llave 
distinta cada uno, para los objetos y obligaciones que expresa 
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el decreto de fecha 18 de Julio de 1873, que transcribe; y sobre 
el segundo punto c que el procesado aprovechando un momento 
de ausencia ha abierto la cerradura y con una igual ha sustraído 
lo que ha querido^ volviendo á cerrarla, como igualmente, la 
de él. 

4® Que el Procurador fiscal, evacuando la vista de foja 17, 
hace la acusación y pide que en definitiva, se condene al pro- 
cesado por estar comprobado el delito por el cual se le acusa, al 
mínimum de la pena, ó sea á un año de prisión, inhabilitación 
perpetua para desempeñar pu««tos públicos, á las costas del 
presente juicio y al pago del peso que resulta deber, dadas las 
circunstancias atenuantes de haberse reintegrado la suma sus- 
traída y por tratarse de una cantidad relativamente de poca 
importancia. 

5® Por el escrito de foja 30, el señor fiscal modifica la acu- 
sación en cuanto al pedido de que se le condene al procesado al 
pago de un peso moneda nacional, por existir un deposito de 
valor de 20 pesos con cincuenta centavos^ hecho éste para rein- 
tegro de los fondos sustraídos por el mismo, cuya suma consta 
en el documento que se encuentra agregado en el incidente de 
excarcelación, el cual pide se agregue á estos autos. 

O"" Que corrido el traslado de ley al defensor del procesado y 
evacuado por su escrito de foja 34, pide se absuelva en definitiva 
á su defendido, por no resultar comprobado el delito por el cual 
se le acusa y que reabra esta causa á prueba por el término de 
ley. 

7^ Que clausurado el término por el cual se abrió á prueba esta 
causa y llamado autos para definitiva, decrétase á foja 40 la 
audiencia proscripta por el artículo 492 del Código Penal, la 
cual no tuvo lugar por inasistencia de los interesados, quedando 
así esta causa conclusa para sentencia. 

Y considerando : 1® Que según resulta de los documentos de 
foja 1, declaración de fojas 12 á 13 inclusive y del informe de 
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foja 22, el procesado se enoaentra convíoto y confeso del delito 
de harto por el qae se le acusa. 

2° Que este delito está castigado con la pena de cinco á diez 
años de trabajos forzados, según el articulo 80 de la ley penal 
de setiembre 14 de 1863. 

3® Que el procesado ha reintegrado lo hurtado, de suerte que 
68 menor el daño causado. 

Por estas consideraciones, definitivamente juzgando : fallo 
declarando al procesado Boque A. Villa reo del delito de robo de 
caudales públicos que se le imputa y condenándole á la pena de 
cinco años de trabajos forzados, de acuerdo con el artículo 80 
de la ley penal nacional de Setiembre 14 de 1863, que es la 
aplicable al caso, por ser de carácter nacional especial, perpetrado 
por empleado nacional en ejercicio de sus funciones (Fallos de 
la Suprema Corte, serie 4", tomo 10, página 386), con deducción 
del tiempo de prisión sufrida, conforme á lo proscripto por el 
artículo 49 del Código Penal, con costas. En vista de estar excar- 
celado bajo finanza, ordénese al fiador su presentación en el 
término de 10 días, bajo apercibimiento de ley, sin perjuicio de 
ordenar su prisión si no fuera presentado. Hágase saber con el 
original. 

Daniel Goyiia. 



YISTA DEL SEfiOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Mayo 15 de 1897. 

Suprema Corte : 



Está comprobada la sustracción de dineros y valores en la 
Receptoría de Beconquista ; y está confesada también, por el 
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autor de esa sustracción, el vista contador Boque A. Villa. 

Ha alegado en su discalpa que se alzó con los yalores de la 
Beceptoría para venir á dar cuenta á la Admini^tracion general 
de Bentas de esta Capital. 

Tal excusa es inadmisible ante las constancias del sumario ; 
porque el procesado usó de medios dolosos para extraer los va- 
lores de ia caja de la Beceptoría. Porqne esa sustracción en sí 
misma, no siendo justificada, constituía una delincuencia, por- 
que la apropiación á usos personales de la mayor parte de los 
valores sustraídos, caracterizaba el delito, y porqne los becbos 
probados implican la intención dolosa, con sujeción á lo dis- 
puesto por el artículo 6 del Código Penal. 

No creo dudoso que al becho imputado corresponda la pena 
establecida especialmente para los crímenes contra la nación en 
el artículo 80 de la ley de 14 de Setiembre de 1863. 

La argumentación becba al invocarse la aplicación preferente 
del Código Penal, como ley posterior y más benigna, no pro- 
cede en el caso, por razón de la naturaleza del delito, sujeto á 
una legislación especial no derogada por el Código^ como ba sido 
ya establecido en diversos fallos de Y. E. que forman jurispru- 
dencia al respecto. 

Aquel artículo se refiere expresamente al recaudador ó recep- 
tor ó administrador que distrajera ó burtase los caudales 
públicos, que es el becbo comprobado en este proceso. Este caso 
es diverso por el proposito que determina el becbo, y la res- 
ponsabilidad que impone á su autor, del que rige el artículo 83 
de la misma ley, relativo al que aplicare á usos propios ó 
ajenos, los caudales á su cargo y verificara el reintegro. 

El uso indebido de los dineros públicos, íntegramente resti- 
tuidos es un becbo irregular y reprensible ; pero no es confundible 
con el robo ó la sustracción intencionada ó maliciosa, que cons- 
tituye el delito especialmente prevenido y castigado por el artí- 
culo 80. Pienso por ello, que la sentencia de foja 42 ba aplicado 
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con criterio legal la pena que segan la ley de 1863 corresponde 
al delito sub-judice y pido á Y. E. se sirra confirmarla por sns 
fnndamentos. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Üaprema C«»rte 

Buenos Aires, Jumo 19 de 1897. 

Vistos : De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general y por sus fundamento^ : se confirma, con 
costas, la sentencia apelada de foja cuarenta y dos ; y repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUN6E. — JUAN 
E. TORRENT. 



CAVíiA C.\'l.IX 



D. Roberto Millar , contra Don Antonio Melina, sobre pruebas; 

recurso de hecho 



Sumario. — 1® Son apelables las providencias ordenando 
pruebas, de las que se recurre en concepto de haber sido dicta- 
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das en virtud de pedido de la parte, y no de oñcio por e] jnes. 

2^ No son admisibles las diligencias probatorias pedidas fue- 
ra del término, y el auto que dispone se tengan como dictadas 
con la calidad de para mejor proveer, no puede alterar el dere- 
oho ejercido por la contraparte de recurrir de ellas. 

S*" No estando la causa terminada en relación alas partes, no 
procede la práctica de diligencias tendentes á ilustrar la con- 
ciencia del juez. 

4^ En los recursos de hecho, el inferior no debe remitir los 
autos como mejor informe, sino cuando se le pidan. 



Caso. — Con fecha 20 de Noviembre de 1896, la parte de Mo- 
lina, diciendo que la causa se halla en estado de prueba, y den- 
tro del término, solicitó que se libre oficio á la Prefectura G-e- 
neral de Puertos, para que informe : si en el rol de navegación 
del vapor inglés < Greciam Prince >y correspondiente al viaje, 
desde Buenos Aires á Bosario y regreso, que verificó en Agosto 
de 1895, figuran como embarcados en Buenos Aires, al empren- 
derlo y desembarcados al concluirlo por los estivadores que ex« 
presaba. 



Fallo del Jaess Federal 



Buenos Aires, Noviembre 31 de 1896. 
Como se pide. 

P. Olaechea y Álcorta. 

En escrito de aquella misma fecha, el actor solicitó también, 
como parte de su prueba, una diligencia pericial sobre puntos 
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que indicaba, proponiendo perito por so parte y pidiendo se in- 
time al contrario para que proponga el suyo. 



Fallo d«l J«es Federal 



Buenos Aires, Noviembre 21 de 1896. 

Hágase como se pide, teniéndose por nombrado el facultatiyo 
propuesto é intímese á la otra parte proponga otro dentro de ter- 
cero dia, bajo apercibimiento. 

P. Olaechea y Alcor ta. 

La parte demandada interpuso contra los autos transcriptos 
los recursos de reposición y apelación en subsidio, fundado en 
que las medidas de prueba pedidas por el actor, lo habían sido 
cuando el término se encontraba vencido. 

Al contestar el traslado de la revocatoria, el actor reconoció 
que sus peticiones habían sido presentadas faera del término ; 
pero dijo, qoe dada la naturaleza de las diligencias solicitadas 
y otorgadas, entraba en las facultades del juez el decretarlas en 
cualquier estado de la causa (arts. 102 y 141, ley de procedi- 
mientos) ; que al dictarse las providencias recurridas, el juez ha 
ejercitado facultades propias, que no pueden ser coartadas con 
recursos improcedentes. 



Anta del Juex Federal 



Buenos Aires, Mayo 29 de 1897. 

Y vistos : con calidad de para mejor proveer, ténganse por de- 
cretadas las medidas cuya revocatoria se solicita, y no siendo 
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procedente la apelación, dado el carácter de la providencia, no ha 
lugar ni á la revocatoria, ni á la apelación solicitada. 

M. S. de Aurrecoechea. 



YA demandado ocurrió de hecho á la Suprema Corte, y pedido 
informe al juez de la causa, éste remitió por mejor informe, los 
antos. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Junio 22 de 1897. 

Autos y vistos : Considerando : Que los decretos de fojas trein- 
ta y siete vuelta y treinta y nueve del expediente remitido como 
informe, han sido dictados á pedido de la parte del demandante, 
en el concepto de hallarse el juicio en estado de prueba, como 
se dice expresamente en el escrito de foja treinta y siete y se 
insinúa en el de foja treinta y ocho. Que dado ese antecedente 
y la forma de los decretos recaídos en dichos escritos, el juez de 
la causa dictó las providencias expresadas defiriendo á un pedido 
de la parte y no en uso de las facultades que para mejor proveer 
le concede la ley. Que, en consecuencia, los recursos deducidos 
por el demandado contra las mencionadas providencias, no pue- 
den entenderse limitados por razón de facultades de que no se 
había hecho uso cuando se interpusieron. 

Que siendo las providencias recurridas, en el concepto de ha- 
berse dictado en virtud de acción de la parte y no de oficio por el 
juez, de las que por su naturaleza autorizan la apelación, sede- 
clara mal denegada ésta. 

Y considerando, en cuanto al fondo del recurso : que como lo 
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reconocen ambas partes, el demandante pidió las diligencias 
probatorias expresadas, cuando el término se encontraba ven- 
cido con exceso. 

Qne el auto de foja cuarenta y cinco, disponiendo que se ten- 
gan como dictadas con la calidad de para mejor proveer las pro- 
videncias de fojas treinta y siete vuelta y treinta y nueve, no 
puede hacer improcedentes recursos legales deducidos en opor- 
tunidad, alterando derechos ejercidos. 

Que el estado del juicio, que se halla aún en tramitación, no 
permite, por otra parte, la práctica de diligencias tendentes á 
ilustrar la conciencia del juez, los que presuponen que la causa 
se halle terminada en relación á las partes. 

Por esto, se revocan los autos apelados de fojas treinta y siete 
vuelta y treinta y nueve. Agregúense estas actuaciones al expe- 
diente remitido como informe, y devuélvanse al juez de la causa 
haciéndosele presente que en lo sucesivp debe ajustarse en casos 
análogos, á lo dispuesto en los artículos doscientos veintinueve 
y doscientos treinta de la ley de procedimientos y acuerdo de 
esta Suprema Corte, de fecha seis de Abril de mil ochocientos 
sesenta y nueve, inserto en los Fallos, serie primera, tomo sexto, 
página seis. Repóngase el papel. 

benjamín paz. — LUIS Y. VARE- 
LA. — ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BDNGE. 
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CAUSA CI. 



Don Mariano Armaza, contra Don Vicente J. Ortega; sobre 

escrituración de compra 



Sumario. — El comprador no puede oponerse á la escritura- 
ción de la compra por razón de no tener el vendedor la escritura 
de la propiedad vendida, cuando éste la ha adquirido en remate 
judicial, ha pagado el precio y se halla en posesión, ni por 
razón de defectos que alegue contra los títulos, y que no resal- 
ten justificados. 



Caso. — Besulta del 



Fallo del Jíoea Federal 



Buenos Aires, Abril 10 de 1894. 



Y vistos : estos autos seguidos por Don Mariano Armasa» 
contra Don Vicente J. Ortega, sobre cumplimiento de un con- 
trato de compra-venta, de los que resulta : 

Que á foja 25 de dichos autos, y con fecha 25 de Junio de 
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4890, se presentó Dea Adolfo Cortés, con poder del doctor Ma*- 
riano Armaza, exponiendo : Qae oon fecha 27 de Octubre del 
año anterior su representado había vendido en remate público 
á Don Vicente J. Ortega, por intermedio de los martilieros 
Adolfo Bnllrich y C*, la casa sita en la calle de Bolívar, número 
4256, adcorpuSy j al contado, por la cantidad de 70.200 pesos 
pesos de carso legal, como se expresaba en la copia del boleto 
de compra qne acompañaba, y que está agregada á foja 49, ex- 
pedida por dichos martilieros. 

Que en el mismo boleto se estableció el plazo de i 5 dias para 
reducir á escritura pública el contrato, en la inteligencia de 
que trascurrido el término podía el vendedor exigir la rescisión 
6 el cumplimiento de aquél, con los daños y perjuicios, y que 
para acreditar el dominio de su representado en la fínca ven- 
dida á Ortega, presentaba los títulos de propiedad, qne corren 
agregados de fojas 17 á 48, 

Que cuando se verificó la venta á Ortega, su representado 
tenía la posesión de la casa* pero aún no le había otorgado es- 
critura la sucesión de Doña Dolores Arenillas de Cramwell, á 
quien se la había comprado, aunque estaba dispuesto á hacerlo, 
y que efectuada aquella venta, trató de obtener la escrituración 
á su favor, para á su vez escriturar á Ortega, ó bien que dicha 
sucesión le escriturase directamente á éste, á quien primero 
contestó con evasivas, y después se negó á escriturar, alegando 
que los títulos de propiedad tenían defectos. 

Que por haber pasado el expediente testamentario de la se- 
ñora Arenilla de Cramwell á otro juez, por haber tenido que 
ausentarse su representado, y por la negativa de Ortega, quedó 
postergada la escrituración, la que recientemente ha podido 
conseguir, á fin de exigir á su vez de Ortega que cumpla su com- 
promiso, sin que la demora haya perjudicado el derecho de Ar- 
maza, desde que, según el boleto de compra, éste, y no Ortega^ 
tenía la elección de exigir la rescicion ó el cumplimiento del 

T. LXVni 11 
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contrato, con los daños y perjaicios, y qae haciendo uso de ese 
derecho, recorría al juzgado á pedir el cumplimiento de 
aquél. 

Que de los títulos que presenta y relaciona resulta que su 
mandante y los antecesores de éste, han tenido el dominio del 
inmueble^ desdiB hace más de 60 años, con la extensión que 
actualmente tiene, de modo que ninguna objeción puede hacer- 
se á los títulos, tanto más cuanto que el artículo 4016 del Có- 
digo Civil sólo exige SO años para purgar todo vicio en la 
posesión ; y su representado y los causantes de éste, llevan ya 
una posesión doble de la exigida por la ley. 

Que siendo la convención ley para las partes, según el artí- 
culo 1197 del mismo Código, y no tiene Ortega razón ni dere- 
cho para negarse á cumplir lo pactado, viene, en nombre de su 
representado^ á deducir formal demanda contra aquél, á fin de 
que se le condene á cumplir lo pactado en el boleto presentado, 
escriturando la compra* en un término breve, y al pago de daños 
y perjuicios, por la morosidad, con más las costas del juicio. 

Corrido traslado de la demanda, ésta fué contestada á foja 
59 por Don Vicente J. Ortega, quien expuso : que había com* 
prado á Don Mariano Armaza, en 27 de Octubre del año 1889, 
por intermedio de los martilieros BuUrich y C\ por el precio 
indicado en la demanda, la casa á que ésta se refiere, habiendo 
hecho la compra con el objeto de habitar la casa, circunstancia 
por la cual estaba apurado para obtener cuanto antes la escri- 
tura, y aceptó el plazo de i5 días en el boleto, y por lo mismo 
pidió inmediatamente al vendedor los títulos de propiedad para 
examinarlos; pero que al hacerlo, su abogado observó que 
dichos títulos estaban aún á nombre de Doña Dolores Arenilla 
de Cranwell (hoy su sucesión), y que en consecuencia el doctor 
Armaza no podía otorgar la correspondiente escritura ; que su 
abogado se impuso también de que los títulos adolecían del 
gran defecto que menciona en seguida, que fué reconocido por 
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Armaza, y que para salvar la dificultad proveniente del plazo 
fijado^ 7 de no haberse otorgado aún la precitada escritura por 
el juez de la sucesión, Armaza le propuso transferirle sus dere- 
chos para que recibiera directamente la escritura judicial, lo 
que rechazó en absoluto. 

Que Armaza trató de subsanar el defecto de los títulos, pero 
como esto ofrecía grandes dificultades, 7 estaban 7a vencidos 
los i5 dias del plazo^ sin que el actor hubiera conseguido la 
escrituración á su favor, se convino dejar sin efecto el contrato 
que se hallaba en la imposibilidad de cumplir. 

Que la escritura debía otorgarse libre de gravámenes 7 defec- 
tos dentro de 15 dias, pero que este plazo no fué establecido en 
favor de Armaza únicamente, como resulta del artículo 570 del 
Código Civil, según el cual el plazo en las obligaciones se pre- 
sume establecido para ambas partes ; que si este plazo hubiera 
sido establecido sólo en favor de Armaza^ no lo podría invocar 
para exigir el cumplimiento del contrato, después de transcu- 
rrido diez 7 seis meses por su culpa, conforme al artículo 1201 
del Código Civil. Y Armaza no tenía la escritura de propiedad 
al hacerse la compra, ni después de vencidos los 15 dias. 

Que los títulos tienen el gran defecto de que el terreno á que 
se refieren, aparece poseído primero por Bosa Qutierrez, 
hija de don Juan Gutiérrez, después por don Dionisio Gutiérrez , 
hijo del mismo, 7, finalmente, por Francisco Gutiérrez, que 
también debe ser hijo de don Juan Gutiérrez ; que constando 
la indivisión de los bienes dejados por Juan Gutiérrez, ningún 
valor tiene la posesión de doña Bosa Gutiérrez, á que se refieren 
los testigos de la información^ porque no se puede adquirir por 
prescripción la propiedad de los bienes poseidos proindiviso con 
otros, mientras dure el condominio, según el inciso 3®, artículo 
4019 del Código Civil. 

Que doña Bosa Gutiérrez no ha poseído sin interrupción el 
terreno de que se trata, pues ha sido poseído^ según resulta 
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de los aatecedentes recordados, por ella primero, y por dos de 
sus hermanos después. 

Que en cuanto á los daños é intereses reclamados, sostiene 
no deberlos, por cuanto fijó i 5 dias para escriturar, y recién 
estuvo en condiciones de hacerlo á los ocho meses, 

Termina pidiendo el rechazo de la demanda, con costas, y 
que se declare que no está obligado á cumplir el contrato, ya 
por el vencimiento del plazo, por culpa del vendedor, ya porque 
los títulos que presenta tienen el grave defecto enunciado. 

A foja 69 se abrió la causa á prueba, habiéndose producido 
la que corre agregada de fojas 74 á 118. 

Y considerando: l^Que no se halla debidamente comprobado, 
como lo reconoce el propio demandado en su alegato, que el 
contrato que contiene el boleto de foja 49 hubiese quedado sin 
efecto, por convenio mutuo de las partes, según se afirmó en la 
contestación de la demanda. 

2® Que, en consecuencia, y habiendo sido reconocido que lo 
expresado en el boleto de foja 49 es el contrato celebrado, sus 
cláusulas son, para las partes, la regla ala cual deben someterse 
como á la ley misma (art. 1197, Códigp Civil). 

3^ Que estableciendo el expresado boleto que la escritura se 
otorgará dentro de los 15 dias de la venta, en la inteligencia de 
que transcurrido este término el vendedor podría exigir la 
rescisión ó el cumplimiento del contrato, el vendedor ejercita 
nn derecho perfecto al pedir el cumplimiento del mismo una vez 
que se allana á cumplirlo por su parte, conformándose á lo 
estatuido en el artículo 1205 del Código Civil. 

4° Que no puede oponerse á esto, como óbice legal, el hecho 
de que el plazo aquel, de 15 dias, ha transcurrido con exceso, y 
aun dado por sentado que por culpa del vendedor, por cuanto 
el boleto de foja 49, como queda expresado, no autoriza al 
comprador para pedir la rescioion del contrato, quedando éste, 
en consecuencia, sujeto á las reglas generales, según las cuales 
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e 

no existe pacto comisoTio cuando una de las partes no campliese 
el contrato, la otra no puede pedir la resolncion, sino compeler- 
la á SQ oomplimíento (art. i 203 y i 204 del Código Civil, j 
nota del codificador al artícalo 1432). 

El artícalo i412 del Código, invocado por el demandado para 
exigir la resolución, se refiere, como de sus términos claramente 
se desprende, al caso en que se hubiese estipulado un plazo 
para la entrega de la cosa, y ésta no se Terificase, lo cual no 
ocurre al presente, pues el plazo estipulado es relativo á la 
escrituración del contrato de compra-venta realizado. Y aún 
en aquel caso habría que tener presentes las limitaciones opues- 
tas por los artículos 1418 y 1422. 

6* Que cualquiera de las circunstancias en que pretende colo- 
carse el demandado, sería de aplicación lo que respecto de la 
mora expresamente dispone el artículo 1423. Y no se ha ale- 
gado ni probado que el demandante hubiera sido legalmente 
puesto en mora de cumplir su obligación de escriturar, por 
medio del requerimiento necesario para producirla, según lo 
exigido por el artículo 509, no hallándose comprendido el caso 
entre los exceptuados por el mismo. 

6^ Que, por lo demás, las defensas adoptadas por el deman- 
dado son contradictorias, pues si enoontró que no estaban los 
títulos en perfecta condición, teniendo defectos graves, es evi- 
dente que no pudo requerir al vendedor para que hiciera la 
escrituración, ni debió allanarse á aceptar la escrituración que 
éste le ofreciera. 

1^ Que en cuanto á ese punto, el demandado no ha demos- 
trado que los títulos de la casa, objeto del contrato, adolezcan 
de vicios, pues éstos no pueden hacerse consistir, como aquel lo 
pretende, en que en los registros de la Contribución Directa, 
aparezca haber pagado esto impuesto correspondiente á aquella 
finca, ios personas diversas de la que aparecía como propieta- 
ria, pues el hecho de pagar la Contribución Directa por una 
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finca, no es bastante para establecer la existencia de un con- 
dominío^ni para dar por interrumpida la posesión de más de 
40 años, acreditada por una información correcta como la pro- 
ducida, apoyada en constancia de escrituras públicas, y robus- 
tecida aún por el transcurso de todo el tiempo corrido desde 
que tuTo lugar. 

Por estos fundamentos, de conformidad con las disposiciones 
legales, antes citadas, fallo declarando que Don Vicente J. 
Ortega está obligado á escriturar dentro de diez dias, la pro- 
piedad á que se refiere el boleto de foja 49, dejándose á salvo 
las acciones del demándate por los daños y perjuicios que se le 
hayan podido irrogar con la inejecución. Sin expresa condena- 
ción en costas, por no encontrar mérito paraí imponerla. Noti- 
fíquese con el original, y repónganse los sellos. 

/. V, Lalanne. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Junio 22 de 1897. 

Vistos y considerando : Que según resnlta de autos, á la fecha 
del contrato de que instruye el boleto de foja cuarenta y nueve, 
don Mariano Armaza tenía adquirida ya la propiedad de la 
casa, materia de ese contrato, por haberla comprado á la testa- 
mentaría de doña Dolores Arenilla de Cramwell, en remate 
público, aprobado judicialmente, habiendo consignado el pre- 
cio del remate á la orden del juzgado, y dándosele también la 
posesión de aquella. 

Que con tal motiyo, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 
mil ciento ochenta y cuatro del Código Civil, claro es que no 
podía ser necesario esperar que el juzgado otorgase á Armaza la 
escritura pública de venta, que es de práctica dar al comprador 
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en caso como éste, para que á su vez Armaza pudiese trans- 
mitir válidamente la misnia propiedad de Don Vicente J. Orte- 
ga, 7 darle la posesión de ella, en cumplimiento del contrato 
consignado en el boleto ya citado. 

Que constando de estos autos, por declaración de la parte de 
Ortega, que éste no quiso recibir la escritura que Armaza le 
ofreciera, por no estar todavía extendida á su favor la que el 
juzgado debía otorgarle en la testamentaría de la señora Are- 
nilla de Cramwell« es de toda evidencia que no puede atribuirse 
á culpa del referido Armaza, sino de Ortega, que el contrato 
celebrado entre ambos no se cumpliera en el tiempo estipulado. 

Que tampoco ha tenido razón Ortega para negarse á cumplir 
el contrato de la referencia por los defectos que atribuye á los 
títulos de Armaza, desde que tales defectos no resultan justi- 
ficados. 

Que uno de esos defectos lo hace aquel consistir en que la 
sumaria información que se ha producido para dar un título de 
propiedad á la sucesión de doña Bosa Gutiérrez, que es uno de 
los antecesores de Armaza, no vale para acreditar la posesión 
pro domino de más de cuarenta anos que se dice en ella, han 
tenido la referida doña Rosa y sus sucesores, por cuanto de 
los registros de contribución directa aparece que la propiedad 
de que se trata, ha figurado, en los últimos cuarenta años, 
anotada bajo los diferentes nombres de Dionisio G-otierrez y 
Dionisio Magallanes, pero es de observar que aun cuando es 
cierto el hecho, según los informes de las oficinas respectivas, 
él no puede desvirtuar el mérito de la sumaria información 
producida con el control necesario del ministerio fiscal, por 
merecer la fé que corresponde atribuirle, y que le ha dado la 
aprobación judicial, con tanta mayor razón cuanto que nada 
se ha expuesto por el recurrente para contradecir la referencia 
del representante de la testamentaría de doña Bosa G-utierrez, 
cuando al pedir la aprobación de aquella aseveró, según se vé á 
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foja Teiote 7 seis de la misma y á foja cuarenta j dos de estos 
autos, que aquellos nombres correspondían á una misma 7 sola 
persona, don Dionisio Gutiérrez Magallanes, como lo acreditaba 
el poder qne se le hubía conferido por varios de los herederos, 
7 que obraba en autos, á lo cual se agregaba también, que 
habiendo sido Dionisio Gutiérrez Maganalles, quien corrió en 
la testamentaría, á CU70 nombre fué denunciado el terreno de 
la calle Bolívar, donde está la casa vendida, esta circunstancia 
corroboraba el valor de la sumaria, como título suficiente de 
propiedad para dicha testamentaría, desde que aquél no lo 
había reclamado como su7o. 

Que el otro defecto que se argn7e contra la sumaria es, que 
no se ha hecho constar por las declaraciones de los testigos, 
cuál sea la extensión de la propiedad que ha poseído Doña Boga 
Gutiérrez 7 su sucesión ; pero es de observar que la omisión de 
ese detalle no puede viciar á dicha sumaria, como título de 
propiedad menos perfecto, desde que refiriéndose los testigos 
á la posesión de la casa, como la de un cuerpo cierto, existente 
bajo un número determinado de la calle donde se halla situa- 
da, es claro que debe entenderse que ella comprende la exten- 
sión que tiene dentro de los límites con sus colindantes, límite 
sobre los cuales ni siquiera se dice que se ha7a hecho cuestión 
por éstos; hasta ho7, para negar al terreno que ocupa la casa, 
la medida que le atribu7e la tasación de foja primera; no 
habiéndose producido tampoco por el recurrente prueba alguna 
que desautorice el valor jurídico de dicha información. 

Por estos fundamentos 7 los de la sentencia apelada, de foja 
ciento cuarenta 7 seis, se confirma, con costas. Bepuestos los 
sellos, devuélvanse. Notifíquese con el original. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — iüAR 
£. TORKBNT. 
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CAUSA Clil 



Doña Esperanza M. de Luna, contra Don Emilio O. Schiffner, 
sobre rescisión de contrato de compra y daños y perjuicios 



Sumario. — V No resultando jastificados los defectos que se 
alegan contra los títulos del vendedor, el comprador es respon- 
sable de la rescisión del contrato, y de los daños y perjuicios 
que ésta canse al primero. 

2^ Los perjuicios consisten en la diferencia entre el precio 
convenido 7 el valor actual del terreno vendido, estimado por pe- 
ritos, y en los intereses de ésta, desde el dia del contrato hasta 
el del pago. 



Caso. — Besulta del 



Pallo del Jues Federal 

Rosario, Diciembre 23 de 1897. 

Y vistos : ios presentes autos seguidos por la señora Esperanza 
M. de Luna contra don Emilio O. Schiffner, sobre rescisión de 
un contrato é indemnización de pérdidas é intereses, de ios que 
resulta : 
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1^ Qae á foja 11 , la actora fanda su acción en el contrato que 
celebró con don Emilio Schinffer, con fecha 13 de Febrero de 
1889, por el cual se convino que, en el caso de llegar á la mayor 
edad los hijos de doña Felisa Hueda deShole, ratificarían la es- 
critura de venta otorgada por ésta á don Dormidlo Luna, y ven- 
dería al referido señor Schiffner, un terreno situado en esta ciu- 
dad, en la calle Santiago, hoy Tucuiuan, compuesto de 13 me- 
tros 206 milímetros de frente por 48 metros 387 milímetros de 
fondo, lindando por el norte con la referida calle Santiago ; por 
el sud, con don Miguel Bueda ; por el este, con Francisco Oli- 
vera, y por el oeste, con don Froilan Ortiz y el mismo señor Mi- 
guel Bueda ; que llegados á la mayor edad los hijos de Doña Fe- 
lisa Bueda, ratificaron dicha escritura ; que la compra hecha por 
la señora Felisa Bueda de Shole á Don Miguel Bueda, tuvo lugar 
á 8 de Febrero de 1868, cuyo testimonio corre á foja 341 , y que 
son los mismos que hizo valer en el juicio seguido contra don 
Emilio Schiffner sobre escrituración ; que la misma objeción que 
hizo el demandado, no se refiere á la bondad de los títulos ex- 
presados, sino en el convenio de aplazar para otra época el día 
de la escrituración ; que por sentencia definitiva de este Juzga- 
do, se condena á Schiffner á suscribir la escritura y pagar el 
precio del inmueble comprado ; que el Juzgado reiteró la orden 
de escriturar dentro de tercero dia, bajo apercibimiento ; que re- 
cien á foja 325, catorce dias después de aquel auto, ocurre al 
Juzgado manifestando que los títulos adolecían de vicios que los 
invalidaban, como el de la ubicación dudosa, y que el título ori- 
ginal de don Miguel Bueda, vendedor á doña Felisa Bueda de 
Shole, era nulo por estar en las mismas condiciones que el de 
doña Carlota Yelazquez de Ocampo; que el único defecto que se 
notó en los títulos, antes del compromiso á que se refiere el bo- 
leto de 13 de Febrero de 1889, fué el relativo á la minoridad del 
señor Jorge Shole, defecto que se subsanó á foja 346; que el de- 
fecto en la denominación de la calle, á nada conduce desde que 
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el terreno objeto del contrato, está el demandado en posesión y 
goza de las rentas que el mismo produoe. 

La actora basa su derecho en la disposición terminante de los 
artículos 1 187 y 629 del Código Civil, que imponen la obligación 
de cumplir lo prometido, so pena de resolverse la falta de ese cum- 
plimiento en el pago de pérdidas é intereses. 

Que la Suprema Corte, en las causas contenidas en la serie 3', 
tomo 7^, página 159, y tomu 14, página 430, ha resuelto la mis- 
ma cuestión del siguiente modo : c Que probada la convención 
sobre la venta, el precio y la cosa vendida, el vendedor está obli- 
gado á escriturar la venta, bajo pena de resolvérsela obligación 
en el pago de pérdidas é intereses ». Esta imposición al vende- 
dor es extensiva al comprador que resista la aceptación de la es- 
critura, como lo enseña la parte dispositiva del último fallo, 
coando dispone que el demandante está obligado, bajo pena de 
pérdidas é intereses, á cumplir el contrato de la referencia; que 
cita el artículo 519 del Código Civil y los fallos de la Suprema 
Corte de la serie 1% tomo S"", página 420, y tomo 9'', página 5, 
donde expresa que deben comprenderse entre los gastos á indem- 
nizarse por vía de perjuicios, los que se ocasionen al deman- 
dante en costas judiciales, para hacer declarar un derecho ; que 
basa, por fin, en el compromiso de 1889 y en la avaluación que 
se practique en el terreno objeto del contrato, la determinación 
délos daños y perjuicios; siendo éstos la diferencia que resulte 
entre el valor actual de la finca y el precio convenido de once 
mil seiscientos doce pesos oro sellado, con más el interés de 7 % 
anual, á contar desde el 13 de Febrero del presente año de 1889, 
hasta el dia del pago; que por estas (azones, entabla demanda 
contra Don Emilio Schiffner, y dando por rescindido el contrato 
de 13 de Febrero de 1889, el Juzgado condene al demandado al 
pago de los daños y perjuicios de la referencia. 

2® Que corrido traslado de la demanda, se presentó don Do- 
mingo González, en representación de don Emilio SchifTner y 



' 
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aduce como razones para rechazarla, la falta de cnlpabiiidad por 
parte de sn representado en la rescisión del contrato qne motÍTa 
la acción que el actor dedace ; que si es verdad que reconoce co- 
mo única solución la rescisión del contrato, no conviene en que 
sea el demandado quien debe indemnizar los daños j perjuicios 
ocasionados por dicha rescisión, desde qne su mandante no tiene 
responsabilidad ninguna en ese hecho ; que estudiada la natura- 
leza del contrato, es bilateral, y por consiguiente produce obli- 
gaciones recíprocas para ambas partes ; que primero se demandó 
su cumplimiento por el actor y el demandado se ezcepcionó, des- 
de que aquel concedió una prórroga para la escrituración; que el 
demandado se disponía á cumplir lo ordenado por la sentencia, 
pero al redactarse la escritura resultó que el actor no podía rea- 
lizar las obligaciones que el contrato le imponía, desde que no 
era propietario del terreno ; que el título del actor es nulo, por 
hallarse el terreno ubicado en la calle Tucuman, y los títulos ó 
escrituras del actor hacen relación á otro terreno situado en la 
calle de Santiago ; qne el título de Don Miguel Rueda, causante 
del actor, es asimismo nulo, porque en el protocolo no está acep- 
tado por el comprador, ni firmado por éste, ni por los testigos ; 
que en vista de esta razón, ningún escribano quiso otorgar la es- 
critura ; que no puede sostenerse que se obra contra un asunto 
pasado en autoridad de cosa juzgada, porque lo que se ha juz- 
gado, es sólo la excepción de prórroga, desde que la escritura 
debía hacerse por estar vencido el plazo estipulado en el contra- 
to; que la sentencia no ha podido referirse á la validez ó nulidad 
de los títulos, porque este punto ni siquiera se discutió ; que 
además, note el Juzgado que hoy se trata de la rescisión del con- 
trato y de establecer por causa de quién se rescinde, á ñu de des- 
lindar las responsabilidades en que ha incurrido la parte cau- 
sante de la rescisión, de donde resulta, que el objeto de este jui- 
cio es completamente diverso del anterior ; que se declare en de- 
finitiva rescindido el contrato de compra-venta, celebrado el 13 
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de Febrero de 1889, y se absuelva al demandado de la acción de 
daños 7 perjuicios y condenando al actor en las costas del juicio. 

3^ Que abierta la causa á prueba, el actor produce como parte 
de ésta, áfoja439 la pericial, para que se determine el valor que 
actualmente tiene el terreno que motiva el juicio, expidiéndose 
á foja 79 el perito nombrado señor Carlos L. Bodol, avaluando el 
valor del terreno, en la suma de 769i pesos moneda nacional. 

A^ Que el demandado, á su vez, produce como parte de la prue- 
ba^ el testimonio del informe del señor Intendente municipal, 
que á foja... se acompaña, y en el que se pide manifestando que 
no se encuentra en esa repartición prueba alguna que indique 
que la actual calle de Tucuman haya tenido otra denominación, 
ni que haya habido disposición alguna respecto á ella; que á foja 
63 acompaña una escritura de poder donde aparece Don Emilio 
Schiffner como administrador del terreno de la señora Esperanza 
M. de Luna, comprobando el carácter con que poseía dicho te- 
rreno y no como propietario, según afirmaba el actor ; que de 
foja 68 á foja 76, corre agregado el informe solicitado por el de- 
mandado á foja ..., al Juzgado de i* Instancia de lo Civil y Co- 
mercia], donde se comprueba que no aparece firmada la escritura 
de venta, ni por el comprador ni por los testigos, ni estar signa- 
do por el escribano otorgante ; que áfoja 81 se agrega un plano 
de esta ciudad, según la delineacion sancionada en 13 de Junio 
de 1873, en el que consta que las calles de Santiago y Tucuman 
se hallan inscriptas en él con la misma denominación que ac- 
tualmente tienen. 

Con los respectivos alegatos se da por terminada la discusión, 
y se llama autos para definitiva. 

Y considerando: 1^ Que según resulta de los escritos de de- 
manda y contestación, existe común consentimiento de partes en 
que se pronuncie por el juez la declaración de rescisión del con- 
trato de compra*venta, celebrado en Febrero 13 de 1889, que- 
dando limitada la presente cuestión á resolver si hay 6 no lugar 
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á pérdidas é intereses, por haberse negado el demandado á cum- 
plir con el contrato y la sentencia firme que lo ha condenado á 
firmar la escritara de transmisión. 

S*' Que partiendo de la base qae el contrato está rescindido, 
la culpa de esta rescisión recae en el demandado, porque no se 
ha venido á cumplir con los mandatos del Tribunal que le orde- 
nan, por la sentencia de fojas 3 á 8 y por el decreto ejecutoriado 
de foja 321, á extender la escritura respectiva en el término de 
tercero dia, bajo apercibimiento de derecho. 

3® Que el apercibimiento de derecho no es otro que la preven- 
ción, de que la obligación de hacer la escritura se tranbformará 
en indemnización de pérdidas é intereses, de acuerdo con lo dis- 
puesto en los artículos 1187 y 629 del Código Civil, y la juris- 
prudencia de la Suprema Corte citada por la actora. 

4^ Que consecuente con esta resolución, se dio principio á la 
ejecución de lo sentenciado, mandando hacer la liquidación de 
lo que Schiffner debiera por razón de la condenación sufrida, 
resultando ser la suma que expresa la cuenta de foja 365, según 
auto aprobatorio de foja 373, confirmado á foja 411 , en el que se 
establece la consideración de que no puede aceptarse las obser- 
vaciones hechas por el demandado en el escrito de foja 367, por- 
que han sido delineadas á destiempo, cuando ya estaba ejecuto- 
riado el auto deque se practicaba la liquidación, en vista de que 
no había dado cumplimiento el señor Schiffner al auto de foja 
321. 

5^ Que en el escrito de foja 367, presentado en el primer ex- 
pediente, así como en la contestación á la presente demanda, se 
excepciona el demandado, para no abonar los danos y perjuicios, 
en que los títulos de la vendedora son viciosos y deficientes ; pero 
estas defensas que tienen relación directa é inmediata con el jui- 
cio sobre escrituración, no pueden hacerse valer en el presente 
juicio, que versa sobre indemnización de pérdidas é intereses por 
rescisión de un contrato y resistencia á cumplir una sentencia 
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firme. Todas las defensas ó excepciones que se refieran á la es- 
critoracion de contratos de compra-?enta, son estemporáneas» 
porqne ha pasado en autoridad de cosa juzgada. Si alguna duda 
puede haber al respecto, queda despejada en vista de los tér- 
minos del escrito del demandado, corriente á foja 127, en que 
no opone otro inconveniente para llevar á cabo la escrituración 
que venza el plazo acordado. Si en aquel juicio no ha deducido 
más excepción que la de no estar vencido el plazo de la obligación, 
quiere decir que ha renunciado á todas y cualesquiera excepción 
que tenga atingencia con la escrituración. Mal puede hacer re- 
vivir hoy una cuestión que está paaada en autoridad de cosa juz- 
gada. 

6"^ Que según la resolución de la Suprema Corte, fecha 15 del 
corriente, el presente juicio c no es sino la contintuicion del se- 
guido por las mismas partes y sobre el mismo contrato », no es 
permitido oponer, en el estado actual de la cuestión, la excep- 
ción de titulo vicioso, que no ha sido argumentado en ningún 
momento de la tramitación del primer expediente. 

7^ Que no habiendo negado el demandado que retiene en su 
poder el mismo terreno objeto del contrato rescindido, ha per- 
judicado con su proceder á la demandante, porque la ha privado 
de un bien que pudo haber dispuesto de él, enajenándolo en el 
mismo precio que el convenido con el señor Schiffner, sin sufrir 
la pérdida por disminución de valor de la propiedad territorial 
(damnum emergens); y también ha dejado de percibir el interés 
de la cantidad estipuladt^como precio ó )a renta por arrendamien- 
to del terreno (lucrum cessans). 

Por estas consideraciones, fallo definitivamente en esta Sala 
de Audiencias : declarando rescindido el contrato de compra- 
venta del terreno en esta ciudad, á que se refiere el primer con- 
siderando; debiendo entregar el terreno al señor Schiffner, en 
el término de diez dias; es responsable de las pérdidas é inte- 
reses, por no haber cumplido con la sentencia de foja 4 y auto 
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ejecutoriado de foja 321 ; que por tal coDoepto debe pagar y pa- 
gue en el término de diez días de ejecutoriada esta sentencia, la 
cantidad qae resulte de diferencia entre 11.612 pesos con 84 
centavos oro sellado, según la liquidación ejecutoriada de foja 
865, y el valor del terreno apreciado por el perito á foja 79, y 
que son 7691 pesos moneda nacional de curso legal, debiendo 
reducirse á esta última moneda la cantidad arriba expresada en 
oro sellado, al tipo de cambio de el dia del pago. Además, pagará 
el interés de 7 Vo anual, desde Febrero 13 de 1889, hasta el dia 
del pago, computados sobre la cantidad que resulte deber, por 
capital y las costas del juicio. Notifíquese con el original y re- 
póngase. 

Daniel Goytia. 



Fallió de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Junio 22 de 1897. 

Vistos y considerando : Que según resulta de la escritura de 
foja trescientas treinta y cinco, el terreno, cuya enajenación se 
convino entre las partes, situado sobre la calle Tucuman, es el 
mismo que se trasmitió al esposo de Doña Esperanza Maciel de 
Luna, pues que la calle hoy denominada Tucuman, se denominó 
antes Santiago. 

Que el demandado no ha probado suficientemente que hubiese 
error en el reconocimiento hecho de acuerdo entre las partes en 
relación al cambio de nombre de las expresadas calles. 

Que con arreglo á la legislación en vigor con anterioridad al 
Código Civil, no era necesaria la escritura pública para la venta 
de los bienes inmuebles, como lo tiene resuelto esta Suprema 
Corte en varios fallos, lo que basta para destruir el argumento 
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4el demandado, fondado en defectos de forma de la escritura otor- 
gada á favor de Don Miguel Kueda, aún en la hipótesis de que 
dicha escritura los contuviera. 

Por esto, y por los fundamentos de la sentencia apelada de 
foja cuatrocientos sesenta y ocho, se confirma ésta, con costas. 
Notifíquese con el original, y repuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín paz. — LUIS V, VARBLA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGB. — 
JUAN B. TORRENT. 



CAUSA t^lill 



Don Víctor Klotz contra don Antonio Souef, por falsificación de 
marca de fábrica ; sobre recurso de revisión 



Sumario. — Es improcedente el recurso de revisión fundado 
en los incisos 2 y 5 del artículo 241 de la ley de procedimientos 
7 en el inciso 3 del articulo 551 del Código de Procedimientos 
en lo criminal, cuando no se trata de una causa de jurisdicción 
originaria de la Suprema Corte, y no se verifican los casos pre- 
vistos en el inciso 3 del artículo 551 citado. 

T. Lxyni 12 
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Caso, — Dictada la sentencia que corre en la página 418, 
tomo 56, la parte de Souef dedujo recurso de revisión. 



Fallo dio la Saprema Ciarte 



Buenos Aires, Judío 22 de 1897. 

Vistos 7 considerando : Que el recurso de revisión que en el 
precedente escrito se interpone, se funda en los incisos segundo 
y quinto, artículo doscientos cuarenta y uno de la ley de proce- 
dimientos de mil ochocientos sesenta y tres, y en el inciso 
tercero, artículo quinientos cincuenta y uno del Código de Pro- 
cedimientos en lo criminal. 

Qu3 las disposiciones citadas de las primeras de las referidas 
leyes, aunque ella estuviera vigente en materia criminal des- 
pués de la sanción del Código de Procedimientos, sería inapli- 
cable á esta cansa en que la Suprema Corte ha conocido en 
apelación; puesto que el recurso de revisión á que aluden, sólo 
se refiere á las causas de jurisdicción originaria y exclusiva, 
según lo dispuesto en el artículo séptimo, inciso tercero, de la 
ley de diez y seis de Octubre de mil ochocientos sesenta y dos. 

Que el recurso de que se trata no aparece autorizado por el 
inciso tercero del artículo quinientos cincuenta y uno del Código 
de Procedimientos en lo criminal, desde que la sentencia de 
esta Suprema Corte que lo motiva, no ha pronunciado conde- 
nación alguna fundada en documento que haya sido después 
declarado falso por sentencia ejecutoriada en causa criminal ; 
ni el condenado ha hallado documentos decisivos ignorados, 
extraviados ó detenidos por fuerza mayor ó por obra de la parte 
acusadora. 



I 

i 
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Por esto : se declara improcedente el recurso de revisión 
interpuesto, y repaestoel papel, devaélvanse como está mandado. 

LUIS y. VÁRELA. — ABEL BAZAN« 
— OCTAVIO BUNGE. — JOAN E. 
TORRENT. 



CAUSA 4 XIII 



Don Bemardino Ácosta contra don Silvio Biscuccia, por 
desalojo; sobre aplicación de la ley n^ 3S75 



Sumario. — Las leyes de procedimientos son aplicables á los 
juicios pendientes, permitiéndolo el estado en qne se hallan. 



Caso. — Después de terminado un incidente sobre compe- 
tencia que promovió el demandado, el actor se presentó al jues 
diciendo : que después de la presentación de la demanda, se ha 
incorporado al procedimiento federal el qne rige ante los tribu* 
nales ordinarios, sobre desalojo ; que, en consecuencia, debía 
darse al juicio la tramitación señalada por el último, convo- 
cándose á juicio verbal, á los ñnes del artículo 585 del Código 
de Procedimientos de dichos tribunales. 
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Fallo diel JTaes Federal 



Buenos Aires, Febrero 13 de 1897, 

Fot presentado ea cnanto hubiere lugar por derecho, j cons- 
tituido el domicilio legal, se le tiene por parte al recurrente á 
mérito del poder acompañado, y atento lo solicitado en el pre- 
sente escrito y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 586 
del Código de procedimientos de la Capital, incorporado á la ley 
de procedimientos en lo federal* por la n"* 3375 de fecha 3 de 
Agosto de 1896, comparezcan las partes á juicio, ?erbal el día 
^ del corriente mes á la 1 de la tarde. 

P. Olaechea y Alcor ta. 



El demandado dedujo los recursos de revocatoria y apelación 
«n subsidio. Dijo : que la ley n^ 3375 ha sido dictada con gran 
posterioridad á la promoción del juicio, y por tanto no es apli- 
cable á éste, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 3 del 
Código Civil^ según el cual las iejes no tienen efecto retro- 
activo. 

£1 actor, evacaando el traslado conferido, dijo : que la de- 
manda no había sido contestada aún, y que, por consiguiente, 
aplicando la nueva ley procesal no se viola derecho alguno del 
demandado; que las leyes de procedimientos deben aplicarse á 
los juicios pendientes en el estado en que se encuentren, en 
virtud de que el principio de la no retroactividad de las leyes 
no es aplicable á las de procedimiento, como lo ha declarado la 
Suprema Corte (tomo 27, página 170). 
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Auto diel JTuea rederal 



Buenos Aires, Abril 26 de 1897, 

Y vistos : Por las consideraciones adndidas en el precedente 
escrito de foja 135, que el jnzgado considera arregladas á dere- 
cho, no ha Ingar, con costas, á la revocatoria solicitada ni al 
recurso de nulidad interpuesto, por no ser procedente tratán- 
dose de autos interlocutorios, y concédese en relación y en 
amhos efectos el de apelación, elevándose los autos á la 
Suprema Corte en la forma de estilo. 

P. Olaechea y Ákorta. 



Fallo dio la Suprema Corte 



Buenos Aires, Junio 26 de 1897. 

Vistos y considerando : Que es un principio inconcuso que las 
leyes de procedimientos se aplican á los juicios pendientes en 
tanto en cnanto su estado lo permitan. 

Que es de esa naturaleza la ley ndmero tres mil trescientos 
setenta y cinco, que el inferior ha aplicado á la tramitación de 
la causa. 

Por esto, se confirma, con costas, el auto apelado de foja 
cíenlo treinta. Kepuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS. Y. TÁRELA. 
^ ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUN6E. 
— JUAN E. TOERENT. 
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CAUSA CI4IY 



Don Julián J. Muñiz contra la provincia de Buenos Aires; 

sobre daños y perjuicios 



Sumario. — 1^ El conTenio de abonar ana sama determinada 
como única compensación 7 sin derecho á reclamo por la ínter- 
reiicion tenida en un establecimiento industrial, comprende no 
sólo las reclamaciones pendientes, sino también toda otra cansa 
que pudiera fundar un derecho emergente de dicha intervención. 

2° No pueden cobrarse como daños procedentes de nn acto 
los gastos y perjuicios que no son consecuencia inmediata de 
ese acto. 



Caso. — Besulta del 



Valla die la Suprema Corte 



Buenos Aires, Julio 1* de 1897. 

Vistos: estos autos "seguidos por don Julián J. Muñiz, extran- 
jero, contra la provincia de Buenos Aires, de los que resulta : 
Que el expresado señor Muñiz deduce demanda contra la 
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mencionada provincia, por indemnización de daños y perjuicios 
que estima en la suma de setenta y ocho mil novecientos setenta 
y siete pesos setenta y siete centavos oro se41ado y veintisiete 
mil seiscientos sesenta y seis pesos noventa y cuatro centavos 
moneda nacional. 

Fundando sa acción, el demandante expone : qoe ocupaba 
como arrendatario el establecimiento de propiedad de la pro- 
vincia de Buenos Aires, conocido con el nombre de c Escuela 
Mecánica >, del cual ha sido despojado violentamente por medio 
de la fuerza, sin acordársele los términos que para el desalojo 
establece la ley. 

Aduce diversas consideraciones para demostrar la calidad de 
arrendatario que invoca, y refiriendo el despojo violento y arbi- 
trario, el demandante dice : que encontrándose ausente en 
Montevideo, donde se había trasladado con el ñu de vender al 
gobierno Oriental la fábrica que tenía en el citado estableci- 
miento, enajenación que ya tenía convenida, supo que el gobier- 
no de la provincia, en nueve de Abril de mil ochocientos noventa 
y cinco, había tomado posesión por la fuerza de aquél, en virtud 
de resolución del mismo, dictada sin su audiencia ni conoci- 
miento y con violación de todas las formas legales. 

Que estos hechos, de que es responsable el gobierno de la 
provincia, fundan su derecho á exigir la indemnización que 
reclama, la que está apoyada, además, en la disposición del 
artículo mil seiscientos diez del Código Civil. 

En el último capítulo del escrito de demanda, el actor hace 
la apreciación de los daños y perjuicios y expresa, con este mo- 
tive, que el gobierno Oriental desistió de la venta que había 
convenido con él (Muñiz) de la fábrica y maquinarias que tenía 
en la c Escuela Mecánica >, por haber tenido conocimiento del 
acto llevado á cabo por el gobierno de Buenos Aires, el cual 
es responsable de los daños y perjuicios que tal desistimiento le 
han causado. 
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Entre los documentos presentados por el actor, figura la pla- 
nilla que corre de fojas veintiuna áveintiseisy en la que incluye, 
considerándolas á cargo de la provincia, diversas partidas por 
gastos de distintas obras verificadas en la Escuela Mecánica y 
por la comisión que pretende serle adeudada, como también la 
cuenta de daños y perjuicios, entre los cuales aparecen los gastos 
que el demandante ha hecho para trasladarse de La Plata á 
Montevideo, los gastos ocasionados por el atropello á su pro- 
piedad, en los que se incluyen los de permanencia en el hotel, 
alquiler de casa, pérdida en la venta de bienes muebles é 
inmuebles, intereses sobre una hipoteca y sueldo que debió 
percibir en Montevideo, y, por fin, el importe con sus intereses 
del precio de venta convenido con el gobierno Oriental, por 
la fábrica y maquinaria. 

Sumadas las partidas incluidas en la citada planilla, resultan 
las cantidades que, como indemnización, reclama el actor, las 
que se han expresado el principio. El doctor Santiago G. O^Fa- 
rrell, en representación de la provincia, contestando la demanda, 
pidió su rechazo con costas. 

Expuso : que el señor Muñiz no era ni nunca había sido 
arrendatario de la c Escuela Mecánica >, como resulta de la 
investigación que el gobierno de la provincia mandó practicar 
al efecto. 

Que dado el resultado negativo de esa investigación y en 
virtud de razones de interés general, el Poder Ejecutivo, previos 
los trámites de estilo, que aparecen practicados en el expediente 
administrativo que ofrece presentar, ordenó la toma de posesión 
por el Consejo de Uigiene, del edificio de la c Escuela Mecánica», 
en la que se encontraba el demandande como simple encargado 
del gobierno. 

Que el acto de la toma de posesión no se verificó en la forma 
violenta y arbitraria que pretende el demandante. 

Que, por el contrario, en él se ha procedido correctamente, 
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formándose prolijo inTcntario de todas las existencias, que fue- 
ron depositadas. 

En seguida, el representante de la provincia expone diversas 
consideraciones, é invoca varias disposiciones legales, para 
demostrar que el actor jamás ha tenido el carácter de locatario 
que se atribuye ; y agrega : que según resulta del expediente 
administrativo, que también ofrece presentar oportunamente, 
no son exactas las razones aducidas por el señor Muñiz para 
justificar la falta de pago de arrendamiento. 

Que en ese expediente aparece una acta suscrita por Muñiz, 
en que se conviene que á éste se le abouará la cantidad de un 
mil quinientos pesos, que recibió posteriormente, por única 
compensación y sin tener derecho á reclamo alguno en adelante^ 
respecto á la intervención que tuvo en la Escuela Mecánica. 

Que, por consiguiente, y aún prescindiendo de la falta de 
autorización en el actor para practicar las obras que expresa 
en su demanda, los gastos que por ellas cobra han sido pagados. 

Que, por último, lus daños que se pretenden á cargo del 
gobierno ó como ocasionados por éste, no pueden serle imputa- 
dos ; porque unos se refieren á gastos efectuados con anterioridad 
al hecho eu que se funda la acción y otros no tienen relación 
mediata ni inmediata con aquél, no siendo pertinente ni legal 
cobrar un valor arbitrario por la maquinaria inventariada y 
depositada á disposición de Muñiz. 

Recibida la cansa á prueba, se ha producido por ambas partes 
la que se indica en el certificado de foja doscientos ochenta y 
ouatrOy sobre la cual se han presentado los alegatos de fojas 
doscientos ochenta y siete y trescientas cinco. En el primero, 
el actor retira de su demanda la partida de perjuicios que dice 
sufridos con motivo de la venta de un nicho y un carruaje, lo 
que había manifestad o ya en la audiencia verbal á que se refiere 
la nota de foja setenta y nueve vuelta. 

Y considerando : Que la cuenta de foja veintiuna se refiere 
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á gastos que el demandante afirma haber hecho en la Escuela 
mecánica y comisión á que se pretende con derecho por razón 
de obras y ^rvicios prestados con anterioridad al veintitrés de 
Marzo de mil ochocientos noventa y dos, según resulta plena- 
mente averiguado por las constancias de autos. 

Que en la citada fecha (veintitrés de Marzo de ínil ochocientos 
noventa y dos) se convino entre el demandante y demandado 
qne so abonaría á aquél, por única compensación y sin tener 
derecho á reclamo alguno en adelante, respecto á la interven- 
ción que tuvo en la c Escuela Mecánica >, la suma de mil qui- 
nientos pesos meneda nacional, como se comprueba por el acta 
de foja ciento veintitrés, aprobada por decreto de foja ciento 
veinticuatro. 

Que los términofi generales y comprensivos en que se halla 
concebido dicho convenio, no permiten dudar que los interesados 
se propusieron dar fin, no sólo á la reclamación pendiente pro- 
promovida por Muñiz, sino á tuda otra causa que pudiera fundar 
un derecho real ó pretendido emergente de la intervención del 
actor en la c Escuela Mecánica >, porque no entendiéndose asi 
lo estipulado, no sería cierto que el citado Muñiz carecería de 
derecho á reclamo alguno en adelante en todo lo concerniente i 
dicha intervención. 

Que en virtud de ese convenio y puesto que Muñiz recibió la 
cantidad estipulada de mil quinientos pesos, según se vé á foja 
ciento veintisiete, éste no tiene derecho al cobro de la suma 
consignada en la planilla de fojas veintiuna, veintidós y vein- 
titrés, cuyo monto aparece incluido á foja veintiséis, porque las 
convenciones hechas en los contratos forman para las partes 
una regla á la cual deben someterse como á la ley misma (artí- 
culo mil ciento noventa y siete. Código Civil), explicándose así el 
silencio guardado por el actor desde que se produjeron los actos 
en que basa su reclamación hasta la fecha de la iniciación de 
este juicio. 
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Que el examen de las partidas de la cuenta de foja veinti- 
caatro, excepción hecha de la ya considerada, convence que las 
sumas demandadas no pueden entrar en daños é intereses que 
deba la provincia de Buenos Aires, porque ésta no seria, en su 
caso, responsable, sino de los daños é intereses que fueren con- 
secuencia inmediata de la falta de cumplimiento á la obligación 
que hubiera contraído (artículo quinientos veinte, Código Civil). 

Que lejos de resultar que los gastos y perjuicios que alega 
Muñiz sean la consecuencia de la desposesion de la c Escuela 
Mecánica >, resulta, al contrario, que ellos proceden de viajes 
y otras erogaciones motivadas por un proyecto, en tramitación, 
de venta al gobierno Oriental de las maquinarias pertenecientes 
al actor y contrato sobre los servicios profesionales del mismo 
actor á la administración de ese país. 

Que si el gobierno del estado Oriental entendió conveniente 
no llegar & la conclusión de los contratos de venta y servicios á 
que se ha hecho referencia, y si el actor hizo gastos más 6 menos 
cuantiosos en la esperanza de realizar esos contratos, nada hay 
en todo ello que pueda entrañar responsabilidad para la pro- 
vincia demandada, porque no son los actos de ésta los que han 
podido motivar razonablemente la actitud asumida por el expre- 
sado gobierno. 

Que en efecto, la provincia de Buenos Aires no ha opuesto 
obstáculo á que Muñiz dispusiera á su agrado de los objetos de 
sn propiedad, sino que, á la inversa, tenía interés en que se le 
entregara la c Escuela > con las maquinarias y útiles que no le 
pertenecían, no siendo así exactoqueni por razones de cortesía, 
el gobierno del estado Oriental hubiera de desistir de un con- 
trato que conceptuara provechoso. 

Que nadie pone en duda que el gobierno de la provincia de 
Buenos Aires no se ha atribuido derecho alguno á los objetos 
pertenecientes á Muñiz, que ha reconocido en todo tiempo, ha- 
biendo ordenado, cuando dispuso por motivo 4e salud pública 
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la ocupación de la c Escuela >, que se hiciese prolijo ioTentario 
con el correspondiente depósito. 

Que en mérito de las precedentes consideraciones no es nece- 
sario averiguar si el actor ocnpaba la c Escuela Mecánica > ea 
calidad de locatario, como lo pretende^ 6 de simple encargado de 
custodia, como lo afirma el demandado, porque tanto en el uno 
como en el otro caso la acción deducida, en concreto, á los valores 
cobrados y á sus causas, no podría prosperar. 

Por estos fundamentos : no se hace lugar á la demanda de 
foja cuarenta y dos, de la que se absuelve, en consecuencia^ ála 
provincia de Buenos Aires, sin especial condenación en costas ^ 

Hágase saber con el original y repuestos los sellos, archívense 

• 

RENJAMIN PAZ. — AREL RAZAN. — 
OCTAVIO RUNGE. — JUAN E. 
TORHENT. 



t^AVSA CliV 



D. Tomás Reibaud, contra el Banco Hipotecario de la provincia 
de Buenos Aires y sobre cumplimiento de contrato 



Sumario. — i^ Los remates efectuados con la reserva para 
el directorio del Banco, de aprobarlos ó anularlos, son opera- 



DE JU8TÍGIA NACIONAL i 89 

clones ad referendum^ que no significan el acuerdo de volanta- 
des necesario para la formación de un contrato. 

2^ Este existe desde que se presta la aprobación ; y el TÍncuIo 
de derecbo que por tal razón se establece entre las partes no pue- 
de ser modificado, ni anulado pur cualquier desaprobación pos- 
terior. 



Caso. — Lo explica el 



Fallo del Summ Federal 



La Plata, Setiembre 18 de 1895. 

Y vistos : los seguidos por Don Tomás Reibaud, contra el 
Banco Hipotecario de la provincia de Buenos Aires, sobre cum- 
plimiento de un contrato y demás en autos deducido ; y 

Resultando : 1^ Que en 31 de Agosto de 1894 (véase foja 4), 
se presentó ante este Juzgado el dicho señor Beibaud, exponien- 
do : que en Abril de 1893 había comprado al referido Banco Hi- 
potecario un campo ubicado en el partido de Juárez, 

S*' Que por el expresado campo abonó al contado loque le co- 
rrespondía, según la liquidación practicada por las oficinas téc- 
nicas del establecimiento. 

3^ Que además se le exigió otra suma en cédulas, por la que 
se le admitió un vale. 

4^ Que el remate fué aprobado por el Directorio, mandando 
pasar los antecedentes al escribano del Banco para su escritura. 

5° Que como esta operación se demorase, ocurrió urgiendo el 
despacho, pero se le opusieron dificultades, con relación al vale 
mencionado. 

6® Que la base de la licitación eran los avisos publicados, y 
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no habiéndose consignado en hIIos la obligación que 8e le exigía; 
era ella indebida, no obstante lo que, ofreció pagar al contado 
dicho vale. 

7^ Que el Directorio rebasó el of recimiento'de hacerse él pago al 
contado del vale, annlando ol remate en el mes de Abril de i 894* 

8*^ Que, como fundamento, se invoca una de las cláusulas del 
boleto, según la cual, el Tendedor 8.e reserva el derecho de apro- 
bar ó desaprobar la venta, olvidando que cuando ¿e dictó esta 
resolución hacía muchos meses que el remate fué aprobado • 

9^ Que en cuanto al derecho, invoca los artículos 4184, 1197 
7 demás concordantes del Qódígo Civil, concluyendo por pedir 
que se condene al Banco Hipotecario de ia provincia de Buenos 
Aires, á cumplir el contrato de compra-venta referido, y todo 
con especial condenación en costas. 

10® Que corrido traslado, el demandado contestó que ia acción 
deducida era injusta y debía ser rechazada con costas. 

11® Que es cierto que Beibaud compró en 14 de Abril de 189S 
la propiedad aludida, firmando un boleto que le obligaba á pa- 
gar el precio dentro de los 15 dias de la aprobación del remate, 
bajo pena de que el Banco podría anular la venta si no hacía el 
pago en el tiempo señalado. 

12^ Que no cumplió esa obligación, pues en lugar de abonar 
en Tesorería el saldo que importaba la liquidación por lo amor- 
tizado, dio un vale por 123.000 pesos moneda nacional en cédu- 
las, en 22 de Abril del ano indicado. 

13® Que en Noviembre del mismo año se presentó pidiendo 
pagar en cédulas el importe de ese vale, y previos los trámites de 
estilo el Directorio, nsando de los derechos reservados en el bo- 
leto, resolvió anular la renta en 16 de Abril del año corriente 
(1894), puesto que el comprador no había pagado el precio den- 
tro de los quince dias siguientes á la aprobación del remate, 
pues, sería ridículo pretender que con el vale citado se hubiera 
hecho el abono. 
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14^ Qae en cnanto al argamento de que : no había el deber de 
entregar cédulas, se parte de un error, como se yé por los avisos 
de remate en que se consigna tal obligación. 

15® Que abierta la causa á prueba, producida la que expresa 
el certificado del actuario (réase fo)a4l) y presentados los ale- 
gatos (véase Foja 47) del caso, se llamó autos para definitiya. 

Y considerando : i° Que habiendo el actor dado explicaciones 
en su alegato de bien probado, sobre el error de hecho en que 
incurrió cuando en la demanda manifestó que, según los avisos 
de remate, que eran las condiciones bajo las que la venta se efec- 
tuó, no tenía la obligación de pagar la suma en cédulas, por lo 
que expidió un vale : toda la cuestión ha quedado reducida álos 
hechos siguientes. 

2® Que sí el Directorio estuvo autorizado para dejar sin efecto 
layenta después de haber autorizado el remate, por la circuns- 
tancia de no haber el comprador entregado en Tesorería la suma* 
indicada en cédulas, habiendo en su lugar dado un vale. 

S^ Que aunque es verdad que una de las condiciones de la 
compra-venta era que el presidente del establecimiento, podía 
dejar sin efecto el contrato, sin intervención judicial si no se en- 
tregaba el precio dentro de los quince dias de aprobado el re- 
mate, dicho funcionario, en vez de usar de tal autorización, acor- 
dó al comprador un mayor plazo para verificar su pago. 

4® Que siendo potestativo del presidente del Banco hacer ó 
no uso del derecho que se le acordaba, pudo proceder como lo 
hizo, mucho más cuando exigió un vale al comprador, cuya sol- 
vencia se acredita con el hecho confesado por el mismo deman- 
dado, de haber ocurrido á levantarlo. 

5® Que siendo esto así, no ha podido el Directorio dejar sin 
efecto el referido contrato, alegando como única causa la cláu- 
sula del boleto antes citada. 

Por estas consideraciones, y con arreglo á los artículos 1323, 
1409 y 1197 del Código Civil, fallo : condenando al Banco Hi- 
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potecario de la provincia de Buenos Aires al cumplimiento, den- 
tro del término de diez días de ejecutoriada la presente sentencia* 
del contrato de compra-venta á que este juicio se refiere, previo 
levantamiento del vale de que se hace mérito y todo con costas. 
Notifíquese con el original, regístrese en el libro de sentencias 
j repónganse los sellos. 

Mariano S. de Áurrecoechea. 



Jf alio de la Snpreiiia Corte 



Buenos Aires, Julio 1* de 1897. 

Vistos j considerando : Que el remate de que se trata, ha- 
biéndose efectuado con la reserva, para el Directorio del Banco, 
de aprobarlo 6 anularlo, quedaba reducido á una operación ad 
referendum, 6 lo que es lo mismo, la postura admitida por el mar- 
tiliero en el acto no significa el acuerdo de voluntades necesario 
para la formación de un contrato, sino una oferta que para pro- 
ducir el vinculo de derecho requeríala correspondiente acepta- 
ción como en caso análogo lo ha declarado esta Suprema Corte 
(tomo cincuenta j dos, página trescientas siete de sus fallos). 

Que de este principio se desprende Cun evidencia, que la apro- 
bación prestada por el Directorio del Banco Hipotecario, al re- 
mate en cuestión, ha producido el acuerdo de voluntades necesa- 
rio para la formación del contrato respectivo, cuyo cumplimiento 
ha demandado Reybaud, y que no hu podido anular el Directorio 
del Banco, destruyendo por su sola voluntad el vínculo de dere- 
cho ya establecido entre ambas partes, por aquella circunstancia, 
desde que es necesario el mutuo consentimiento de las partes 
para extinguir las obligaciones creadas por los contratos, con- 
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forme á lo dispuesto en el artículo mil doscieutos del Código 
CiTil. 

Por estos fundamentos, los concordantes de la sentencia ape- 
lada de foja sesenta y cinco y de conformidad, además, á la ju- 
risprudencia de esta Suprema Corte en casos análogos, se con- 
firma dicha sentencia, con costas. Notifíquese con el original y 
repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAN, — OCTA- 
YIO BUNGE. 



CAUSA CliTI 



El doctor don Manuel Gazcon contra el Banco Hipotecario de 
la provincia de Buenos Aires, sobre cumplimiento de con^ 
trato. 



Sumario. — El vínculo de derecho que se establece entre 
el comprador y el Banco Hipotecario por la aprobación prestada 
por éste al remate efectuado por su orden, no puede ser alterado 
por las convenciones posteriores que dicho Banco celebre con 
SQ antiguo deudor. 

T. Lxvni 13 
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Caso. — Resulta del 



Fallo del Juez Federal 



La Plata, Julio 31 de 1896. 

Y vistos. Los autos seguidos por el doctor don Manuel Gas- 
cón, contra el Banco Hipotecario de la Provincia, sobre cumpli- 
miento de un contrato de compra-venta y resultando: 

1® Que el demandante, en Junio de mil ochocientos noventa y 
dos, según la exposición de foja tres, compró en remate al Ban- 
co Hipotecario de la Provincia la finca inscripta en los libros 
de ese establecimiento á nombre de doña Mercedes Oromí de 
Lohezio, que se halla afectada al préstamo hipotecario número 
tres mil cuatrocientos treinta y dos, serie S, situada en la Capi- 
tal federal en la esquina de las calles Bolívar y Venezuela, con 
frente al este y al norte, y cuyo boleto de venta no se acom- 
paña por haber sido presentado al Banco oportunamente; agre- 
gando que el directorio aprobó la venta, el comprador depositó 
el precio y se pasaron los antecedentes al escribano para exten- 
der la escritura. 

S"* Que con motivo de algunas inhibiciones cuyo levanta- 
miento era necesario obtener de lo^ jueces que las hablan decre- 
tado, la escrituración fué demorada y el comprador solicitó que 
mientras tanto, se le diera la posesión de la cosa comprada, pero 
no pudo lograrse este propósito, en razón de que un señor don 
Francisco Bellizia, diciéndose propietario, resistió su entrega. 
El Banco mandó promover contra Bellizia las gestiones corres- 
pondientes á fin de obtener el desalojo de la propiedad, y aun- 
que pudü entonces el comprador demandar al Banco por el 
cumplimiento del contrato con él celebrado, se limitó á pedir 
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al mismo establecimiento la deTolacioa provisoria del precio 
depositado^ lo cual se le concedió con la reserva del cinco por 
ciento qae en garantía del contrato retuvo y retiene hasta 
ahora. 

3^ Que sucede que el Banco ha realizado una transacción des- 
pués de tres años de litigio con el señor Bellizia, en virtud de 
cuyo convenio el Banco ha recibido de aquel el importe de la 
hipoteca de la finca vendida; concluyendo de esta manera con 
las obligaciones que como vendedor había contraído con el de- 
mandante. 

4^ Que fundado en estos hechos é invocando los artículos mil 
ciento ochenta y cinco y mil ciento ochenta y siete del Código 
Civil, entabló demanda contra el Banco Hipotecario de la pro- 
vincia de Buenos Aires para que se le condene á otorgar al de- 
mandante escritura pública de la venta que se le ha hecho, so 
pena de resolver la obligación con pérdidas é intereses con más 
las costas, y ofreciendo, por su parte, entregar en oportunidad 
el saldo del precio que le fué devuelto provisoriamente. 

5^ Que don Julián de Vargas^ á nombre del Banco Hipoteca- 
rio, manifiesta en su escrito de foja diez, contestando á la de- 
manda, que los hechos expuestos en los párrafos 1, II y III 
son exactos y así le cumple declararlo en honor de la verdad . 
Y para demostrar cuál es la actitud del Banco, áque se alude 
en el párrafo lY es indispensable tener á la vista los términos 
de lo que el actor llama una transacción, por lo cual la trans- 
cribe textualmente. Este documento se encabezfi^ en esta forma, 
que con motivo d^ gestiones hechas ante el Directorio del Banco 
se ha resuelto dar término ¿ este juicio bajo las bases siguientes: 
Por el artículo i® ue conviene que la Contaduría del Banoo li- 
quide el crédito hipotecario que reconoce la propiedad cuya po- 
sesión se ha venido gestionando, incluyéndose los servicios 
atrasados hasta la fecha del pago. La cláusula segunda dice 
que esa liquidación» dado lo prescripto en el artículo setecientos 
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veinte y nueve del Código Civil, el Banco se ha resaelto á reci- 
bir el importe de la mencionada liquidación. Por la cláusula 
cuartu se establece que babiendo vendido el Banco esa propie- 
dad al doctor Gazcon, en su carácter de mandatario, siendo su 
crédito la cansa de su mandato, desapareciendo aquel cesa tam- 
bién el mandato en su concepto, y así, una vez cumplido lo dis- 
puesto en Ja cláusula segunda, el Banco no continuará más esta 
gestión contra Bellizía. , 

Luego se agrega que este desistimiento por parte del Banco 
no perjudica los derechos que pueda tener el comprador doctor 
Gazcon contra Bellizia, sobre la propiedad poseída por éste. 

6^ Qu¿ lo demás que consigna el documento citado es 
todo ello referente á establecer garantías en favor del Banco por 
las responsabilidades en que pudiera incurrir por la inejecución 
del contrato de venta hecho con el doctor Grazcon, responsabili- 
dades que acepta y hace suyas el señor Bellizia. 

7* Que del extracto que se hace de la contestación á la 
demanda, resulta que elia ha sido confesada por parte del de- 
mandado sin ninguna reserva, pues que las consignadas en el 
documento que transcribe en nada se oponen y antes^ por el con- 
trario, confirman expresamente en honor de la verdad los he- 
chos expuestos por el demandante, hallándose el juzgado, de 
aouerdocon el artículo... de la ley de procedimientos, habilitado 
para pronunciar sentencia sin más trámite. 

Y considerando: 1° Que habiéndose reconocido la demanda, 
el juzgado debería limitarse en su resolución á declarar que las 
partes están recíprocamente obligadas á llevar á su debida eje- 
cución el contrato de compra-venta, que convienen y declaran 
haber realizado, pero en la contestación á la demanda se ha 
propuesto una cuestión, que si bien es ajena á la naturaleza del 
asunto, se hace necesario resolver previamente, porque en ella 
funda el Banco la facultad que sostiene de separarse de las obli- 
gaciones que ese contrato le imponía. 
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2® Que, en efecto, se alega que habiendo desaparecido el cré- 
dito á virtud del cual tenía derecho de vender, que no es otra 
cosa que un mandato. El Banco funda esta excepción en el ar- 
tículo setecientos veinte y nueve del Código Civil, que dice que 
el acreedor está obligado á aceptar el pago hecho por un tercero 
ya pagando á nombre propio ya á nombre del deudor; y en con- 
cepto de esta disposición, como el Banco no ha procedido sino 
en calidad de mandatario, el acreedor señor G-azcon debe dirigir- 
se contra el mandante poj el pago déla obligación. 

3^ Que el artículo invocado no es aplicable, porque falta el 
medio esencial sobre el cual legisla, á saber, el hecho de existir 
una obligación exigible. En el caso ya no existe la deuda, con 
la venta en remate de la propiedad afectada quedó extinguida 
la obligación de la señora Oromí á favor del Banco. Este no 
pudo, sin violencia moral, restablecer las cosas á su estado ante- 
rior cuando tenía ya otros contratos á virtud de los cuales se 
habían creado nuevas obligaciones y derechos. El artículo in- 
vocado rige los casos actuales existentes, pero no puede propo- 
ner su aplicación para resolver otras relaciones jurídicas ya ex- 
tinguidas. 

4^ Que por lo que respectad la observación de que el Bunoo 
procede como simple mandatario, tampoco reviste consistencia, 
desde que no es posible aplicar en el caso las reglas que rigen el 
mandato. Antes que las leyes del mandato, que sólo crean re- 
laciones personales, serían de analogía las leyes que rigen el 
pacto dereventaó de retroventa. Eldeudor que ha incurrido en 
mora, pierde los derechos reales que tenía sobre la cosa. En es- 
te caso los pierde con la venta hecha en remate. No hay otro 
deudor (si lo es) ni propietario que el nuevo adqoirento. Los 
contratos que realiza el Banco sobre préstamos, aunque perso- 
na jurídica, están sometidos á una legislación especial. Por 
esos contratos el Banco adquiere no el mandato sino un dere- 
cho real, constituido especialmente sobre la cosa objeto del 
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contrato y además un derecho para Tenderla y reintegrarse en 
sn crédito; de manera que una vez producida la morosidad en 
el crédito en su virtud realizada la venta, constituye un he- 
cho concluido é irrevocable. £16ftnco no puede aceptar el pa- 
go de ese crédito á virtud de la disposición invocada, porque tal 
crédito ya no existe, 

5® Que interpretar de otra manera las leyes constitutivas 
del Banco en armonía con la^ disposición recordada importaría 
reconocer al Banco la facultad implícita de su sola voluntad al 
cumplimiento de los contratos, lo que prohibe el artículo... del 
Código Civil. 

¿Cómo puede hacer un arreglo el Banco sobre una propiedad 
que ha vendido y que estaba obligado á escriturar, separándose 
de esta obligación? Se dice que es un mandatario. ¿Dónde en- 
centrar la relación de derecho óelres ínter allios acia entre el 
que fué deudor del Banco y e! comprador de la cosa? Es indu- 
dable que no existe. £1 doctor Gazcon no reconoce ni tiene re- 
lación jurídica alguna con la señora deOromí y menos con el se- 
ñor Bellizia. 

Pero, además, ¿por qué no ha intervenido el doctor Oazcon 
en los arreglos que el Banco ha realizado con aquél? ¿Que el 
contrato de venta, una vez determinada la cosa, acordado el 
precio y otorgado de cualquiera manera auténtica el consenti- 
miento^ no es ya un vínculo irrevocable para los contrayentes? 

¿ Qué formas son estas en que una de las partes por su sola 
cuenta, sin consentimiento de la otra y sin convención anterior 
expresa se abroga el derecho de cumplir ó no cumplir lo conve- 
nido? ¿Dónde reside la fé de los contratos? 

6^ Que en virtud de los antecedentes que quedan expuestos 
y examinados, son de perfecta aplicación las disposiciones 
comprendidas en los artículos H85 y 1187 del Código Civil, in- 
vocadas por la demanda, y como según lo dispuesto en el artícu- 
lo 220i el contrato de compra-venta no es rescindible sin pac- 



DE JUSTICIA NACIONAL 199 

to expreso, se sigue qae el demandado está obligado á otorgar 
la escritora pública de traslación de dominio de la cosa ven- 
dida. 

7° Que, como se ha visto, el fianco Hipotecario ha hecho ce- 
sar los derechos reales que tenía sobre la cosa vendida á virtud 
de un contrato celebrado en forma de instrumento público y en 
este sentido se encuentra en las condiciones que rigen los ar- 
ticules citados, en armonía con el 629, que dispone : que si el 
deudor no quisiere ó no pudiere ejecutar el hecho, el acreedor 
puede exigirle la ejecución forzada, á no ser que fuese necesario 
violencia contra la persona del deudor, y en este último caso el 
acreedor podrá pedir perjuicios é intereses. 

Por estos fundamentos fallo, condenando al Banco Hipoteca- 
rio de la Provincia á que escriture al ductor don Manuel Gaz- 
con la finca que le ha vendido en el término de... días, 6, en 
su defecto, al pago de los daños é intereses, que serán estable- 
cidos en la forma proscripta por la ley de enjuiciamiento. No- 
tifíquese en el original, insértese en el libro de sentencias, re- 
pónganse los sellos y archívese. 

M. S. de Aurrecoechea. 



Fallo de la Suprema Oorte 

Buenos Aires, Julio 1* de 1897. 

Vistos y considerando: Que según resultado autos, el Banco 
Hipotecario de Li Provincia, en ejercicio de las facultades que 
le confiere su ley orgánica, y la respectiva convención, mandó 
rematar el inmueble á que se refiere esta cuestión. 

Que verificado el remate, el doctor Manuel Gazcon hizo pos- 
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tara legal^ obrando de conformidad coa las bases de la sabasta. 

Qae ésta faé aprobada por el Directorio, produciéndose así el 
concurso délas Toluntades, necesario para la formación de un 
contrato que entraña las reciprocas obligaciones que son sa 
consecuencia. 

Que con tal antecedente, el Banco no ha podido por actos 
sayos ulteriores, menoscabar los derechos adquiridos por el doc- 
tor Oazcon, ni sustraerse á las obligaciones que contrajo, y qae. 
lo pusieron en relación directa con el citado doctor Gazcon. 

Que, por tanto, los arreglos ó convenciones que posterior- 
mente hay a celebrado él Banco con su antiguó deudor son res 
Ínter altos en relación al doctor Gazcon, á quien no pueden 
oponerse en su perjuicio (articulo mil ciento noventa y cinco, 
Código Civil). 

Por esto, y fundamentos concordantes de la sentencia apela- 
da de foja veintiuna, se confirma ésta, con costas. 

Notifíquese con el original y, repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUlS V. VÁRE- 
LA. — ABEL BAZAN.— OCTAVIO 
BUNGE . 



DE JOSTIGIA NACIONAL %1 



)AVHA CliYII 



El doctor don Enrique Parodi contra E. Pillivouyt y C^, por 
cobro de honorarios en la causa seguida entre estos y Dubin 
y C, por falsificación de marca de fábrica; sobre via de 
apremio é inhabilidad de título. 



Sumario. — 1® La regalacion de honorarios, coyo pago no 
ha sido declarado obligatorio por sentencia ejecutoriada, no pue- 
de fundar la via de apremio. 

^ La convención por la cual, mediante ciertas condiciones, 
el abogado asume la direecion judicial de una determinada causa» 
sin cargo de honorarios, autoriza la excepción de inhabilidad de 
título contra la cobranza de los honorarios regulados en dioha 
causa. 



Caso. — El doctor Enrique D. Parodi se presentó al Juzgado, 
en los autos sobre falsificación de marca de fábrica seguidos por 
don E. Pillivouyt y C* oontra Dubin y €•, manifestando: Que 
los primeros, sus patrocinados, habían hecho, á juicio sujo, on 
abandono tácito de la causa, razón por la cual había formulado 
protesta, la que presentará oportun^imente, y que adeudándosele 
sus honorarios como letrado, venía á pedir su regulación. 

Pillivouyt y C* manifestaron que, teniendo con el doctor 
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Farodi un convenio sobre honorarios no se creían obligados á pa- 
garle los que aquel reclamaba. 

Presentados los documentos en qae Pillivouyt y C' fundaban 
su pretensión se dictó el siguiente 



Auto d«l Jluea Federal 



Buenos Aires, Agosto 5 de 1895. 

Vistos : Considerando que según las disposiciones del artículo 
segundo de la ley sobre derechos procesales de Agosto 31 de 
1894, el juez debe proceder brevemente y sin forma de juicio 
en las regulaciones de honorarios, estimando estos, cuando no 
exista convenio al respecto entre las partes, sí dentro de tercero 
dia no se hubiera manifestado conformidad con la cuenta pre- 
sentada por el interesado. 

Que en tal concepto, debe entenderse que cuando se invoque 
la existencia de un convenio ó ajuste, ella deba justificarse pe- 
rentoriamente, no siendo admisible que se abra una instancia 
al solo objeto de esa demostración. 

Que en el presente caso Pillivouyt y C^ sostienen que no están 
obligados á abonar honorarios al doctor Parodi, por haber cele- 
brado un convenio con éste, como director de una agencia de 
protección de marcas; y el dooror Parodi no se aviene con esa 
pretensión, insistiendo en que sean regulados sus honorarios. 

Que del impreso de foja 92 y de los recibos de foja. • ., no 
resulta claramente justificada la existencia del convenio invo- 
cado, como tampoco que el doctor Parodi haya intervenido en 
este juicio en virtud de ese convenio, por todo lo cual el juzgado 
no se encuentrví habilitado para pronunciarse sobre el parti- 
cular . 
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Por estos fandamentos, desestimando la oposición formulada 
por Pillivoujt y C% sin perjuicio de qne estos hagan valer el de- 
recho qoe les asiste, en la forma qae les corresponda, regalo el 
honorario del doctor Parodi en esta cansa en 400 pesos moneda 
nacional. Bepóngase el papel y notiffqnese con el original. 

J. V.Lalanne. 



Consentido eseanto, el doctor Parodi inició ejecución por la via 
de apremio, fundado en el artículo 30 de la ley de procedi- 
mientos, por el importe de sus honorarios. 

Librado mandamiento, se depositó en calidad de embargo la 
suma reclamada; y citados de remate los señores PilliTonyt y 
C^ opusieron las excepciones de inhabilidad de título y pago, que 
fnndaron en el convenio celebrado con el doctor Parodi, el cual 
aseguraron por su parte haberlo cumplido. 

Dicho convenio dice así : 



Protección de marcas de fábrica 

y de comercio 

268-Boüvar-268 

Señor : 

Testigos desde hace varios años de las continuas falsificacio- 
nes qoe se hacen de las marcas de fábrica, tanto nacionales como 
extranjeras, y convencidos de poder remediarlos, esas marcas á 
lo menos en gran parte, hemos decidido abrir nna agencia que 
tendrá por objeto proteger los fabrifiantes y comerciantes co- 
mo también al público en general de las numerosas fabricacio- 
nes qne se cometen todos los dias. 

El fin que se propone esta agencia es el de descubrir con los 



204 FALLOS DB LA SUPREMA CORTE 

medios de que ella dispone y por las indicaciones suministradas 
por cualquier interesado, los falsificadores de productos así como 
aquellos que se sirven de una marca conocida, para venderlos. 
Esto obtenido, la agencia se encarga á stis propias expensas de 
perseguir los culpable^ ante los Tribunales j obtener las indem- 
nizaciones que la ley acuerda. . 

La única condición para que un fabricante ó comerciante ten* 
ga el derecho á que la agencia se ocupe de proteger su marca y 
haga las diligencias necesarias es la de ser su abonado. 

£1 abono es desde ya fijado en 2 pesos por marca y por mes. 

La dirección técnica y legal de esta agencia es confiada al 
infrascripto, que ha sido durante varios anos director en jefe y 
asociado de la casa Demarchi,Parodi y C"; y quien por la prác- 
tica comercial adquirida en esta importante casa; él puede afir- 
mar que conoce á fondo la cuestión que nos ocupa. Su profe- 
sión de abogado y los conocimientos químicos que posee le per- 
mitirán ocuparse personalmente de toda la parte legal y técnica 
concerniente al asunto. 

La parte administrativa será confiada á un personal escogido 
y práctico en la materia, bajo la dirección del señor Yictor 
Mnsso. 

La agencia se encarga, igualmente, á partir de hoy, de hacer 
entregar y registrar toda marca nueva pedida, evitando así, al 
interesado, todas las diligencias largas y enojosas y esto me- 
diante el pago de un año de abono. 

En la esperanza que usted querrá tener á bien honrarnos con 
sus órdenes, le rogamos ai^epte la seguridad de nuestros senti- 
mientos distinguidos. 

Enrique D. Parodia 
Director-técnico. 

Víctor Musso, 
AdmiQÍstrador. 
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El infrascripto declara abonarse por el término de ... á 
la agencia Protección de marcas de fábrica y de comercio j 
aceptar las condiciones signientes : 

SnsGricJon mensnal dos pesos por mes pagaderos» por semes- 
tre anticipado. Únicos gastos á cargo del abonado, en caso de 
nn juicio, papel sellado. 

Notabene. — De las indemnizaciones obtenidas, la agencia 
retendrá el diez por ciento de comisión y entregará el saldo al 
susoritor. 

Firma . . . 



Es traducción ñel del original que del idioma francés he ver 
tido al idioma nacional, y al cnal me remito. 

Pablo Hansen, 



El doctor Parodi contestó diciendo que la excepción de iaha- 
bilidad de títhlo no es admisible en el procedimiento de apre- 
mio (artículo 315 de la ley de procedimientos); y que el conve- 
nio en que se funda la de pago, no tiene el alcance, ni poede 
tenerlo, que le atribuyen los deudores. 

Recibida la causa á prueba, se produjo la de testigos y po- 
siciones, y se presentó copia de la escritura de protesta otor- 
gada por el doctor Parodi, cuya parte pertinente, diceasí: 

Que el año próximo pasado el compareciente fundó una ofi- 
cina denominada cProteccion de las marcas de fábrica y de 
comercio», cuyo objeto, como su nombre lo indica, es protejer 
á los fabricantes, comerciantes y al público en general, de los 
numerosos fraudes y falsificaciones que diariamente se come- 
ten. Se pasó una circular á los comerciantes, fabricantes, etc., 
de esta plaza, firmada por el compareciente y don Yictorio Musso, 
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como administrador, dándoles á conocer las bases ó condiciones 
bajo las cuales la oficina se comprometía á perseguir á los falsi- 
ficadores. Entre dichas condiciones está el abono á la oficina de 
dos pesos moneda nacional mensual para cada marca de fábrica 
ó de comercio; la obligación, por parte del dueño de la marca, 
de suministrar el papel sellado necesario para el juicio ó juicios 
qae hubiere qne entablar contra los falsificadores, y el derecho, 
por parte de la oficina, de retener, como retribución ó comisión 
por su trabajo, el diez por ciento de la indemnización que se lle- 
gare á obtener. Los señores Fillivoujt, deestaplaza^por inter- 
medio de esta oficina y ajustándose á las condiciones de la cir- 
cular mencionada iniciaron para ante el juez federal doctor 
Lalanne, secretaría del doctor Tedin, un juicio por falsificación 
de una marca de fábrica, contra los señores Dubín y C*, juicio 
del cual ahora los señores Fillivouyt y C" han hecho abandono 
completo, pues no quieren dar poder para continuarlo ni firmar 
escritos para seguir su tramitación; habiendo ja, por su culpa ó 
negligencia, dejado irencer el término legal. El compareciente, 
continúa diciendo, viene á protestar una y cuantas Teces 
sea necesario contra los señores Piilivouyt y C^por el abandono 
que han hecho del juicio contra los señores Dubiny C", creyén- 
dose por este hecho desligados de las obligaciones que pudie- 
sen incumbirles y facultades para pedir desde luego regulación 
de bUs honorarios en el expresado juicio. 



Fallo del «Vuea Federal 



Buenos Aires, Octubre 17 de 1896. 

Y vistos: los presentes autos iniciados por el doctor Enrique 
D. Parodi contra los señores Piilivouyt y C'.delos que resulta: 
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Que regalados ioshoaorarios profesionales del doctor Parodi 
ea los aatos seguidos por E. PilIiToayt y G* contra D. Dnbin y 
C'jpor falsificación de ana marca de fábrica, una vez consentida 
esa estimación, se inicia por la vía de apremio, segan consta de 
foja 27, el respectivo juicio por cobro de 400 pesos moneda na- 
cional, importe de la regalacion hecha; habiéodose deducido por 
los ejecutados la excepción de inhabilidad de título y pago. 

Que abierta la causa á prueba se produjo la que expresa el 
certificado de foja 87, llamándose aatos para definitiva. 

Y considerando : Que tratándose de ana demanda ejecutiva, 
instaurada por la via de apremio, sólo son pertinentes las de- 
fensas únicas que con claridad determina el artículo 315 del 
Código de Procedimientos, y como entre las que dicho artículo 
enumera no se encuentra la de inhabilidad de título alegada 
por los ejecutados, se impone su rechazo con costas, por im- 
procedentes. 

Que la excepción de pago igualmente deducida por los eje- 
cutados no ha sido comprobada en forma legal, desde luego, 
su rechazo se impone como su cousecnencia natural. 

El pago es el cumplimiento de la prestación qne hace el 
objeto déla obligacion'(art. 725 del Código Civil). Y ninguna 
de las pruebas rendidas justifica que los demandados hayan 
satisfecho el importe objeto de la obligación 6 sean 400 pe- 
sos moneda nacional, en que fueron estimados los honorarios 
del Dr. Parodi. 

Tal excepción, los ejecutados» la basan en que cuando el 
actor entró á patrocinarlos, lo hizo mediante un convenio 
que era el que debía regir en pago de los honorarios que 
devengare; pero estos mismos fundamentos demuestran evi- 
dentemente que en el fondo no es el pago, la defensa qne ha 
debido invocarse; si bien ese convenio puede servir para dar 
nacimiento á otra defensa cualquiera. 

La prueba toda rendida tiende á demostrar ese convenio^ 
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pero ella es improcedente, y como tal es escasado analizar- 
la, pnes no es ese conTenio el que se alegó por la defensa y 
en laqae la excepción se apoya. 

No' habiendo prodncido prueba alguna para jnstificar la 
excepción de pago, y siendo su comprobación á cargo de quien 
la invoca, no puede ella prosperar, de acuerdo con el artículo 
319 del Código de Procedimientos. 

La prueba testimonial ofrecida, además de no contraerse á 
esclarecer el pago invocado, no es ella admisible en el pre- 
sente juicio, en que las pruebas de las excepciones, sólo es 
permitida por documentos 6 confesión judicial del acreedor, 
y no por otros medios probatorios, como bien claramente lo 
establece el artículo 316 del Código de Procedimientos. Con la 
prueba de posiciones ofrecidas tampoi^o han justificado los 
ejecutados sus defensas. 

Por estas consideraciones, fallo: no haciendo lugar á las 
excepciones opuestas por los ejecutados, y, en su consecuen- 
cia ordeno se lleve adelante la ejecución. hasta hacerse pago 
al acreedor de la cantidad de los cuatrocientos pesos moneda 
nacional reclamados, con intereses y costas ele la ejecución. 
Begulo el honorario procuratorio de Luis Toro G. én 100 pe- 
sos. Repóngase el papel. 

Agustín Urdinarrain. 



Pallo <1« la Suproma i;orfe 



Buenos Aires, Julio 1* de 1897. 



Yistob y considerando : Que el presente caso no está com- 
prendido en las disposiciones legales que autorizan la via 
de apremio, pues que no hay sentencia ejecutoriada que ha- 
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ya declarado la obligación de pagar los honorarios demanda- 
dos, ni la demanda versa sobre materias regaladas por el 
artículo trescientos ocho de la ley de procedimientos. 

Que el inferior, reconociéndolo así implícitamente, ha con- 
cedido el recurso de apelación interpuesto, que no sería pro- 
cedente si se tratase de la Tia de apremio (artículo trescientos 
veinte de la citada ley). 

Que según se insinúa en el escrito de foja doce, presentado 
por el doctor Parodi y se prueba por la escritura pública de 
protesta de foja ochenta y cinco, también presentado por aquel, 
es cierto que entre el actor y demandado han existido las rela- 
ciones de derecho afirmadas por el ejecutado y que se consig- 
nan en la circular de foja cuatro, cuya traducción corre á foja 
seis. 

Que en efecto, en la citada escritura, el doctor Parodi dice 
textualmente que los señores Fillivouyt, de esta plaza, por in- 
termedio de la oficina y ajustándose á las condiciones de la 
circular mencionada, iniciaron por ante el Juez doctor Lalan- 
ne, secretaría del doctor T^din, un juicio por falsificación de 
una marca de fábrica contra los señores Dubin y compañía. 

Que refiriéndose los honorarios que se cobran á los ser- 
vicios prestados en dicha causa contra los señores Dubin y com- 
pañía es evidente que la procedencia ó improcedencia de la ac- 
ción intentada ha de resultar de las condiciones de la circular de 
fuja cuatro, puesto que loa señores Fillivouyt gestionaron en esa 
causa por intermedio de la oficina dirigida por el doctor Parodi 
ajustdndose á las condiciones de la circular mencionada^ 6 
lo que es lo mismo, en virtud de una convención concluida 
entre las partes. 

Que según la citada circular, Pillivouyt y compañía no te- 
nían el deber de pagar honorarios al doctor Parodi por su 
dirección judicial. 

Que, en consecuencia, la inhabilidad del título opuesta por 
T. Lxvm 14 
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el ejecutado y qae ha podido oponer con arreglo al artícalo 
doscientos setenta de la ley de procedimientos, se halla snfi- 
cientemente acreditada. 

Que la inexistencia de la acción ejecntiva deducida por 
Parodi, por cobro de honorarios, no impide que él pueda hacer 
valer, en el juicio correspondiente, los derechos que tenga por 
razón del abandono del pleito contra Dubin y compañía, que 
atribuye á Fillivouyt y compañía, ó por las sumas que estos le 
adeudaren en virtud de las estipulaciones que contiene la 
expresada circular de foja cuatro. 

Por estos fundamentos, se revoca el auto apelado de foja 
ciento tres, declarándose procedente la excepción de inhabi- 
lidad del títnlo opuesta por el demandado. 

Repuestos los sellos, devuélvanse, pudiendo notificarse con 
el original. 

BENJAMIM PAZ. — LUIS V. VÁ- 
RELA.— ABEL BAZAR. — OC- 
TAVIO BONGE. 



CAUSA CI.YIII 



Don Ignacio Planes, contra la empresa del Ferrocarril del Sud 
de laprovincia de Buenos Aires, sobre remoción de un muelle, 
y daños y perjuicios. 

Sumario. — La concesión de un muelle, sin determinación 
matemática del punto preciso de su ubicación, en un paraje que 
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admite la existencia de muchos maelles, co autoriía á pedir la 
remoción de. otro maelle constrnido anteriormente en el mismo 
paraje, coya ubicación no impide la constrnccion y explotación 
del primero. 



Caso. — Besnlta del 



WmUm dd Swtmm Fedtonl 



Buenos Aires, Febrero 15 de 1895. 

Vistos estos autos de los que resulta : Que en fecha 24 de 
Octubre del año mil ochocientos ochenta y tres, don Ignacio 
Planes obturo por la ley n^ 1367, autorización para construir y 
explotar por su cuenta, en Bahía Blanca, un muelle y depósitos 
para la naregacion de ultramar, en el pauíO denominado 
c Puerto del Medio >, y otro maelle y depósitos para el cabo- 
taje, en el arroyo c Xapostá 9, todo ello, bajo las condiciones 
establecidas en la misma ley, y de conformidad á los estudio*^ 
y planos aprobados por el Departamento de Ingenieros Nacic- 
nales. 

Que á su Tez, la empresa del Ferrocarril del Sad, representa- 
da por don Guillermo H. Moores, obtoTO también, por decreta 
del Poder Ejecutíro Nacional, de fecha 29 i^ Enero del mismo 
año, permiso para eonstrair nn muelle de carga y descarga, en 
f-I puerto de Bahía Blanca, en las condiciones qae en dicho de- 
creto se expresan. 

Que en fecha 11 de Febrero de 1884, el señor Planes se pre- 
senta ante el Ministerio de Guerra y llar loa, manifestando que 
después de tener todo listo para emprender los trabajos de las 
obras á que estaba antorizaio por la citada ley, se ha visto im- 
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posibilitado para ello, por hallarse ocupado por la Empresa del 
Ferrocarril del Sad el mismo punto que ea el puerto de Bahia 
Blanca debía construir sa muelle, según su concesión ; pidiendo, 
que en vista del derecho que le da la recordada ley, se dicten las 
disposiciones del caso» á efecto de que se le ponga en posesión de 
los terrenos fijados en los planos, en conformidad á lo dispuesto 
por el artículo 3^ de la misma. 

Que con motivo de esta solicitad se siguió el juicio adminis- 
trativo de que instruye el expediente original presentado por el 
actor, en el que éste y la empresa demandada sostuvieron res- 
pectivamente su mejor derecho á laocupacion de los terrenos en 
que se encuentra el muelle construido por ésta, invocando am- 
bos, al efecto, la prioridad que les acuerda el decreto y ley re- 
feridos, cuyo expediente fué resuelto, en definitiva, á foja 1S3, 
previo 'dictamen del Procurador del Tesoro, mandando devolver- 
se al interesado para que ocurriese donde corresponda. 

Que en mérito de esta resolución^ el señor Planes se presenta 
á este Juzgado, en fecha veintiuno de Noviembre de 1893, de- 
duciendo demanda contra la citada empresa, en la que pide se 
declare su preferente derecho á la construcción y explotación del 
muelle y depósitos para la navegación de ultramar en Bahia 
Blanca, en el punto denominado c Puerto del Medio », y en el 
paraje mismo en que se ha levantado el que tiene construido 
aquella, condenándose á la misma á hacer desaparecer la obs- 
trucción indebidamente opuesta con tal obra al ejercicio de su 
derecho, como igualmente á que le sean indemnizados todos los 
daños y perjuicios que se le han irrogado. 

El señor Jesús A. Tenorio, en representación de la empresa, 
contesta á la demanda, sosteniendo su preferente derecho al 
muelle en cuestión, que funda en la concesión que le acuerda el 
referido decreto del Poder Ejecutivo Nacional, por ser de fecha 
anterior á la ley de concesión que invoca Planes, y dictado con 
perfecta sujeción á la Constitución Nacional, pidiendo se tengan 
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por reproducidos sns alegatos consignados en el citado expedien- 
te administrativo, en qoe tiene aducidos como argumentos prin- 
cipales en defensa de sus derechos, la caducidad de la concesión 
hecha á Planes por dicha ley, por no haber ejecutado los trabajos 
en el término que ella ñja ; el mayor valor del muelle construido 
por ella sobre el proyectado por Planes ; los servicios importantes 
que él presta desde tiempo atrás al comercio; la posibilidad de 
que éste pueda construir otro muelle en el mismo puerto, desde 
que su concesión no importa un privilegio ; invocando, en conclu- 
sión, la prescripción que funda en el hecho de que el actor ha de- 
ducido su demanda después del término de un año, que es el pre- 
fijado por la ley. 

En mérito de lo relacionado, y 

Considerando : i^ Que en el expediente administrativo acom- 
pañado á la demanda, se contienen in extenso los fundamentos 
aducidos por ambas partes en defensa de sus derechos respecti- 
vos, como también los documentos que pueden ilustrar la cuestión 
á resolverse ; siendo entonces de todo punto innecesario producir 
nuevos alegatos y pruebas al respecto. 

2^ Que habilitado así el Juzgado para dictar su fallo, en el 
presente litigio, sin mayores tramitaciones que las ya produci- 
das, procede sólo analizar los antecedentes que suministra el 
proceso y resolver la cuestión única qne él entraña y que consiste 
en averiguar cuál sea el derecho que debe prevalecer en el caso^ 
en presencia del decreto y ley referidos. 

3^ Que ante todo se ha alegado por el representante de la em- 
presa, que la concesión hecha á Planes había caducado, por no 
haber éste empezado los trabajos dentro de los seis meses siguien- 
tes á la fecha de la ley, como ésta lo establece ; pero á este res- 
pecto es de observarse, que hallándose ocupado por la Empresa 
el punto mismo en que Planes debía construir su muelle, era de 
todo punto imposible á éste llonar esta exigencia de la ley y sólo 
procedía requerir, como lo hizo, que se le diera la posesión de los 
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terrenos ocupados, desde qae no estaba en sn facultad ni posi- 
bilidad tomarlos por sí mismo ; y puede entonces establecerse 
que obstando propiamente una fuerza ma;or que impedía el cum- 
plimiento de esta cláusula ó condición exigida por la ley, ningu- 
na observación cabe contra él al respecto. 

4^ Que, por otra parte, la ley de concesión hecha á Planes con- 
tiene en sí misma un contrato bilateral entre él y el Estado, des- 
de que ella crea derechos y obligaciones recíprocas entre ambos ; 
y entonces es de perfecta aplicación el principio que consagra el 
artículo 1201 del Código Civil, de que en los contratos bilatera- 
les un& de las partes no podía demandar su /cumplimiento si no 
probase ella haberlo cumplido ú ofreciese cumplirlo. Entonces, 
pues, y ante la disposición legal citada, no puede decirse que la 
inejecución por parte de Planes de esa cláusula de la ley, ante 
el motivo que la causa, opere por sí sola la caducidad de ella, 
pues no tratándose de terrenos de su propiedad sino del Estado, 
era indispensable que el gobierno cumpliera por su parte con la 
obligación previa de entregarlos, sin cuyo requisito era de todo 
punto imposible el cumplimiento de tal obligación. 

Que en cuanto á los trabajos que según la misma ley debían 
ejecutarse en el arroyo c Napostá», dentro del mismo término 
7 cuya falta también se enuncia por el representante de la em- 
presa, se ha acreditado con los documentos de fojas 98 y 99, que 
ellos empezaron en término hábil. 

5^ Que también se ha alegado, por la empresa demandada, que 
la enunciada ley no designa un punto determinado, refiriéndose 
únicamente á la zona denominada < Puerto del Medio >, soste- 
niendo, además, que el muelle construido por ella no impide que 
Flanes pueda construir el suyo dentro del mismo lugar, desde 
que su concesión no tiene un privilegio que excluya otro derecho. 

6^ Que la ley citada establece en su artículo ^, que los mue- 
lles serán construidos sobre pilotes de hierro, y de conformidad 
á los estudios y planos aprobados por el Departamento de Inge- 
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uleros Nacionales, y esos planos designan con perfecta precisión 
el pnnto aceptado en definitiya por Planes, conro el más adecuado 
al efecto después de las observaciones que al respecto hiciera la 
Comisión Hidrográfica. Se ha constatado, igualmente» que el sitio 
ooupado por el muelle de la empresa, es el mismo que se designa 
en los planos aprobados por el Departamento de Ingenieros Na- 
cionales, á que se refiere la ley de concesión, según consta del 
informe del Estado Mayor de la Armada, corriente á foja 159. 
Luego, entonces, y aún dada la posibilidad deque en el < Puerto 
del Medio > pueda construirse, en otro paraje, otro muelle, no ha- 
bría razón legal phra privar á Planes de construir el suyo en el 
panto elegido como más conveniente para su explotación y que 
68 el mismo designado en los planos á que se refiere la ley de 
concesión. 

7® Que no puede tampoco sostenerse que sea indiferente, á los 
efectos de la explotación de un muelle en las condiciones del 
proyectado y concedido á Planes, el lugar de sü ubicación, pues 
según se manifiesta en el citado informe del Estado Mayor de la 
Armada, el escogido por éste era el único ó más adecuado para 
ello, ofreciendo positivas ventajas sobre cualquier otro punto. 
Por otra parte, la aceptación de otro local que el designado en 
los planos y estudios hechos por Planes, impondría á éste forzo- 
samente la necesidad de proceder á nuevos estudios, planos y 
presupuestos que le ocasionarían mayores gastos y pérdida de 
tiempo, siendo también de observarse que no estaría tampoco en 
su derecho construir el muelle concedido en otro lugar que no 
sea el designado en los planos que, aprobados por el Departa- 
mento de Ingenieros Nacionales, se tuvieron en cuenta para dio- 
tarse la citada ley ; y entonces necesitaría también una nueva 
concesión del Congreso al respecto, que podría ó no acordársele, 
y que en todo caso le impondría mayores gastos y tiempo, según 
queda dicho. 

Que esto sentado, puede entonces establecerse que la construc- 
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oion del muelle de la Empresa caasa ta inutilidad ó ineficacia de 
la coocesion hecha á Planes, por cnanto éste no podría en ma- 
nera alguna, de su propia autoridad, construir el muelle acor- 
dado por la ley en otro paraje que ei que ella designa, sin previa 
autorización y sin las nuevas erogaciones que se le ocasionarían, 
en el supuesto de que ello le fuera concedido. 

8^ Que pasando á la cuestión principal materia del juicio^ 
planteada en el considerando segundo, es de observarbe desde 
luego que la concesión hecha á la Empresa por el decreto de 2& 
de Enero de 1893, impone á ésta, en su artículo 1"^, el deber de 
presentar para su aprobación los planos generales y de detalle 
del muelle y accesorios, con un perfil longitudinal de todo el 
muelle y los trasversales, y un presupuesto detallado con la me- 
moria descriptiva y especificaciones de toda la obra. 

Que esto, no obstante, la Empresa emprendió sus obras sin 
llenar previamente este requisito esencial de su concesión, según 
lo comprneba sn propio silencio ante las observaciones hechas 
por Planes al respecto, no constando, por otra parte, de antece- 
dente alguno, que se presentaran los planos exigidos por dicho 
decreto, ni menos qne ellos fueran aprobados por el Poder Eje- 
cutivo, como era indispensable que lo fueran previamente á la 
ejecución de las obras ; eligiendo, por el contrario, de su propia 
autoridad el mismo punto designado por Planes, y en quelá oi-- 
tada ley le dio la facultad de constmir el suyo. 

9^ Que por el mismo decreto se manda también dar . cuenta 
al Honorable Congreso, de la concesión qne él acuerda á la Em- 
presa y no consta tampoco de antecedente alguno, ni lo ha ale- 
gado ésta, que tal concesión fuera ratificada por ley, en forma 
alguna, quedando entonces ella en las condiciones de una exis- 
tencia precaria. 

10° Que, por otra parte, siendo atribución privativa del Ho- 
norable Congreso disponer del uso y enajenación de las tierras 
de propiedad de la nación, como la de habilitar los puertos 
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qae considere confenientes, segaa lo estabiecea los incisos 4*^ 
7 9^ del artícnlo 67 de la Constitución nacional, el decreto re- 
cordado no podía crear á favor de la empresa un derecho 
inconmoTible, mientras él no fuese ratificado en forma por una 
ley dictada al efecto. Que esto mismo lo ha reconocido también 
el Poder Ejecutivo al ordenar se diera cuenta de él al Honora- 
ble Congreso, cuyo procedimiento siguió también en la pro- 
puesta de Flanes, remitiéndola á este alto poder con el mensaje 
de 22 de Setiembre de 1882, como único facultado por la ley 
para la concesión que en él se solicitaba, en vez de resolverla 
por sí mismo, como lo hubiera hecho si se hubiera considerado 
con facultad para ello. 

11^ Que entonces, pues, no puede sostenerse la prioridad do 
un decreto dictado en tales condiciones sobre una ley , estando 
ambos en completa oposición, y si bien es cierto que aquél se 
dictó con anterioridad á ésta, también resulta constatado que 
el Poder Ejecutivo requirió del Honorable Congreso la corres- 
pondiente ley respecto á la propuesta de Planes con anteriori- 
dad á la concesión que acordó á la empresa, á lo que se agrega 
que aquel inició sus gestiones también con anterioridad á las 
de ésta, siendo entonces forzoso resolver la cuestión propuesta 
declarando el preferente derecho del demandante señor Planes 
para situar el muelle que le acuerda la precitada ley en el 
punto ocupado por el de la empresa, desde que éste es el mismo 
designado en los planos á que dicha ley se refiere. 

12^ Que, por último, la empresa demandada no puede ni si- 
quiera argüir contra los derechos que se declaran en favor del 
señor Planes la razón de los perjuicios que tal declaración le 
irrogue por las ingentes sumas que tiene invertidas en sus obras, 
desde que éste tiene ofrecida á la misma la compra de ellos por 
su justo valor « 

13° Que en cuanto á la excepción de prescripción, opuesta 
por el representante de la empresa en su último escrito do 
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foja..., ella no resulta comprobada de aatos y debe entonces, 
desestimarse como improcedente en el caso. 

Por ebtos fundamentos, y los concordantes aducidos en los 
escritos de fojas 78, 104, 138 y i84 se declara que la empresa 
del Ferrocarril del Snd debe entregar en el término de noven- 
ta días á don Ignacio Planes el local que en el punto denomi- 
nado < Puerto del Medio» ocupa con sus muelles y demás traba* 
jos en él ejecutados, libre de toda obstrucción que impida la 
ejecución de las obras que en él debe ejecutar, en conformidad 
á la concesión que le acuerda la citada ley de 24 de Octubre 
de 1883, ó, en su defecto, á vender á éste dichas obras si así lo 
prefiriese por el precio de su costo, sin especial condenación 
en costas. 

Hágase saber original y repónganse las fojas. 

Juan del Campillo. 



WmWm de la Suprema darte 

Buenos Aires, Julio 1^ de 1897. 

Vistos : Considerando en cuanto al recurso de nulidad inter- 
puesto per la empresa de Ferrocarril del Sud: Que los motivos 
en que él se funda se han debatido ampliamente en el expedien- 
te administrativo agregado como antecedente^ por lo cual ha 
sido innecesaria la recepción de la causa á prueba : no ha lugar 
á dicho recurso. 

Y considerando : Que el fundamento de la demanda deducida 
por don Ignacio Planes , es que la empresa del Ferrocarril ha cons- 
truido un muelle en el mismo paraje del Puerto del Medio deBa- 
híaBlanca que á él le fué concedido, por la ley número mil tres- 
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cientos sesenta j siete, y que fué fijado matemátic^imente en el 
plano y en el terreno, para ese objeto, por la Comisión Hidro- 
gráfica 7 el Departamento de Ingenieros. 

Segundo : Qoe el entonces capitán de navio don Enrique 
HoTrard, qne presidió la Comisión Hidrográfica (foja Aincnen- 
ta 7 cinco), informa á foja ochenta 7 tres vuelta, que tiene 
c casi la conyiccion de qoe el punto que entonces se señaló como 
mejor apropiado para construir un muelle, y que fué aceptado 
por el señor Planes es el que más tarde oeopóel muelle provisorio 
de Ferrocarril del Sod 9, agregando que < para poderlo decir 
con exactitud sería necesario que estuviese sobre el terreno, te» 
niendo á la vista el croquis é informe > que pasó. 

Tercero: Que el informe de foja ciento sesenta 7 nueve vuel- 
ta, en el qne se dice que el muelle del ferrocarril ocupa el mismo 
lugar que antes se había señalado á Planes, no es suficiente de- 
mostración del hecho, porque al expedirse este informe sólo se 
tuvo á la vista el croquis del mismo Howard 7 de la empresa, 
agregados al expediente, pero no el muelle ya construido en el 
terreno, lo que era necesario para poderlo precisar con exacti- 
tud, según se expuso en el informe de foja ochenta y tres 
vuelta. 

Ctuirto : Que el Departamento de Ingenieros dice & foja no- 
venta 7 cuatro: c que los informes que ha expedido sobre la so- 
licitud del señor Planes se refieren ala construcción de los mue- 
lles 7 sus detalles, no haciéndose referencia sobre el punto 
preciso de ubicación de las obras, y los planos qoe el señor 
Planes acompañaba á su petición tampoco lo demostraban con 
exactitud » . 

Quinto : Que esta última observación del Departamento de 
Ingenieros está confirmada por los mismos planos que obran en 
autos, pues el de foja trescientos diez, presentado por Planes 
en cumplimiento del auto de foja trescientas, dictado por esta Su- 
prema Corte para mejor proveer, no corresponde, en cuanto á 
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la determinación matemátíoa del punto que se había indicado 
por el capitán Howard, ni con el de éste, de foja cincuenta j 
siete, ni con el de foja ciento sesenta y cuatro, como lo com- 
prueba el examen de ellos, hechos con sujeción á las escalas 
respectivas, que precisan sus dimensiones. 

Sexto : Que en mérito de lo expuesto en los considerandos 
anteriores, no resulta probado que el muelle construido por el 
ferrocarril ocupe matemáticamente el mismo punto que el qne 
debió ocupar el proyectado por Flanes, con aceptación de lasmo* 
dificaciones de la Comisión Hidrográfica. 

Séptimo : Que en la ley de Octubre veinticuatro de mil ocho- 
cientos ochenta y tres, que autoriza á Planes para la construc- 
ción del muelle, no se fija tampoco el paraje preciso dónde debía 
situarlo, limitándose dicha ley á expresar qne se le acuerda au- 
torizacion para construirlo en el puntodenominado «Puerto del 
Medio» de BahíaBIancá, y á hacer referencia á los planos apro- 
bados por el Departamento de Ingenieros, en los que, como ya se 
ha dicho, no estaba fijado el punto matemático para la constrac- 
cion. 

Octavo : Que consta, por los planos presentados, que el Puer- 
to del Medio tiene una considerable extensión y que en él pue- 
deu construirse con facilidad muchos muelles, siendo de notar 
que la distancia que medía entre el sitio donde Planes proyectó 
su primer muelle, y el que actualmente ocupa el ferrocarril^ 
pasa de cuatrocientos metros. 

Noveno : Que en la solicitud de foja cincuenta y una vuelta 
expresa Planes que para que los buques de alto bordo puedan 
descargar en el mismo muelle habría que terraplenar y solidi- 
ficar los terrenos de la ribera en una extensión que no bajaría 
de cuatrocientos metros de longitud. 

Décimo : Que, con arreglo á lo expuesto por el capitán Ho- 
ward, el punto más conveniente parala construcción del muelle, 
es el que él había indicado, pero no resulta de sus informes ni 
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de aatos, qae otros pnntog del mismo puerto no ofrezcan tam- 
bién ventajas para la cunstrnccion de muelles. 

Undécimo : Qae es, por consiguiente, de toda evidencia que 
Planes puede construir un muelle en otro punto del Puerto del 
Medio, con arreglo á su concesión, aun contígao al que ba cons- 
truido el Ferrocarril, sin estorbar las obras de éste. 

Duodécimo : Que resalta de lo expuesto, que el Departamento 
de Ingenieros no fijo el punto preciso donde se debía consfruir 
el muelle proyectado por Planes, el cual tampoco se determina 
por la ley de concesión, ni loba comprobado la demanda. 

Decimotercero : Que admitiendo que el punto señalado por 
el capitán Howard bubiese sido aceptado por don Ignacio Pla- 
nes, y fijado en sus planos, no consta que éstoshayan sido apro- 
bados por el Departamento de Ingenieros, en cuanto al lugar 
preciso de la ocupación del muelle y que, por lo tanto, no ha- 
biendo recaído resolución alguna gubernativa sobre este parti- 
cular, no mediaba razón legal que imposibilitase la concesión 
hecha al ferrocarril, aun cuando se construyese el muelle en el 
mismo punto indicado. 

Por estos fundamentos : se revoca la sentencia apelada de 
foja doscientas veintiuna y se absuelve á la empresa del Ferro- 
carril del Sud. Repónganse los sellos y devuélvanse. Notifíquese 
con el original. 

BENJAHUI PAZ. — LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUN6E. 
— JÜAW E. TORRENT. 
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CAUSA CXIX 



Criminal, contra Santiago Buck, por infracción á la ley 

de enrolamiento 



Sumario. — La infracción á ialey de enrolamiento es pasible 
de la pena de un año de servicio militar obligatorio, con dedoo- 
oion del tiempo de prisión sufrida. 



Caso, — Resulta de la vista del señor Procurador general 

y del 



Fallo del Jíiie» Federal 



La Plata, Junio !• de 1897. 

Y vistos : la causa seguida contra Santiago Buok, por infrac- 
ción á la ley de enrolamiento. 

Considerando : I"* Que la prueba producida, corriente de foja 
8 á foja 19, se desprende solamente en que ha estado trabajando 
como peón en Arrecifes, desde los primeros días del mes de 
Diciembre del año pasado hasta el mes de Marzo del corriente 
y con posterioridad en el partido de Bojas. 
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2° Que esta caasa no es suficiente para eximirlo de la pena 
inflijida, pues además de declarar, á foja 2 vuelta, que si no se 
presentó á enrolarse desde que cumplió la edad de diez y ocho 
añus fué por miedo; circunstancia que por otra parte nos da la 
certeza de que conocía el deber en que estaba y la falta come- 
tida, debiendo desecharse tal excusa, máxime cuando ni siquiera 
se ha alegado que existiese en el caso sub^judice imposibilidad 
material de trasladarse al punto designado para su enrola- 
miento. 

Por esto y de acuerdo con lo solicitado por el Procurador 
ñscal, fallo, condenando al referido Buck, á la pena de un año 
de servicio obligatorio militar^ con arreglo al artículo 35 de la 
ley 3318, debiendo deducirse el tiempo de prisión sufrida, para 
lo cual se hará el cómputo por secretaría, y líbrese los oficios 
del caso. Notífiquese y regístrese. 

M. S. de Aurrecoechea. 



VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Julio 15 de 1897. 

Suprema Corte: 

El procesado Santiago Buck confiesa en su declaración de 
foja 2, ratificada á foja 5 vuelta, que nunca se ha enrolado en 
la guardia nacional, á pesar de tener veinte y dos años cum- 
plidos. La excusa que alega, de haber estado trabajando en la 
campaña, es legalmente inadmisible; porque de su propia decla- 
ración resulta que trabajó en los partidos de Arrecifes y Rojas, 
de la provincia de Buenos Aires^ y no ha justificado tuviese 
impedimento físico, para llegar al lugar de la inscripción. 

En tal situación, le es aplicable la disposición del artículo 35 
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de la ley número 3318; en cuyo mérito pido á Y. E. se sirva 
confirmar la sentencia recurrida. 

Sabiniano Kier . 



Vallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Julio 3 de 1897. 

Tistos : De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General y fundamentos concordantes de la sentencia 
apelada de foja veintiuna, se confirma ésta, con costas. Devuél- 
Tanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN . — OCTAVIO BUNGE. 



CAUSA €XX 



Criminal contra D. Dante Migoney por violación de correspon- 
dencia con dinero; sobre excarcelación. 



Sumario. — La acusación contra un empleado de correos, por 
violación de una carta que contenía billetes de banco, no per- 
mite la excarcelación provisoria bajo fianza. 



DE JUSTICIA NACIONAL 225 



Caso. — Resalta de las siguientes piezas 



VISTA ílSGAL 

Señor Juez : 

Corresponde, á jaicio del que suscribe, acceder á la excarcela- 
ción solicitada por el procesado Dante Migone, por cuanto el 
hecho de la violación debe considerarse comprendido en el caso 
del artículo 52 j no en el 53 de la ley sobre delitos nacionales 
de 14 de Setiembre de 1863, pues si bien es cierto que el de- 
nunciante afirma que la carta contenia dos billetes de die2 
pesos nacionales, no lo es menos que por el Beglamento Gene- 
ral de Correos está terminantemente prohibido colocar dinero 
dentro de las cartas ordinarias ó certificadas. De modo qae, 
para suponer como cierta, al efecto de la excarcelación, la cir- 
cunstancia de tener dinero dicha carta, deberían existir elemen- 
tos bastantes de prueba que la comprobaran. 

El caso sub-judice se encuentra entonces comprendido en los 
«asos del artículo 376 del Código de Procedimientos crimina- 
les; y es excarcelable, .^alvo el más ilustrado juicio de Y. S. 

R. G. Pavera. 



Fallo del Jíuex Federal 



Rosario, Abril 20 de ISJH. 

Autos 7 vistos: Estando acusado el procesado Dante Mi- 
gone por haber violado una carta dirigida á la Admínistra- 
T. Lxvni 15 
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cíon de Correos, que se afirma por el denunciante contenía 
billetes de Banco^ siendo el acusado empleado del correo, co- 
rresponderíale la pena de cinco años de trabajos forzados, de 
acuerdo con los artículos 52 y 53 de la ley penal de Setiembre 
14 de 1863, en caso de resultar comprobado el hecho imputado. 
Por tanto, oido el señor Fiscal, y de acuerdo con el artículo 
376 del Código de Procedimientos penal, no se hace lugar á la 
excarcelación solicitada. 

Daniel Goytia. 



VISTA DEL SBSOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Judío 3 de 1897. 
Suprema Corte: 

De las referencias, tanto en la Tista fiscal como en el auto 
recurrido de foja 3, resolta que la acusación contra Dante Mi- 
gone imputa la violación de una carta que contenía billetea 
de banco. 

» 

No es procedente apreciar si la responsabilidad por la desa- 
parición de esos billetes corresponde al procesado, ya por sus 
propios hechos, ya por la aplicación de las disposiciones del 
reglamento general de Correos, invocada á foja 2 vuelta. La 
resolución de esos puntos corresponde á otro estado de la cau- 
sa. Entre tanto, examinado el hecho imputado bajo su faz 
actual, violación de correspondencia con snstracion de los valo- 
res contenidos en ella, no pueden dar mérito á la excarcelación, 
pues la pena del hecho imputado es superior á la que determina 
como fundamento de su autorización el artículo 376 del Código 
de Procedimientos en lo Criminal. Por ello, pido á V. E. la 
confirmación del auto recurrido de foja 13. 

Sabiniano Kier. 
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Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Jalio 3 de 1897. 

Yistos : De acuerdo oca lo expuesto y pedido por el señor Pro- 
oorador General, y fundamentos ooncordantes del auto apelado 
de foja tres, se coafirma éste. Devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL B AZAN . — OCTAVIO 
BUNGE. 



CAUSA C1.XI 



El Ferrocarril Central Argentino contra la provincia de Santa 

Fé; sobre repetición de pago indebido 



Sumario, — El Congreso tiene, por el inciso 16 del artículo 
67 de la Constitución, la facultad de eximir ¿ ana empresa de 
ferrocarril de todo impuesto, tanto nacional como provincial, 
por un tiempo determinado; y por consiguiente la provincia 
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qae^ en contra de esa concesión, haya cobrado impuestos á la 
empresa está en la obligación de restituir su importe. 



Cdso. — Don Julián Nogueras, por el Ferrocarril, se presentó 
ante la Suprema Corte diciendo : que entabla demanda contra 
la provincia de Santa Fé por repetición de la suma de 38.350 
pesos moneda nacional, cobrada á la empresa en calidad de 
contribución directa por las propiedades y dependencias de la 
misma. 

Expuso : que por ley de 23 de Mayo de i863 se aprobó el cou*- 
trato celebrado en 16 de Marzo del mismo año para la construc- 
ción del Ferrocarril Central Argentino, en cuyo artículo 4® se 
declaró libre de toda contribución ó impuesto la propiedad del 
Ferrocarril y sus dependencias. 

Que no obstante esta disposición terminante, la provincia de 
Santa Fé ha hecho efectivo contra la empresa el cobro de con- 
tribuciones á contar desde cinco años atrás, rechazando la pro* 
testa que formuló el gerente cuando se le pasaron los boletos 
de avaluación de los terrenos y propiedades que ocupan y cons- 
tituyen la vía, estaciones y dependencias del ferrocarril. 

Que en mérito de la citada ley, dictada con los propósitos y 
atribuciones determinados en los incisos 12 y 16, artículo 67 
de la Constitución Nacional, reclamó al gobierno, sin que haya 
sido atendido en su justo pedido de exoneración de ese impuesto, 
por lo que ha tenido que abonar una parte de lo que se le cobra, 
«alvando su derecho para ocurrir ante V. E. en demanda de 
justicia. 

Que se trata de una empresa ferroviaria interprovincial, que 
al introducir al país el gran capital que ella representa, con- 
trató con el Poder Ejecutivo las condiciones de recíproca ventaja 
de esa obra, acordándosele la exención antes referida. Que ese 
contrato fué comunicado á las provincias á quienes afectaba. 
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qae lo aceptaron y aprobaron con júbilo y eutnsiasmo, entre 
ellas la de Santa Fé, qae ahora, haciendo nna distinción capri- 
chosa, pretende, después de más de 30 años, que la empresa sólo 
está exenta de los impuestos nacionales, pero no de los profín- 
ciales. 

Que los ferrocarriles de un servicio coman á diyersas provin- 
cias son de exclusiva jurisdicción nacional* como los telégrafos 
y correos, en los que una autoridad provincial no puede ejercer 
actos soberanos y propios, por cnanto cada provincia se consi- 
derarla con igoal derecho para ello, haciendo así ilusoria la 
exención acordada por el gobierno general. 

Que la pretensión de Santa Fé pueden tenerlas después otras 
provincias, lo que traería el aislamiento de capitales traídos al 
país bajo la fé que merecen los contratos. 

Que los fundamentos del gobierno de Santa Fé reposan en 
una vista del fiscal de esta provincia, quien sostiene que la ley 
invocada por la empresa sólo puede referirse á las contribu- 
ciones nacionales, sin afectar en nada d las provinciales, que se 
rigen por las leyes de sus respectivos estados, autónomos é inde- 
pendientes en su régimen administrativo; y que en un fallo de 
la Suprema Corte se ha resuelto que el Ferrocarril no está exo- 
nerado del pago de contribucioa directa. 

Que á lo primero se ha contestado : a) que la fé de la Nación 
se encuentra comprometida en un contrato, convertido en ley, 
que obliga á toda la República, y la cual establece claramente 
la exención del impuesto ; b) que si bien la Nación no puede 
legislar en materia no delegada, menos pueden hacerlo las 
provincias, tratándose de materias de exclusiva jurisdicción 
nacional, como lo es el Ferrocarril Central Argentino; c) que el 
decreto de 15 de Abril de 1855, origen legal de dicho ferroca- 
rril, estableció el propósito de hacer de él una vía internacional, 
aspiración que se redujo por ley de 30 de Junio de 1855, á la 
simple federalizacion de todo el trayecto y demás extremidades; 
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d) que en último término, la Nación tendría que hacer el pago 
de los impuestos^ lo que sería monstruoso. 

Que á lo segundo se respondió que el fallo recordado de V. E» 
no resolvió la cuestión que se debate : en él no se trataba del 
Ferrocarril, sino de la Compañia de Tierras ; no se refería á la 
exención establecida en el artículo 4* sino á la legua de tierra 
donada á cada lado de la línea, á dicha compañía. Que, además, 
en ese fallo se estableció claramente que la exención sólo se 
refiere á todo aquello que constituye el ferrocarril y sus depen- 
dencias, como resulta claramente de los considerandos 1%3° y 5^. 

Que respecto de ese fundamento, aducido por el fiscal, se 
recordó también una resolución anterior del gobierno de Santa 
Fé, de 24 de Agosto de i 876, que aceptaba las conclusiones 
del fiscal doctor de la Torre, según el cual la empresa del Ferro- 
carril estaba exenta del im))uesto, en virtud del artículo 4 
recordado. 

Que el actual fiscal no ha levantado ninguna de estas razones, 
en su dictamen, aconsejando se insistiera en el cobro del im- 
puesto, en el que, sin embargo, invoca el considerando 6^ del 
citado fallo de Y. E., sin tener en cuenta que éste se limita á 
resolver sobre tierras ó propiedades raíces, con los que pretende 
confundir el servicio interprovincial del ferrocarril. 

Después de citar los antecedentes del ferrocarril que se 
encuentran en la memoria del Ministerio del interior corres- 
pondiente á 1863, y las contestaciones de los gobiernos de 
provincia respecto de esa obra, dice que ellos comprueban hasta 
la evidencia que el gobierno de hi Nación, en uso de las atribu- 
ciones conferidas á uno de sus poderes para reglar el comercio 
interprovincial (artículo 67, inciso 12, Constitución Nacional) 
y para proveer á lo prosperidad del país y al adelanto y bien- 
estar de las provincias, promovió la construcción del ferrocarril 
por una ley protectora, dicta«ia de acuerdo con el artículo 67, 
inciso 16, de la Constitución. 
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Cita laego anas palabras del doctor Alberdi sobre protección 
á las empresas de ferrocarriles, y dice qne dados los propósitos 
j fines de éstos, sn sometimiento exolusiTO á la jarisdiccion na- 
cional no puede sostenerse que el Congreso no asara de atri- 
baciones constitucionales j precisas de acordar la exención de 
que se trata. Que el gobierno de Santa Fé no ha querido fijarse 
en los artículos 31 y 67 (incisos 12 y 16) de la Constitución^ y 
artículos 1, 2, 3 y 4 de la ley de ferrocarriles, y se ha atenido 
á la doctrina meramente personal del fiscal de estado. 

Que del principio consagrado por la Constitución, en su artí- 
culo 31, respecto de la supremacia de las leyes, los comenta- 
ristas norteamericanos deducen los siguientes corolarios : 

1^ Que el poder para crear implica el poder para amparar 6 
conservar ; 

2^ Que el poder para destruir, si se ejerce por una mano 
diferente, es hostil é incompatible con los poderes para crear y 
conservar ; 

3^ Que cuando media esta repugnancia (this repugnaey existsj 
la autoridad qne es suprema debe prevalecer y no ceder ante 
aquella sobre la cual ella tiene el carácter de suprema. 

Que según la fórmula de los tratadistas norteamericanos/ 
los estados tienen facultad concurrente de legislación y por 
consiguiente de imposición, con el gobierno federal, menos 
cuando la facultad acordada á la nación es prohibida expresa- 
mente á las provincias, como la de legislar sobre comercio inte- 
rior ó exterior, ó cuando por la naturaleza de la facultad y ob- 
jetos sobre que recae, habría natural repugnancia entre el ejer- 
cicio del poder nacional y el poder provincial, como sucede evi- 
dentemente en el presente caso. 

Con respecto á la tesis que sostiene, invoca la opinión dePo- 
meroy (Constitutional Lavo, § 297), y Marshall en el caso de 
Mac-CuHoch contra el Estado de Mariland (FAeaíon's Reports, 
tomo 4, páginas 316, 425 y 483), y los fallos de la Suprema 
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Corte Nacional que se registran en la serie 2*, tomo % página 
31 8, y tomo 9, página 344, en los que se resolvió un caso análogo 
al presente, se desconoció á las provincias la facultad que hoy 
pretende la de Santa Fé. 

. Corrido traslado de la demanda, el doctor Remigio Molínas^ 
en representación de la provincia, pidió se absuelva á ésta déla 
demanda, con costas. 

Dijo: Que prescindiendo del ropaje literario con qne se pre- 
senta la demanda, el punto á resolver queda reducido á dos pro- 
posiciones: 1» ¿Puede el gobierno general exonerar á cual- 
quier empresa particular del pago de impuestos ó contribucio- 
nes provinciales? 2* ¿El Ferrocarril Central Argentino es pro- 
piedad nacional 6 una sociedad anónima de propiedad parti- 
cular? 

Que según la Constitución nacional y las doctrinas expuestas 
porHamilton, es indudable que el gobierno general puede im- 
poner contribuciones en todo el estado, sin perjuicio que, á su 
vez, y en su propia soberanía, cada provincia puede sancionar; 
de manera que así como laNacion puede eximir de esas mismaa 
contribuciones, son sólo las provincias lasque tienen facultad 
para derrogar los que ellas imponen. 

Que la razón fundamental de donde nace la facultad de impo- 
ner, demuestra que el poder general carece de ella para snpri* 
mir los impuestos provinciales. 

Que si el Congreso tuvo facultad para eximir de impuestos al 
Ferrocarril Central Argentino, tiene también la de suprimir to- 
das las rentas délos estados, que son necesarias para su exis- 
tencia como tales. 

Que el artículo 31 de la Constitución no tiene el alcance ni 
comprende más que aquellas leyes determinadas expresamente 
como de competencia del Congreso. 

Que las limitaciones impuestas á las provincias están esta- 
blecidas en los artículos 108 y 109 de la Constitución, entre 
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las que no se encuentra la de cobrar contribución directa á una 
empresa particular, exonerada de impuestos poruña ley del 
Congreso en la que se guarda silencio respecto de los provin- 
oíales. 

Que no se ha demostrado en la demanda la facultad del Con- 
greso para suprimir ó eximir de impuestos provinciales, ni me- 
nos que la facultad de imponer importe la de exención que se 
pretende. 

Que siendo eyidente q<ie el. Congreso no puede eximir de ta- 
les contribuciones, es claro que la ley invocada por el Ferroca- 
rril Central Argentino, sólo se refiere á los de origen nacional^ y 
que es permitida la distinción hecha por el gobierno de San- 
ta Te. 

Que el FeíTOcarril Central Argentino no es de propiedad de 
la Nación^ de manera que no es ésta la que debe abonar el im- 
puesto. Que dicha empresa es propiedad particular, si bien 
sometida á la jurisdicción nacional, pero de una manera limita- 
da, por razón déla concesión, en la parte administrativa, pues 
en lo demás está sujeta á las leyes de la provincia que atra- 
vieza. . 

Que del hecho de recorrer tres provincias, no se deduce que 
el territorio quede federalizado, sobre todo cuando se trata de 
una línea de propiedad particular. 

Que la jurisdicción que el gobierno nacional tiene sobre el 
Ferrocarril Central Argentino, nada tiene que ver con la pro- 
piedad del mismo, pues ello importa confundir ambos con- 
ceptos. 

Que las relaciones entre la empresa y los particulares se ri- 
gen por el derecho común, salvo los casos de fuero federal por 
razón de las personas. 

Que la ley de i855 no ha tenido efecto, y no hay en la Cons* 
titucion cláusula alguna por la enalbaste á federalizar un te- 
rritorio, el hecho de que un ferrocarril atraviese dos provin- 
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oías. Qae lo contrario se demacstra por la circanstancia de es- 
tar sometidos ála jurisdicción coman en sus contratos de tras- 
portes. 

Que, en consecuencia, el Congreso no puede eximir de impues- 
tos provinciales, ni está exento de ellos el Ferrocarril Central 
Argentino, que es de propiedad privada y no de la Nación. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Julio 3 de 1897. 

Vistos estos autos seguidos por el Ferrocarril Central Argen- 
tino, contra la provincia de Santa Fé, de los que resalta : 

Que lá citada empresa demanda á dicha provincia, por co- 
bro de la cantidad de treinta y ocho mil trescientos cincuenta 
pesos, que ha abonado por impuesto de contribución directa, 
sosteniendo que por la ley nacional de veintitrés de Mayo de 
mil ochocientos sesenta y tres, se halla exenta de toda contri- 
bución ó impuesto nacional ó provincial, la propiedad del ferro- 
carril y sus dependencias. 

La provincia de Santa Fé, contestando la demanda, por in- 
termedio del doctor Bemigio Molinas, alega que el Congreso no 
tiene facultad para exonerar de impuestos provinciales & las 
empresas de carácter particular, como lo es el de la actora; que 
no siendo ésta de propiedad de la Nación no puede estar eximi- 
da del pago de las contribuciones impuestas por las provincias 
en uso de la soberanía y que, por tanto, aunque la exención 
esté concebida en términos generales, debe entenderse que no se 
refiere sino á impuestos nacionales, ó sea, á los únicos á que al- 
cancen las facultades del Congreso. 

Y considerando: Que la cuestión que está sometida al fallo 
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de esta Suprema Corte se reduce ,á establecí si el Congreso de 
la nación tiene 6 no la facultad de eximir del pago de impuestos 
creados por las proTÍncias, álos ferrocarriles cuya construcción 
él autorice. 

Para decidir, á este lespecto, la línea que separa las facul- 
tades del gobierno federal de los derechos privativos de las 
provincias, es indispensable estudiar la naturaleza misma y la 
estructura de las instituciones argentinas. 

Sí bien es cierto que hemos adoptado un gobierno que encon- 
tramos funcionando, cuyos precedentes y cuya jurispradenoia 
deben seryirnos'de modelo, también lo es que en todo lo que ex- 
presamente nos hemos separado de aquél nuestras instituciones 
son originales y no tienen más precedentes y ju^risprudenoia 
que los que se establezcan en nuestros propios tribunales. 

El punto sometido hoy al fallo de la Suprema Corte, es preci- 
samente uno de estos. 

En la constitución norteamericana no existe ninguna pres- 
cripción análoga á la que consigna el inciso diez y seis del ar- 
tículo sesenta y siete déla Constitución nacional. 

Por esa disposición el Congreso tiene el deber de proveer lo 
conducente á la prosperidad del país, al adelanto y al bienes- 
tar de todas las provincias... promoviendo la construcción de 
ferrocarriles... por leyes protectoras de estos fines, y por 
concesiones temporales de privilegios y de recompensas de es- 
tímulo. 

La constitución al imponer este deber al Congreso, y al acor- 
darle la facultad de hacer concesiones y recompensas, no ha es- 
tablecido más limitación que la de que ellas sean temporales, 
pero nada ha dicho respecto de la naturaleza ó del carácter de 
esas concesiones. En cuanto á la temporalidad de la exención, el 
caso sub'judice la contiene. 

Si, pues, para los fines de gobierno, de política, de reglamen- 
tación del comercio interprovincial, ó simplemente como me- 
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dio de estímulo para promover la constraccion de un ferrocarril 
el Congreso cree conveniente acordar el privilegio de la exen- 
ción del pago de impuestos locales, esta disposición será perfec- 
tamente constitucional, porque ella no importará sino el ejerci- 
cio de una facultad del Congreso^ cuyas leyes priman sobre 
cualquiera disposición contraria que pudieran contener las cons- 
tituciones ó leyes de provincia. Resolver lo contrario sería re- 
conocer en los gobiernos de provincia la facultad de anular 6 
entorpecer los efectos de la legislación del Congreso, en cuanto 
ella se dirigiese á los objetos previstos en el inciso diez y seis 
del artículo sesenta y siete. 

Las provincias, haciendo uso de la facultad de imponer, po- 
drían llegar en sus contribuciones, á hacer imposible la reali- 
zación de las concesiones y privilegios que el Congreso acorda- 
se, destruyendo así uno de los más primordiales propósitos del 
pueblo argentino, al limitar en aquellas ciertas prerogativas 
autónomas que pertenecen á los estados en las confederaciones 
6 federaciones puras, pero que en la unión argentina han 
sido dadas á la Nación por prescripción expresa de la Cons- 
tucion. 

Si se estudian los términos del inciso diez y seis del artículo 
sesenta y siete, se verá que la Constitución encarga al gobierno 
goneral promover todo lo concerniente... al adelanto y al bien- 
estar de todas las provincias. 

Ese encargo está dado á la Nación porque nuestros constitu- 
yentes compredieron que tratándose de un pais con tan vasta 
extensión territorial, los elementos aislados de cada provincia, 
no podían bastar al desarrollo de sus propias riquezas y quisie- 
ron que fuera la Nación la que, por medio de estímulos á la in- 
dustria, á la inmigración, á la construcción de ferrocarriles y 
canales, á la introducción de capitales extranjeros, etc. etc., 
fomentase el desarrollo de la riqueza y del progreso de todas 
las provincias, sin perjuicio de las facultades concurrentes 
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que á ellas reconoce el artículo ciento siete do la Constioucion. 

Como elementos eficaces á estos altos propósitos nacionales , 
la Constitución dio al Congreso el derecho de dictar leyes pro- 
tectoras de estos fines y el de hacer concesiones temporales de 
privilegios j recompensas de estímulo. 

En el caso ocurrente, se trata de una ley de privilegio. La 
Nación ha exonerado del pago de toda clase de impuestos y ga- 
belas al ferrocarril recurrente. Al conceder este privilegio, el 
Congreso ha puesto en ejercicio una facultad propia, que no 
pueden limitar ni la constitución ni las leyes provinciales. £1 
Congreso liu ha prohibido, ni podrá hacerlo, que la provincia 
de Santa Fé, cree y cobre los impuestos que, con arreglo á sus 
propias instituciones, pueda cobrar y percibir. Lo único que 
ha hecho la ley nacional ha sido excluir del pago de todo im- 
puesto al Ferrocarril recurrente, porque esa exclusión es uno 
de los privilegios que tiene facultad de acordar la Nación para 
promover la construcción de ferrocarriles. 

Y dados los términos generales de la ley de exención^ debe 
necesariamente reconocerse que en ella están comprendidos 
tanto los impuestos que creare la Nación como los que estable- 
ciesen las provincias, con tanta más razón cuanto que el Ferro- 
carril Central Argentino, en su origen, gozaba de una garantía 
acordada por la Nación. 

Conferida al Congreso nacional la facultad de acordarlos pri- 
vilegios y estímulos que considere convenientes, á los fines del 
inciso diez y seis del artículo sesenta y siete, siu limitar taxa- 
tivamente el alcance de esa facultad y conferida también la de 
redactar todas las leyes y reglamentos convenientes pura poner 
en ejercicio los poderes acordados, ella debe entenderse com- 
prendida en la ilimitacion de los medios á emplearse para el 
ejercicio de estos poderes federales, superiores siempre á la ac- 
ción de las legislaciones locales, y que forman parte de la ins- 
trumentalidad del gobierno mismo, en que la nación provee 
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al bienestar, progreso y prosperidad de todas las proviacias. 

En mérito de estas consideraciones, resulta que el pago efec- 
tuado por el Ferrocarril Central Argentino, es contrario á la 
ley nacional invocada en la demanda, y por tanto, el actor tiene 
derecho á repetir las cantidades indebidamente pagadas. 

Por estos fundamentos, y de acuerdo con lo dispuesto por los 
artículos treinta y uno y sesenta y siete, inciso veintiocho, de 
la Constitución nacional, y jurisprudencia de esta Suprema 
Corte encases análogos, se hace lugar á la demanda de foja ocho, 
condenándose á la provincia demandada al pago de la cantidad 
reclamada y sus intereses, dentro del término de diez días. No- 
tifíqnese con el original, y repuestos los sellos, archívese. 

benjamín PAZ. — LülS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGB. — 
JUAN E. TOHRENT. 



CAVf§IA €Ii.^II 



Bellocq yDurañona contra el Ferrocarril del Sud de laprovtncia 
de Buenos Air es ^ por cobro de pesos ¡sobre apelación de sentencia 
de la Cámara de Apelaciones de la Capital, é inconstitucional 
lidad de los artículos i87 y 48S del Código de Comercio. 

Sumario, — 1** Es apelable para ante la Suprema Corte la 
sentencia de la Cámara de Apelaciones de la Capital que declara 
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incoastitucional lo dispuesto por el Código de Comercio 6 por 
alguno de sus preceptos. 

2^ Los artículos 187 y 188 del Código de Comercio no son 
inconstitucionales. 



Caso. — Besulta de las siguientes piezas : 



SENTENCIA DEL JUEZ DE COMERCIO 

Vistos estos autos seguidos por Bellocq y Durañona contra 
la empresa del Ferrocarril dd Snd. 

Besulta : 1« Que á foja 247 y con fecha 1« de Julio de 1893, 
se presentó don Abdon Zabala, en representación de los prime- 
ros, demandando á la empresa del Ferrocarril del Sud, por 
devolución del importe del flete de frutos trasportados, fun- 
dado en los siguientes hechos y disposiciones legales : acom- 
paña 241 guias numeradas del 1 al 241; un cuadro donde se de- 
tallan y explican los datos correspondientes á cada guia en el 
orden presentadas, número de la guia, fecha de la entrega y 
de la carga, kilometraje recorrido, horas que debió emplear, 
tiempo empleado, horas de atrazo, flete; y agrega que los he- 
chos en que basa la demanda están perfectamente demostrados. 

Funda su derecho en los artículos 187 y 188 del Código de 
Comercio. Expone : Que computados los términos con arreglo 
á la primera disposición citada y de acuerdo con los datos oficia- 
]\s del mismo ferrocarril resulta que todas esas cargas han su- 
frido en su conducción el retardo que las casillas respectivas 
del cuadro de foja 242 determinan en cada caso. 

Que en las cargas euyas guias acompaiía, en todas ellas se ha 
empleado mucho más del doble de tiempo en que debieron correr 
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el kilametraje; qoe la empresa debe sufrir las consecuencias de 
este retardo, con la pérdida total de esos fletes, que ascienden 
á 63.894 pesos 79 centavos moneda nacional. Concluye pidiendo 
se condene al demandado á la devolución de la cantidad expre- 
sada, con costas. 

2^ Corrido traslado de la demanda por el auto de foja 
249,fQéevacua;do á foja 255 por don Clemente Sañudo, en re- 
presentación de la parte demandada, pidiendo el rechazo de la 
demanda con expresa condenación en costas. 

Expone : Que es cierto que el Ferrocarril del Snd ha sido en- 
cargado del trasporte de las mercaderías á que se refieren los 
actores; y que es también cierto que el trasporte no ge ha efec- 
tuado en el plazo prescripto por el artículo 187 del Código de 
Comercio, pero que el retardo no ha sido el que expresa los cua- 
dros adjuntos á la demanda; que ia empresa se ha hallado y se 
halla imposibilitada de conducir las cargas cuyo trasporte se le 
encomienda en un término que no exceda de una hora por cada 
iO kilómetros; que én la misma imposibilidad se hallan todas 
'las empresas ferrocarrileras; que el precepto del artículo cita- 
do no pnede ser materialmente cumplido; que la velocidad or* 
diñarla de un tren de carga, que corre de un lugar á otro sin 
más paradas en las estaciones intermedias que las indispensa- 
bles para tomar y dejar wagones, es, término medio, de 15 M- 
lómetros por hora; que en eso no se calcula ni se cuenta el 
tiempo requerido para armar, alistar y cargar el tren ni el de 
las demoras que ha de sufrir en los empalmes, si los hubiese, que 
si se añade el tiempo necesario para aprontar el tren hasta de- 
jarlo en condicioues de emprender el viaje, al quo emplea en 
marcha después de despachado, se llega á la conclusión inevi- 
table de que es imposible efectuar el trasporte á razón de diez 
kilómetros por hora. 

Después de explicar por medio de nn ejemplo práctico lo re- 
sumido anteriormente, agrega: que si en las líneas principales 
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que cruzan regiones bastante pobladas y productoras, con un 
gran servicio de trenes, y aan con cualquier Servicio, no se pue- 
de camplir con la disposición del artículo 187, menos se podrá 
cumplir en las líneas secundarias y en los ramales que atravie- 
zan zonas de escasísima producción, en las cuales el tráfico no 
permite sostener un tren diario en esos ramales*, dice, apenas 
6S posible costear uno, dos ó tres servicios semanales sin que 
las empresas se arruinen y se vean obligadas á abandonar su 
explotación; que en el Código de Comercio se ha prescindido de 
las razones anteriores y no se ha tenido presente lo que ocurre 
en Bélgica, Francia y . Alemauia, que ocupan el primer rango en 
materia de ferrocarriles y donde se concede mucho mayor plazo; 
que se ha querido imponer á las compañías ferrocarrileras y se 
ha sancionado una disposición de guerra, que jamás será cum- 
plida, por grandes quesean los elementos que cuente y por ma- 
yor empeño que en ello pongan las empresas. 

3® Que la empresa, al aceptar la carga no se ha some- 
tido, expresa ni tácitamente, al artículo 187, porque no ha po- 
dido ni puede rechazar los cargamentos que se le presente para 
el trasporte, porque el artículo 204del Código de Comercióse lo 
prohibe; que aun si hubiese podido rechazar dichos cargamen- 
tos no lo habría hecho, pues el artículo 187, párrafo segundo, 
no puede obligar; y por su inobservancia no procede la aplica- 
ción del artículo 188, porque sobre estas disposiciones estala 
Constitución nacional; que la cláusula segunda del artículo 187 
y 188, párrafo primero del Código de Comercio, es inconstitu- 
cional, porque contraviene los artículos 14 y 28 de la Constitu- 
ción nacional y porque su aplicación, altera el derecho de 
ejercer la industria ferrocarrilera, la arruina é impide su de- 
sarrollo, la dificultan, le crean inconvenientes ó le quitan faci- 
lidades. 

Que la Constitución es protectora de los ferrocarriles y con- 
fiere al Congreso facultades para proveer su construcción por 

T. LXYHI 16 
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del pleito se han trasportado por el Ferrocarril del Snd con an 
retardo, en todos los casos, del doble tiempo establecido en el 
inciso segundo del artículo 187 del Código de Comercio. Tal 
disposición estatuye, que los ferrocarriles deben hacer el tras- 
porte de mercaderías en un término que no exceda de una hora 
por cada diez kilómetros ó por la distancia mínima que fijase el 
poder administrador, contado desde las doce de la noche del día 
del recibo de la carga. 

3® Que no habiéndose establecido aún por el Poder Ejecutivo 
Nacional, plazos distintos para efectuar los trasportes, es de 
extricta aplicación la disposición del artículo 187. 

4^ Que de acuerdo con el artículoISSdel Código de Comercio, 
en caso de retardo en el trasporte del doble del tiempo estableci- 
do para su ejecncion, el porteador perderá el precio completo 
del flete, además de la obligación de resarcir el mayor daño 
que se probase haber recibido por la expresada causa. 

Segovia, comentando esta disposición, dice en el número 
675: c Fot el mero hecho del retardo que le sea imputable y 
sin necesidad de demostrar su adversario que ese retardo le ha 
causado un daño como en los casos análogos de los artículos 
82, 102 al fin, 1 19, 436, incisos 1' y 2% 440, inciso 2% y el 560, 
que es el conforme al derecho comnn, como en todo retardo hay 
un daño, cuando no material al menos moral, consistente en los 
disgustos y preocupaciones: como la justificación del daño es, 
mucha veces, difícil, siaó in^pobible y en ocasión de pleitos cos- 
tosos y temidos, con razón, del comercio, y como es niny prudente 
aquí poner la solicitud y puntualidad de la empresa con la ame- 
naza de la pérdida del flete, la ley teniendo todo ello en cuenta, 
ha decretado esa pérdida como una cláusula final, establecida 
prudentemente y en que el porteador debe incurrir por el mero 
hecho del retardo imputable, aun suponiendo que éste no haya 
causado perjuicio al remitente^ ni al destinatario (Código de 
Comercio, 654 y 656) ó haya sido ocasión de un beneficio por 



DE JUSTICIA NACIONAL 245 

llegar en momento de mayor carestía del género que constituía 
la carga 6 por cualquier otro motivo. La doctrina está dividida, 
pues, mientras Tullio y Caluccí, número 272, concuerdan en lo 
principal con esta opinion^Mauara y Marchesini siguen laopaesta. 

Aplicando la disposición del Código y la doctrina recordada 
al presente caso, se llega á la conclusión^ que la empresa ha 
incurrido en la pena del artículo 158 y debe devolver el valor 
total del flete cobrado, el cual asciende, según el dictamen pe- 
ricial de foja 285, concordante con las guias y cuadros acom- 
pañados, á la soma de 63.794 pesos 79 centavos moneda nacional. 

5^ Corresponde examinar ahora los argumentos que sirven 
de fundamento á la contestación de la demanda. 

En primer lugar, el representante del demandado expone que 
es absolutamente imposible efectuar los trasportes en el término 
fijado por el artículo 187 del Código de Comercio (resultando 
número 2). Para demostrar su afirmación ha producido la prue- 
ba de fojas 276 á 284, consistente en afirmaciones de las ofici- 
nas técnicas de la Nación y de la provincia de Buenos Aires y la 
testimonial de foja 271 vuelta, en uu juicio análogo, citando 
en su apoyo la legislación y jurisprudencia de otros países. 

La primera parte de la prueba no debería tomarse en consi- 
deracíon, por cnanto se trata de testimouíos de la producida en 
otros autos, aunque análogos, que no ha sido ratificada en au- 
tos, l^ero, cualquiera que sea su importancia, lo mismo que 
las disposiciones vigentes en otras naciones, el Juzgado, en 
presencia de la disposición terminante de la ley argentina, no 
tiene para qué estudiarla. Las consideraciones que de esaprue- 
ba pueden surgir podrían hacerse valer á los efectos de una re- 
forma ó parareqnerir del poder legislativo ó administrador el 
establecimiento de plazos en el trasporte délas cargas (artículo 
111, título preliminar, Código de Comercio). 

A los jueces no les es permitido apreciar el grado de bondad 
de las leyes, su misión se concreta á aplicarlas, sin serles permi- 
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tido juzgar su valor intrínseco ósq equidad (artículo 59, Códi- 
go de Procedimientos, j artículo 17, Código civil). La prueba 
pericial de foja 285 demuestra el número de wagones y su 
movimiento en la línea de la empresa demandada. No se ha des- 
conocido este hecho en el escrito de demanda. Por lo demás, el 
artículo 188, inciso S"", estatuye que la falta de medios snñnien- 
tes pata el trasporte, no será bastante para escusar el retardo, 
porque, en principio, las empresas deben poseer los medios ordi- 
narios 7 especialmente porque está obligada por la ley del con- 
trato, y le cumple proporcionarse los medios de trasporte que 
necesite al afecto (Segovia, obra citada, tomo 1^, página 217). 

6® En segundo lugar, el demandado alega que las cláusulas 
del artículo 187 y 188, invocudas en la demanda, son inconsti- 
tncioaales (resultando númeroS). Expresa que tales disposicio- 
nes son contrarias al espíritu délos artículos 14 y 28 de la ley 
fundamental. 

Pero tal argumentación es también insubsistente, si se tiene 
presente que el mismo artículo 14, al enumerar los derechos 
reconocidos á todos los habitantes de la nación entre los cuales 
se incluye el de ejercer toda industria lícita, como lo es la ferro- 
carrilera, establece de una manera esplícita que ellos deben 
ejercitarse, no de una manera absoluta, sino limitadamente, 
conforme á las leyes que reglamenten su ejercicio. 

7^ Que siendo atribución del soberano Cougreso dictar el 
código en materia comercial, reglamentar el comercio entre las 
provincias, proveer lo conducente á la construcción de ferro- 
carriles, dictar todas las leyes y reglamentos que sean conve- 
nientes para poner en ejercicio todon los poderes enumerados 
en el artículo 77 de la Constitución, es evidente que las disposi- 
ciones de los artículos 187 y 188 del Código de Comercio, han 
sido dictadas en virtud de estas facultades exclusivas del poder 
legislador. 

No es posible dar otra interpretación al artículo 14 en pre- 
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«encia de la jurispradencia ya establecida por la Suprema Corte 
de Justicia Nacional. La disposición del artículo 14, ba dicho 
en sus fallos, declarando el principio de la libertad de industria, 
no 'obsta que ella sea reglamentada en su ejercicio y aun limi- 
tada por causas de utilidad generar(tomo 1®, serie 1*, página 
468, y tomo 2% página 5, serie 2'). 

Por lo que respecta al artículo 28 debe tenerse presente que 
la disposición del articulo 188 del Código de Comercio en nada 
lo contraría. El legislador al reglamentar el servicio del tráfico 
en las empresas ferrocarrileras, estableciendo las obligaciones 
y derechos de los porteadores y cargadores, en virtud de facul- 
tades que la Constitución le acuerda, en nada ha alterado los 
principios, garantías y derechos reconocidos por la ley funda- 
mental á todos los habitantes de la nación. Para que el artículo 
188 del Código de Comercio fuera violatoriodel artículo 28 hu- 
biera sido necesario qae lo alterara sustancial y afirmativa- 
mente. 

Tampoco se concibe, aun forzando la lógica del razonamiento, 
que una disposición reglamentaria de esta especie, conocida y 
aceptada por la empresa demandada, desde la sanción del Código 
vigente, pueda arruinar ó impedir su desarrollo. Toda, regla- 
mentación importa una restricción á los derechos individuales. 
Lo contrario sería proclamar la absoluta libertad en la manera 
de ejercerlos, lo que es contrario á toda noción de orden social. 

Por lo demás, si se aceptara la lógica de la defensa llegaria- 
mos á esta conclusión : si el plazo acordado por la ley reglamen- 
taria á las empresas ferrocarrileras para efectuar sus trasportes 
fuera mayor, ella no sería inconstitucional. 

8^ La circunstancia de que la Constitución sea protectora de 
de los ferrocarriles y confiera al Congreso facultades para pro- 
veer á su construcción por medio de leyes protectoras de privi- 
legios y recompensas; que la nación ejerza concurrentemente 
este poder cenias provincias, por ser materia de gobierno en 
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que se permite el ejercicio simnltáneo, nada puede significar en 
lo que á la cuestión respecta. 

La Constitución de Í853 tuvo como precedentes la Constitn* 
cien y juris.prudencia de los Estados Unidos y estableció en e> 
artículo 77 que es atribución del Congreso reglar el comercio 
marítimo y terrestre con las otras naciones y el de las prorán* 
cias entre sí; y en el inciso 16, que tiene el poder de promover 
la construcción de ferrocarriles y canales navegables, sin limi- 
tar esta facultad en el artícialo 108, que determina los actos que 
les están prohibidos. Pero de aquí sólo puede dedocirse que la 
legislación ferrocarrilera incumbe tanto al poder federal como 
al'de las provincias, siendo legislación exclusiva del primero la 
que afecte al comercio de las provincias entre sí y del segundóla 
que no se halle dentro de aquella limitación , desde que las provin- 
cias conservan todo el poder no delegado al Gobierno nacional. 
Es evidente que la consecuencia lógica que surge de este ar- 
gumento, hecho en el alegato de foja 311, es que al Grobierno 
Federal corresponde reglamentar los ferrocarriles que ha cons- 
truido ó subvencionado y á los gobiernos provinciales sus pro- 
pios ferrocarriles, pero únicamente dentro de su territorio y 
no fuera de él, como en el escrito citado se pretende. 

Pu^e suceder, en efecto, que en virtud de la facultad que 
tienen las provincias para celebrar tratados parciales con fines 
de utilidad común, dos provincias unan sus fuerzas para cons- 
truir un ferrocarril que acelere el tráfico y la^ comunicaciones 
entre sus respectivos territorios. Habiendo legislaciones y re- 
glamentos diversos sobre la materia^ en las dos provincias que 
pueden llegar á construir alguno de estos medios de comunica- 
ción con sus recursos propios, ¿qué legislación debe reglarlas? 
¿la de cada una délas provincias en la extensión que el camino 
ocupe dentro de los límites de cada cual, la legislación de una 
de ellas, reglamentos especiales establecidos por pactos inter- 
provinciales al tiempo de convenirse la construcción? 
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Antes de resolrer esta cuestión debe tenerse presente que en 
el escrito de alegato se comete nn error fundamental. A foja 
317 dice el demandado: c construido un ferrocarril por una 
provincia con acuerdo de otra, puede atravesar an^bos territo- 
rios sin que necesite para esto el consentimiento de los pode- 
res federales, según se desprende de la autorización establecida 
en el artículo 107. Por este hecho, tampoco el ferrocarril cae- 
ría bajo la legislación nacional, sino en tanto la legislacioD 
que se hubiera incorporado a! acuerdo .interprovincial pudiera 
afectar la facultad de reglamentar el comercio, atribuida á los 
poderes federales en el caso especial >. 

Tai argumentación es errónea. Para que las provincias pue- 
dan celebrar los tratados á que antes me hH referido, es requi- 
sito indispensable el consentimiento del gobierno federal. De 
otro modo se contraviene la disposición del artículo 107. Es 
cierto, dicho artículo dice: ccon conocimiento del Congreso^ 
Federal». Pero, conocimiento, importa consentimiento en este 
caso. ¿Con qué objeto se pondría este hecho en conocimiento del 
Congreso? Lógico es deducir, que, con el objeto de que éste 
, otorgue su consentimiento por medio de una ley, 6 lo niegue. 
De otra manera, la disposición constitucional no tendría razón 
de ser, cuando más sería una cláusula supérflu-.i. Y no puede 
ser otro el espíritu de la ley fundamenta], si se tiene presente 
que esa cláusula tiene como fuente la Constitución de Estados 
Unidos, y en ella se expresa claramente que lo que se requiere 
es el consentimiento del Congreso (artículo I"", sección 10, ca- 
pítulo 3°, y Paschal, Cotistüucion explicada y anotada, tomo 1**^ 
números 161 y 164; Story's, Constitulion, número 1403). 

Y si el Congreso federal puede otorgar ó negar su consenti- 
miento, en virtud de esta facultad de carácter político, dele- 
gada al gobierno general, es lógico deducir que, al otorgarlo, 
tiene el poder de imponer á las provincias contratantes todaa 
1{|8 condiciones que considere necesarias para reglamentar el 
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tráfico, cuando el convenio sea sobre la construcción de un 
ferrocarril qne va á ligarlas. T es precisamente lo qne hace 
al establecer en todos los casos qne no serán los caminos, telé'- 
grafos 6 ferrocarriles por las leyes provinciales ni por ningu- 
na ley escogida voluntariamente por las provincias, sino por la 
ley nacional. La ley de 1872 y 1891 respecto de ferrocarriles, 
y de 1875 respecto de telégrafos, lo han estatuido así. 

Y esta doctrina está de acuerdo con el estatuto de la Union 
americana, según el cual, todos los telégrafos, caminos y ferro- 
carriles que pasen de un estado á otro ó á un territorio nacional 
están sujetos á la ley federal, aunque sean de propiedad parti- 
cular, de propiedad de un estado 6 de varios, 6 de la nación y 
de un estado. 

9® Por otra parte, aceptar la teoría expuesta por la parte 
demandada, que el carácter nacional de los ferrocarriles cons- 
truidos por las provincias ó por empresas que ellas autorizan 
sólo pueden ser considerados como nacionales á los objetos del 
comercio que puedan afectar con su tráfico, es llegar á esta 
conclusión : que en el caso sub-judiee el Ferrocarril del Snd^ 
ligado con sus líneas á la Capital Federa), debe regirse por una 
ley provincial, 6 lo que es lo mismo, la provincia de Buenos 
Aires legisla para el territorio de la capital federal en materia 
ferrocarrilera. 

10® Como tercer punto se sostiene por el demandado, que 
aún en la hipótesis dé que en condiciones regulares y ordenadas 
de tráfico se pudiera realizar los trasportes dentro del pla&o 
proscripto en el artículo 187, se producen y se producirán retar- 
dos en la entrega de los cargamentos, durante los períodos de 
la producción y aún fuera de esos períodos, en cualquiera épo- 
ca del año, debido á hechos de los remitentes y de los consig- 
natarios (resultando número 4). 

Alega, también, el caso fortuito 6 fuerza mayor, sosteniendo 
en el alegato que, con arreglo.á lo preceptuado en el artíctllo 
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i88, inciso 2^, del Código de Comercio, la empresa está eienta 
de toda responsabilidad. 

Que en los momentos qoe las operaciones de trasporte se 
efectúan, una gran parte de las cosechas se aglomeran en lai$ 
estaciones para ser conducidas á la plaza de Buenos Aires; que 
los consignatarios retengan los wagones cargados en razón de 
la aglomeración de las cargas, nada significa en lo que se re- 
fiere ¿ la cuestión. La afluencia de cosechas en una época de- 
terminada del año en la provincia de Buenos Aires, no es un 
hecho que pueda escapar á la previsión de una empresa tan 
antigua como la demandada, que abraza con sus líneas la 
zona más importante de la provincia, . lu aglomeración de car- 
gas en tales épocas es un hecho ordinario. Es cierto que la 
empresa puede escusarse con la deficiencia de su material ro- 
dante, en caso de extraordinaria afluencia de mercaderías á 
trasportarse ú otras circunstancias eootraordinariaSy cuando, á 
pesar de toda su actividad empleada, no fué posible evitar el 
retardo (Yidau, núm. 2234, citado por Segovia); pero en el 
caso sub'judice la empresa no ha producido la prueba de estos 
hechos, como le incumbía. 

Los fundamentos de este argumento no pueden encuadrar la 
cuestión dentro del caso fortuito. 

La empresa cumple con las condiciones del contrato haciendo 
el trasporte de la mercaría dentro del plazo que le marca la 
ley; si los consignatarios son remisos en el recibo; si los wa- 
gones permanecen cargados en la estación de destino^ es con el 
consentimiento de la empresa, porque ésta tiene en sus manos 
los medios y recursos necesarios para compeler á los consigna- 
tarios morosos á recibir las cargas haciendo desocupar sus wa- 
gones. 

Tampoco se ha probado que el retardo en el trasporte pro- 
venga de hechos de los demandantes, como se ha afirmado (ar- 
tículo i88, inciso 2»). 
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11° Se ha sostenido que la ley de 1891 no es aplicable á Ift 
empresa demandada, ni ha podido someterla á su reglamenta- 
oion: porqne ni en la ley de concesión de 1872, ni en el contra* 
to respectivo se reglamentó el tráfico de la línea, dejándole 
completa libertad para determinar la marcha de los trenes por 
sus horarios y porque recien en el contrato de la línea á Bahía 
Blanca y demás ramales, año 1881^ se determinó en el artícu- 
lo 18 que la empresa quedaba sometida á la ley' de los ferro- 
carriles de la provincia, dictada en 1880, la que establece que 
el tiempo máximo del trasporte se calcula á razón de 24 horas 
por cada fracción indivisible de 50 kilómetros, cuando los tras- 
portes se hagan en una sola línea; agregando que en los Esta- 
dos Unidos ha sido objeto de discusión la teoría expuesta, ha- 
biéndose llegado en la jurisprudencia y en la doctrina á adoptar 
la afirmativa, sosteniéndose que una concesión hecha á una 
empresa de ferrocarriles, es un contrato, cuyas facultades^ 
privilegios y franquicias no pueden ser restringidas, controla- 
das ó destruidas sin su consentimiento, á menos que la legisla- 
ción se haya reservado en el acto de incorporación tal facultad. 
Para destruir esta argumentancion basta tener presente que, 
tanto la Constitución americana como la argentina, acuerdan, 
como ya se. ha dicho, al Gobierno Federal el poder exclusiva 
de reglamentar el comercio entre los estados ó provincias. 

Beglamentar, es prescribir la regla por la cual el comercio ha 
deregirse (Story's, ConsWucton anonada,, número 1971).TPas - 
chai, en la obra ya citada, agrega : < que este poderes exclusivo 
y no deja residuo, número 85, tomo i^. El comercio, dice, es trá- 
fico, pero es algo más : es comunicación y trato; comprar, ven- 
der y cambiar os la esencia del comercio, comprendiendo también 
el tráfico en su significación ordinaria. El poder del Congreso 
abarca todos estos objetos i. 

Se ha investigado, dice Story, si la facultad de reglamentar 
el comercio (comprende la comunicación entre estados) es 
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«xolosivo del poder reservado á los Estados, ó si éste concurre 
con aquellos; después de una deliberación muy solemne, se ha 
decidido que esta facultad pertenece exclusivamente al Gobier- 
no de los Estados unidos. £1 razonamiento en que se apoya 
esta doctrina en sustancia es la siguiente : el poder de regla- 
mentar el comercio es, en sus mismos términos, genérale ili- 
mitado, un poder pleno y entero de reglamentar sus objetos 
determinados, implica naturalmente un poder completo, y es 
evidente que no deja punto alguno fuera de él. La concesión del 
poder de reglamentar una cosa, excluye la acción de todo otro 
poder que pretendiera reglamentar, ni aún una parte de esa co- 
sa. En efecto : la acción de reglamentar indica un resultado 
entero, comprendiendo el derecho de c mantener 6 modificar 
las cosas», ella produce un todo uniforme y esa uniformidad 
sería igualmente perturbada por todo cambio en las cosas man- 
tenidas por el poder regulador. 

Y en cuanto á la Constitución argentina, el artículo &7, in- 
ciso 12, es terminante y concuerda con la doctrina americana. 
Luego, no es posible hacer una subdivisión en este poder del 
Congreso, como se pretende por la parte demandada, dejando á 
las provincias ciertas facultades reglamentarias respecto del 
tráfico Ínter provincial y otras al Gobierno general. (Véase 
considerando octavo). 

Consecuente con lo expuesto, la ley de ferrocarriles de 1891 • 
dictada por el Honorable Congreso, en-virtud de su poder ex- 
clusivo, considera como sujetos á la jurisdicción nacional á aque- 
llas líneas que ligan una provincia con otra ó con el territorio 
de la Capital Federal : como sucede con el Ferrocarril del 
Sud. La ley de 1884 rechazóla cláusula de la ley de la pro- 
vincia de Buenos Aires, de Octubre de 1884, por la cual ésta 
pretendía reservarse la jurisdicción y legislación exclusiva sobre 
este ferrocarril y otras empresas, en virtud de que tales dere- 
chos correspondían primitivamente ala Nación, no podiendo 
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(lespienderse de ella, por razones de interés y orden pú- 
blico. . 

12^ También debe tenerse presente qne la ley á que antes 
me he referido, es de orden público, como lo son todas aque- 
llas que tienen por objeto reglamentar el artículo 14 de la 
Constitución ó las instituciones públicas, creadas dentro del 
Estarlo, correspondiendo á sos fines ; siendo esto así, los con- 
tratos 6 leyes ordinarias que sancionan los derechos pHvados, 
quedan necesariamente subordinadas á los estatutos que revis- 
ten aquella naturaleza; y, por lo tanto, no pueden ser invocadas 
contra sus disposiciones. Las pre:»cripcioneá del derecho común 
no pueden aplicarse, cuando se trata de leyes que escapan á 
su dominio, para entrar en la categoría de las instituciones de) 
derecho público. Y es así que el Código Civil ha establecido 
que nadie puede tener derechos irrevocablemente adquiridos 
contra una ley de orden público, lo cual significa que las leyes 
de esta naturaleza tienen el poder de revocabiüdad délos dere- 
chos privados, como sucede en el presente caso. Además, el 
soberano Congreso ejerce U legislación exclusiva en todo el te- 
rritorio de la Capital de la Nación (artículo 67, inciso 27, Cons- 
titución nacional), y la línea del Ferrocarril del Sad, tiene en 
ella su cabecera, punto de arranque de sus líneas. 

13^ Que teniendo el mismo Congr¿su entre sus atribuciones 
el poder de reglar el comercio entre las provincias, cualquie- 
ra que sea la forma y alcance de las leyes que con este objeto 
dictó, ellas no pueden ser atacadas de inconstitucionalidad, 
porque emanan de una facultad soberana, que no tiene más lí- 
mites que las declaraciones ó principios de la Constitución na- 
cional. 

Bastan estas consideraciones para llegar á la conclusión 
deque la ley nacional de 1891 no viola ninguno de los prin- 
cipios y declaraciones, al someter á la jurisdicción nacional el 
Ferrocarril del Sud. 
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14^ Entrando en otrogénero de consideraciones respecto ála 
excepción expuesta en el considerando número 11, de que es fa- 
cultativo de la empresa determinar la distancia mínima por su 
voluntad ó por disposición de la ley incorporada á las cláusulas 
de aquella (artículo 74, ley de Agosto de 1891), desde que la ley 
de 1872, vigente en 1880, no considera la línea como nacional^ 
debo observar que )a ley de 1891, en su artículo 3, establece, 
que se consideran nacionales los ferrocarriles que ligan la ca- 
pital 6 un territorio federal, con una á más provincias 6 te- 
rritorios. Ya se ha dicho en los considerandos anteriores, cuál 
es el caráoter de esta ley y por qué produce sus efectos inmedia- 
tamente. Pero, es el caso, que la misma ley dispone, que las 
obligaciones ó responsabilidades de las empresas, respecto i 
los cargadores y por pérdidas, averías ó retardo en la expedición 
de mercaderías, serán regidas por las disposiciones del Código 
de Comercio» 

La ley de la provincia de Buenos Aires, de Noviembre de 
1881 (contrato celebrado por el Poder Ejecutivo con el Ferro- 
Carril del Sud), establece, que la empresa se sujetará á todo lo 
dispuesto en la ley general de ferrocarriles y á todas las dis- 
posiciones vigentes y reglamentos que rigen la materia (artí- 
culo 3^). 

Quiere decir, entonces, que en virtud de esta disposición, la 
empresa demandada se sometió voluntariamente á la ley de 24 
Febrero de 1890, dictada por la provincia de Buenos Aires, la 
que estatuye (artículo 64) : c sin perjuicio de lo dispuesto en el 
Código de Comercio sobre las responsabilidades de los ferroca- 
rriles, cuya jurisdicción corresponde á la Provincia, etc.. se 
sujetarán á las disposiciones vigentes >. Lo que quiere decir, 
según los términos de la ley, que deben cumplirse las disposi- 
ciones del Código de Comercio. 

15® Se sostiene, también, que lademanda es improcedente, y 
que la empresa no ha incurrido eii las responsabilidades en que 
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aquella se funda, porque t;l Código de Comercio^ en el artículo 
187, determina que el transporte de mercaderías debe hacerse 
en un término que no exceda de una hora por cada diez kilóme- 
tros, ó por la distancia mfnímaque fijare el poder administra- 
dor, de modo que, una vez que el Poder Ejecutivo determine 
la distancia mínima, cesará de regir la máxima que la ley es- 
tiiblece provisoriamente. 

Esta cuestión se ha estudiado en el considerando 3<>; no 
habiendo aún hecho uso el Poder Ejecutivo de la facultad 
que le acuerda la ley, debe aplicarse la disposición legisla- 
tiva. 

16® Se ha alegado que los actores no pueden cobrar indem- 
nización alguna, aunque hubiera habido retardo^ porque ha- 
biéndose recibido de las mercaderías, no se estableció en ese 
acto, por medio de protesto, la reserva consiguiente. 

Ninguna disposición del Código de Comercio, ni otra vigente, 
obliga al destinatario ó cargador para mantener los derechos 
que le acuerda la ley contra el porteador, por la falta de cum- 
plimiento al contrato de trasporte á efectuar protesta ni re- 
serva alguna. La disposición del artículo 183 se refiere á la 
acción de reclamo por detrimento ó averia de los efectos por^ 
ieados^ con el propósito de fijar pronto y seriamente las respon- 
sabilidades, pero no se refiere al retardo en la conducción. 

17^ Finalmente, se afirma que no se han demandado perjui- 
cios en forma, ni se ha jubtificado hecho alguno que los haya 
producido. 

Pero ya se ha demostrado en el considerando i^y que al 
actor KÓlo le incumbía justificar que el trasporte no se efectuó 
en el plazo del artículo 187 del Código de Comercio. 

Perlas consideraciones expuestas, fallo: condenando á la 
empresa del Ferrocarril del Sud á devolver á los señores Be- 
llocq y Durañona la cantidad de 63.794,79 pesos moneda nacio- 
nal, en el término de 10 dias, sin especial condenación en cos«- 
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tas, en razón de la naturaleza de la ouestion debatida. Begístre- 
se y repónganse las fojas, y definitivamente juzgando así lo 
pronuncio, mando y firmo, en Buenos Aires, á los 17 días del 
mes de Marzo del año de 1 894. 

I. A. Peyret. 



ACUERDO Y SENTENCIA DB LA CÁMARA DE APELACIONES EN LO 

CRIMINAL 



En Buenos Aires, á 7 de Setiembre de 1896, reunidos los se- 
ñores vocales en la Sala de acuerdos y traídos para conocer los 
autos seguidos por los señores Bellocq y Durañona, contra la 
empresa del Ferro carril del Sud, por devolución de ñetes, se 
practicó la i Qsacnlauion que ordena el artículo 256 del Código 
de Procedimientos, resultando de ésta que debían votar los se- 
ñores vocales en el orden siguiente: doctores Saavedra, Gar- 
cía, Pérez, López Cabanillas, Esteves. 

Estudiados los autos, la Cámara estableció las siguientes 
cuestiones á resolver : 

1" ¿Está probado que la empresa demandada haya efectuado 
los trasportes á que se refieren las guias de fojas 1 á 241, 
con una demora de más del doble del tiempo fijado por el artí- 
culo 187 del Código de Comercio? 

^ Caso afirmativo, ¿ son repugnantes á la Constitución na- 
cional las disposiciones de dicho artículo y del 188, en cuan- 
to impone este último la pérdida del flete, cuando el trasporte 
se efectúa con la demora expresada ? 

3* Caso negativo^ ¿tienen derecho los demandantes paraexi- 
gir la devolución de los fletes pagados? 

A la primera el doctor Saavedra dijo: La empresa, en sn 

T, LXYIU 17 
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escrito de oontestaoion á la demanda, ha reconocido expresa- 
mente que f aé encargada de transportar las mercaderías qae in- 
dican los actores, como así también, que el trasporte no se 
efectuó en el plazo señalado por el artículo 187 del Código 
de Comercio. Negaron, sin embargo, la ezactítnd de los datos 
de la demanda, en cnanto al tiempo del retardo, sin desconocer 
categóricamente, como estaban obligados, que la demora al- 
canzase al doble del término legal. 

Esta contestación, indudablemente evasiva, dados los tér- 
minos de la demanda, el silencio guardado sobre ese hecho, des- 
pués de producida la prueba, y especialmente las constancias de 
los libros de la misma empresa, revelados por el informe délos 
contadores Millan y Silveyra, á foja 285^ constituyen prueba 
plena de que el trasporte se efectuó con un retardo de más del 
doble del tiempo en que debió realizarse, con arreglo á las pres- 
cripciones del artículo 187 del Código de Comercio. 

Yeto, por consiguiente, afirmativamente en esta cuestión. 

Los doctores Garcia, Pérez, López Cabanillas, Esteves, fun- 
dados en razones análogas se adhirieron al voto anterior. 

A la segunda cuestión^ prosiguió diciendo el doctor Saavedra: 
La empresa demandada ataca de inconstitucionales las dispo- 
siciones de los artículos 187 y 188 del Código de Comercio, 
fundada en las siguientes causas : 

1* Porque no corresponde á dicho Código la legislación que 
ellos comprenden^ la que, siendo de policía de los ferrocarriles, 
correspondería en todo caso á las provincias ; 

2" Porque alteraría las concesiones de la empresa» sin su 
consentimiento, con evidente violación de los derechos que en 
ellas se consagran ; y 

3* Porque el artículo 187 es de cumplimiento imposible y 
conspira contra la existencia misma de los ferrocarriles, sien- 
do, por tanto, opuesto á las prescripciones de los artículos 14, 
28, 67, inciso 16, y 107 de la Constitución nacional. 
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Examinaremos por sn orden oada ana de estas conclasionea 
del demandado. 

Con relaoion á la primera, creo que la empresa del Ferro- 
carril del Sudy ha olvidado un antecedente de importancia de- 
cisiva j que demuestra la inofíciosidad de toda sn argnmenta- 
oion en cuanto se propone establecer que la legislación sobre 
ferrocarriles no corresponde al Código de Comercio. Ese an- 
tecedente es la ley nacional de ferrocarriles, de Noviembre 
24 de 1891, que en su artículo 50 sanciona cómo disposicio- 
nes especiales para ferrocarriles, las reglas de la legislación 
común sobre transportes, en todos los puntos no previstos por 
ella. Suponiendo, pues, que el Código de Comercio no pudiera 
legislar sobre ferrocarriles, ó más propiamente que el artículo 
187 fuese ajeno á ese Código, el precepto que contiene se en- 
cuentra expresamente incorporado á la lej especial que la em- 
presa reclama como necesaria para la reglamentación de los 
ferrocarriles. 

Si el Código de Comercio es repugnante^ en esta parte, á la 
Constitución nacional, por su carácter de ley unitaria y porque 
la legislación de ferrocarriles, es concurrente entre la nación 
y las provincias, y si por tal razón no es susceptible de ser 
aplicado en casos como el presente^ tenemos, en cambio, la ley 
nacional citada, á la cual no se ha hecho ni se puede hacer 
igual cargo. Que es, por consiguiente, de aplicación ineludible 
y que sanciona las mismas disposiciones que la empresa con- 
sidera inconstitucionales, por figurar en el Código de Comercio. 
Nada importaría, pues, á los efectos de la aplicación del ar- 
tículo 187 del Código, que dicha disposición fuese inconstitu- 
cional, por formar parte de un cuerpo de leyes unitarias, desde 
que está igualmente sancionado por otra ley que no reviste 
aquel carácter y que no ha sido tachada de inconstitucional. 

Por eso decía que la demostración que hace la empresa pa- 
ra arribar á la primera conclusión antes mencionada, era com- 
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Pasando ahora á otro orden de consideraciones, y siempre 
bajo la base indiscatible de qne la legislación sobre transportes 
corresponde al Código de Comercio, seria el caso de preguntar 
á qué quedaría reducido en la actualidad ese poder de legisla- 
ción si se excluyesen de él los transportes por ferrocarriles. Si 
se repara que estos han reemplazado casi en absoluto á todos 
los otros medios de transportes terrestres, y que hoy es el medio 
común y ordinario de efectuarlos, se verá que tal poder vendría 
á ser completamente ilusorio, y que el alma del comercio, se- 
gún la expresión de Bedarride, quedaría fuera de la legislación 
comercial . 

Finalmente, me parece que es concluyente en cuanto & la 
tesis que sostengo, esto es, que la legislación sobre transportes 
por ferrocarriles, en todo lo que tiene conexión con el contrato 
mismo, corresponde al Código de Comercio, el antecedente que 
suministran los modernos códigos de Italia y Alemania, que de- 
dican disposiciones especiales á esa clase de transportes ( véase 
artículo 422 y siguientes de dichos códigos). Corrobora tam- 
bién esa tesis, la doctrina de los autores franceses que, como 
Lyon Caen y Benault, entre otros, piensan que das disposicio- 
nes del Código de Comercio se aplican á los transportes por agua 
como á los transportes por tierra, y aunque en mucho anterior 
res á la invención de los caminos de hierro, rigen también los 
transportes hechos por ellos, como regirán los transportes que sé 
operen por todo otro medio que el genio del hombre pueda 
inventar en el porvenir » ( tomo 3^, número 553 ). 

Queda así justificado que el transporte por ferrocarriles, en 
su calidad de contrato del derecho privado, es materia cuya le- 
gislación corresponde exclusivamente al Código de Comercio. 

Belacionando ahora esta conclusión con las disposiciones de 
nuestra carta fundamental, puede adelantarse como principio 
rigurosamente exacto^ que la legislación sobre esa materia no es 
concurrente entre la nación y las provincias, sino que corres- 
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ponde privatiyamente á aquella, como comprendida dentro de 
la facultad exclusiva de dictar el Código de Comercio (artículos 
67, inciso 11, y 108 de la Constitución nacional). 

Las disposiciones que contiene dicho código sobre ferroca- 
rriles, en su carácter de transportadores comunes, no pueden, 
pues, considerarse como opuestas á la Constitución nacional, 
en el sentido de que por ellas se dejen sin efecto facultades que 
también corresponden á las provincias. 

Las conclusiones, á mi juicio, erróneas de la empresa sobre 
este punto, provienen de la confusión que se hace de los ferro- 
carriles, en cuanto ejecutan actos del derecho privado y en 
cuanto desempeñan un servicio público. Bajo el primer aspecto, 
están sometidos á la legislación general del Código de Comer- 
cio. Mientras que bajo el segundo están sujetos á las leyes 
nacionales ó provinciales, según tengan uno ú otro carácter. 

Viniendo ahora al artículo 187, será necesario decidir si la dis- 
posición especial que consagra es extraña á la legislación del 
contrato ó puede considerarse como una reglamentación de po- 
licía, correspondiente á las provincias. 

YeamoSy desde luego, qué es lo que el artículo dispone, á fin 
de buscar la solución correspondiente, sin separarnos de su ver- 
dadero significado. 

Dicho artículo prescribe que los ferrocarriles deben hacer los 
transportes de mercaderías en un término que no exceda de una 
hora por cada diez kilómetros, 6 por la distancia mínima que 
fijare el poder administrador, contado desde las doce de la no- 
che del día del recibo déla carga. Esta disposición sigue á otra 
del mismo artículo relativa al tiempo en que debe ampliarse el 
contrato de transporte general, y que establece lo siguiente : <La 
entrega de los efectos deberá verificarse dentro del plazo fijado 
por la convención, las leyes y reglamentos, y á falta de ellos, 
por los usos comerciales». 

Ahora bien, en presencia de esta primera parte del artículo 
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y del tenor literal de la segunda, nadie podrá dudar que loque 
el artículo se propone establecer, y lo que en realidad establece, 
es el tiempo en que debe cumplirse por parte del acarreador el 
contrato de transporte. 

Fijada asi la inteligencia precisa del artícnlo, yo pregunto : 
¿ha podido el Código de Comercio, dentro de su esfera legítima, 
determinar en qué tiempo debe efectuarse el transporte por fe- 
rrocarriles ? Yme contesto, sin vacilar, afirmatiYamente, puesto 
que las disposiciones sobre el tiempo en que debe ejecutarse nn 
contrato, forman parte de la reglamentación del contrato mis- 
mo. La ley que rige á éste, rige también por implicancia nece«- 
sariaá todo lo que es inherente 6 accesorio de él, como lorela- 
tÍYO á su forma, prueba, modo y tiempo de cumplirlo, etc. 

Se trata, por consiguiente, de una disposición de derecho pri- 
vado referente al contrato mismo, qne fígura por esa razón en su 
lugar propio en el Código de Comercio, y que por tal causa no 
puede ser sancionado por las provincias. 

Si precisamos en seguida lo que se entiende por poderes de 
policía, cuyo ejercicio corresponde á las provincias, llegaremos 
por este otro camino al mismo resultado, esto es, á justificar que 
el artículo de que nos ocupamos no es una medida de policía, 
sino la reglamentación de una de las condiciones ó elementos del 
contrato. 

El poder de policía correspondiente á las provincias com- 
prende aquellas leyes generales de reglamentación interna que 
son necesarias para asegurar la paz, la salud, el buen orden y el 
confort délos ciudadanos (Calvo, Decisiones constitucionales, to- 
mo primero, página 368 y siguientes, y tomo segundo, página 
241), ó como dice un autor: cel poder de policíadel Estado, se ex- 
tiende á la protección de las vidas, miembros, salud, comodidad 
y quietud de todas las personas, y á la protección de todas las pro- 
piedades dentro del Estado, de acuerdo con la máxima sic utere 
tíw ul alienum non Icedos* (Fierce, obra citada, páginas 40 y 41). 
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Con relación á ios ferrocarriles se ha entendido en los Esta- 
dos Unidos qne el poder de policía comprende el derecho de los 
estados, para regnlar el transporte por ferrocarriles entre es- 
tados para la protección de la seguridad, salud y comodidad 
de sus ciudadanos, y que, con tales fines, pueden exigir á las 
compañías, entre otras cosas, que hagan sonar un silbato, que 
toquen una campana, que coloquen letreros, que estacionen hom- 
bres con señales, que no corran con una velocidad mayor de la 
permitida, que detengan sus trenes coando aproximan ó cruzan 
carreteras, barreras, ú otras vías férreas, 6 que coloquen cercos 
6 guardas de ganado á lo largo de la vía, ó á que usen cualquier 
otra precaución razonable en la construcción de sus caminos 6 
de sus maquinarias, 6 en su funcionamiento, para seguridad de 
loH pasajeros ó del público en general (Decisiones d« los Tribu- 
nales Federales de los Estadcs-TTnidos, citadas por Pierce en la 
página 60, y Calvo, obra citada, números 1351 y siguientes). 

Bien, pues, dado el concepto general de lo que se entiende por 
poderes de policía y las aplicaciones particulares que dejo indi- 
cadas, las que contribuyen á dar mayor relieve ásus lineamien- 
tos generales, fácilmente se vé que la determinación del tiempo 
en que debe efectuarse el transporte, está muy distante de encua- 
drar dentro de los límites que la jurisprudencia y la doctrina 
señalan á los poderes de policía. 

Debo aquí hacer notar que el error en que también incurre la 
Empresa sobre este punto, proviene de la falsa interpretación 
del artículo 187 del Código, qne ella considera como una dispo- 
sición cuyo objeto es fijar la velocidad délos trenes, siendo así 
que, como entiendo haberlo demostrado, sólo se propone esta- 
blecer el tiempo en que debe efectuarse el trasporte, con pres- 
cindencía completa de la mayor ó menor velocidad qne se dé á 
los trenes. 

Bajo el imperio de este artículo, aquellos pueden correr con la 
velocidad que les permitan los reglamentos, la que siempre es 
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mucho mayor, casi triple, de la fijada por el Código. Esto sólo, 
está revelando, pues, que el artícnlo nada tiene que hacer con la 
velocidad de los trenes, y que al tomar oomo base para el cóm- 
puto del tiempo en que deben realizar lo» transportes, una hora 
por cada diez kilómetros, lo hace porqne no es posible adoptar 
un término fijo. 

Besulta, entonces, que no entendiendo el Código fijar la veloci- 
dad con que deben correr los trenes, sino establecer un plazo 
para el transporte, es completamente gratuito el cargo que se le 
hace de sancionar reglas de carácter de policía ferroviaria. Di- 
cho cargo sólo tendría fundamento si la disposición fuese rela- 
tiva á la marcha de los trenes, porque éste es un punto que co- 
rresponde resolverse por reglamentos especiales, en virtud de 
las cuestiones técnicas que con él se relacionan. Pero desde que 
el Código Dada establece al respecto, y sólo se ocupa de legislar 
sobre uno de los elementos del contrato, es indiscutible que en 
tal concepto, no se separa en nada de las materias que les son 
propias. 

Hecha así notar la diferencia entre fijar la velocidad de los 
trenes y establecer plazo para el transporte, queda eiplicada la 
razón de las consecuencias erróneas de la empresa, en cuanto 
parte de la base falsa que una y otra disposición son iguales. 

Pero, aun en el supuesto que el artículo i87 tuviese el ca- 
rácter de policial y que por tal motivo, ó por cualquier otro, 
fuese materia de legislación concurrente entre la nación y las 
provincias, siempre resultará que las leyes que en este caso co- 
rresponde aplicar son las nacionales, puesto que se trata de un 
ferrocarril nacional (artículo tercero, ley de ferrocarriles). Y 
en tal virtud, tenemos necesariamente que reconocer que el 
transporte debe efectuarse en el plazo señalado por el Código de 
Comercio, dada la disposición del artículo 50 de la citada ley 
nacional de ferrocarriles . 

¿Podría decirse que esa ley es también inconstitucional por 
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baber sometido al Ferrocarril del Sad á la jarisdiccioa nacio- 
nal? La misma empresa no se ha atrevido á sostenerlo, y si lo 
habiera hecho, contestaría que. tal ley emana del poder del Con- 
greso para reglamentar el comercio entre las provincias, y que 
ese poder, según la jurisprudencia constitucional de los Estados 
IJnidoSy ccomprende el intercambio para los objetos del tráfico 
en cualquiera y en todas sus formas, incluyendo el transporte, 
compra-venta y cambio de mercaderías entre los ciudadanos de 
Estados Unidos y los ciudadanos 6 subditos de otros países y 
entre los ciudadanos de los diversos estados» (Calvo, obra ci- 
tada, tomo primero, número 150 y siguientes; Story, tomo se- 
gundo, página 33; Tiffany, página 219; Kent, página 318). 
Recordaría también que c el Congreso tiene el poder de prescribir 
todos los reglamentos necesarios y convenientes para conducir 
el tráfico sobre cualquier ferrocarril que se haya hecho volun- 
tariamente parte de una linea de comunicación inter Estados > 
(Calvo, tomo primero, numero 207). Y, agregaría, por fin, que 
cel comercio con naciones extranjeras y entre estados, que con- 
siste en el transporte de personas y propriedades entre ellas, es 
asunto de carácter nacional que requiere uniformidad de regla- 
tamencion» (Glowester.F. C. Company y Estado de Pensilva- 
uia, 114, United-States, 8 y 5y número 185). 

Queda, pues, demostrado que la disposición del Código de Co- 
mercio de que nos ocupamos, no puede ser atacada de inconsti- 
tacional, por ser de legislación provincial la materia que com- 
prende. 

Destruido así el primer fundamento de la inconstitucionali- 
dad alegada, pasaremos al segundo. 

Se sostiene por la empresa, que en virtud del contrato de 
prolongación de la línea á Bahía Blanca, se convino con el go- 
bierno de Buenos Aires que el Ferrocarril del Sud quedaba so- 
metido á la ley de ferrocarriles de esa provincia dictada en 1880; 
que por el artículo 64 de esa ley tenía para los transportes un 
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plazo más largo que el fijado por el Código de Comercio; que, 
por lo tanto, dicho plazo, jestabiecido en un contrato, no paede 
ser modificado, sin el consentimiento de la empresa contratante. 

Macho hay que observar sobre esta argumentación para de« 
mostrar su completa insubsistencia. 

En primer lugar, que si corresponde al Congreso dictar el 
Código de Comercio y reglamentar como materia propia de él, 
según se ha demostrado^ el tiempo en que debe efectuarse el 
contrato de transporte, tal facultad no puede ni indiscutible- 
mente ser limitada por leyes ó contratos de las provincias. £1 
poder que á este respecto confiere la Constitución es absoluto y 
debe, por consecuencia, ejercerse sin limitaciones. 

Lo mismo diré de la ley nacional de ferrocarriles. El Con- 
greso que tiene el poder de legislar sobre ferrocarriles naciona- 
les, no puede ser cohibido para ese fin, por actos emanados de 
las provincias. 

■ 

Estas consideraciones, que demuestran la insubsistencia de 
las leyes provinciales relativas á la materia en cuestión, revelan 
también que nos encontramos en presencia de un caso en que 
no puede propiamente decirse que por leyes posteriores se al- 
teren los derechos emergentes de los contratos. Si es cierto que 
por el contrato celébralo con el gobierno de Buenos Aires, la 
empresa del Sud tenía el derecho de efectuar los trasportes en 
determinados plazos, tal derecho debía entenderse acordado 
bajo la condición deque duraría mientras la autoridad á quien 
correspondía legislar sobre este punto no lo modificara. Esta 
condición era implícita en el contrato, desde que, correspon- 
diendo á la nación fijar el plazo para los transportes, es evidente 
que la provincia sólo podía hacerlo mientras aquella no lo hu- 
biese hecho, y que, una vez fijado por la l^y nacional, quedaban 
sin efecto las disposiciones de las leyes provinciales (artículo 
101, Constitución nacional). 

Esta conclusión surge lógicamente de los principios que an- 
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tes he establecido j de las disposiciones expresas de la Consti- 
tución nacional, Si es al Código de Comercio ó á la ley nacio- 
nal de ferrocarriles á quienes corresponde la legislación sobre 
transportes en ferrocarriles nacionales, es claro^ qae las pro- 
yincias no pueden legislar sobre ana materia reservada exclnsi- 
yamente á la Nación ; cualquier disposición que al respecto 
sancionen estará, pues, en pugna con la Constitución nacional, 
qne por el hecho de dar ese poder priyativamente al Gobierno 
Federal, se lo prohibe á los gobiernos de provincia. 

De lo expuesto resnlta, entonces, que el derecho qne invoca 
la empresa como emergente de su contrato, no ha podido serle 
acordado por la provincia, y que, necesariamente, debe desapa- 
recer ante una ley nacional que lo desconoce, sin que por eso 
pueda sostener qne se viola el principio del respeto debido á 
los contratos. El contrato llevaba implícita la condición de que 
el derecho sólo subsistiría mientras subsistiese la misma ley. 

Es conveniente recordar también sobre esta cuestión, la ju- 
risprudencia de los Estados Unidos, porque ella enseñará que 
aun en el supuesto de que haya alteración del contrato, no por 
eso la modificación establecida por la ley nacional podría con- 
siderarse inconstitucional. 

En el caso que se registra en el número 950 del tomo I"* de la 
Colección de Calvo, se resolvió en aquel país que : c las leyes 
civiles de un Estado, sólo tienen una operación co-extensiva 
con los límites territoriales del mismo Estado, y las obligacio- 
nes de los contratos que derivan de esas leyes deben necesaria- 
mente circunscribirse á los mismos límites. Es, pues, entera- 
mente imposible que una obligación derivada de las leyes de 
un Estado, pueda ser alterada por las leyes de cualquier otro 
Estado». 

Prescindiendo ahora de la circunstancia que el supuesto de- 
recho acordado á la empresa por la provincia de Buenos Aires, 
ha sido modificado por la Nación, se ha resuelto también que, 
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< un estatuto qae contiene un contrato, no es absolutamente 
invariable, porque es una ley á la vez que un contrato ; y es de 
la naturaleza esencial de la ley que aquellas disposiciones que 
son simplemente modos legislativos de hacer eficaces los objetos 
sustanciales de la ley, pueden necesitar revisión y alteración. 
Los detalles pueden, como en otras leyes, ser alterados, donde la 
alteración no afecte la obligación del contrato » ( Calvo, tomo 
i®, número 971 ). De esta resolución resulta claramente que el 
detalle referente al tiempo del transporte, ha podido válidamente 
alterarse, sin incurrir en violación del contrato. 

Hay otras dos consideraciones todavía que hacer valer en fa- 
vor de lo que vengo sosteniendo. 

Dado el monopolio que los ferrocarriles ejercen, la determi- 
nación del tiempo en que debe efectuarse el transporte, sobre 
todo tratándose del comercio entre estados, es asunto de capi- 
tal interés para la comunidad. Bajo este aspecto, pues, las le- 
yes que lo estatuyen son verdaderas leyes de orden público, 
contra las cuales no se pueden invocar derechos adquiridos 
(artículo 5% Código Civil). 

Finalmente, dado el texto expreso del artículo 18 del contra- 
to para la prolongación de la vía del Ferrocarril del Sud á los 
pueblos del Tandil y Bahia Blanca, pienso que la empresa ca- 
rece del derecho que reclama. 

Según dicho artículo da empresa se sujetará en lo demás á 
todo lo dispuesto en la ley general de ferrocarriles y reglamen- 
tos que rijan la materia». Entre esas disposiciones figuran las 
del Código de Comercio, á las que están también sujetas las 
empresas, según la ley de ferrocarriles de la provincia (art. 64). 

La empresa demandada está, por consiguiente, sometida por 
el mismo contrato celebrado con el Gobierno de la Provincia, á 
las disposiciones del Código de Comercio sobre transportes. No 
cabe, pues, en modo alguno, la defensa de que su contrato es 
alterado sin su consentimiento. 
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La pretensión de que se sometió á la ley de ferrocarriles en- 
tonces vigente y al Código de Comerciq anterior, me parece qne 
es de todo panto insostenible. Caando se menciona el Código de 
Comercio, ú otro cuerpo de leyes cnalqaiera, sin hacer reserva 
de ninguna clase, se entiende referirse al Código que rija en 
el país y no el Código A ó B. Esta es, á mi juicio, la interpreta- 
ción verdaderamente racional, porque la designación sola del 
Código de Comercio, es comprensiva del código que rija en to- 
das y en cualquiera época. Si penetramos ahora á la intención 
real de las partes, yo no tengo duda que ella ha sido la de some- 
terse incondicionalmente á las disposiciones del Código de Co- 
mercio, sin tener en cuenta para nada si éste permanecería el 
mismo ó sería modificado en el porvenir. 

Concluyo, pues, sobre esta parte de la defensa, dejando bien 
establecido, según mi modo de ver, que el artículo i87 del Código 
de Comercio no puede considerarse inconstitucional en el sen» 
tido de que por él se alteren derechos adquiridos por un con- 
trato. 

Llegamos, por fin, al último fundamento de la inconstitucio- 
nalidad alegada. 

La empresa sostiene que es imposible efectuar el transporte en 
el plazo señalado por el Código; que por tal razón, siempre 
ocurrirán demoras, que, en la generalidad de los casos, alcanza- 
rán al doble de dicho plazo; y por fin, que debiendo perder por 
esa causa los ñetes percibidos, resultará que el Código de Co- 
mercio, mediante los artículos 187 y 188, habrá hecho imposi- 
ble el ejercicio de la industria ferrocarrilera, garantida por la 
Constitución nacional. 

La base de esta argumentación es, como se vé, la imposibilidad 
de efectuar los transportes en el término proscripto por la ley. 
Para juzgar de su eficacia, se requiere, pues, previamente deci- 
dir si existe ó no esa imposibilidad. 

Entrando al examen de esta cuestión, puede desde ya adelan- 
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tarse,qoe los diferentes elementos de praeba aoamalados en 
aatoB Ueyan al espirita el ooavencimiento pleao de que el tér» 
mino fijado por el artículo 187 para efectuar los transportes, ana 
hora por cada 10 kilómetros, á contar desde las doce déla noche 
del diadel recibo de la carga, eá de camplimiento imposible. 

La enumeración y análisis de esos distintos elementos, justi- 
ficarán acabadamente la conclusión que he adelantado. 

£1 Departamento de Obras Públicas de la Nación fué consal- 
,tado por el juez de la causa, en un asunto idéntico al pre- 
sente, seguido entre las mismas partes, sobre los siguientes 
pantos : 

1® Si en las condiciones ordinarias y regulares de explotación 
de un ferrocarril que tiene todos los elementos requeridos para 
efectuar un tráfico ordenado, es posible hacer transportes de 
mercaderías en un término que no exceda de una hora por cada 
iO kilómetros, como lo prescribe el artículo 187 del Código de 
Comercio; y 2° En caso de no ser posible, cuáles son las causas 
deesa imposibilidad. 

La contestación de esa repartición la expondré en seguida, 
pero antes quiero advertir que obra testimoniada á foja 276 de 
este expediente, que el testimonio fué sacado con citación de los 
demandantes. Y que, aunque producida original, esa prueba en 
otro expediente, tratándose de un asunto completamente igual 
y en que actúan las mismas partes^ no puede haber inconve- 
niente alguno legal en que produzca en estos autos el mismo 
efecto que en aquel de que proviene. Lo mismo sucede con las 
otras pruebas de que también hace uso. 

Hecha esta observación que atañe al formulismo de las prue- 
bas, veamos cómo evacuó la consulta el Departamento de Obras 
Públicas. 

Sobre la primera pregunta dijo que: los plazos usuales para 
transporte de mercaderías en Europa son fijados, á más del tér- 
mino para el despacho^ á razón de 250 kilómetros para enco- 
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mienda y de 250 kilómetros para carga, lo que da para esta úl- 
tima una velocidad de 5 kilómetros por hora. 

Respecto de la segunda, manifestó que no efectuándose los 
transportes de mercaderías en este país con la celeridad y regula- 
ridad como en Europa, es evidente que no se puede exigir una 
velocidad doble que la establecida allí, deduciéndose como con- 
secuencia que la velocidad máxima á pedirse no debe exceder de 
5 kilómetros por hora, contada después de las 48 horas para el 
despacho. 

Estas terminantes conclusiones son prueba concluyente de la 
imposibilidad de efectuar el transporte en el plazo señalado por 
el Código. No otra cosa importan las esplícitas manifestaciones 
de la repartición nombrada. Si el máximun que puede pedirse 
es 5 kilómetros por hora, después de 48 horas para el despacho, 
es porque en un término más breve no sería posible que los 
ferrocarriles cumpliesen su cometido. Ahora, si este término 
se reduce á menos de la mitad, como sucede con el del Código, 
fácil es comprender que la imposibilidad llegará á sus últimos 
límites. 

La opinión pericial del Departamento de Obras Públicas, es, 
pues, enteramente favorable á las pretensiones de la empresa en 
cuanto á este punto. Si se agrega que esa opinión emana de 
una repartición oficial de indiscutible autoridad científica en 
estas materias y á quien su ley orgánica confía la delicada mi- 
sión de asesorará los jueces, se llegará á la persuasión de que 
es incontrastable la fuerza probatoria de ese informe. 

Viene en seguida un dictamen de la Dirección técnica de los 
ferrocarriles nacionales, ó sea, de la autoridad encargada espe- 
cialmente por la nación de todo lo relativoá los caminos de hie- 
rro, cuyas conclusiones están de perfecto acuerdo con las del 
Departamento de Obras Públicas. 

En dicho dictamen, que versa sobre los mismos puntos que el 
anteriormente analizado, se invocan los antecedentes que sumi- 

T. LXVIU 18 
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nistran las últimas convenciones internacionales, para concluir 
que el plazo fijado por el Código de Comercio es demasiado corto, 
j sería el caso de estudiar este punto en el sentido de introdu- 
cir las modificaciones aconsejadas por la práctica. 

Ese estudio, que es el complemento indispensable del anterior 
dictamen, ha sido felizmente heoho por la misma repartición, 
y sus resultados, comunicados al Poder Ejecutivo y aprobados 
por decreto de feoha 11 de Setiembre de 1894, son la demos- 
tración más elocuente de que, á juicio de la Dirección de 
ferrocarriles, es también imposible efectuar los transportes en 
el angustioso plazo fijado por el Código de Comercio. 

La siguiente transcripción de la nota pasada con este motivo 
al Poder Ejecutivo pondrá de manifiesto cuáles son los funda- 
mentos principales de la opinión pericial de la repartición nom- 
brada. De los análisis hechos por la oficina de estadística, que 
figuran en este expediente, se deduce que este tipo ó base, toma- 
do en absoluto para toda distancia, es más premioso que los es- 
tablecidos en Inglaterra, Francia ó Alemania, lo que demues- 
tra que no es sólo perjudicial para las empresas de ferrocarri- 
les sino tal vez imposible de ser cumplido ; pues es evidente que 
los de este país no pueden compararse con los de aquel'os^en 
cuanto al grado de perfección de sus servicios, ni de los elemen- 
tos que disponen para el tráfico. Por otra parte, la actividad de 
los negocios, tampoco puede parangonarse entre aquellos paises 
y éste, lo que es una razón poderosa para no exigir á las em- 
presas ferrocarrileras, sacrificios que el país mismo no puede 
compensar (Véase impreso de foja 123 y oficio de foja 127). 

La conclusión lógica que resalta del párrafo trascripto, es 
pues, la de que, siendo evidente que no podemos exigir á nues- 
tros ferrocarriles, que efectúen los transportes en un plazo igual 
al de los europeos, es una verdadera enormidad fijarles un plazo 
dos veces más cortu. 

Lo expuesto por la Dirección df ferrocarriles y aceptado 
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como he dicho, por el Poder Ejecativo importa entonces el re- 
conocimiento esplícito de la imposibilidad de dar cumplimien- 
to al articulo 187 del Código de Comercio. 

Concordantes con la prueba plena que resulta de los dictáme- 
nes citados, existen en autos los informes del Departamento de 
Ingenieros de la Provincia y presidente de la Comisión de Obras 
de Salubridad de la Capital, que aunque ineficaces por sí solos 
como prueba legal, dado el carácter de las autoridades de que 
emanan, son, sin embargo, elementos poderosos de convicción, y 
que acentúanaÚQ más, si cabe, el mérito probatorio de los in- 
formes antes mencionados . 

El Departamento de Ingenieros de la provincia de Buenos 
Aires expresa categóricamente que no es posible hacer en gene- 
ral, y de una manera regular y corriente el transporte en tiempo 
tan reducido, justificando esta conclusión con consideraciones 
de orden técnico y económico, que revelan un estudio prolijo y 
concienzudo de la cuestión en debate. 

El otro informe áque me refería, que lleva á sn pie una firma 
respetadísima por todos conceptos, y en especial por su autori- 
dad científica y el dominio completo de estas materias, estable- 
ce, después de examinar la cuestión bajo distintos aspectos, 
que puede afirmarse que en las condiciones ordinarias y regula- 
res de explotación de un ferrocarril no es posible hacer los trans- 
portes de mercaderías, en un término que no exceda de una 
hora por cada 40 kilómetros^ como lo prescribe el artículo i87 
del Código de Comercio. 

Bien, pues, en presencia de todos estos elementos de prueba, 
si hay algo en los autos que puede declararse perfectamente 
justificado, es el hecho aducido por la empresa, de la imposibili- 
dad de efectuar los transportes en el término de ley. 

Agregúese á esto los ejemplos prácticos que trae el informe 
del ingeniero Yillanueva y los que ha hecho el demandado en 
sus escritos de contestación y alegato, la circunstancia de que 
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en Francia, Alemania, Austria-Hangría, Bélgica, Italia, Países 
Bajos y Suiza, rijan términos macho mayores (Bicard, Traite 
des chemins de fer^ tomo 4**, página 657); el antecedente pre- 
ciosísimo de la Convención de Berna, celebrada en 1886 y apro- 
bada por los gobiernos en 1890, en que se adoptaron plazos tam- 
bién superiores al naestro (Qaesa, M., Códice Ferroviario, tomo 
3®, página 345), y, por fin, la inferioridad reconocida y perfec- 
tamente explicable de nuestros ferrocarriles con relación á los 
de aquellos países, y toda duda habrá desaparecido acerca del 
hecho en cuestión. * 

Acreditada, como queda, en la forma más amplia y concln- 
yente, la imposibilidad de efectuar los transportes en el plazo 
señalado por el artículo 187 del Código de Comercio, fácil será 
demostrar también, que dicho artículo y el 188, que cas- 
tiga la demora con la pérdida del flete, son absolutamente ina- 
plicables, porque importa la violación de la garantía constitu- 
cional de la libertad de industria. 

La imposición de una condición de cumplimiento imposible 
cuando dé ella se hace depender la eficacia de un derecho, 
es completamente equivalente á la supresión del derecho 
mismo. Así, en el caso sub-judice, la condición imposi- 
ble de efectuar el transporte en determinado plazo bajo 
la* pena de la pérdida del flete, importa á todas luces san- 
cionar la supresión del derecho de ejercer la industria ferro- 
carrilera. Desde que las empresas están condenadas á no recibir 
el precio de sus servicios, puesto que no pueden cumplir la con- 
dicion que la ley les impone, es de la mayor evidencia que el 
efecto natural é ineludible de tal ley, es impedir el estableci- 
miento y explotación de ferrocarriles, cuya existencia es mate- 
rialmente incompatible con un estado de cosas semejante. 

Si, pues, el resultado forzoso de las disposiciones legales 
mencionadas, es la imposibilidad de ejercer esta clase de in- 
dustria, es claro que por medio de ellas se llega á la destrucción 
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7 al desconocimiento completo del 'derecho que garante el ar- 
tículo i 4 de la Constitución nacional. 

Pero, no se detienen aquí los efectos de tales disposiciones. 

Imposibilitando la explotación de los ferrocarriles^ los ar- 
tículos i87 7 188 del Código de Comercio borran de nuestra 
carta fundamental la prescripción del inciso 16 del artículo 67, 
que impone al Congreso el deber de proveer lo conducente á la 
prosperidad del país, promoviendo á este efecto* entre otras 
cosas la construcción de ferrocarriles. 

Que parece inútil insistir más sobre este tópico. Desde que 
las disposiciones del Código de Comercio traen como consecuen- 
cia la supresión del derecho de ejercer la industria ferrocarrile- 
ra, tales disposiciones son inconstitucionales, porque atacan 
directamente una garantía acordada por la Constitución 7 lo 
son también porque contrarían abiertamente uno de los propó- 
sitos expresamente consignados en la misma Constitución. 

Inútil me parece asimismo agregar, que, aun en el supuesto 
de no estar plenamente demostrada la imposibilidad de dar 
complimiento al mandato del artículo 187, la prueba producida, 
acredita, cuando menos, 7 de una manera incontestable, que 
para la ejecución de los transportes en el plazo legal, las empre- 
sas ferroviarias tendrían que aumentar sus capitales 7 sus gastos 
en una proporción tan grande, que haría verdaderamente rui- 
nosa la explotación. El solo hecho de verse obligados á hacer 
correr diariamente innumerables trenes, muchos de ellos para 
un solo cargador, con su cortejo consiguiente de aumento en el 
material rodante, en dobles vías, porque serían indispensables, 
gastos de locomoción, etcétera, así lo comprueba. Por consi- 
guiente, aun cuando no existiera la imposibilidad á que antes 
me refería, una 107 que dificultado tal modo el ejercicio de una 
industria que, según la Constitución nacional, debe ser especial- 
mente favorecida, está mu7 distante de guardar congruencia con 
los propósitos claramente expresados en la carta fundamental. 
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La inaplicabilidad de los articalos 187 y 188 al ca60 5u6- 
jfU(/tce,queda así claramente establecida, y esto, sin que pueda ha- 
cerse elreproche de que sojuzga del valor intrínseooóde la equi- 
dad de la ley. Las oonsideraciones que fundan las oonclosiones 
á que he arribado, no nacen de que la ley sea buena ó mala, 
justa 6 injusta, sino de su conformidad 6 disconformidad con la 
Gonstitacion nacional, que es la primera ley que los jueces de- 
ben aplicar. Demostrada que está en oposición con ella, su ina- 
plicabilidad resulta de esa circunstancia y no de su valor intrín- 
seco ó de su equidad. 

Para concluir, quiero hacerme cargo de dos razonamientos que 
se han hecho en contra de las ideas que sostengo. 

Se dice, en primer lugar, que los derechos que la Gonstitu- 
<)ion consagra no son absolutos, y que las leyes que los regla- 
mentan pueden establecer limitaciones, en el interés general, sin 
que por eso puedan considerarse inconstitucionales. Gontesto 
que el argumento en sí es exacto, pero que no lo es, en modo al- 
guno, aplicado á este caso. Según se ha visto, el resultado de 
las disposiciones del Gódigo de Gomercio es la supresión total 
del derecho, lo que evidentemente no entra en las facultades de 
reglamentación, según lo preceptúa en términos inequívocos 
«1 artículo 28 de la misma Gonstitucion. 

Se ha sostenido, en segundo lugar, que habiendo aceptado el 
ferrocarril las cargas sin reserva alguna, ha consentido tácita- 
mente en efectuar el transporte en el plazo legal. Sobre esto, me 
limitaré á observar que no hay consentimiento donde no hay 
libertad para prestarlo 6 no, y que en el caso de autos, el ferro- 
carril estaba obligado por la ley misma á aceptar las cargas, 
con su voluntad y contra su voluntad. 

A mérito, pues, de todas estas consideraciones, voto afirmativa- 
mente en la cuestión propuesta, y en consecuencia, porque se re- 
voque la sentencia apelada, que se funda en las disposiciones in- 
constitucionaIesdelo8artículo8Í87yi88del Gódigo deGomeroio 
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El doctor García, en virtud de consideraciones semejantes á 
las que fundan el voto que precede, se adhirió á él. 

En la misma cuestión, el doctor Pérez dijo: Que estaba con- 
forme con el voto del señor vocal doctor Saavedra, enlaparte 
que no consideraba la inconstitucionalidad de los artículos 187 
7 i88 del Código de Comercio, por las razones primera y segunda 
aducidas por el demandado, es decir: primera, porque no co- 
rresponde al Código de Comercio la legislación que ellos com- 
prenden, la que, siendo de policía de ferrocarriles^ corresponde 
en todo caso á las provincias ; y segundo, porque alteraría las 
concesiones de la empresa, sin su consentimiento, con evidente 
violación de los derechos que en ellas se consagran. 

En cuanto á la tercera, referente á la imposibilidad de cum- 
plir el artículo i87 del mismo, por conspirar contra la existen- 
cía misma de los ferrocarriles, por ser esta disposición repug- 
nante á los artículos 14, "¡Sj 67, inciso 16, y 107 de la Cons- 
titución nacional, soy de distinto parecer. 

La inconstitucionalidad del artículo 187 del Código de Co- 
mercio está fundada por la empresa demandada en la imposi- 
bilidad que tiene de hacer los transportes de las cargas que se le 
encomiendan á razón de diez kilómetros por hora. 

De la prueba rendida por ella y que menciona el voto del vo- 
cal doctor Saavedra, fundado en los informes agregados en esta 
causa, sólo se demuestra la dificultad de las empresas para lle- 
nar el requisito exigido, dada la forma con que hasta- hoy se 
hace la explotación entre nosotros de la industria ferrocarrilera. 

Para que esta argumentación pudiera ser concluyente, habría 
sido indispensable demostrar que no existen los medios para 
poder transportar las mercaderías ó frutos en los plazos fijados 
en dicho artículo, y no, como ha pretendido la empresa, que hoy 
no podrían dar cumplimiento á lo preceptuado por esa ley. 

Este punto sustancial de la defensa, no sólo no ha sido de- 
mostrado, sino que ni siquiera se ha tratado de probar. 
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La idea dé imposibilidad envuelve la de irrealizacion, j fon- 
dada lainconstitucionalidad en la imposibilidad, ha debido de- 
mostrarse que el precepto de la ley era irrealizable ó imposible 
de ejecutarse, lo que no ha sucedido en este caso. 

Considerar concluyente la argumentación del demandado, 
porque el Código de Comercio impone á las empresas de ferro- 
carriles obligaciones que antes no tenían, y para cuyo cumpli- 
miento no estaban preparadas, ó que las obligasen á hacer 
obras importantes ú otros gastos de consideración^ podrá ser un 
argumento de tenerse en cuenta para demostrar que la ley fué 
dictada sin tener presente estas consideraciones, pero en ma- 
nera alguna para fundar su inconstitucionalidad. La ley podrá 
ser considerada más ó menos buena, algo exigente para las em- 
presas, pero ella debe ser aplicada, porque ha sido dictada para 
el bien de la comunidad, en obsequio del buen servicio público, 
y para el desarrollo de las industrias, en cambio de las antiguas 
existentes, por las cuales quedaban facultadas las empresas ha- 
cer el transporte de las mercaderías cuando voluntariamente qui- 
siesen (Argumento de la Comisión Reformadora del Código de 
Comercio, página 16). 

Comentando Vidari el artículo 403 del Código de Comercio 
italiano, dice : c Prudente es la disposición en su última parte, 
como que ella no permitirá más, sobre todo á las empresas fe- 
rrocarrileras, de sustraerse al deber de ejecutar en tiempo todos 
los transportes que se le han encargado en cierto momento, ale- 
gando la insuficencia del material disponible, porque ellas deben 
encontrarse prontas á toda requisición, no sólo normal sino aun 
las mayores de las comunes, si esta urgencia puede fácilmente 
preverse y se repite constantemente en ciertos períodos del año, 
como la época de las cosechas > (página 361), 

Pero, aun estudiando la cuestión bajo ei punto de vista de 
la imposibilidad alegada por la empresa» creo que la dispo- 
sición contenida en el artículo 187 del Código de Comercio es 



DE JUSTICIA NACIONAL ' 281 

realizable, y que este hecho está demostrado en los autos. 

Los horarios del ferrocarril del Sud^ que han sido agregados 
á la causa, asi lo demuestran. 

La empresa demandada, en su expresión de agravios, contes- 
tando este argumento aducido por el actor, reconoce ser exacto 
que sus trenes de carga andan de 22 á 25 kilómetros por hora, 
pero á esto, opone que el tiempo sólo se refiere á un tren ya en 
marcha y cargado, y no aun tren en preparación 6 en carga. 

Este argumento no destruye la fuerza de ese hecho : la posi- 
bilidad de realizar el transporte en el plazo fijado; primero, por- 
que la velocidad con que recorre la distancia, es más del doble 
de la fijada en la ley; segundo, porque aun suponiendo que las 
empresas de ferrocarriles necesitaran para preparar un tren más 
del tiempo que necesiten para el recorrido, — aun en este caso, la 
empresa podría llenar esos requisitos ; tercero, porque la car- 
ga se efectúa en las mismas estaciones, donde en sus desvíos 
existen ó deben existir wagones disponibles para el transporte, 
y en sus horarios está ya tenido en cuenta el tiempo que se re- 
quiere para agregarlos y preparar sus trenes, sin necesidad de 
hacer tantos trenes especiales como cargas, según parece dedu- 
cirse de lo manifestado por la empresa; cuarto, finalmente, 
porque el tiempo para el trasporte empieza á correr desde las 
doce de la noche del día que se terminó la carga, y esto, á falta 
de ley ó convención especial debe hacerse, no en un plazo pe- 
rentorio, sino como los usos y prácticas comerciales, como muy 
bien lo establece Yidari comentando el artículo 397 del Có- 
digo de Comercio italiano (edición de i884). 

También carece de fuerza el fundamento de la imposibilidad 
de cumplir la ley en los casos de cargas á transportarse en dis- 
tancias menores de 50 kilómetros. 

Sin embargo, de que en estas pequeñas distancias circula 
un número mayor de trenes, no puede destruirse lo dispuesto 
páralos casos generales y comunes, por dificultades parala 
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realización en casos especiales ó excepcionales, pues las leyes 
no se dictan para los casos de este género. 

Basta recorrer las guias acompañadas á la demanda, para 
comprender qae todas esas cargas vienen de estaciones muy 
distantes de las de su destino y que ninguna de ellas está com- 
prendida en el caso á que se reñere la empresa demandada. 

Tan es así, qae los mismos informes agregados tienen espe- 
cialmente en cuenta la distancia que deben recorrer las merca- 
derías, para aumentar la escala del recorrido, llegando el ar- 
tículo 222 del reglamento general de ferrocarriles, aprobado 
por decreto de Setiembre 10 de 1894, d fijar ese plazo para las 
largas distancias. Todo lo anteriormente mencionado demues- 
tra que el hecho en sí, es perfectamente realizable, aun cuando 
en unos casos su ejecuciou sea más difícil ú onerosa que en 
otros. 

El mismo plazo de 10 kilómetros por hora, sin distinguir 
distancias, fué fijado por la ley de ferrocarriles de la provincia 
de Buenos Aires de 11 de febrero de 1894 en su artículo 75 y 
en la ley nacional de ferrocarriles de 24 de Noviembre de 1891 
en su artículo 50. 

Ko deja de llamar la atención el hecho de que, no obstante 
tener el gobierno en explotación algunos ferrocarriles, y haber 
concurrido ala confección de las leyes ferrocarrileras, tanto la 
nacional de fecha 24 de Noviembre de 1891, como la provincial 
de 11 de Febrero de 1890 y haberse consultado las respectivas 
reparticiones técnicas, se haya fijado para el transporte de car- 
gas, el mismo término señalado por el artículo 187 del Código 
de Comercio, lo que por sí solo está demostrando que esas dis- 
posiciones podrán ser más ó menos inconvenientes para las em- 
presas, pero no de imposible realización; lo contrario haría su- 
poner una culpable negligencia en esas reparticiones (lo que no 
es posible aceptar) y que nOs llevaría á desestimar los informes 
posteriormente producidos por esas mismas autoridades y en 
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sentido contrario. Y últimamente, se ha reconocido por los ge- 
rentes ó administradores de los ferrocarriles principales de la 
proyincia de Buenos Aires, nombrados por el Poder Ejecutiyo 
para fijar el tiempo en que debe hacerse el transporte de la ha- 
cienda en pie, en virtud de cuyo informe se expidió un decreto 
por el Poder Ejecutivo que lleva fecha 31 de diciembre de 1895 
en la que se fija para las largas distancias un plazo mayor del 
fijado en el artículo 187 del Código de Comercio. 

Por otra parte, las leyes anteriormente citadas son posterio- 
res á la sanción del Código de Comercio y ellas han venido á 
ratificar en todas sus partes las disposiciones del artículo 187 
del Código de Comercio que se discute, no obstante las diver- 
sas protestas ú oposiciones formuladas por las empresas. 

No considero de aplicación las decisiones del Congreso Inter- 
nacional de Berna, porque ellas sólo servirían de antecedente 
ó doctrina, y nunca podrían primar sobre las disposiciones de 
nuestras diversas leyes, y porque ellas sólo se refieren al inter- 
cambio internacional de mercaderías, y no al servicio interior 
dentro de los mismos estados, y es sabido las dificultades que 
esta clase de cargas tienen que pasar, en razón de los servicios 
aduaneros, etc., etc. 

Estas consideraciones, agregadas á las expuestas por el de- 
mandante en sus escritos de alegato y contestación á la expre- 
sión de agravios y á los fundamentos de las sentencias dicta- 
das por los tres jueces de comercio doctores Peyret, Figueroa 
y Yiale, en asuntos análogos al presente, y que se encuentran 
en apelación en este Tribunal, me deciden á dar mi voto, por la 
negativa en esta cuestión. 

El doctor López Cabanillas, por consideraciones análogas á 
las que fundan el voto que precede, se adhirió á él. 

El doctor Estoves reprodujo consideraciones semejantes á las 
expuestas por el señor vocal doctor Saavedra, para adherirse á 
su voto en esta segunda cuestión. 
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Atento el resoltado obtenido en la votación de la segunda 
cuestión, el Tribunal resolvió no tratar la tercera. 

Con lo que terminó este acnerdo, que firmaron los señores vo- 
cales doctores Estoves, García, Pérez, liopez Cabanillas, Saa- 
vedra. 

Ante mí : 

Daniel J. Frías. 



Buenos Aires, Setiembre 7 de 1896. 

Y vistos: Por los fundamentos consignados en el acuerdo 
que precede, se revoca la sentencia apelada, corriente á foja 
trescientastreíntaydos, y devuélvanse. Repónganse los sellos. 

MIGUEL ESTEYES. — J. A. GARCÍA. — 
GARLOS MIGUEL PÉREZ. — L. LÓ- 
PEZ CABANILLAS. — DIEGO SAAYi.- 
DBA. 

Ante mí : 

Daniel J. Frías. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Octubre 80 de 1896. 

Suprema Corte : 

La sentencia de la Excelentísima Cámara, de foja 439 
vuelta, revoca la sentencia de primera instancia, á mérito de 
los fundamentos consignados en el acuerdo que la precede. 

Estudiando y comparando ese acuerdo las garantías consti- 
tucionales al comercio é industrias y las prescripciones de los 
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artícolog 187 y 188 del Código de Comercio, sobre transporte 
comercial, deduce á foja 431, qae, desde que las disposiciones 
del Código de Comercio traen como consecaencia necesaria la 
supresión del derecho de ejercer la industria ferrocarrilera, ta- 
les disposiciones son inconstitucionales, porque atacan directa- 
mente una garantía de la Constitución. 

Para evitar toda duda, acerca del concepto formado sobre la 
inaplicabilidad por inconstitucionalidad, el mismo acuerdo con- 
signa á foja 432 : que no juzga del valor intrínseco ó de la 
equidad de la ley, que las consideraciones que fundan aquellas 
conclusiones no nacen de que la ley sea buena ó mala, justa 
ó injusta, sino de su conformidad con lá Constitución na/yional, 
que es la primera ley que los jueces deben aplicar, concluyendo 
de todo ello á foja 433, según el voto adoptado por lá mayoría 
del tribunal cque se revoque la sentencia apelada, que se funda 
en las disposiciones inconstitucionales de los artículos 187 y 
188 del Código de Comercio >. 

En presencia de declaraciones tan esplícitas, no puede 
desconocerse que la sentencia recurrida para ante Yuese- 
lencia, no se ha limitado á la interpretación 6 aplicación de las 
disposiciones del Código de Comercio, como pertinentes al caso 
sub'judice, sino que ha declarado su insubsistencia y nulidad, 
por ser contrario su mandato á las garantías de la Constitución 
nacional. 

Tal declaración, cae bajo el régimen del artículo 14 de la ley 
sobre competencia nacional de 1863, porque se trata de una sen- 
tonda pronunciada por un tribunal superior de la capital federal, 
equiparado, por la ley de 18 de Setiembre de 1881, á los supre- 
mos tribunales de provincia, se ha puesto en duda la validez de 
naa ley del Congreso, y la decisión ha sido contra su validez. 

Se objeta, empero, que refiriéndose aquella decisión á pres- 
cripciones del Código de Comercio, está fuera de la regla ge- 
neral establecida en el artículo 14 citado, y comprendida en la 
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excepción esplíoitamente consignada en el artícalo 15; respecto 
de la aplicación ó interpretación qne los tribunales de provincia 
hicieren de los códigos civil, penal, comercial y de minería, 
qne no darán ocasión al' recurso por el hecho de ser leyes del 
Congreso, en virtud de lo dispuesto en el artículo 67, inciso H , 
de la Constitución. 

Esta excepción no puede regir el recurso por inconstituciona- 
lidad . 

Comprende y explica la negativa de todo recurso á las auto- 
ridades federales^ en cuanto á las sentencias que aplican el de- 
recho coman de los códigos ó interpretan su sentido jurídico 
parala decisión de las controversias, sujetas á su juridiccion. 
Pero no puede alcanzar al recurso que resulta proceder de una 
declaración de inconstitucionalidad de una ley del Congreso, y 
que anula su mandato. 

Si tal derecho pudiera acordarse á un tribunal local, sin más 
recurso, resultaría sujeta á su jurisdicción la validez jurídica, 
la existencia misma de los códigos nacionales, subordinando 
la autoridad constitucional del Congreso, para dictar los códi- 
gos nacionales, á la reservada á los tribunales de provincia 
para aplicarlos; y produciendo conflictos, cuya consecuencia 
fuera la anarquía en la jurisprudencia constitucional. 

Para evitarla, nuestra Constitución, sabia y previsora, ha 
creado^ siguiendo el ejemplo de los Estados Unidos del Norte, 
el recurso del artículo 14 de la ley de competencia, y atribuido 
al Supremo Tribunal de la Nación, como último intérprete, la 
jurisdicción para resolver la validez ó nulidad de las leyes del 
Congreso en sus relaciones con el código fundamental. Yaese- 
lencia así lo ha reconocido, al aceptar y resolver el re- 
curso traido á Vueselencia, sobre nulidad, por inconstitucio- 
nalidad del artículo 118 de la ley sobre matrimonio civil, 
que es parte integrante del código de la materia, según apa- 
rece en la serie 4**, tomo 3^ página 188 de sus fallos. 
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Por ello^ 7 demás fandamentos del escrito de foja 457 y 
aato de foja 476; pienso qae el recurso acordado por la Cá- 
mara de la Capital^ á foj i 443 vaelta, procede en el caso, y 
pido á Yaeselencia se sirva así declararlo. 

Sabiniano Kier, 



Auto de ím Suprem» Corte 

Buenos Aires, Noviembre 14 de 1896. 

Habiéndose expedido el señor Procurador General en la vis- 
ta que se le confirió por el auto de foja cuatrocientas sesenta y 
ocho vuelta, respecto de la procedencia del recurso traido ante 
esta Suprema Corte ; y viniendo concedido dicho recurso por la 
Cámara de lo comercial de la Capital, pónganse los autos en la 
oficina, para que el apelante exprese agravios dentro del térmi- 
no legal, reservándose el pronunciamiento sobre la proceden- 
cia del recurso mencionado para la sentencia definitiva que 
corresponda en la presente causa. Repóngase el papel. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. 



VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Febrero 10 de 1897. 

Suprema Corte: 

La Constitución nacional asegura á las habitantes de la Be- 
pública, según su artículo iA, el derecho de navegar y comer- 
ciar, el de ejercer toda industria lícita, etc., etc. 
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Ese derecho no es absoluto. Sa aso abusivo podría contra- 
riar otros derechos públicos 6 privados. Para evitar los con- 
flictos ooiisígaieates, el mismo artículo constitucional agrega: 
que el goce de aquellos derechos ha de sujetarse d las leyes que 
reglamenten su ejercicio. 

La justicia de esa limitación es evidente é incontrovertible. 
Su adaptación á todos los ramos del comercio é industria, cons- 
tante en nuestro Registro Oñcial, admitida en las prá9ticas 
administrativas y confirmada por la constante jurisprudencia 
de los tribunales de la Nación. 

Los fallos de Vueselencia, registrados en los tomos 7^ 
de la primera serie, j 2** de la serie S'', declaran la validez de 
la reglamentación del ejercicio de toda industria, y ^^^ ^^ ^^ 
limitación por causa de utilidad pública. 

Si puede la legislación del Congreso reglamentar el ejercicio 
de las industrias, según el texto constitucional citado, y promo- 
ver la industria, comercio, inmigración y la construcción de 
ferrocarriles, etc., según el inciso 16 del artículo 67, nunca po- 
dría desconocer la fuerza legislativa délas sanciones de los có- 
digos y leyes especiales que, como la de ferrocarriles naciona- 
les de 1891, rige la explotación de todos los ferrocarriles de la 
Eepública, así como las relaciones de derecho d que ellos die- 
ren lugar. 

Para que esa legislación reglamentaria déla explotación y re- 
laciones jarídicas de los ferrocarriles pudiera ser desvirtuada y 
anulado su mandato, fuerza sería demostrar que ellacontraríama- 
nifíestamente los propósitos de la Constitución, esto es : que un 
conflicto manifiesto surge de la contradicción de la ley con las 
garantías de la Constitución. 

Así lo establecen los tratadistas norte-americanos y resolu- 
ciones de su Corte Suprema, sengun los fundamentos del juez 
Marshall, que con pertinencia cita la expresión de agravios. En- 
tre las discusiones que contiene la recopilación del doctor Bump, 
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ealosnúiiiero8l348, 135i y 1356delatradacciondelseñor Calvo, 
se declara también que si la legislatura nopaede, por sus leyes, 
destruir la franquicia misma, puede en todo tiempo reglamen- 
tar el ^ercicio de las franquicias de las corporaciones, por le- 
yes generales sancionadas de buena fé... que en cuanto á los 
ferrocarriles corresponde este poder á la legislatura y puede 
ser extendido entre muchos otros propósitos, á hacer correr los 
trenes con una celeridad mayor que la permitida. . . 

Que una ley reglamentando la celeridad de los trenes en una 
oináhd^ es vdlida, aun cuando la carta patente autoriza ala 
corporación para fijar y reglamentar la celeridad de los trenes 
en su camino. 

Niel Código de Comercio, en sus artículos 187 y 188, ni la 
ley sobre ferrocarriles en su artículo 50, contrarían los pre- 
ceptos de la Constitución. 

Los primeros fijan el término dentro del cual los ferroca- 
rriles deben hacer los transportes de mercaderías, y las respon- 
sabilidades en que sus empresas incurran cuando yiolen las dis- 
posiciones del Código al respecto; el segundo, se limita á decla- 
rar aplicable á las empresas de ferrocarriles las disposiciones 
de las leyes generales sobre transportes, en todos los puntos no 
proscriptos por la misma ley. 

La fijación de un término prudencial, según el pensamiento 
del Código de Comercio, para el cumplimiento de los contratos 
de transportes, no viola el principio general de amparo del ejer- 
cicio del comercio é industrias. 

Si de una parte se interesan en el tráfico las empresas ferro- 
carrileras, no son menos atendibles de la otra los cargadores, 
que representan un interés vital para la prosperidad . de las in- 
dustrias y comercio privado, de cuyo conjunto se forma la eco- 
nomía y finanzas nacionales. ¿Ante qué principio constitucio- 
nal fuera admitida la postergación de los cargadores y sus car- 
gas, sacrificadas al libre albedrío de las conveniencias, y hasta 

T. LXTUI 19 
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al abandono negligente y aan culpable de las empresas cons- 
tructoras ? 

Las tropas de ganado, los cargamentos de granos, frutas j 
otras especies destinadas al consumo ó exportación, ¿no son 
elementos de industria tan dignos de amparo, ante la Constitu- 
ción, como las empresas ferrocarrileras? ¿Qué razón de dere- 
cho determinaría el libre albedrio, amplio y absoluto de la una 
y la subordinación sin amparo legal en las otras? 

Los redactores del Código de Comercio no han podido dejar 
de apreciar los inconvenientes de tan injusta desigualdad y la 
necesidad de una reglamentación legal, que, lejos de vulnerar la 
industria y comercio en su ejericicio, protege y garante su de- 
sarrollo. 

La comisión reformadora del Código, en su informe al Con- 
greso, preocupándose especialmente del mal servicio de los ferro- 
carriles, cuyos perjuicios son notorios y exigen una reparación 
inmediata y eficaz, reconoció quehadebido establecer una legisla- 
ción más clara^ precisa y previsora, deslindando y aclarando me- 
jor los derechos y obligaciones de los cargadores y porteadores. 

Una legislación de este género, que fija las relaciones para 
el más eficaz y más pronto transporte, garantiendo el cumpli- 
miento de los deberes del constructor, dentro de términos pre- 
cisos, no viola, y más bien ampara y protejo el ejercicio de las 
industrias y comercio, cuyo goce garántela Constitución. 

cLa disposición del artículo ciento ochenta y siete del Código 
de Comercio, es de cumplimiento imposible, y conspira contra 
la existencia misma de los ferrocarriles», se ha afirmado por 
la empresa demandada, y ha sido así resuelto en la sentencia de 
la Cámara a quo. 

Si tal afirmación resultase evidente, esa ley de cumplimien- 
to imposible fuera inaplicable y contraria al derecho de exis- 
tencia de las empresas ferrocarrileras, que la Constitución ga- 
rante en su ejercicio. 



DE JUSTICIA NACIONAL 291 

Pero prescindiendo, al respecto, de la disconformidad de las 
legislaciones enropeas, en cnanto á la celeridad del recorrido 
de los trenes, pur cuanto la topografía de cada país determina 
necesidades propias y peculiares ásu saelo j á su población y 
producción , resulta innegable, qae ia de muchos y poderosos es- 
tados, fija al transporte por ferrocarriles una celeridad superior 
á los diez kilómetros por hora establecidos en nuestro código 
comercial. Basta, entonces, el hecho de la prescripción de esa 
celeridad, en algún caso, para quela imposibilidad de ese hecho 
desaparezca. 

En cuanto á nosotros, la topografía del país, la conexión y 
prolongación de las líneas férreas, lü extensión del territorio^ y 
la escasez relativa de los productos, son causas que deben pro- 
pender á la mayor facilidad de los transportes, en relación con 
las líneas férreas europeas. 

L(»s documentos fehacientes que la expresión de agravios ha 
traido al proceso para comprobar la celeridad recorrida de vein- 
titrés, treinta y tres y treinta y cinco kilómetros por hora, con- 
traría abiertamente el hecho de la imposibilidad invocada. 

Siá ello se agrega las disposiciones tomadas por el gobierno 
nacional, con acuerdo de sus acreditadas autoridades técnicas en 
la materia, al asignar en decreto de treinta y uno de Diciembre 
de mil ochocientos noventa y cinco la celeridad obligatoria de 
diez, quince y veinticinco kilómetros por horaá los trenes con- 
ductores de ganados en pié, y que esa celeridad ha sido acepta- 
da y cumplida for las empresas, la invocada imposibilidad des- 
aparece . 

La ley es entonces de cumplimiento posible, salvo los hechos 
de fuerza mayor alegada 6 probada, aun cuando imponga debe- 
res penosos en algún caso, á las empresas porteadoras. 

Ella habría sido imprevisora y exigente con las empresas^ co- 
mo lo ha reconocido el Estado mismo, cuando ha modificado pos- 
teriormente sus términos. 
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Pero, tales defectos de la ley, aan reconocidos, no implican su 
inconstitucionalidad, cuando, á pesar de elloSfhaya podido cum- 
plirse y se ba cumplido por las empresas, el transporte, en gran 
número de casos, con la celeridad legalmente establecida. 

Desaparecido, entonces, el hecbo invocado, la prescripción 
legal, no afectando ni nulificando el ejercicio de la industriafe- 
rrooarrílera, ha debido cumplirse por Ips interesados, y apli- 
carse por los jueces. 

Deduzco, en consecuencia, que la sentencia de la Cámara aquo 
debiera ser reformada, declarándose : que no siendo inconstitu- 
cionales los articules ciento ochenta y siete y ciento ochenta y 
ocho del Código de Comercio, ni el artículo cincuenta de la ley 
de ferrocarriles, que prescribe su aplicación sobre transporte en 
todos los puntos no previstos por ella, han debido aplicarse por 
los jueces, á la decisión del caso sub-judice. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte (i) 



Buenos Aires, Jalio 6 de 1897. 

Vistos : Considerando, en cuanto á la procedencia del re- 
curso : 

Que, con arreglo al inciso primero del artículo catorce de la 
ley de jurisdicción y competencia de los tribunales federales, in- 
corporada á la orgánica de los tribunales de la Capital por su ar- 
tículo noventa, las sentencias definitivas pronunciadas por los 

(1) En la misma fecha se dictó igual resolución en cuatro causas más de 
Bellocq y Durañona contra el Ferrocarril del Sud, y en otra de los señores 
Villanueva y Querejeta contra el mismo, todas idénticas á la presente* 
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tribunales locales soperiores son apelables para ante esta Su- 
prema Corte, cuando en el pleito se haya puesto en cuestión la 
validez de u^na ley del Congreso, y la decisión haya sido con* 
trária á la validez. 

Que es fuera de toda duda que el Código de Comercio, dictado 
en .virtud de la facultad conferida en el inciso once del artículo 
sesenta y siete de la Constitución, es una ley del Congreso, desde 
que se debe á este cuerpo sa sanción, en ejercicio de los poderes 
que le han sido expresamente conferidos. 

Que con ese antecedente, y en el rigor del principio que en- 
seña que los diferentes departamentos del gobierno son coex- 
tensivos en sus atribuciones, á los tribunales federales, corres- 
pondería la solución en definitiva de todos los asuntos regidos 
por el mencionado código, si la facultad no les hubiera sido 
limitada, como lo ha sido por la Constitución misma en su oi^ 
tado artículo sesenta y siete, inciso once, y en el artículo cien. 

Que» en consecuencia, el principio debe imperar, para todo 
aquello á que la limitación no alcanza. 

Que según se ve en las mencionadas disposiciones constitu- 
cionales, es \^ ajíhcacion de los códigos dictados por el Con- 
greso, lo que se ha dejado á los tribunales provinciales, cuando 
las cosas ó las personas cayeren bajo su jurisdicción, sin que 
la cláusula constitucional contenga disposición alguna que atri-' 
buya á los mencionados jueces poder para destruir, anulándolas, 
las leyes sancionadas por el poder legislativo de la Nación, 
con el objeto de proveer á las ventajas de una legislación uni- 
forme para todo el país. 

Que, intertanto, lo excepcional y sumamente grave de tal po- 
der, hacía aún más necesario que él fuera concedido en térmi- 
nos bien esplícitos, si había la voluntad de concederlo. 

Que, consecuente con las prescripciones constitucionales re- 
cordadas, la ley de jurisdicción y competencia, después de haber 
dispuesto que procedería el recurso autorizado por su artículo 
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catorce, tanto cuando se hubiera puesto ea cuestión la validez 
de una ley del Congreso y la decisión haya sido contraria á la 
validez, como cuando tan sólo haya sido cuestionada la inteli- 
gencia de una ley con igual origen y la decisión sea contra la 
validez del título, derecho, privilegio ó exención, viene por su 
artículo quince á limitar el derecho de recurrir de la sentencia 
de los tribunales locales, cuando se haya tratado de la interpre- 
tación 6 aplicación que esos tribunales hicieren de los códigos 
civil, penal, comercial y de minería^ invocando, como funda- 
mento de la limitación, el citado inciso once del artículo sesenta 
y siete de la Constitución. 

Que las reglas legales expresadas demuestran claramente que 
si la Constitución y la ley de jurisdicción de los tribunales fe- 
derales, han conferido 6 reconocido, respectivamente^ que los 
tribunales provinciales ó locales de la capital ejercen plenitud 
de poder cuando sólo se trata de la aplicación de los códigos 
dictados por el Congreso, no les han conocido igual poder cuando 
cuestionándose la validez misma de esos Códigos ó de cual- 
quiera de sus preceptos, la decisión ha sido contraria á la vali- 
dez, lo que se explica por razón de la diferencia sustancial entre 
las dos situaciones. 

Que la limitación contenida en el artículo quince de la ley de 
^jurisdicción y competencia se refiere al inciso tercero del ar- 
tículo catorce y no al primero del mismo, resulta de la simple 
lectura de las disposiciones correlativas. 

Que si á las provincias les es prohibido dictar leyes que des- 
truyan las reglas consignadas en los códigos de fondo, no 
puede admitirse que sus tribunales tengan el derecho de ani- 
quilar esas mismas reglas y que los poderes federales carezcan 
de acción para mantener la obra del Congreso, manteniendo la 
unidad de legislación. 

Que la jurisprudencia de los Estados Unidos de Norte Amé- 
rica, en todo cuanto se refiere á los Códigos de fondo, no puede 
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invocarse como antecedente autorizado entre nosotros, porque 
eu aquella nación, á diferencia de lo que acontece en la Argen- 
tina, los citados códigos no son leyes del Congreso. 

Que la jurisprudencia de nuestros tribunales ha declarado 
en los varios casos ocurrentes, de acuerdo con la Constituciou y 
leyes respectivas, que la interpretación 6 aplicación de )os có- 
digos de fondo hechas por los tribunales de provincia^ no pue- 
den fundar la procedencia de un recurso, pero jamás se ha 
pronunciado tal declaración^ en tratándose de la existencia 
misma de dichos códigos. 

En el caso sub-judice se ha puesto en cuestión la validez de 
los artículos ciento ochenta y siete y ciento ochenta y ocho del 
Código de Comercio, y la decisión apelada ha sido contraria á 
la validez. 

Por esto, y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General, se declara bien concedido el recurso de 
apelación interpuesto á foja cuatrocientas cuarenta y una. 

Y Considerando, en cuanto al fondo del recurso : 

Que, como ya se ha establecido, el Congreso tiene facultad 
para dictar el Código de Comercio, y es ejerciéndola, que ha 
incorporado en el mismo las disposiciones concernientes á los 
transportes terrestres y marítimos, materia propia de la legis- 
lación comercial. 

Que existiendo .la facultad de legislar en el Congreso, co- 
rresponde á éste apreciar las ventajas é inconvenientes de las 
leyes que dictare, siendo todo lo referente á la discreción con 
que hubiere obrado el cuerpo legislativo ajeno al poder judicial 
que no tiene misión sino para pronunciarse de conformidad á 
lo establecido por la ley y aun en la hipótesis de que se argu- 
yera ó pretendiera que la ley es dura ó injusta. 

Que es doctrina admitida que en la duda, los tribunales de- 
ben pronunciarse en favor de la validez de la ley^ y eso, aun- 
que la duda fuera razonable. 



296 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

Que las constancias de autos demuestran que el Ferrocarril 
del Sud ha realizado á menudo los transportes dentro de los pla- 
zos establecidos en el artículo ciento ochenta y siete del Código 
de Comercio, demostrando, además, que no le sería imposible en 
absoluto efectuarlos en menos tiempo, lo que se prueba por la 
referencia que' se hace al transporte de ganado en el voto del 
doctor Pérez y por el decreto mismo á que alude dicha refe- 
rencia. 

Que si no es imposible en absoluto la observancia del pre- 
cepto del citado artículo ciento ochenta y siete, no puede pre- 
tenderse con éxito que ese artículo suprima la industria ferro- 
viaria y sea, por tanto, incompatible con Us prescripciones 
constitucionales que la permiten y la encomiendan. 

Que las mayores dificultades que las empresas tengan que 
vencer para hacer ün servicio rápido y regularizado, tal como 
la ley lo requiere con propósitos de progreso, de cuya oportuna 
aplicación es único juez el poder legislativo, pudieran Ijacer 
contestable su conveniencia para buscar el remedio en la repre- 
sentación misma que la dictó en los comicios populares; pero, 
de ninguna manera, hacer que los jueces se consideren inves- 
tidos de poder para anular una ley que no se demuestra estar 
en pugna con la Constitución y sobre cuyo mérito intrínseco 
no están llamados á pronunciarse. 

Que la imposibiliuad accidental de cumplir con una obliga- 
ción legal puede dar motivo para discutir el hecho y sus conse- 
cuencias en el caso ocnrrente; pero sin que la circunstancia de 
acreditarse la imposibilidad en el caso pueda afectar á la exis- 
tencia de la ley misma. 

Que el artículo ciento ochenta y ocho del Código de Comercio 
contiene la sanción penal del artículo ciento ochenta y siete que 
le precede. 

Que en esta causa esta Suprema Corte no puede resolver sino 
sobre la subsistencia ó insubsístencia de la sentencia apelada 
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qae se basa en la inoonstitacionalidad de loa artículos ciento 
ochenta y siete y ciento ochenta y ocho del Código de Comercio, 
sin qae sus poderes alcancen á resolver sobre el fondo del liti- 
gio mismo, porque la interpretación ó aplicación del Código de 
Comercio es del resorte, en el juicio, de los tribunales locales 
(artículo diez y seis de la ley de jurisdicción y competencia). 

Por estos fundamentos y concordantes de la vista del señor 
Procurador General : se deja sin efecto la sentencia de foja 
cuatrocientas treinta y nueve vuelta, en la parte apelada, de- 
clarándose que los artículos ciento ochenta y siete y ciento 
ochenta y ocho del Código de Comercio no son repugnantes á la 
Constitución nacional. En consecuencia, devuélvanse al tri- 
bunal de su origen, ásus efectos. Notifíquese con el original y 
repóngase el papel. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. 
— JUAN E. TORRENT. 



En disidencia en cuanto áia procedencia del recurso. 



OCTAVIO BUNGE 



DISIDENCIA 



Buenos Aires, Julio 6 de 1887. 

Vistos y oonsid orando: Primero : Que con arreglo á la juris» 
prudencia establecida por esta Suprema Corte constituye sen- 
tencia la parte dispositiva de sus resoluciones, y no las conside- 
raciones que la fundan. 

Segundo: Que esta jurisprudencia es de aplicarse con mayor 
razón á los acuerdos de las Cámaras de Apelaciones de la Ca- 
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pital, en atención á la forma en que se celebran, votando indi* 
vidnalmente cada vocal las cuestiones planteadas, y siendo la 
parte dispositiva un acto separado (artículo doscientos cincuenta 
y seis del Código de Procedimientos de la Capital). 

Tercero: Que en el acuerdo de foja cuatrocientas ocho for- 
man la mayoría los doctores Miguel Esteves, J. A. García y 
Diego Saavedra, fundando su voto los dos primeros no en las 
mismas consideraciones que éste adujo, sino en consideracio- 
nes semejantes. 

Cuarto: Que la sentencia de la Cámara, corriente á foja 
cuatrocientas cuarenta(artícalo doscientos cincuenta y siete del 
Código de Procedimientos de la Capital) !se limita á revocar la 
de primera instancia, sin declarar la nulidad 6 inconstitucionali- 
dad de artículo alguno del Código de Comercio ó de otra ley 
nacional. 

Quinto: Que en ningún caso podría aceptarse que esa sen- 
tencia se pronuncia sobre inconstitucionalidad de un artículo 
de la ley nacional de ferrocarriles, porque este punto no fué 
materia del juicio, basándose la demanda en lo dispuesto por 
los artículos ciento ochenta y siete y ciento ochenta y ocho del 
Código de Comercio, y la defensa del demandado en la posibi- 
lidad de efectuar los trasnportes dentro del término fijado por 
el Código y en la inconstitucionalidad de los artículos referidos, 
no habiéndose mencionado tampoco laley de ferrocarriles en nin- 
guna de las tres cuestiones pls^nteadas para resolver en el acuerdo 
de foja cuatrocientos ocho, ni en la sentencia de foja cuatro- 
cientas cuarenta. 

Sexto : Que el doctor Saavedra, en su voto, al cual se adhie- 
ren los doctores Esteves y García, estudia el alcance de lo dis- 
puesto por el artículo ciento oi-henta y siete, y lo interpreta 
(parágrafos penúltimo, foja cuatrocientas quince, y último, foja 
cnatrocientas diez y siete vuelta y siguientes hasta foja cuatro- 
ciento diez y nueve), fundándose en detenidas consideraciones 
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para llegar á la conolasion de que esta disposición es de imposi- 
ble camplimiento (parágrafos primero, foja cuatrocientas veinte 
7 ocho vnelta, y primero, foja cuatrocientas veinte y nueve 
vuelta), lo que en realidad no importa otra cosü que declarar 
que es de imposible aplicación. 

Séptimo : Que la declaración de imposibilidad hecha por el 
vocal preopinante en el acuerdo de la Cámara, basta para de* 
mostrar por sí sola, que se ha estudiado é interpretado la dispo- 
sición legal sobre la cual recae ; pues, para hacerla, es indis- 
pensable el estudio é interpretación de su importancia y de su 
alcance. 

Octavo : Que eu el orden de las ideas emitidas por el vocal 
preopinante, de los que forman la mayoría en el acuerdo citado, 
se ha dicho que da imposición de una condición imposible^ cuan- 
do de ella se hace depender la eficacia de un derecho, es com- 
pletamente equivalente á la supresión del derecho mismo » (foja 
cuatrocientas treinta, in fine), lo cual corresponde á las palabras 
usadas por el artículo quinientos treinta del Código Civil : cía 
condición de una cosa imposible... deja sin efecto la obliga- 
cion >, concordantes también con lo establecido por los artículos 
seicientos veinte y siete y ochocientos ochenta y ocho. 

Noveno: Que fundada así la revocatoria de la sentencia de 
primera instancia, en la imposibilidad de cumplimiento del he- 
cho convenido por las partes litigantes y en la aplicación de 
principios legales, la declaración de inconstitucionalidad es su- 
perabundante. 

Décimo: Que según loj incisos primero y tercero del artí- 
culo catorce de la ley de jurisdicción de los tribunales nacio- 
nales, las sentencias de los tribunales de provincia, á los que 
están equiparados los de la Capital por la ley de Setiembre 
diez y ocho de mil ochocientos ochenta y cuatro, sólo son ape- 
lables para ante la Suprema Corte cuando en el pleito se haya 
cuestionado la validez de alguna cláusula de la Constitución, 
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tratado, ley del Congreso, ó de nna aatoridad ejercida en nom- 
bre de la Nación, y la decisión baya sido contra su valides 6 
contra la validez del título, derecho, privilegio ó exension qne 
se funda en dicha cláusula^ de modo que, evidentemente, es ne- 
cesaria la concnrrencia de los dos extremos fijados para que 
pueda hacerse lugar al recurso. 

Undécimo: Que el inciso primero del artículo catorce de la 
ley de jurisdicción no es aplicable al caso, porque si bien el Có- 
digo de Comercio es ley del Congreso, el artículo quince de la 
misma ley de jurisdicción establece que la interpretación ó 
aplicación del Código de Comercio que los tribunales de pro- 
vincia hicieren, no dará ocasión al recurso de apelación para 
ante la Corte, en virtud de lo dispuesto pur el inciso once del ar- 
tículo sesenta y siete de la Constitución. 

Duodécimo: Que el inciso citado faculta al Congreso para 
dictar los códigos civil, comercial, penal y de minería, sinqne 
éstos alteren las jurisdicciones locales, las que indudablemente 
serían alteradas, si la Corte conociese de los fallos de los tri- 
bunales de provincia, cuando los recursos que contra ellos se 
hubiesen interpuesto no estuvieren autorizados expresamente 
por una ley del Congreso (artículo ciento uno de la Constitución). 

Decimotercero : Que tampoco debe admitirse el recurso por 
la razón de haberse cuestionado la inteligencia de una cláusula 
de la Constitución, porque la decisión recaída no ha sido con- 
traria á la validez de esa cláusula ó del derecho que en ella se 
funda, que es la condición que prescribe el inciso tercero del ar* 
tícalo catorce de la ley antes mencionada, para que proceda, 
siendo por demás claras y precisas las palabras de esta ley. 

Decimocuarto : Que si se observa que el derecho de los de- 
mandantes se funda en las disposiciones del Código de Comercio, 
que es ley del Congreso, y que por este concepto, el recurso de- 
biera concederse, con arreglo á lo mandado por el inciso tercero 
del artículo catorce^ tal argumento no será atendible por la mis- 
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niarason aducida en el considerando undécimo, sin necesidad de 
apreciar el valor de la oposición del demandado, fundada en otro 
derecho derivado de la Constitución y la prelacion que á ésta 
corresponde. 

Decimoquinto : Que aun prescindiendo de lo dispuesto por el 
artículo quince de la ley de jurisdicción, si bien se ha cuestio- 
nado la aplicación de los artículos ciento ochenta y siete y ciento 
ochenta y ocho del Código de Comercio, la sentencia de la Cá- 
mara (considerando cuarto) no se pronuncia sobre su validez, ni 
sobre la del derecho que en esos artículos se fonda, faltando, por 
lo tanto, uno de los dos extremos requeridos por los incisos pri- 
mero y tercero del artículo catorce, para que pueda apelarse de 
ella. 

Decimosexto : Que los tribunales de provincia y de la capi- 
tal, están obligados á conformarse en sus sentencias á los pre- 
ceptos de la Constitución (artículo treinta y uno), con lo cual 
concuerda lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del ar- 
tículo catorce de la ley de jurisdicción, y que, en consecuencia, 
no es fundamento suficiente el de haber invocado la Constitución 
en sus fallos, para que deba admitirse el recurso. Si se resolviese 
lo contrario, quedarían sin efecto las disposiciones que protegen 
la independencia de las jurisdicciones locales, y no habría causa 
que pudiera sustraerse al conocimiento de la Suprema Corte, 
desde que todas las leyes y todos los fallos deben subordinarse 
á la Constitución. 

Decimoséptimo : Que el recurso interpuesto en el caso de la 
inoonstitucionalidad del artículo ciento diez y ocho de la ley de 
matrimonio civil era procedente, porque se sostenía por la parte 
que repugnaba á la Constitución, y la sentencia del tribunal 
superior de provincia se fundaba en ese artículo. 

Décimooctavo : Que esta Suprema Corte ha resuelto la no 
procedencia del recurso, dn un caso en que precisamente se ape- 
laba ante ella por la falta de aplicación de un artículo del C6- 
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digo do Comercio (tomo primero, página diez y siete de sas 
fallos). 

Por estos fandamentos, y oído al señor Frocarador General, 
se declara improcedente el recurso de apelación para ante esta 
Snprema Corte; y devaélvanse. 

OCTAVIO BUNGE. 



CAUSA CI4XIII 



Don Juan Pinoges^ contra Bernardo y Carlos Fontan ; sobre 

patente de invención 



Sumario. — 1" Es ñola la patente de invención concedida por 
el simple mejoramiento de una invención patentada. 

2^ No puede pedir la nulidad de una patente, fundado en 
la similitud de un invento anterior, el que no es sucesor, ni ce- 
sionario del invento, y que además no demuestra que el inven- 
to hubiera sido conocido en el país. 



Caso. — Resulta del 
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Füllo del Jíues Federal 



Buenos Aires, Diciembre 4 de 1896. 

Y vistos : estos autos seguidos por don Joan Finoges contra 
los señores Bernardo y Garlos Fontan, sobre nulidad de patente 
de invención ; de su estudio resultan los siguientes hechos : 

£1 actor, en su demanda, expone que, según resulta de 
las patentes que acompaña en copia simple j cuyo original se 
encuentra agregado en el expediente seguido por el mismo con- 
tra don A. Mollet, ante el Juzgado á cargo del doctor TJrdina- 
rrain, secretaría de la Torre, en 26 de Junio de 1894. el Ezmo. 
gobierno nacional le concedió patente de invención, por el tér- 
mino de Baños sobre un invento dé cápsulas metálicas de segu- 
ridad para botellas, número 1461 . 

Que esa patente, concedida en aquella fecha, era la primera 
en su género que habla expedido el gobierno de la Nación, y que, 
posteriormente, le otorgaron á él mismo (el actor) dos patentes 
de invención adicionales á la anterior, bajo los números 1592 
bis y 1616, todas las cuales vencen el 26 de Junio de 1899. 

Que no obstante lo expuesto, los señores Bernardo y Carlos 
Fontan, domiciliados en la calle Ombú 746, obtuvieron con pos- 
terioridad y en virtud del decreto del Poder Ejecutivo nacio- 
nal, de 20 de Junio de 1896, una patente de invención para 
cápsulas metálicas para botellas. 

Que su patente es idéntica á las concedidas anteriormente á 
él bajo los números 1461, 1592 bis y 1616, como resulta del 
expediente administrativo seguido por los señores Fontan, re- 
mitiéndose á ese expediente, para convencer al juzgado de que 
sólo por un exceso de complacencia ha podido el superior go- 
bierno acordar dicha patente, en perjuicio suyo y con violación 
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de los derechos que le acuerda la ley de la materia de 11 de 
Octubre de 1864. 

Qae cuando los señores Fontan se presentaroa á la oficina 
respectiva solicitando patente de una c cápsala metálica para 
botellas», se fundaron en un hecho, completamente falso, des- 
de que ellos no eran ni son inventores del sistema de cápsulas á 
que se referían. 

Que el señor J. Antonio Yeloz, en su informe de foja 37 del 
expediente administrativo, observaba que la oficina había paten- 
tado ese mismo sistema, cuya primera concesión se otorgó á él. 

* 

Que la oficina, con fecha 11 de Febrero del corriente año, 
denegó la patente solicitada por los señores Fontan, fundada, 
según dice la resolución, en la consideración de que c en 2 de 
Mayo de 1895, fué denegada á los señores Liberti hermanos 
una solicitud de patente que guarda mucha identidad con la con- 
cedida á don Juan Finoges, en Mayo i^ de ese año, y que la 
presente solicitud de los señores Bernardo y Carlos Fontan 
guarda también analogía con la denegada ya citada y con la con- 
cedida al señor Pinoges en la fecha » . 

Que los señores Fontan apelaron de esa resolución al Minis- 
terio del Interior y en su escrito de apelación reconocían: cQue 
había similitud entre la patente concedida á don Juan Pinoges 
y la denegada á Liberti hermanos », y se comprende, agregaban, 
€ que laúltima no haya sido patentada »• 

Que hace también presente al juzgado que él se presentó 
protestando ante la oficina de patentes, de la solicitud de los 
señores Fontan. 

Que pasado el asunto á dictamen del procurador del tesoro, 
dicho funcionario se expidió, en 11 de Marzo, diciendo: cNo 
hay novedad alguna en ^%iii pretendida invención^ que no es más 
que una modificaciondelascápsulasya presentadas, con detalles 
insignificantes. La denegación de la patente es justa^y creo que 
y. £. debe confirmarla, no haciendo lugar al presente recurso. » 
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Que el Poder Ejecutivo nacional, con fecha 21 de Marzo, dictó 
la siguiente resolución: c Considerando atendibles las razones 
en que funda su resolución el comisario de patentes de inven- 
ción y de acuerdo con el precedente dictamen del procurador del 
tesoro, confírmase la resolución del comisario de patentes, de* 
negando la patente solicitada por los señores Fontan. — ^TJri- 
BURü, — ii. Alcor ta ». 

Que no obstante los fundamentos de esta resolución del Po- 
der Ejecutivo, los señores Fontan pidieron reconsideración de 
ella; pedido nuevamente dictamen al procurador del tesoro, 
éste se expidió exponiendo : c No se trata aquí, decía, por se- 
gunda vez, de la invención ó aplicación de nuevos medios para 
obtener un resultado industrial, sino de la aplicación de los me- 
dios ya conocidos y patentados para llegar al mismo resultado, 
mediante modificaciones que no alteran en lo ínás mínimo el 
invento. Opino, por lo tanto, que Y. E. debe ordenar se esté á 
lo resuelto >. 

Que el ministerio del Interior, usando, en concepto del actor, 
de un procedimiento insólito, solicitó la opinión de la Sociedad 
Científica Argentina. 

Que de acuerdo con el dictamen de la comisión especial de los 
señores Buschiazzo, Beyle y G-allardo, y'^f undado en que se ha- 
bían concedido otras patentes para cápsulas metálica^» de segu- 
ridad, el Poder Ejecutivo dictó el decreto de 20 de Junio de 
este año, que está inserto en el número del «Boletín Oficial » 
adjunto, concediendo patente á los señores Fontan. 

Que el decreto referido se fuuda en razones que, en opinión 
del actor, no se armonizan, ni con la letra, ni con el espíritu de 
la ley de la materia ; desde que dicha patente es análoga y exac- 
tamente igual á lasque se concedieron al señor Pinoges. No es 
siquiera una patente adicional, ni trata de la aplicación de nue- 
vos medios para obtener un resultado industrial. 

Que invocando, pues, el artículo!^ de la ley de 11 de Octu- 
T. Lxvni so 
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bre de 1864, y el artíoalo 17 de la Constitución nacional, qne le 
acuerda el derecho exclusivo de explotación del aparato á qne 
se refieren las patentes concedidas, entabla formal demanda 
céntralos señores Bernardo y Carlos Fontan, sobre nulidad de 
la patente acordada por decreto de 20 de Junio de este año. 
^^Que corrido traslado de la demanda á los demandados, éstos, 
contestándola, expusieron: Qne el juzgado se había de servir no 
hacer lugar, con costas, á la acción deducida j admitir, tam- 
bien con costas, la reconvención que formulaban, para que 
oportunamente se declarase la nulidad de la patente indebida- 
mente concedida áPinoges 7 las de los certificados adicionales 
á la misma acordados con posterioridad bajo los números 1661 , 
1592 bis 7 1616. 

Que no es cierto que la patente concedida á ellos, lo ha7a 
sido respecto de un sistema idéntico al patentado á Pinoges, 
bajo los números qne se mencionan ; 7 qne la mejor prueba de 
ello la constita7e el expediente administrativo de que Pino- 
ges hace mérito y al que ellos se refieren con entera confianza. 
Que es extraño qne Pinoges insista en sostener una identi- 
dad que no es permitida en un sistema como el de ellos, basado 
en principios distintos al que se atribu7e como suyo dicho Pi- 
noges 7 con ventajosas modificaciones á este último. 

Que 8Í bien es cierto que el Poder Ejecutivo nacional denegó 
al principio la concesión de la pétente pedida por ellos, no lo es 
menos, que luego que se apercibió del error, lo reparó, conce- 
diéndoles la patente que pedían. 

Que informando el subcomisario, éste se expidió favorable- 
mente, manifestando: c Que la cápsula metálica denomina- 
da Fontan difería de las que se habían patentado por la oficina, 
por la forma especial y sistema de las abrazaderas, las cuales, 
cada una á su extremo, tienen un macho y una hembra queá su 
colocación en los envases ó botellas las junta al extremo de 
que la una entra en la parte agujereada de la otra ; que en la 
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oonstruccioA de dicho aparato hay bastante mérito y novedad 
para considerarla meritoria de la patente que se solicita». 

Que no obstante el informe precedente, emanado de la única 
autoridad técnica, como lo observa la Sociedad Científica Ar- 
gentina, el señor comisario no vaciló en denegar la patente ale- 
gando la analogía con la de Pinoges, sin demostrarla. 

Que el Poder Ejecutivo confirmó la resolución del comisario 
de patentes, pero que pedida reconsideración^ se pidió informe 
á la Sociedad Científica Argentina, la que sometió el punto al 
estudio de una comisión especial formada por los señores Bus- 
chiazzo, Rey le y Gallardo, la que, expidiéndose dijo : cque des- 
pués de un detenido examen del asunto, y de otros anteceden* 
tes, habiendo confrontado diversas muestras de cápsulas, ha- 
bían llegado Bi\ convencimiento de que la cápsula presentada por 
los señores Foutan difería de todas las patentadas, ofreciendo 
ajpreciables ventajas sobre ellas, opinando, por fin, y previo un 
prolijo estudio de los sistemas en que están basadas las diver- 
sas cápsulas patentadas, que debía concederse la patente soli- 
citada, porque las cápsulas Fontan marcan un progreso en este 
género de cápsulas industriales y difiere más de cualquiera de 
las patentadas, que lo que ellus difieren entre sí; que no se 
trata de un simple cambio de forma ó de una insignificante mo^ 
dificacion que sólo tuviera por objeto establecer diferencias 
para obtener un privilegio, sino déla nueva aplicación áe me- 
dios conocidos para la obtención de un resultado ó de un pro- 
ducto industrial, de que habla el artículo 3 de la ley de la mate- 
ria; que si se ha resuelto, por diferencias apreciables, la con- 
cesión de una patente á b cápsula presentada por Mariano 
Armonino, con mayor razón debe hacerse cuando es con un siste- 
ma basado en un distinto principio; que, en consecuencia, y 
vistas his notables diferencias y ventajas del sistema Fontan, 
respecto de las patentadas, como los antecedentes que se han 
examinado, consideraban, de acuerdo con la única opinión téc- 
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nica que figura en el eitpediente, emitida por el subcomisario 
Stabile, qne sería justo conceder la patente de inTencion para 
las cápsulas c Fontan >, la cual, sin duda, representa un progre- 
so en esa clase de artículos* 

Que la junta directiva, en su reunión del 10 de Junio, tomó 
en cuenta ese informe, y aceptó sus conclusiones, haciendo sa- 
ber así al Poder Ejecutivo, y éste, atento sin duda, la solidez de 
las razones aducidas por la sociedad referida, reconsideró su 
decreto de 21 de Marzo ppdo. y expidió el de 20 de Junio últi- 
mo, acordando la patente áFontan. 

Que en cnanto á la reconvención deducida, expone : Que Pi<- 
noges no es inventor ni propietario de la cápsula metálica que 
se le ha patentado, bajo el número 1461, por resolución de la 
oficina de Patentes, de fecha 26 de Junio de 189 i. 

Que no es inventor, porque dicha cápsula que explota como 
suya y consiguió patentar, es la misma que, sin modificación 
alguna, fué patentada en Norte-América, en 22 de Noviembre 
de 1877, ádori Alfredo L. Bernardoni, bajo el número 373.706, 
seis años y cinco meses antes qne hubiera descubierto Pinoges. 
la existencia del invento. 

Que este hecho á que alude se halla constatado en la deman- 
naqne Pinoges tiene entablada contra el señor A. Mollet, ante 
el Juzgado ^Federal del doctor Lalanne. 

Que así lo evidencian también los dibujos que adjunta sobre 
el invento de Bernardoni y el de Pinoges. 

Que éste oculta maliciosamente que el que dice su invento 
no hubiese sido patentado en el extranjero. 

Que no es propietario Pinoges del invento, porque no es su- 
cesor de Bernardoni, ni éste le ha transferido su derecho por 
escritura pública y hecho registrarla en la oficina de Patentes, 
para qce sea válido respecto de terceros, como lo disponen los 
artículos 2 y 41 de la ley de Octubre 11 de 1864. 

Que siendo esto así, Pinoges, sin derecho alguno, se ha hecho 
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patentar nn sistema que no le pertenece y que años antes fué 
patentado en el extranjero, lo que hace suponer fuera conoci- 
d o aquí. 

Que con arreglo á los artículos 1^, 4^ y 46 de la ley citada, 
son nulas las patentes de Pinoges« acordadas bajo los números 
1461, 1592 y 1616. 

Que siendo nula la patente de Finoges, carece de legítimo 
interés y de personería, para gestionar contra ellos la nulidad 
de la patente, puesto qne ésta se basa en un principio distinto 
y con ventajosas modificaciones. 

Que el sistema que abusivamente explota Pinoges^ á Ja fecha 
de la concesión del mismo había caído en el dominio público, 
puesto que su legítimo propietario señor Bernardoni, como pro* 
hará, dejó transcurrir más de 7 años sin solicitar revalidación, 
pues para que hubiese ocurrido lo contrario, correspondía peti- 
cionarse esa revalidación, dentro de los dos años que establece 
el artículo 47, en razón de que, siendo éste el término mayor 
para caducar las patentes expedidas en el país y que no hu- 
biesen sido objeto de explotación en el mismo, necesariamente 
él es aplicable y extensivo á las concedidas en el extranjero. 

Que encontrándose, por consiguiente, en el dominio público 
la enunciada patente, tanto Finoges, como ellos, si procedieron 
como aquely han podido con entera libertad explotar el invento. 

Que terminan pidiéndola nulidad de la patente y certifica* 
dos adicionales á favor de Finoges, y una vez declarada, con 
costas, se oficie al comisario de patentes para su publicación, 
en cumplimiento del artículo 52 de la ley respectiva. 

Que corrido traslado de la reconvención, el actor Finoges di- 
jo: Que el Juzgado se ha deservir no hacer lugar á la reconven- 
ción deducida^ con costas, por cuanto los demandados fundan 
su reconvención en un hecho desprovisto de importancia del 
punto de vista legal y desús efectos jurídicos. 

Que toda la argumentación se funda en el hecho de que las 
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« 

cápsulas de Finoges y explotadas por éste, faé pantentada con 
anterioridad en Norte América á favor del señor Bernardoni. 

Que los demandados no son sucesores de Bernardoni, ni han 
justificado cesión en forma, y, por otra parte, la patente de Ber- 
nardoni, aunen el caso de que ella existiera, no ha sido revali- 
dada en la República ni registrada en la oficina de patentes; 
que así, los señores Fontan, con arreglo á los artículos ^^ y 41 
He la lej de la materia» carecen de legítimo interés y de verda- 
dera personería para accionar contra él. 

Que los demandados han expuesto con exactitud el alcance 
del artículo 48 de la ley que acuerda la acción de nulidad, re- 
conociendo que es necesario tener kgítimo interés para poder 
ejercer dicha acción, y como los señores Fontan no pueden invo- 
car la patente de Bernardoni, la reconvención es improcedente 
é infundada. 

Que teniendo en cuenta la naturaleza de la demanda por su 
parte, tendente á reparar un daño, que los señores Fontan oca- 
sionaron por el uso de una patente acordada con violación de la 
ley y en perjuicio del derecho exclusivo y preferente de explo- 
tación que tiene él, la reconvención es improcedente, con arre- 
glo á la ley 4^, título 3**, partida 3", habiéndolo resuelto así la 
Suprema Corte en su fallo que corre al tomo 14, serie 2^, pá* 
gina 118.' 

Que él es el verdadero inventor y propietario de la cápsula, 
con arreglo á los artículos 1® y 3^ de la ley respectiva, y en 
oposición á su derecho que le acuerda la patente y se halla jus- 
tificado por el mismo título, sólo puede prcbcntarse otro título 
acreditando el mejor derecho, para surtir los efectos de aquél. 

Que no habiéndose presentado en forma la patente de Ber- 
nardoni, pues no ha sido revalidada, ni registrada, debe preva- 
lecer la que se halla en las condiciones de la ley, luego la pa- 
tente es válida. 

Que además, su invención era nueva cuando se le acordó la 
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patéate, pues hasta entonces ao se conocía el sistema descu- 
bierto por él, de modo que el gobierno, al concederle la paten- 
te, se ajustó á la ley. 

Que aún en la hipótesis, que no acepta, de que se hubiera 
concedido en el extranjero patente al sistema suyo, esta circnns- 
cía, por sí sola, no invalidaría su título, porque la ley requiere, 
además, parala reclamación de nulidad, que la invención haya 
sido publicada suficientemente en el país, ó fuera de 61, en 
obras, folletos ó periódicos, para ser ejecutada con anterioridad 
á la solicitud (art. 4''); y la prueba de que no era conocida la 
invención consiste en que el gobierno acordó la patente, de con- 
formidad con los dictámenes técnicos de los consejeros del Po- 
der Ejecutivo, y que los demandados, después de nueve años, 
recien se aperciben del hecho alegado, caso de ser exacto. 

Que en cuanto alas patentes adicionales, han sido igualmen- 
te otorgadas con arreglo á la ley (art. 27), aparte de que un 
extraño puede obtener estos certificados de adición, como lo es- 
tablece el artículo 29, y si á alguna reclamación hubiera lugar 
respecto de éstas, no serían los demandados los que tendrían 
derecho á ello. 

Que debe también observar que al deducir su acción de nuli- 
dad contra los señores Fontan, no ha invocado la patente de 
Bernardoni, ni cesión alguna, de modo que es impertinente 
cuanto se dice para negarle el derecho de acción. Este nace de 
un derecho propio que le acuerda la patente presentada y la 
propiedad del invento que deriva del mismo título. 

Que ante dos patentes, habiendo sido dada con posterioridad 
la de Fontan, es nula ésta y válida la suya, con arreglo á la ley 
y jurisprudencia de la Corte Suprema (Fallos, bérie2^, tomo 5^, 
página 293; serie 2", tomo 9, página 467). 

El Juzgado recibió la causa á prueba y se ha producido la 
que expresa el certificado del actuario á foja... 

Y considerando : I'' Que en el presente caso son dos las cues- 
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tiones á resolver, las que pueden plantearse en la siguiente for- 
ma: ¿Procede la declaración de nulidad de la patente de in- 
vención concedida á los señores Bernardo y Carlos Fontan, po- 
dida por don JuanPinoges? 2" ¿Procede la reconvención dedu- 
dida por Bernardo y Carlos Fontan contra Pinoges? 

2° Que para dar solución acertada á estas cuestiones es^ ante 
todo, necesario tener presente los antecedentes de la concesión 
hecha á los señores Fontan, de la que se desprenda que, habién- 
dose presentado á la oñcinade patentes de invención, ésta, pre- 
vio el informe del subcomisario Stabile, que opinaba por la 
concesión, denegó la patente, por encontrar analogía con las de 
Pinoges, es decir la materia del invento. 

Que recurrida esa resolución para ante el ministerio del In- 
terior, éste confirmó la de la oficina de patentes, y reconside- 
rando más tarde esa resolución, la revocó^ previo el informe de 
la Sociedad Científica Argentina, mandando extender á los seño- 
res Fontan la correspondiente patente de invención. 

Que debe, además, tenerse muy en cuenta la disposición del 
artículo 3^ de la ley de 11 de Octnbre de 1864, según el cual, 
son descubrimientos ó invenciones nuevas : los nuevos pro- 
ductos industriales, los nuevos medios y la nueva aplicación de 
medios conocidos, para la obtención de un resultado ó de un 
producto industrial. 

Que según este artículo, no es necesario la invención de nue- 
vos medios para la concesión de una patente de invención, bas- 
tando una nueva aplicación de medios conocidos, lo que equi- 
vale á una nueva forma de aplicación de medios conocidos. 

Que del examen de los expedientes en copia, presentados por 
la oficina de patentes, de concesiones de cápsulas de seguridad 
para botellas, resulta también que en los diversos casos de con- 
cesión, no se ha hecho otra cosa que conceder patente á la nue- 
va aplicación de medios conocidos, y como que no son otras co- 
sas las invenciones de Devoto y Demonley, Vital Paut, D. Ar- 
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monino, Finoges y Fontan; que si bien es exacta la existencia 
de analogía ó similitudes entre las concesiones de Fontan j la 
de Finoges, no lo es menos la existencia de esa misma analogía 
y similitud entre las concesiones antes referidas, sin que por 
ello se pueda desconocer la procedencia de la expedición de esas 
patentes, desde que se aplicaban medios conocidos en distintas 
/armas 7 con diversos detalles. 

Que del examen comparativo de los muestrarios y descrip- 
ciones acompañados^ se descubre que la forma más simple co- 
nocida de cápsulas para seguridad de botellas, es la de los se- 
ñores Bernardo y Carlos Fontan, que fué patentado por resolu* 
cion del ministerio del Interior, fundado en el informe de los 
señores de la Sociedad Cientíñca Argentina, la que, haciendo el 
análisis de las distintas formas de cápsulas, llegó á la conclu- 
sión deque la de los señores Fontan es acreedora á una patente 
por su forma especial y simplificada. 

Damos aquí por reprodacidos los informes, tanto de la Socie- 
dad Científica Argentina como del subcomisario Stabile, que 
son concordantes. 

For estas consideraciones y las concordantes del escrito de 
foja... resuelvo la primera cuestión declarando: que do hago lu- 
gar á la nulidad solicitada por el señor Juan Finoges, déla 
patente de invención concedida X los señores Fontan, con costas, 
como lo manda la ley de la materia. 

Considerando en cuanto á la segunda cuestión, que es la 
déla procedencia de la reconvención opuesta por Bernardo y 
Carlos Fontan: que para que ella pudiera haber sido opuesta 
oon derecho por Fontan, hubiera sido necesario que comprobase 
f ó su carácter de sucesor de Alfredo L. Bernardoní, ó que éste 
le hubiese hecho cesión de su derecho por escritura pública y 
qoe se se hubiese registrado la cesión en la oficina de patentes. 

Que nada de esto se ha comprobado por los señores Fontan, 
pues siendo requisito indispensable para el ejercicio de la ac- 
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cion de nulidad el de que, quien )a ejerce tenga interés en ello, 
los señores Fontan no han comprobado tener la autorización 
que exige la ley de patentes de 1864, para ejercitar esa acción. 

Que así, el hecho deque exista seínejanza 6 similitud entre 
el invento de Bernardoni en los Estados Unidos, patentado en 
1868, y el de Finoges, nada prueba, desde que no era conocido 
cu el país el inventó de Bernardoni, y debía saponerse no fuera 
conocido desde que el gobierno mismo lo ignoraba si existía, y 
concedió á Finoges la patente respectiva. 

Que la traducción sobre el folleto referente á descubrimiento 
de Bernardoni nada prueba en contra de Finoges, pues hubiera 
sido necesario que se probara que ese folleto fué conocido y cir-* 
culo aquí en 1894 cuando se concedió la patente á Pinoges, lo 
que no se ha probado por los señores Fontan, y porque, como 
lo decimos antes, debíamos suponer que no fué conocido cuando 
el gobierno patentó la invención de Finoges. 

Por estos fundamentos y los concordantes del escrito de 
foja..., de la parte de Finoges, no se hace logar ala recon- 
vención opuesta por Fontan, con costas. Así lo pronuncio, man- 
doy firmo, en Buenos Aires, capital de la República Argenti- 
na, fecha utsupra. Notifíquese con el original y repónganse las 
fojas simples del expediente. 

P, Olaechea y Alcor ta. 



Falla de la Suprema Corte 

fiuenos Aires, Julio 6 de 1897. 

Vistos y considerando : Que la cápsula metálica de seguri- 
dad para botellas, parala cual se ha concedido patente á los se- 
ñores B. y C. Fontan, no constituye^ según lo demuestran los 
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antecedentes de esta causa, un noeyo invento, sino una mejora 
de aquél por el cual obtuvo patente don Juan Pinoges para la 
misma aplicación. 

Que siendo así, no se ha podido otorgar á los señores Fontan 
patente de invención invocándose los artículos 1° y 3® de la ley 
delamateria, pues que esos artículos se refieren á los nuevos 
descubrimientos 6 í nuevas invenciones y no al simple mejora- 
miento de un descubrimiento ó invención patentada. 

Que esta verdad se confirma de modo claro por las disposi- 
ciones contenidas en los artículos del 27 al 32 de la citada ley, 
que reglan los casos de mejoramiento de las referidas inven- 
ciones. 

Por esto, se revoca la sentencia apelada de foja ciento veinte 
y nueve, en cuanto resuelve no haber lugar á la declaración 
de nulidad de la patente concedida á los señores Fontan, la cual 
se declara sin efecto, sin perjuicio de los derechos /que puedan 
dichos señores hacer valer^ en virtud de las disposiciones rela- 
tivas á los perfeccionamientos de inventos ya patentados ; y por 
sus fundamentos se confirma la misma sentencia, en cuanto á la 
reconvención ; debiendo las costas de ambas instancias pagarse 
en el orden en que han sido causadas. Repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
E. TORRENT. 
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CAUSA CE.XI¥ 



Recurso de hateas corptAS d favor de Genaro Altinit Estevan 
Mella y otros^ deducido por el doctor don Juan Coustau 



Sumario. — No procede el recurso de habeos corpus á favor 
de personas detenidas por la autoridad policial, y puestas á dis- 
posición de juez competente. 



Caso. — Besulta de las siguientes piezas : 



VISTA nSCAL 



Buenos Aires, Junio 20 de 1897. 
Señor Juez: 



Y. S. no debe hacer lugar al presente recurso de habeos cor- 
pus, por no considerarlo conveniente. 

Según el texto del escrito que lo interpone^ se sostiene que 
los individuos reclamados no han cometido delito alguno, en el 
sentido de la definición respectiva del Código Penal. 



DE JUSTICIA NACIONAL 317 

Estando al informe de la Prefectnra Marítima, y sobre todo 
á las constancias del expediente qae por esft autoridad ha sido 
elevado á Y. S., resolta lo contrario. 

Los reclamados, á foja 1, resultan ser actores directos en los 
hechos que han motivado el proceso que se ha iniciado, j sus 
deolaraciones son bien expresas, determinando sn participación 
en el hecho de la tentativa de pretender embarcar una expedi- 
ción organizada j militarizada para invadir la Eepública veci- 
na; esa participación se desprende igualmente en la cooperación 
por ellos prestada para apoderarse y servirse de embarcaciones 
que no les pertenecían, coadyuvando al hecho de una manera 
eficaz. 

Aún tomando los hechos bajo este segundo punto doTista, hay 
violación de leyes bien expresas que tienden á garantir dere- 
chos en aguas argentinas, cuyo olvido sería injustificable por 
parte de las autoridades que están llamadas á actuar en el sen- 
tido de asegurarlas. 

Pero considerando el hecho bajo el punto de vista interna- 
cional y en aquello que puede y tiene que afectar al gobierno 
de la Bepública Oriental del Uruguay, las autoridades maríti- 
mas han debido actuar, pues el gobierno argentino tiene los de- 
beres que le impone un tratado aprobado por el Congreso y le- 
yes expresas que se oponen átales actos. 

Bajo ambos aspectos, considero qne la Prefectnra Marítima, 
qae es la autoridad policial de nuestras aguas, ha procedido con 
pleno derecho al evitar actos violatorios de la ley, y al detener 
á las personas que lo consumaban. 

Creo, pues, que la restricción de libertad impuesta á los re- 
clamados de foja 1, procede de un derecho, de una facultad 
propia de la autoridad que la ha impuesto, y no es el caso de 
aplicar el artículo 617 del Código de Procedimientos en lo cri- 
minal de que se hace mérito. 

Por otra parte, el prefecto marítimo ha cumplido sumisión, 
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pues en el tiempo oportaao ha puesto los detenidos á la dispo- 
sición de Y. S., que es el juez competente para juzgarlos. Así 
consta del expediente principal que hoy se halla á la resolución 
deV. S. 

En cuanto á los reclamados á foja 7, puedo y debo hacer las 
mismas manifestaciones que para los anteriores, haciendo notar 
que contra ellos gravita una acusación semejante^ aun cuando 
se trate de hechos diversos, pero qae en sí, asumen los caracte- 
res que ya he hecho notar, presentando todas las exterioridades 
de actos delictuosos del derecho público que violan leyes y pac- 
tos expresos, estando, por otra parte, las personas puestas ya á 
la disposición de Y. S. que es el juez competente que debe juz- 
garlas, lo que por sisólo, alejaría toda procedencia del presente 
recurso. 

J. Bolet. 



Vallo del Jues Fedleriil 



Buenos Aires, Junio 22 de 1897. 

Autos y vistos : El recurso de amparo de la libertad, instau- 
rado por el doctor don Juan Constan , en favor de las personas 
que enumera en sus escritos de foja 1 y foja 7, del que resulta, 
que las mencionadas personas fueron detenidas í bordo de \o6 
buques c Nueva Palma Africana », € José Altieri», < Don Car- 
los» y «Yenus », por la Prefectura Marítima, obedeciendo ór- 
denes superiores, con motivo de pretender pasar á la República 
Oriental del Uruguay, para incorporarse á la fracción política 
que hoy se encuentra en armas contra su gobierno, — aconteci- 
miento que, apreciado por el recurrente, no encausa la comi- 
sión de un delito que dé margen y autorice el procedimiento 
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arbitrario cometido por las autoridades marítimas al decretar 
la detención de las personas nombradas, por lo que pide á este 
juzgado ordene su inmediata libertad. 

Y considerando: Que es un hecho confesado que las personas 
en cuyo favor se interpone el recurso, se han embarcado en el 
territorio de la República con el propósito de invadir el Esta- 
do vecino. 

Que es igualmente un hecho confesado que para llevar ade- 
lante sus propósitos se han apoderado de buques mercantes que 
surcaban las aguas del Río de la Plata. 

Que tales hechos revisten las formas externas de una viola- 
ción á las leyes de la nación, que garanten derechos en aguas 
argentinas y que establecen deberes para nuestro gobierno que 
debe cumplir^ sin que por esto pretenda el juzgado desconocer 
que puedan existir circunstancias que hoy se le ocultan y que 
pueden cambiar su significado legal. 

Que en presencia de los acontecimientos producidos, la Pre- 
fectura Marítima ha procedido en derecho á cortar actos que 
puedan importar una violación á esas leyes. 

Que dados estos antecedentes la restricción de la libertad im- 
puesta á los reclamados de fojas 1 y 7, procede de una facultad 
propia de la autoridad que la ha impuesto : artículo 4 del Códi- 
go de Procedimientos en materia criminal. 

Que el prefecto marítimo^ oportunamente, puso á los deteni- 
dos á disposición de este juzgado y remitió el sumario levantado 
con motivo de los hechos que se delatan y sobre el cual previe- 
ne el infrascripto^ lo que coloca al caso sub-judice fuera de los 
términos del artículo 617 del código citado. 

Por estas consideraciones, y de acuerdo con lo dictaminado 
por el Procurador Fiscal, no ha lugar al recurso de amparo de 
la libertad deducido, con costas. 

Gervasio F. Granel. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Baenos Aires, Junio 28 de 1897. 
Suprema Corte : 

Tanto el recurso de amparo de la libertad, como el de hateas 
Corpus, que significa lo mismo, se producen en contra de toda 
orden ó procedimiento de un funcionario público, tendente á 
restringir, sin derecho, la libertad de una persona, según el ar- 
tículo 617 del Código de Procedimientos en lo criminal. 

En el caso sub-judice, se demuestra en los considerandos del 
auto recurrido y dictamen ñscal de foja 10, no sólo que la de- 
tención se ha producido por autoridad de la Prefectura Maríti- 
ma, legalmente encargada de la policía fluvial, sino que los de- 
tenidos por hechos de carácter delictnoso, están puestos á dis- 
posición del juez que^ según la ley de competencia nacional, 
tiene la atribución de juzgarlos. 

No existiendo la confusión de hechos ni de doctrina en que el 
recurso funda la nulidad, ni la justicia agraviante que apoye el 
de apelación, pido á Y. E. se sirva confirmar, por sus funda- 
mentos, el auto recurrido de foja i3. 

Sabiniano Kier. 



Falla de iii Suprema Corte 

Buenos Aires, Julio 6 de 1897. 

Vistos: De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general y fundamentos concordantes del auto de 
foja trece, se confirma éste, con costas. Devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
£. TORRENT. 
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CAUSA CK.XT 



El Banco Hipotecario Nacional contra el concurso de Manuel 
Lajo, sobre posesión y apelación de sentencia de la Suprema 
Corte de Santa Fé. 



Sumario. — I'' Es apelable para ante la Suprema Corte la 
sentencia de los tribunales provinciales que desconoce un dere- 
cho otorgado al Banco Hipotecario Nacional por la ley nacional 
de su organización. 

2^ La existencia del juicio universal de concurso abierto al 
deudor no puede obstar á que el Banco Hipotecario Nacional 
proceda por sí á vender los inmuebles hipotecados á su favor^ y 
tomar posesión de ellos en su caso. 



Caso. — Resulta del 



ACUERDO T SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE SANTA FÉ 



En la ciudad de Santa Fé, á los cinco días del mes de Agosto 
de 1896, reunidos los señores ministros de la Suprema Corte que 
T. Lxym 81 



. 



I 
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suscriben en acuerdo ordinario para resolver el recurso de casa- 
ción deducido por don Alberto Isla, síndico del concurso civil 
de don Manuel Lajo contra el fallo de la Cámara de Apelacio- 
nes de la 2* circunscripción, de fecha 23 de Noviembre de 1894, 
resultó para la votación el orden siguiente: doctores Blanco, 
Fu jato y Retamar. 

Antecedentes 

En il de Abril de 1892, don Manuel Lajo hace cesión de 
bienes. £1 tribunal abre el concurso, nombrando síndico á don 
Alberto Isla y ordena que los acreedores presenten á éste lo6 do- 
cumentos justificativos de sus créditos, debiendo al mismo tiem- 
po hacerse cargo de todos los bienes y papeles del concursado. 
A foja 43 el síndico se presenta al Tribunal manifestando que 
el gerente del Banco Hipotecario Nacional se ha presentado á 
los inquilínos de las propiedades del señor Lajo, situadas en la 
calle TJrquiza números 640, 644, 652, 650 y 658, acompañado 
de un escribano público y ha levantado un acta por la que toma 
posesión de dichas propiedades, notificando á los inqnilinos que 
deben abonarle los alquileres. Que habiendo hecho cesión de 
bienes el señor Lajo, el Banco, como cualquier otro acreedor 
debe presentarse al concurso, pide : l^que notifique á los inqni- 
linos que el único con quien deben entenderse es el síndico, 
como representante del concurso; y 2° se notifique al Banco Hi- 
potecario Nacional suspenda todo procedimiento y presente al 
síndico los justificativos de su crédito. El gerente del Banco, en 
22 de Junio del mismo año, hace presente al juez que las pro- 
piedades expresadas están hipotecadas al Banco y que habién- 
dose sacado á remate por éste sin haber postores, tomó posesión 
de ellos de acuerdo con el artículo 55 de la ley orgánica del 
Banco; pero los inquilinos se han negado á pagar los alquileres 
por haberlos abonado ya al síndico del concurso; pide por ello 



II 
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se ordene no se cobren nuevamente los alquileres, cpues el Banco 
está en posesión legal de esas fincas y obligado á percibir sus 
rentas con un ñn determinado». Tramitada esta solicitud con el 
concursado 7 con el síndico, ambos sostienen el derecho de éstos 
para administrar los bienes de la masa, debiendo el Banco pre- 
sentar, como todo acreedor, los justificativos de su crédito; elin- 
ferior falla declarando que los artículos de la ley nacional in- 
vocada por el gerente del Banco Hipotecario Nacional no son 
aplicables al caso, porque repugnan á la Constitución de la Re- 
pública, y no haciendo lugar, por tanto, á la petición de que se en- 
tregue la administración de las fincas hipotecadas. Apelada esta 
resolución, la Cámara de apelaciones la revoca, fundándose en 
qtíe los privilegios acordados al Banco Hipotecario no son con- 
trarios á la Constitución. De esta sentencia se ha interpues- 
to el recurso extraordinario de casación. La Corte planteó las 
siguientes cuestiones: 

1' ¿Hay errónea aplicación de las cláusulas de la Constitu- 
ción en la sentencia recurrida ? 

2" En caso afirmativo, ¿cuál es la decisión que corresponde 
al punto disentido, con sujeción á los términos y la genuina in- 
terpretación de la ley controvertida? 

A la primera cuestión, el doctor Blanco dijo: Voto por la afir- 
mativa. Este recorso se fonda en el inciso 1° del artículo 1106 
del Código de procedimientos, en razón de que la decisión del 
tribunal en última instancia ha sido en favor de la constitucio- 
nalidad de la ley disentida. En efecto^ el fallo de la Cámara, 
declara que no es contraria á la Constitución la ley de creación 
del Banco Hipotecario Nacional, en cuanto le acuerda algunos 
privilegios especiales, revocando el de primera instancia que 
declara solamente, que no es aplicable esa ley al caso sub^judi- 
cCy porque repugna á la Constitución, etc. En mi concepto, la 
sentenciada la Cámara ha partido de un error jurídico, pues 
ha tomado como resolución lo que no es sino un motivo de la 
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misma y es indísoatible que los motivos ó fandamentos no 
constituyen su parte resolutiva. Debió entonces la Cámara li- 
mitarse á declarar ante todo si la ley del Banco era ó no aplicable 
al caso, único punto discutido y resuelto en primera instancia 
sin entrar á juzgar sobre su coastituoionalidad 6 inconstitu- 
cionalidad. De esta manera, la sentencia ha violado el artículo 
353 dríla ley de procedimientos^ que ordena que toda sentencia 
debe contener decisión expresa conarregloála acción deducida, 
declarando el derecho de los litigantes, etc. Los doctores Púja- 
te y Betamar se adhirieron al precedente voto. 

Ala segunda cuestión el doctor Blanco dijo: No se trata 
aquí de la violación de los privilegios del Banco Hipotecario 
Nacional que le acuerda la ley de su creación. Concretando 
la cuestión sub-judice^ debe plantearse en los siguientes tér- 
minos: En caso de concnrso, ¿deben ser administrados los 
bienes por el síndico, aunque existan algunos afectados á pri- 
vilegios especiales y aunque el acreedor privilegiado sea 
el Banco Hipotecario Nacional? Los artículos 656, 668 y 669 
de la ley de procedimientos, dan expresamente al síndico 
no sólo el derecho, sino que le imponen el deber de hacer el 
iaventario de los bienes del concurso y tomar la administra- 
ción de los mismos. Idéntica doctrina rige en caso de quiebra. 
El artículo 1387 del Código de Comercio establece que la de- 
claración de quiebra atrae al concurso todos los negocios judi- 
ciales del fallido y todos sus créditos activos y pasivos. Y los 
artículos 1412 y 1413, inciso 4^, que son una consecuencia del 
anterior, excluyen el ejercicio de la acción individual en la ad- 
ministración de los bienes del concurso. En presencia del juicio 
general de concurso, dice un fal!o de la Suprema Corte, no pue- 
den coexistir ejecuciones esparcidas ante jurisdicciones dife- 
rentes, porqne traería la composición del activo y pasivo, im- 
posibilitando la graduación de créditos. Así, pues, todo crédito 
á cargo del concurso, por cualquier título que sea, debegestio- 
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narse ante la única autoridad qae, con sujeción á las prescrip- 
ciones del código, puede fijarlas diferentes clases decréditos y 
su graduación. Y la razón es obvia. Antes que los intereses 
particulares y aislados de los acreedores está el interés común 
de todos, y aparte de esto, están los intereses públicos y mora- 
les, el interés mismo de la sociedad, para garantirse contra el 
fraude, y que puede quedar comprometido, si no hay un control 
para los derechos que se pretenden contra el concurso. Ese 
control no puede ser otro que la unidad de las operaciones del 
concurso, la unidad de la administración, la unidad del juicio, 
que establece la igualdad de todos los acreedores, como dice el 
doctor Moreno, sin perjuicio de los derechos de preferencia que 
algunos pudieran tener. Contra estos principios de jurispruden- 
cia universal, se opone la ley de 24 de Setiembre de 1886, que 
faculta al Banco Hipotecario Nacional para proceder por sí 
y sin forma de juicio á la venta de los bienes hipotecados y par- 
ticularmente el artículo 65^ que establece que los jueces, bajo 
ningún pretesto, podrán suspender 6 trabar los procedimientos 
del Banco para la venta en remate de las propiedades hipoteca- 
das, á menos que se tratase de tercería de dominio. Evidente- 
mente, es ésta una ley de privilegio y como tal, su interpreta- 
ción es de derecho estricto; pero esa excepción no puede tener 
tanta amplitud, que llegue á suprimir una legislación de orden 
público, máxime cuando el privilegio puede conciliarse con el es- 
píritu de la ley en su aplicación al caso que nos ocupa. El ar- 
tículo 65 citado prohibe á los jueces trabar el procedimiento 
del Banco para la venta de los bienes hipotecados . Y bien, en 
nuestro caso, se trataba de simples actos de administración en- 
comendados al síndico por la legislación de fondo y de forma. 
No se priva con esto al Banco del ejercicio de un privilegio espe- 
cialísimo; como no se priva á todo acreedor hipotecario del de- 
recho de ejecutar por cuerda separada sin esperar el resultado 
del concurso (artículo 3938 del Código Civil), con obligársele 
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á verificar su crédito como á los demás acreedores. Y ésta es 
también ana excepción & la ley comercial y á la ley de procedi- 
mientos. El hecho de tener el Banco an privilegio para proce- 
der á la venta de bienes hipotecados^ sin forma de juicio, no 
puede desnaturalizar los procedimientos de un juicio universal 
en que se ventilan intereses comunes bajo una sola administra- 
cion, porque el ejercicio de ese privilegio, sin el centroide la ve- 
rificación previa, traería una verdadera confusión en la liquida- 
ción de la masa concursada. El Banco podrá, indudablemente, 
por la ley de su creación, individualizar los bienes afectados á su 
privilegio y hacer aplicación del precio de venta y de las rentas 
de éstos al pago de su crédito; pero no podrá ejercer ese derecho 
caando el deudor ha hecho entrega de sus bienes á sus acreedo- 
res como una entidad moral, sino después de inscrito y verifica- 
do el crédito. Luego los artículos de la ley en que se prohibe á 
los jaeces trabar el procedimiento para la venta de los bienes 
hipotecados, no son aplicables al caso en cuestión, en que sólo 
se trataba de un simple acto de administración, cual es el cobro 
de alquileres, verificado por el síndico. Los doctores Pujato y 
Retamar manifestaron su conformidad con el precedente voto. 
Con lo que terminó el presente acuerdo que firmaron los señores 
ministros por ante mí, de que doy fé. 

FÉLIX PUJATO. — LUIS BLANCO.— 
ROMUALDO RETAMAR. 

Ante mí : 

Mariano Echagüe. 



Santa Fé, Agosto 5 de 1896. 

Vistos: Por los fundamentos del precedente acuerdo, la Corte 
declara: Que hay errónea aplicación de las cláusulas déla Cons- 
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títncion en la sentencia recurrida de fecha veintitrés de Noviem- 
bre de mil ochocientos noventa y cuatro y, en su consecuencia, 
de acuerdo con la disposición del artículo 1204 del Código de 
Procedimientos, se declara que no son aplicables al caso los 
artículos de la ley nacional invocados por el gerente del Banco 
Hipotecario Nacional, para pedir se excluyan de la administra- 
ción del síndico, las fincas hipotecadas pertenecientes al con- 
curso de don Manuel Lajo. — Hágase saber, publíquese y bajen. 

FÉUX PCJATO.— LUIS BLANCO. — 
ROMUALDO RETAMAR. 



Ante mí : 



Mariano Echagüe. 

Pro-Secretario. 



Fall« Ú9 im Svprenuí C^rle 



Buenos Aires, Julio 6 de 1897. 

Vistos y considerando : Que en virtud de la resolución pro- 
nunciada por la Suprema Corte de la provincia de Santa Fé, 
traida en apelación, sólo hay que juzgar sobre la inteligencia 
del artículo cincuenta y cinco de la ley orgánica del Banco Hipo« 
tecario Nacional, que ha invocado este establecimiento para fun- 
dar el derecho que dicho artículo le otorga, y que ha sido des- 
cooocido por la citada resolución. 

Que el caso se halla comprendido en el inciso tercero del 
artículo catorce de la ley de jurisdicción y competencia, proce- 
diendo así el recurso que ese artículo autoriza. 

Que la citada ley orgánica autoriza al establecimiento para 
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Tender el bien hipotecado en ios casos de sü artículo cincnenta* 
prohibiendo por el artículo sesenta y cinco que bajo ningún pre- 
testo puedan los jueces suspender ó trabar los procedimientos 
del Banco para llevar á cabo dicha enajenación, á menos que 
se tratase de tercería de dominio. 

Que en previsión de que no fuese posible vender el bien hipo- 
tecado por la deuda, la misma ley, por su artículo cincuenta y 
cinco^ autoriza al Banco para tomar posesión de la casa y perci- 
bir sus rentas hasta sacarla nuevamente á remate . 

Que relacionando el derecho del Banco para proceder á la 
venta y el de tomar en su caso la posesión de la cosa hipotecada, 
bien se alcanza que las dos disposiciones se proponen conseguir 
el mismo fin, que es el de poner en poder del Banco los medios 
necesarios para atender en todo momento á sus respectivas 
obligaciones. 

Que aparte de esta consideración, la generalidad de los tér- 
minos en que se halla concebido el mencionado artículo cincuen- 
ta y cinco y la circunstancia de tratarse de una regla especial, 
de aplicación, por tanto, preferente al derecho común anterior 
para la especialidad sobre que estatuye, convencen de que dicho 
artículo es de aplicación general y comprensiva aun de los casos 
de concursos. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia de foja ciento 
setenta y ocho vuelta, en la parte apelada, declarándose que el 
Banco tiene derecho á tomar posesión de la cnsa hipotecada á 
que se reñere esta causa, substrayéndola de la administración 
general del concurso. Repóngase el papel y devuélvase. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL RAZAN. — OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TORRENT. 



J 
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CAI78A Cli^TI 



Doña Clara Calderón de Soria contra el Ferrocarril del Sud de 
la provincia de Buenos Aires, sobre apelación á la Suprema 
Corte de providencia de la Cámara Comercial de Buenos 
Aires. 



Sumario. — No son apelables para ante la Suprema Corte 
las providencias de los tribunales locales que no resuelven oon 
fuerza definitiva cuestión alguna. 



Caso. — Doña Clara Calderón de Soria demandó ante el juei 
de comercio, doctor Peyrety al Ferrocarril del Sud, por cobro 
de pesos, fundada en la pérdida de un bulto de equipaje que 
condujo dicha empresa. 

Dictada sentencia condenatoria para el Ferrocarril, éste 
apeló para ante la Exma. Cámara en lo Comercial, la que, una 
vez sustanciado el recurso, llamó autos con fecha 5 de Junio 
de 1897. 

En este estado, y con fecha 22 de Marzo de 1897, el repre- 
sentante del Ferrocarril pidió á la Cámara que declarase la 
incompetencia de los tribunales ordinarios para conocer en 1 a 
causa, por ser ésta de fuero federal por razón de la materia^ 
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desde que ella debía ser resuelta con arreglo á las disposicio- 
nes de la ley nacional de ferrocarriles, excepción que podía 
oponer en cualquier estado del juicio, dada la naturaleza pri- 
Tativa y excluyente de la justicia federal, en esos casos. 



FALLO DE LA CÁMARA DE APELACIONES 

Buenos Aires, Marzo 18 de 1897. 

Con arreglo á lo dispuesto en los artículos 215 y 252 del 
Código de Procedimientos, devuélvase el presente escrito* 

SAAYEDRA. — GARCÍA.— PÉREZ. 
— LÓPEZ CABANILLAS. — E8- 
TEYES. 

Ante mí : 

Luis L. Aliaga. 

El reptesentante del Ferrocarril, invocando el artículo 14 de 
la ley de jurisdicción de 14 de Setiembre de 1863, apeló para 
ante la Suprema Corte, siéndole negado el recurso, por lo que 
ocurrió de hecho. 



VISTA DEL SEflOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Julio 1* de 1897. 

Suprema Corte : 

El recurso interpuesto á foja 121 contra el auto de la Exorna. 
Cámara en lo Comercial de foja 120 vuelta, era manifiesta- 
mente improcedente. 
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Llamados autos á foja 116 Taelta, la Exema. Cámara no 
había pronunciado sentencia todavía^ y con arreglo á lab dispo- 
siciones de los artículos 252 y 253 del Código de Prooedi* 
mientes, no procedían otras diligencias qne las relativas al in- 
forme in Toce ó al pronunciamiento defínitiTo del tribunal. 

En tal estado^ la Excma. Cámara debía resolver las cuestionea 
suh^judice por sentencia definitiva, y sólo respecto de esa sen* 
tencia procedería al recurso autorizado en el artí<sulo 14de la 
la ley sobre justicia nacional. 

El auto de foja 120 no es la sentencia definitiva que el tri- 
bunal se reserva pronunciar en virtud del llamamiento de au- 
tos, y por ello, oon razón, ha declarado improcedente el recurso 
instaurado á foja 121, con sujeción á los términos esplícitos 
de la ley erróneamente citada para sustentarlo, por no tratarse 
de las sentencias definitivas pronunciadas por los tribunales 
superiores de provincia. 

Se ha de servir Y. E., por ello, declarar improcedente el re- 
curso de hecho instaurado á foja 123. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la üapreina Corte 

Buenos Aires, Julio 8 de 18d7. 

Autos y vistos : Considerando : Que según resulta de los autos, 
la Excelentísima Cámara en lo Comercial no se ha pronunciado 
resolviendo con fuerza definitiva cuestión alguna, ventilada oque 
haya debido ventilarse entre las partes, mediante la iniciación 
de alguno de ellos. 

Que con tal antecedente, no puede haber mérito para ua re- 
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curso ante esta Suprema Corte, pues que el autorizado por el 
artículo catorce de la ley de jurisdicción y competencia sólo se 
refiere á las sentencias pronanciadas en definitiva por los tri- 
bunales superiores de provincia, á que están equiparados, al 
efecto, los de la Capital, por el artículo noventa de su ley orgá- 
nica. 

Por esto, y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General, se declara bien denegado el recurso. Agre- 
gando estas actuaciones al expediente remitido como informe, 
y devuélvase al tribunal de su origen. Repóngase el papel. 

BENJAM» PAZ. — LUIS Y. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. — JUAN E. TORRENT. 



CAUSA CliXYII 



Don Antonio Martinolich, sobre recurso de habeos corpus 

á favor de don Agustín Hurtado 



Sumario, — Desaparecido el motivo qne funda el recurso de 
habeaS'Corpus, debe éste declararse terminado. 



Caso. — Besulta de los siguientes piezas: 



D£ JUSTICIA NACIONAL 333 



Fallo del ^nex Vedleral 



Rosario, Abril 18 de 1896. 

AotoB 7 vistos : Considerando : 1° Qae segnn resulta de la 
propia exposición del recurrente, la detención del ciudadano 
Agustín Muriado se ha hecho por el jefe político de Villa Gons- 
titucion, autoridad provincial, y antes del 15 del corriente. 

2^ Que en el presente caso no se ha demostrado que la drden 
de detención por la autoridad provincial emane de autoridad na- 
cional 6 so color de tener este carácter. 

8^ Que tampoco es procedente el recurso ante la justicia 
federal, cuando la detención de un ciudadano de la guardia 
nacional, ordenada por un jefe de la misma milicia y llevada á 
cabo afiles que los guardias nacionales sean entregados á los 
jefes militares designados por el Poder Ejecutivo Nacional, en 
cumplimiento de la ley y decreto de movilización, porque hasta 
ese momento son autoridades provinciales los jefes y oficiales 
de la guardia nacional, deben su nombramiento al gobierno 
de la provincia y dependen de su autoridad hasta el día que la 
Nación se hace cargo de los cuerpos milicianos (véase los fallos 
de la Suprema Corte en los tomos 6^, serie primera, página 179; 
9^ página ili; serie segunda, tomo 12, página 1B4). 

4® Que el inspector de milicias, coronel Reyes, está en las 
mismas condiciones que los otros jefes de la guardia nacional, 
porque su nombramiento proviene de la autoridad provincial. 

Por estas consideraciones, fallo: no haciendo lugar al re- 
curso de habeos corpus ; reservándose el Juzgado pronunciarse 
por separado, en el expediente respectivo, sobre la petición de 
exención solicitada por el mismo Muriado. Repóngase. 



Daniel Goyíia. 
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VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Junio 5 de 1896. 
Suprema Corte : 

Besolta exacto que el guardia nacional Agnatin Muriado, no 
obstante ser casado y por ello comprendido en la reserva, ha 
sido movilizado con la clase de veinte años, para la instrucción 
militar en el campo de maniobras. 

Si bien es cierto que la primera orden de detención procedió 
de la jefatura politica de Tilla Constitución, no lo es menos, 
que el detenido ha sido puesto á la disposición de la autoridad 
nacional, según el mismo interesado lo expresa, y lo reconoce el 
Juez a quo en su informe de foja 20. 

Considero que los fundamentos de la vista fiscal de foja 9 
vuelta, y los de la resolución de Y. E. en el caso del guardia na- 
cional Antonio Valle, últimamente fallado, autorizaban el am- 
paro de la libertad de Muriado, ya que es un punto establecido 
en el referido fallo de Y. E., que los casados de 20 años, per- 
teneciendo, según la ley, á la reserva, no están comprendidos 
en el servicio de instrucción concerniente á la Gnardia Nacio- 
nal activa. Pero resuelto negativamente el incidente de habeas 
Corpus, sQgun la resolución de foja 10, elJuzgado reservó para 
otro lugar el pronunciamiento sobre la excepción en que se fun- 
daba aquel. Y resuelta esa excepción negativamente, según cons- 
ta en el expediente acompañado; mientras esa resolución no sea 
recurrida y revocada como debiera serlo, con sujeción á la ju- 
risprudencia establecida, parecería que no hay mérito para el 
pronunciamiento en este incidente. 

La declaración de procedencia de la excepción invocada, debía 
dar motivo al auto de habeas cor^us, que sería su consecuencia. 
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Pero si la excepción no ha sido declarada por autoridad alguna, 
7 subsiste, al contrarío, la declaración del auto de foja 11 del ex- 
pediente agregado, que deniega aquella, carece de base el pro- 
nunciamiento afirmativo en el incidente. 

Opino, en consecuencia, que el auto de foja 10 podría ser re- 
vocado con prescindencia de lo resuelto en el expediente acom- 
pañado, según lo prescribe el artículo 640 del Código de Proce- 
dimientos en lo criminal; 6 sí el ilustrado criterio de Y. E. lo 
creyese más ajustado al mérito de la caasa, mandarse devolver 
los autos al Juez d quo para que haga notificar al interesadoel 
acto denegatorio de foja 11 y proceda en consecuencia. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de I» Saprema Corto 

Buenos Aires, Jalio 8 de 1897. 

Yistos: Habiendo desaparecido el motivo que ha fundado el 
recurso de habeos corpus, pues el hecho de detención alegada 
ha cesado forzosamente con la movilización del año anterior, se 
declara terminado el presente recarso. Devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS. V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — JUAN E. TO- 
HRENT. 
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CAIJ8A CXXTIII 



Maresca y Cacciola contra don Pedro S. Lamas, sobre 

cobro de estadías y falso flete 



Sumario. — 1^ Dado un contrato de fletamento por el caal se 
estipula el transporte en lanchas de 3000 toneladas de madera 
á razón de 350 toneladas por mes, & contar desde el mes de Ene- 
ro de 1892, debiendo el fletador avisar á los fletantes oon 20 
días de anticipación la fecha aproximada en que mensualmente 
podrían empezará cargar, no pnede entenderse que el contrato 
deba principiar á producir sns efectos despaes del ayiso del fle- 
tador, sino desde el mes de Enero, y que el ayiso mencionado 
debía darse cada mes, al efecto de evitar, por una parte, la de- 
mora de loa buques, y facilitar, por otra, el envío de la carga en 
tiempo oportuno. 

2^ La mención de lanchas en el contrato, comprende lo mis- 
mo, goletas, pailebots, etc., 6 sea toda embarcación que pu- 
diera cumplir las condiciones del fletamento. 



Caso. — Lo explica el 



D£ JUSTICIA NAGIOIfilL 337 



Fallo del Suem Federal 



Buenos Aires, Diciembre 26 de 1893. 

Yistos los presentes autos promovidos por don Severo Mares- 
ca y don Francisco Cacciola, contra don Pedro S. Lamas,por co- 
bro de 5260 pesos moneda nacional » procedentes de falta de 
cumplimiento á un contrato de ñetamento : 

Resulta : 1^ Que entre Maresca y Cacciola, como flotantes, y 
Lamas como fletador, se celebró, con fecha 28 de Diciembre de 
1801, el contrato bajo forma privada que original corrd agre- 
gado á foja 11, en virtud del cual los primeros se comprome- 
tían á conducir en lanchas, desde el puerto Piracoá, en la colo- 
nia Florencia, á Buenos Aires, Boca, Barracas y puerto Made- 
ro^ según las órdenes del fletador^ hasta la cantidad de 3000 to- 
neladas de madera dura en general, mediante el flete de diez 
pesos cincuenta centavos por cada mil kilos entregados. 

2® Que en dicho contrato se estipula, además, entre otras 
cláusulas, que tanto los fletadores como los fletantes tendrían 
obligación de entregar y recibir próximamente 40 toneladas dia- 
ri:is de carga, término medio, una vez que las lanchas estuvie- 
sen listas para cargar, abonándose, en caso contrario, 40 pesos 
moneda nacional por cada día de demora; que los fletadores se 
obligaban á entregar, y los fletantes á recibir y entregar en 
Buenos Aires próximamente 350 toneladas por mes, en término 
medio, á contar desde el mes de Enero de 1892; y que los fleta- 
dores avisarían á los fletantes, con 20 días de anticipación, por 
lo menos, las fechas aproximadas en que mensualmente podrían 
empezar á cargar . 

3® Que en ejecución de ese contrato de fletamento enviar n 
la goleta nacional < Antonino>, á cargo del patrón Antonio Te- 

T. LXVIH S2 
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soriere al puerto de Piracuá, pasando aviso á los cargadores con 
fecha 8 de Enero de estar el buqae listo para empezar sus ope- 
raciones en dicho puerto de la colonia Florencia, pero el fleta- 
dor no entregó ni un solo pié de madera hasta el día 28 de 
Abril, en cuya fecha, préno aviso que se le dio y con su con- 
sentimiento los fletantes retiraron el buque. 

4"^ Que fundados en estos antecedentes se presentan éstos de- 
mandando á Lamas por el importe del falso flete del € Antoni- 
no », calculado sobre 240 toneladas, y el de cien días de estadías 
á razón de 40 pesos diarios, loque hace un total de 5260 pesos, 
con más los intereses y las costas del juicio. 

5® Que el demandado alega en su defensa para pedir el re- 
chazo de la demanda, que el transporte convenido estaba su- 
bordinado al aviso que, según el artículo 8® del contrato, debió 
dar el fletador con 20 días, cuando menos, de anticipación, sin 
el cual los demandantes no han podido permitirse el envío de 
un buque para comenzar el transporte de maderas; que ese bu- 
que, clasificado de goleta, no reunió nunca, por su capacidad, 
las condiciones de las lanchas en que debía efectuarse el trans- 
porte según el contrato, pues se pactaron lanchas por las difi- 
cultades previstas é inherentes al lugar donde debía operarse. 

T considerando: 1^ Que en consecuencia del principio esta- 
blecido en el artículo 86 de la ley nacional de enjuiciamiento, 
en virtud del cual el demandado debe contestar categóricamen* 
te confesando ó negando los hechos establecidos en la demanda, 
pudiendo su silencio ó sus respuestas evasivas estimarse como 
un reconocimiento de la verdad de ellos, debe considerarse fue- 
ra de cuestión, no sólo la autenticidad del contrato de foja 11 
con que se ha instaurado le demanda, sino los hechos substan- 
ciales en que ésta se basa, á saber: que los demandantes man- 
daron el buque c Antonino» para recibir maderas al puerto de 
Piracuá; que pasaron aviso al fletador con fecha 8 de Enero de 
que el buque estaba listo para dicha operación; que tuvieron al 
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fin que retirarse con feeha28 de Abril, previo aviso y consenti- 
miento de aquél, en vista de la inutilidad de su permanencia en 
dicho puerto, á pesar de las repetidas gestiones hechas para 
que se le entregase la carga, pues ninguno de estos hechos ha 
sido materia de objeción por parte del demandado, de modo que 
sólo hay que ocuparse de las defensas alegadas por éste. 

2^ Que por lo que respecta á la primera, si bien es cierto que 
por el artículo 8® del contrato agregado á foja 1 i se estipula 
que los fletadores avisarían á los fletantes con 20 días de antici- 
pación, por lo menos, las fechas aproximadas en que mensual- 
mente puedan empezar á cargar; un examen cuidadoso del con- 
junto del instrumento, demuestra que esa cláusula no tiene ni 
puede tener el alcance que le atribuye el demandado en el sen- 
tido de que el contrato no debía principiar á producir sus efec- 
tos sino después que él hubiese pasado el aviso á que se reflere 
dicha cláusula, pues el articulo?® del mismo contrato establece, 
que el fletador se obligaba á entregar próximamente 350 tone- 
ladas por mes, término medio, á empezar desde el mes de Ene- 
ro, y los fletantes á recibir esa cantidad y entregarla en Buenos 
Aires, lo que implica necesariamente que éstos debían tener 
desde los primeros días de Enero las embarcaciones apropiadas 
para recibir y conducir dicha cantidad de carga. 

3<^ Que relacionando con esta cláusula la del artículo 8*, lo 
que claramente resulta estipulado es, que el contrato debía 
principiar á cumplirse desde el mes de Enero siguiente al de su 
fecha ; que desde allí en adelante los cargadores entregarían y 
los acarreadores recibirían, término medio, 350 toneladas por 
mes y que aquellos darían cada mes aviso anticipado de las fe- 
chas aproximadas, en que éstos podrían empezar á cargar, cláu- 
sula que, aunque estipulada en favor de ambas partes con 
arreglo á la ley, evidentemente tiene por objeto primordial 
evitar la demora de los buques para recibir la carga, al par que 
facilitar el envío de ésta en tiempo oportuno. 
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4® Qae si en vez de pasar las cosas como han pasado, háblese 
tenido el cargador listas las 350 toneladas de carga en el mes 
de Enero, no presentándose ninguna lancha á recibirlas, es in- 
dudable que á los acarreadores no les sería lícito invocar la fal- 
ta de aviso á que se refiere el artículo 8^ para eludir las res- 
ponsabilidades consiguientes^ porque el artículo 7^ del contrato 
establífce claramente que el acarreo principiaría desde el mes 
de Enero y por consiguiente debían sQponer que el cargador 
tenía listo para entregar la cantidad de carga correspondiente 
á dicho mes. 

b^ Que de admitirse la interpretación aislada de la cláusula 
octava y aplicación que de ella pretende hacer el demandado, re- 
sultaría que las partes habían celebrado nn contrato bilateral, 
para tener ejecución cuando á una sola de ellas le parezca con- 
veniente, debiendo empero la otra tener listos los elementos 
necesarios para darle cumplimiento, cualquiera que sea el tiem- 
po que transcurra hasta que su contraparte se decida á ponerlo 
en ejecución, lo que no corresponde, ni á la naturaleza de la 
convención, ni á la índole de las operaciones del comercio ma- 
rítimo. 

6® Que por lo que respecta á la clase de embarcación enviada 
por los acarreadores, nada hay en el contrato, esplícita ni im- 
plícitamente, que excluya una goleta de 240 toneladas, pues la 
palabra lanchas^ que tiene un significado genérico y en ese sen- 
tido aparece empleado en el contrato, comprende lo mismo go- 
letasy pailebot, etc.; debiendo observarse que lanchas hay cu- 
yo porte es de más de quinientas toneladas; y, por otra parte, 
que la única condición del contrato es que la embarcación pu- 
diera atracar á la boca del Piracuá, condición que no se ha ne- 
gado haya cumplido el buque cAntonino». 

7^ Que la consecuencia inmediata y directa de la falta de 
cumplimiento por parte del cargador á las obligaciones que le 
impone el contrato de foja 11 es, en primer lugar, la demora de 
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más de cien días sufrida por el buque € Antoaino » en el puerto 
de Piraouá, soportando los gastos consiguientes, y en segundo 
lugar, la falta de ganancia del flete estipulado en el contrato, 
todo lo que debe ser indemnizado por el cargador, con arreglo 
á lo dispuesto en los artículo 519 y siguientes del Código Civil. 

8^ Que la indemnización correspondiente á la domora ha 
sido expresamente fijada por las partea en 40 pesos moneda na- 
cional, y la que corresponde á la falta de entrega del carga- 
mento está determinada en la mitad del flete que el buque ha- 
bría ganado, según el artículo 1049 del Código de Comercio, 
siendo precisamente las mismas que se demandan en el escrito 
de foja... 

Por estos fundamentos y no habiéndose objetado por el de- 
mandado el qiuintum de la demanda en los elementos que lo 
constituyen : fallo condenando á don Pedro S. Lamas al pago 
de la suma de 5260 pesos moneda nacional legal con sus inte- 
reses desde la interpelación judicial, con costas. Hágase saber 
con el original y repóngase el papel. 

Juan del Campillo, 



Fallo de la üapreiiia Corto 

Buenos Aires, Julio 8 de 1897. 

Vistos : Por sus fundamentos, se confirma, con costas, la sen- 
tencia apelada de foja veintisiete. Bepuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

benjamín paz. — LUIS y. YABfi- 
LA. — ABEL BAZAN. — JUAN E. 
TORREIIT. 
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CAUSA Cli.^IX 



Don Pedro Nelson contra el Lloyd Alemán, sobre pruebas 



Sumario» — No debe admitirse la prueba de testigos» cuya 
lista se presenta después del término probatorio, sin haberse 
urgido^ durante dicho término, el despacho de la prueba testi- 
monial pedida. 



Caso. — Estando recibida la causa á prueba, la parte de 
Nelson presentó un escrito pidiendo diversas diügencias, j 
ofreciendo prueba de testigos, en Mayo 16 de 1896; el que fué 
proveído por el juez con fecha 9 de Junio siguiente, disponiendo 
en el decreto respectivo, en cuanto á la prueba testimonial, lo 
que sigue : € Acompañe lista de testigos por separado y se pro- 
veerá ». 

En 9 de Mayo, Nelson presentó también un escrito solici- 
tando prórrogadel término probatorio, escrito que fué igualmente 
proveído en 9 de Junio. 

En 16 de Junio, Nelson presentó la lista de testigos, y pidió 
que se señalara dia para que presten declaración, á lo que ac- 
cedió el juez. 

La parte del Lloyd Alemán pidió revocatoria del auto en que 
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se señalaba dia para la declaración de Ioh testigos, fondada en 
que estos habían sido presentados después de vencido el tér- 
mino de prueba. Sustanciada la revocatoria, el secretario infor- 
mó que el término de prueba venció en 6 de Junio, y que á su 
juicio la demora en el despacho de los escritos presentados por 
Nelson fué el recargo de trabajo, c sin que le sea posible pre- 
cisar la causa determinante de la demora ». 



Vallo del Su^m Fedeml 

Buenos Aires, Setiembre 25 de 1896. 

Vistos : Para resolver el incidente de reposición de la provi- 
dencia de foja..., en que se manda recibir la prueba testimonial 
ofrecida por el apoderado del señor Pedro Nelson. 

T considerando : 1® Que la causa fué recibida á prueba por 
veinte dias, los cuales empezaron á correr el dia 30 de Abril 
del corriente año y debieron vencer el 23 de Mayo del mismo* 

2® Que los escritos de foja... solicitando diligencias de 
prueba y próroga del término por todo el de la ley, fueron 
presentados el dia 16 de Mayo, es decir, siete dias antes de 
vencer el primer término. 

3"^ Que por una omisión del juzgado, nunca imputable á la 
parte, fueron proveídos recien el dia 9 de Junio, esto es, des- 
pués de expirados los primeros veinte. 

4® Que por consiguiente, la prórroga acordada en el auto de 
foja..., debe contarse desde la última notificación de él, la 
cual es de la misma fecha del auto; resultando, por lo tanto, 
que la lista de foja..., ha sido presentada en tiempo hábil, 
según lo tiene resuelto este juzgado en diversos juicios, entre 
otros, el seguido por don Gerónimo Ciucatla contra L. Tre- 
bino y C*. 
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5* Que ooando la omisión en la recepción de la prueba ofre- 
cida dentro del término, proviene de la autoridad, no es, en ma- 
nera alguna^ equitativo hacerla pesar sobre las partes . 

6° Que, por otra parte, no es requisito indispensable para la 
recepción de la prueba testimonial, el de la presentación de la 
lista de testigos por separado; desde que, siendo su objeto el 
de que las partes se enteren de ella á los efectos de las tachas, 
es bastante que la lista se incluya en el escrito respectivo y sea 
expuesta en secretaría. Por estas consideraciones y las concor- 
dantes del escrito de foja..,, no se hace lugar á la reposición 
solicitada en el de foja..., y se concede en relación la ape- 
lación subsidiariamente interpuesta para ante la Suprema 
Corte, á donde se elevarán los autos en la forma de estilo. Be- 
póngase la foja. 

P. Olaechea y Alcorta. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Julio 10 de 1897. 

Vistos y considerando : Que presentados por la parte de Nel- 
son los escritos de fojas una y tres, el primero en diez y seis de 
Mayo y el segundo el nueve del mismo, fueron ambos proveidos 
en nueve de Junio siguiente. 

Que durante el tiempo transcurrido entre la presentación y 
el proveido de las escritos, la citada parte de Nelson no ha 
hecho gestión alguna á objeto de activar sus diligencias de 
prueba para producirlas dentro del término legal, ó dejar cons- 
tancia de que hizo por su parte cuanto era posible á ese fin. 

Que lejos de eso, se observa que ha guardado completo silen- 
cio, dejando de hacer uso de los medios que la ley le daba, en 
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« 

todo el largo tiempo transcurrido desde el naeve de Mayo eti 
que pidió prórroga del término probatorio hasta el nneve de 
Junio, en qne t^se pedido fué decretado. 

Que no habiéndose producido incidentes que por sa natura- 
leza suspendan el procedimiento, el término de prueba ha de- 
bido reputarse continuo, uniéndose con el primitivamente asig- 
nado el acordado por vía de prórroga, en caso de haberse ésta 
concedido en oportunidad. 

Que, en consecuencia, y como lo expresa el certificado de foja 
veintiuna vuelta, el término de prueba en la causa no ha du- 
rado más allá del seis de Junio, resultando así presentada 
fuera de aquel la petición de foja cinco, que aparece retardada 
aún á contar desde la notificación del auto de foja una vuelta. 

Por estos fundamentos se revoca el auto apelado de foja cinco 
vuelta. Bepuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRE- 
LA. —ABEL BAZAN. — JUAN E. 
TORRENT. 
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CAUSA CI4XX 



La municipalidad de la Capital contra don Pedro Halm, cónsul 
de Guatemala, por cobro de impuestos; sobre competencia y 
apelación de resolución de los tribunales locales. 



Sumario. — Es apelable para ante la Suprema Corte la reso- 
laoion de los tribunales looal,e8 dictada ea última instanoia^qae 
desconoce el derecho de los cónsules extranjeros para someter á 
la justicia federal sus negocios particulares. 



Caso. — La municipalidad de la Capital demandó ante el juez 
de paz de la sección 27, á don Pedro Halm, por cobro de la suma 
de 180 pesos moneda nacional, procedente de impuesto general. 

£1 demandado opuso la excepción de incompetencia, fundado 
en su carácter de cónsul de Q-uatemala, acreditado ante el go- 
bierno argentino, invocando ai efecto el artículo 2, inciso 3, de 
la ley de jurisdicción de 14 de Setiembre de 1863. 

El juez de paz no hizo lugar á la incompetencia, siendo con- 
iSrmado su fallo por el juez de primera instancia. 

El señor Halm, invocando el artículo 14 de la citada lej, 
apeló para ante la Suprema Corte, siéndole negado el recurso, 
por lo que ocurrió de hecho. 
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TISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Junio 4 de 1897. 
Suprema Corte : 

La ley ba querido salvaguardar las gestiones de los cónsules 
y Ticecónsules extranjeros de toda influencia localista, suje- 
tando sus negocios particulares, á la jurisdicción federal; no 
importa, entonces, que la gestión deducida en esta causa sea de 
carácter común, ya por su naturaleza, ya por la menor cuantía 
del reclamo. 

£1 artículo 101 de la ley sobre la organización de los tribu- 
nales de la Capital, ba establecido en su inciso 3® la misma 
jurisdicción federal que determina que la ley de 1863^ para las 
causas que versen sobre negocios particulares de cónsules y 
vicecónsules extranjeros. A la aplicación de su régimen, no se 
opone la excepción del artículo 5®, relativa á los impuestos que 
sean exclusivamente para la Capital y no generales para la 
nación, porque esta excepción, de carácter general por razón 
de la materia, no excluye la especial de los cónsules y vice- 
cónsules, que es un privilegio personal, por razón de sa cargo. 

En mérito de ello, pienso que la resolución recurrida de- 
biera ser revocada, declarándose que la gestión deducida contra 
el cónsul de Guatemala, cae bajo la jurisdicción federal. 

Sabiniano Kier. 



348 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



Fallo de la Suprema C^rte 

fiuenos Aires, Julio 10 de 1897. 

Autos j vistos : Considerando : Qae segan resalta de aatos» el 
recnrrente, fundado en la lej de jurisdicción y competencia de 
loB tribunales federales, ha deducido incompetencia del juez 
ante el cual ha sido demandado, pretendiendo que el conoci- 
miento de la causa corresponde á la justicia federal. 

Que la sentencia de foja catorce ha desechado, con fuerza 
de definitiva^ la citada excepción de incompetencia. 

Que en tal caso, puesta en cuestión la inteligencia de leyes 
del Congreso, la decisión se ha pronunciado contra la validez 6 
privilegio que se pretende, fundado en dichas leyes^yqueha sido 
materia del litigio. 

Por esto y de acuerdo con lo dispuesto en el inciso tercero del 
artículo catorce de la ley de jurisdicción y competencia, y ar- 
tículo veinte y seis de la ley número dos mil ochocientos sesenta, 
sobre justicia de paz de la Capital, y de conformidad á lo pedi- 
do por el señor Procurador Q-eneral al respecto, se declara mal 
denegado el recurso, y se le concede en relación . 

Encontrándose el expediente ante esta Suprema Corte, autos, 
agregándose estas actuaciones á dicho expediente;notifíque8eoon 
el original y repóngase el papel. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAN. — JUAN 
E^ TORKEKT. 
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CAUSA CI.XXI 



D. Salvador Izaguirre, contra D. Pelegrin Ghüla, sobre nulidad 

de venta y reivindicación 



Sumario. — 1° La ratifícacioa por el interesado» de an acto 
ejecutado por otro en sa nombre y representación, eqaivale á la 
autorización previa, y cubre la falta ó insuficiencia del mandato. 

2^ Dicha ratificación puede ser tácita, y se verifica cuando 
resulta de hechos que demuestran la intención de la parte con- 
forme con el acto ejecutado en su nombre. 

3*^ La ratificación tácita no está limitada por la ley á actos de 
una naturaleza determinada; comprende toda clase de actos. No 
está tampoco sujeta á formas, y no debe confundirse con la con- 
firmación de los actos nulos 6 anulables. 



Caso . — Hesulta del 



Fallo del Jueae Federal 



Paraná> Noyiembre 5 de 1895. 



Vistos y resultando : Que con fecha 13 de Diciembre de 1875, 
don Salvador Izaguirre confirió poder general á don Jnvencio 
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Machado, para qae en su nombre y representación entendiese en 
todos sns asnntos jadiciales« civiles y criminales que en esa fe-^ 
cha tuviese 6 en adelante se suscitasen, con facultad para hacer 
los arreglos y transacciones que creyese conveniente (documento 
de foja A). 

Que' don Jnvencio Machado, en uso de este poder y con fecha 
10 de Febrero de i876, otorgó la escritura de foja 5, en la que 
después de decir que su representado señor Izaguirre había he- 
cho firmar á su ruego un pagaré á favor de don Pelegria Ghisla, 
por la suma de 2582 pesos y cinco reales, cuyo documento fué 
reconocido judicialmente en Febrero de ese mismo año 1876, 
declara que ha convenido, en representación de su mandante, en 
transferir á don Pelegrin Ghisla los derechos que correspondían 
¿ aquel en la testamentaría de sus finados padres don Paulino 
Izaguirre y doña Cándida Beron, en pago del referido crédito 
de 2582 pesos con 5 reales, con la condición de que si al liqui- 
darse la testamentaría, la hijuela de su mandante no alcanzase 
á cubrir el valor del orédiio, éste quedaría, sin embargo^ chan- 
celado, y si, por el contrario, excediese, Q-hisIa abonaría á Iza- 
guirre de contado el exceso. 

Que practicada la liquidación y partición de la herencia, se 
adjudica á don Pehgrin Ghisla el valor de la hijuela de don 
Salvador Izaguirre, en bienes raices (fs. 7 y 8). 

Que con estos documentos y las partidas de defunción de doña 
C&ndida Beron de Izaguirre y de don Paulino Izaguirre, co- 
rrientes á fojas 1 y 2, se presenta don Amaro López con poder 
y en representación de don Salvador Izaguirre, diciendo : Que 
con motivo de haber fallecido los padres de su representado, don 
Paulino Izaguirre y doña Cándida Beron, aquel confirió poder 
gentral á don Jnvencio Machado, para que interviniese en los 
juicios de sucesión, mas, usando de este apoderamieuto^ y por 
decir que en él se le facultaba para transar, otorgó á favor de 
Ghisla, dos meses después, 10 de Febrero de 1876, la escritura 
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de transfereseia de sus derechos hereditarios de que se ha hecho 
relación. Qae en Tirtatl 4ft esa transferencia, Ghisla percibió 
3682 pesos bolírianos, Talor de laa Ujaelas paterna y materna, 
consistentes en parte du un campo de sn poseaión y en una finca en 
Nogoyá. Que Ghisla nunca procuró cumplir la condición puesta 
en esa escritura de devolver á Izagnirre el excedente sobre el 
valor del crédito. Qoe Machado nunca pudo^ en virtud del citado 
poder, ni reconocer deudas de Izaguirre anteriores al mandato, 
como lo era la de Ghisla, ni enajenar sus bienes, pues ese poder 
sólo lo facultaba para ejercer actos de administración (art. 1880 
del Código Civil), desde que no contenia cláusulas especiales 
para reconocer deudas anteriores al mandato y enajenar bienes, 
como lo requiere la ley, artículo 1881 , incisos 7, 15 y 17 del 
código citado, y aún, en la hipótesis de tener tales facultades, 
no pudo transferir la herencia antes de haberla recibido su man- 
dante, según el artículo 1887 del código citado. 

Que la facultad de transar no pnede invocarse para validar la 
transferencia hecha, por cuanto no era un caso de transacción, 
por no existir pleito ni haberse hecho las partes recíprocas con- 
cesiones, como sería necesario para que pudiera calificarse de 
transacción. Que la falta del requisito esencial del apoderamien- 
to hace que el acto producido por Machado sea nulo, dada la 
doctrina del artícnlo 1044, incisos 3 y 5; nulidad absoluta según 
el artículo 1047. 

Concluye pidiendo se declare nula la transferencia hecha por 
Machado á favor de Ghisla de los derechos hereditarios de su 
mandante, y se condene á éste á devolver los bienes recibidos 
por tal concepto con sus frutos, daños y perjuicios, como posee- 
dor de mala fé, que lo es según el artículo 4009 del código citado. 

Don Jaime Campdesume, con poder de don Pelegrin Ghisla, se 
presenta acompañando el recibo de foja 25 y el acta de foja 26. 
En el primero, de fecha 12 de Abril de 1877, don Salvador Iza- 
guirre se da por recibido de don Pelegrin Ghisla, de la suma de 
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1100 pesos bolivianos, que arroja á su favor el valor de las hi- 
juelas de parte materna y paterna, según convenio qne consta 
de la escritura pública de transferencia de tal derecho, quedando 
de esta manera pago el pagaré que debía á G-hisla, por 2582 pe- 
sos con cinco reales. Este recibo está firmado en el Cié por José 
López, á ruego de Salvador Izaguirre, ante el teniente alcalde 
Alejandro Galeano. En la segunda, se hace constar el convenio, 
por el cual don Salvador Izaguirre declara dará á don Juven- 
cio Machado, en retribución de las diligencias que haga para 
liquidar las sucesiones de sus padres, para lo cual le ha dado po- 
der general, la mitad de la parte líquida de la herencia que re- 
sulte corresponderle. 

Entra en seguida á contestar el traslado, diciendo: que no 
puede caber duda de la existencia del crédito de G-hisla contra 
Izaguirre, según pagaré de 21 de Julio de 1874, pues cansado 
aquel de esperar el pago, lo demandó á Izaguirre en 1876, ante 
el juez de primera instancia, y por comisión de éste, el juez de 
paz de Kogojá hizo comparecer á Izaguirre para reconocer el pa- 
garé, ; lo reconoció judicialmente en 8 de Febrero de ese ano, 
firmando el acta don Juvencio Machado á ruego de Izaguirre, 
según consta del expediente respectivo que obra en la escribanía 
de don Nicasio Calderón, y fué después de esto y por no tener 
bienes Izaguirre, que dio instrucciones á Machado para hacer 
el arreglo que éste hizo con Ghísla. Y la mejor prueba de que 
Izaguirre diosesas instrucciones, es que terminada la liquida- 
ción de las testamentarías de sus padres, él aceptó y recibió sin 
objeción de Ghisla, el saldo de 1100 pesos bolivianos, que según 
el arreglo con Ghisla debía devolver á aquel, como lo demuestra 
el recibo acompañado. Que de los antecedentes relacionados y dé 
la terminante disposición del artículo 839 del Código Civil, re- 
sulta la validez del convenio celebrado entre Machado y Ghisla, 
pues por ese artículo se declara que no puede transigirse con 
poder especial ó cuando el poder faculta para todos los actos 
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que el poderdante podría celebrar, incluso el de transar, y el po- 
der de Machado lo facalta para celebrar arreglos y transaccio- 
nes. Que no es aplicable al caso la disposición del artículo 1887, 
que prohibe ceder las herencias aún no recibidas, porque aquí 
se trata de herencias entre ascendientes y descendientes, que se 
tienen por recibidas por el hecho mismo de la muerte de los cau- 
santes, según lo que dispone el artículo 3410, de que los ascen- 
dientes y descendientes entren en la posesión de los bienes desde 
el dia del fallecimiento. Que el artículo 1887 alude á las heren- 
cias futuras, sobre que versa el principio general del artículo 
H75. 

Que aún en el supuesto de que ese acto adoleciese de vicios de 
nulidad, por haber extralimitado Machado sus facultades, ese 
vicio habría qnedado subsanado con la ratificación posterior 
que de él hizo Izaguirre, aceptando el saldo de la herencia y 
otorgando con tal motivo el recibo y quedando desde entonces 
válido, según lo que disponen los artículos 1059 y 1063 del Có- 
digo Civil. 

Que á este respecto es también aplicable lo preceptuado por 
el artículo 1935 del Código Civil citado; y en consecuencia la 
disposición del 1936, según la cual la ratificación equivale al 
mandato con efecto retroactivo. 

Que, por lo demás, desde que según el actor hay nulidad en el 
acto, por haber mediado dolo de parte de su apoderado señor 
Machado en connivencia con Ghisla, la acción de nulidad está 
proscripta, según el artículo del código citado, que fija en dos 
años la duración de la acción para demandar la nulidad de los 
actos celebrados con dolo, contados desde el día en que el dolo 
fuese conocido, pues él mismo confiesa que tuvo conocimiento 
del dolo inmediatamente. 

Abierta la causa á prueba, el actor trae áella testimonio del 
poder otorgado por Izaguirre á Machado en 13 de Diciembre 
de 1875, la cuenta de división, partición, liquidación y adjudi- 
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oaoion de los bienes de la suoesion de don Paolino Izagoirre, 
foja 46; testimonio de la escritura de cesión de los derechos he- 
reditarios de don Salvador Izagairre, otorgada por Machado 
como apoderado de aquél á favor de Grhísla, foja 51; testimonio 
de la escritura de venta de un campo en el Cié, departamento 
de G-ualeguay, otorgada por don Manuel de Irrasola á favor de 
don Paulino Izaguirre. 

El demandado, á foja 58, pidióse librase oficio al juez de paz 
de Tala para que examinase bajo juramento á don Salvador 
Izaguiíre, sobre si él había otorgado el recibo de foja 96 y si 
autorizó ádon José López afirmarlo á su ruego, devolviendo el 
despacho sin diligenciarse por no haberse encontrado u Izaguí* 
tre. En tal situación, éste presenta el escrito de foja 66, decla^ 
rando que él no había otorgado el recibo ni autorizado á nadie á 
firmar á su ruego. 

A foja 72 se produce el testimonio de don José López, quien 
reconoce ser puesta por él la firma que figura en el recibo 
de foja 96 á ruego de don Salvador Izaguirre y como testigo, 
lo cual pasó ante el alcalde del distrito, don Alejandro Gaicano; 
y á foja 101, don Alejandro Gaicano declara que la firma que 
aparece en el recibo de foja 96 es puesta por él, habiendo in- 
tervenido en el acto como teniente alcalde, y recuerda que fue- 
ron testigos José López y un señor Machado. 

Hecho el cotejo de la firma del testigo B. Machado, á pedido 
de la parte demandada, por haber fallecido aquél, el perito nom- 
brado informa á fojas 87 y 88 no ser auténtica, dada que lo sea 
la que ha servido para la confrontación. 

Prueba también con la acta y diligencias en testimonio de 
fojas 105 á 108, que con fecha 8 de Febrero de 1876, Salvador 
Izaguirre reconoció judicialmente, ante el juez de paz de Ko- 
goyá, comisionadopor el de primera instancia, el pagaré valor de 
2582 pesos con cinco reales bolivianos, cuya copia testimo- 
nio corre á foja 107, declarando en ese acto que él autorizó 
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á don Genaro Banegas para firmarlo^ por no saber hacerlo él. 
Aduce asimismo los testimonios corrientes á foja... para jos- 
tifloar el hecho de la ratificación qoe hizo Izagnirre de la cesión 
de los derechos hereditarios. 

El procurador de Izagnirre, en el alegato de conclusión, am- 
plía su demostración de que la nulidad de la cesión hecha por 
Machado á Ghisla es absoluta^ según el artículo 1044» por de- 
fecto de forma, j por lo tanto no es susceptible de confirmación, 
según lo que dispone el artículo 1017, aparte de que no está pro- 
bado que Izagnirre lo confirmase, pues el recibo de foja 96 es 
falso 7 lo demuestra el informe pericial de fojas 87 y 88, del 
que resulta que ia firma del testigo B. Machado, que en él figura, 
no es auténtica. 

En cuanto á la prescripción de la acción de nulidad, contesta 
que sólo las acciones paraatat)ar los actos anulables está sujeta 
á prescripción, pero los que adolecen de nulidad absoluta no ad- 
quieren validez por el transcurso del tiempo, tanto que el juez 
mismo sin requisición de parte, debe declararlos insubsistentes 
7 así las acciones para hacerlas declarar son imprescriptibles. 

Y considerando : 1^ Que son requisitos sustanciales que carac- 
terizan la transacción, que por ella las partes se hagan recípro- 
cas concesiones 7 éstas tengan por objeto extinguir obligaciones 
litigiosas 6 dudosas (art...), á que debe agregarse también 
que por este acto jurídico no se trasmiten sino que se declaran 
derechos preexistentes. 

^'^ Que la transferencia de los derechos de don Salvador Iza- 
gnirre á la herencia paterna 7 materna, otorgada por don Ju- 
vencio Machado á nombre de aquél á favor de don Felegrin 
Grhisla^ en pago de una deuda de 2582 pesos con cinco reales, á 
que se refiere la escritura de foja 5, no reviste ninguno de es- 
tos caracteres, desde el momento que la deuda que se paga es- 
taba judicialmente reconocida por Izaguirre, según confesión de 
la parte de Ghisla, 7 consta además á foja..., no siendo desde 
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loego aoa obligación litigiosa 6 dudosa. Tampoco se hacen con- 
cesiones recíprocas por ese acto, ni se declaran derechos preexis- 
tentes, sino que se trasmiten á Ghisla otros qoe nunca le per- 
tenecieron. 

3° Que esto demuestra que la facultad de transar, que se 
contiene en el poder general de Izaguirre^ de foja 4, no autoriza- 
ba á Machado para tal otorgamiento, j no existiendo en ese ins- 
trumento otra cláusula que la que autorice á Machado para 
pagar deudas que no sean de la administración ordinaria, para 
que fué constituido el mandato, como no lo era la que pagó á 
Ghisla, ni para ceder 6 transferir derechos sucesorios por un 
valor superior á mil pesos, y en los que se comprenden bienes 
inmuebles, como sucede en este caso, según lo comprueban las 
hijuelas de fojas 47 á 50, es manifiesto que ha extralimitado 
las facultades del mandato, al hacer la transferencia aludida á 
nombre de don Salvador Izaguirre, pues para verificar tales 
actos á nombre de éste^ necesitaba poderes especiales (art. 1881 , 
incisos 1** y 7®, código citado). 

4° Que de esto y de la doctrina sentada en el artículo 1161 del 
Código Civil citado, se sigue que el acto jurídico consignado en 
la citada escritura de 10 de Febrero de 1876, foja 5, como otor- 
gado sin poder de Izaguirre es para éste res ínter altos acta, sin 
fuerza para obligarlo . 

5° Que á pesar de esto, si Izaguirre lo hubiese ratificado sería 
válido y lo ligaría eficazmente para con Qhisla, según el prin- 
cipio de que la ratificación equivale al mandato (artículo 1936, 
código citado), ratihabitio mandato equiparatur, pues no es de 
aplicación á los actos celebrados á nombre de un tercero sin 
poder la disposición del artículo 1047, invocada por el actor la 
que sólo se refiere á los contrs^tos concluidos directamente entre 
las partes interesadas, pero viciados de nulidad absoluta, los 
cuales no son susceptibles de confirmación. 
&» Que siendo la ratificación la expresión del consentimiento 
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por el caal, el tercero á cayo nombre se ha celebrado an acto 
jurídico 8ÍQ poder, lo acepta y hace sujo^ y siendo el consenti- 
miento an elemento esencial en los contratos, la forma de mani- 
festación debe ser la que la ley ha decretado para el acto mismo 
que se ratifica ó en qne se consiente. 

Asi, la cesión de derechos hereditarios cuyo valor exceda de 
;mil pesos, y en los que se comprenden bienes inmuebles, como 
los de qne se trata^ debe ser hecha en escritura páblica, por un 
doble motivo (articulo 1184, incisos 1® y 6"*)^ bajo pena de nuli- 
dad, y en la misma forma solemne y bajo la misma pena debió 
también hacerse la ratificación de ese acto: asilo exige la razón 
de la ley. 

1^ Que la prueba traida á los autos de la parte de Ghisla para 
justificar la ratificación de Izaguirre^ no reviste esa forma so- 
lemne que la ley exige, pues ella consiste en el documento pri- 
vado, foja 96, firmado por el testigo José Lopez^ á ruego de don 
Salvador Izaguirre, y cuya autenticidad se niega^ en el que Iza- 
guirre aparece declarando haber recibido de Ghisla la suma de 
1100 pesos bolivianos como saldo de las hijuelas paterna y ma- 
terna de aquel, según convenio hecho ante el escribano de 
Nogoyá, quedando así paga su deuda de 2582 pesos con 5 reales; 
y en las declaraciones del citado José López, foja 72, y de don 
Alejandro Galeano, foja 101, que dicen haber estado presentesá 
ese acto, este último como teniente alcalde, y haber fimado am- 
bos el documento. Lo mismo debe decirse del hecho de haberse 
dividido, en 1878, el campo que formaba parte de la herencia pa- 
terna cedida, entre los herederos de don Paulino Izaguirre y 
Ghisla como sucesor de don Salvador Izaguirre, entrando desde 
entonces Ghisla en la posesión de la parte que hoy ocupa, sin 
protesta de don Salvador, que debió tener conocimiento del he- 
cho por vivir en el mismo distrito, seguu todo resulta del infor- 
me de foja 130, complementado con los testimonios de fojas 15 á 
16, pues aunque de los hechos así probados pueda deducirse una 
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ratificación tácita, bastante para dar validez á otros actos, ella 
no reviste la forma solemne de la escritura pública, qne debe 
tener la ratificación en este caso. 

8^ Considerando, en cnanto á la excepción de prescripción de 
la acción de nulidad, fundada en lo qne dispone el artículo 4030 
del Código Civil, que si bien el actor «lude á connivencias do- 
losas entre su mandatario y Ghísla^ no es el dolo, el fundamento 
de la acción de nulidad, sino el haberse hecho la transferencia 
de loa derechos hereditarios en su nombre y sin poder bastan- 
tante, no siendo, por lo tanto, de aplicación la prescripción bienal 
decretada por el artículo 4030 citado. Por io demás, la cesión 
de los derechos en cuestión^ como verificada sin poder de Izagui- 
rre y notificada en forma, se tiene como no existente, adolece de 
nulidad absoluta y ésta no desaparece por el transcurso del 
tiempo. 

8^ Qne siendo una consecuencia legal de la declaración de 
nulidad de un acto jurídico, el restablecimiento de las cosas al 
estado en que se encontraban antes de dicho acto (artículo i050. 
Código Civil), corresponde que el demandado devuelva al deman- 
dante los bienes que recibió como constitutivos de las herencias 
cedidas, así como éste á aquél lo que de él hubiese recibido en 
virtud de las estipulaciones del acto de transferencia declarado 
nulo. 

10® Que no está probada la mala fé en la posesión de Ghisla, 
pues si bien hubo defecto en la forma intrínseca del título, él 
ha debido creer corregido ese defecto por la ratificación del acto 
en forma privada de que se ha hecho mérito y considerarse pro- 
pietario, sin dnda alguna^ por lo que tampoco está obligado á 
restituir los frutos percibidos antes de la fecha en que recibió 
el traslado de la demanda (artículo 1056). 

Por estas consideraciones, declaro nula y sin ningún valor res- 
pecto de don Salvador Izaguirre, la transferencia de los derechos 
hereditarios de éste á favor de don Peiegrin Ghisla, otorgada á 
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SU nombre por don Jn venció Machado, en 10 de Febrero de 
1876, qne consta delaescritnra de foja 5, y en consecnencia con- 
deno al expresado don Pelegrin Ghisla á devolver á Izagaírre, 
en el término de 30 dias, los bienes que recibió en virtnd de di- 
cha transferencia, qne se detallan en las hijuelas corrientes de 
fojas 46á 50, con snsfrntos desde la fecha en qne le fué notifica- 
da la. demanda, dejando á salvo á Ghisla las acciones qne pue- 
dan corresponderle en virtud del documento simple de foja OP, 
sin especial condenación encestas. Notifíquese en el original 
j repóngase el papel con el sellado correspondiente. 

M. de T. Pinto. 



Falto Ú9 ím Svprenm Cmwtm 

Buenos Aires, Julio 10 de 189'7. 

Vistos y considerando : Qne según consta de la e8critnr& 
pública de foja cincuenta y una, de fecha diez de Febrero de 
mil ochocientos setenta, don Juvencio Machado, en representa- 
ción de don Salvador Iza^uirre, á cuyo efecto invocaba el po- 
der general que éste le tenía conferido oon amplias facultades, 
y que se menciona en aquella escritura, hizo cesión de los 
derechos hereditarios de su mandante en la sucesión de los 
padres de éste, don Paulino Izaguirre y doña Cándida Beron, 
en pago de un crédito qne dicho demandante adeudaba al cesio- 
nario don Pelegrin Ohisla, montante á dos mil quinientos 
ochenta y dos pesos cinco reales bolivianos. 

Que de conformidad á lo estipulado en el contrato referido 
de cesión, el crédito á que éste se refiere debía quedar comple- 
tamente chanoelado, aunque los valores hereditarios cedidos 
representasen suma menor, conviniéndose que, si á la inversa, 
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los enumerados valores excediesen al crédito, el cesionario 
estaría en la obligación de entregar el exceso al cedente. 

Que la existencia del crédito á favor de Ghisla, y á cargo de 
don Salvador Izagnirre, en cuyo pago se hacía la cesión, se halla 
plenamente comprobada por el reconocimiento y documento 
que respectivamente corren en testimonio de fojas ciento cinco 
á ciento siete. 

Que en virtud de las estipulaciones mencionadas, el cesionario 
Ghisla intervino en la liquidación de la testamentaría de don 
Paulino Izagnirre, dividiéndose los bienes de la sucesión entre 
él^ por el derecho de don Salvador Izagnirre, y los coherederos 
de éste, ligados con el cedente por estrechas relaciones de fami- 
lia ; operación aprobada j udicialmente en Marzo ocho de mil ocho- 
cientos setenta y siete, como consta de foja cincuenta vuelta. 

Que verificada la partición hereditaria, se practicó la división 
del condominio resultante de aquella, en el año mil ochocientos 
setenta y ocho (foja ciento veinte y nueve vuelta), entre Ghisla 
y sus condóminos . 

Que los autos prueban también que don Salvador Izagnirre 
tenía y tiene su domicilio en el departamento mismo de cam- 
paña en donde están situados los bienes sucesorios que se divi- 
dieron, según lo demuestra la sentencia apelada en el séptimo 
considerando. 

Que el recibo de foja noventa y seis, acreditado por la decla- 
ración de don José López (foja setenta y dos), que lo ñrmó á 
ruego del otorgante y como testigo, y por la de don Alejandro 
Gaicano (foja ciento uno), que intervino como teniente alcalde, 
ambos testigos presenciales del acto, prueban que don Salva- 
dor Izagnirre recibió en doce de Octubre de mil ochocientos se- 
tenta y siete, de don Pelegrin Ghisla, la cantidad de un mil cien 
pesos bolivianos, valor excedente délos bienes sucesorios, cedi- 
dos sobre el crédito, para cuyo pago se hizo la cesión, de confor- 
midad con las estipulaciones del contrato de cesión ya recordado. 
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Qoe ligando lo estipulado en la conyencion de cesión con la 
entrega por Ghisla y recibo por Izagairre, á qae se refiere el 
precedente oonsiderando, y si á eso se agrega las vehementes 
presunciones que surgen del hecho de la admisión de Ghisla, en 
la división de los bienes sucesorios y división también de condo- 
minio á oiencia y paciencia de don Salvador Izagnirre, porque 
no puede sino creerse así en atención á sos relaciones de familia 
con los coherederos y á la circuntancia de estar él en el lugar 
y tratarse de hechos de notoriedad por su naturaleza, y si, to- 
davia, se tiene en cuenta el silencio posterior guardado por 
Izaguirr»? durante más de diez y siete años trascurridos, excep- 
ción hecha de la dÍTÍsion del condominio, ¿ cnyo respecto han 
corrido diez y seis desde que se realizaron los hechos expresa- 
dos, hasta la iniciación del juicio, se llega á la evidencia legal 
de que don Salvador Izaguirre ratificó lo convenido á su nom- 
bre por don Javencio Machado.^ 

Que no puede ponerse en duda que los hechos enunciados 
importan manifestación tácita de rol untad, porque ellos de- 
muestran, con certidumbre, la intención de la parte conforme 
con el acto ejecutado en su nombre, y hacen presuponer su con- 
sentimiento (artículos nuevecientos diez y ocho y mil ciento 
cuarenta y cinco del Código Civil). Que la ratificación del ter- 
cero, en cuyo nombre ó interés se hubiese contratado, cubre 
la falta de autorización previa, produciendo el mismo efecto 
que si la autorización hubiese existido, según lo disponen los 
artículos mil ciento sesenta y uno, mil ciento sesenta y dos y 
mil nuevecientos treinta y seis del Código Civil. 

Que la ratificación no necesita ser expresa, bastando la tá- 
cita para que el acto ejecutado por el mandatario, con exceso 
en el límite de sus facultades, sea y deba reputarse del man- 
dante (artículo mil novecientos del Código Civil), con tanta 
más razón, en el caso, cuanto don Salvador Izaguierre, reci- 
biendo los dineros que le entregó don Pelegrin Ghisla, ha 
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hecho acto de ejecacion de la convención (articulo mil ciento 
sesenta y nno, in fine, Código Civil). 

Qne no hay disposición alguna qne limite la ratificación tá- 
cita, autorizada por las prescripciones legales ya citadas, i 
actos de una naturaleza determinada, debiendo» portante, apli- 
carse la regla de una manera general, porque cuando la ley 
habla general é indistintamente, no es permitido introducir 
excepciones qne no contiene. , 

Que no se debe confundir la confirmación de un acto jurídico 
nulo 6 anutable, reglado por los artículos mil ciento cincuenta 
y nueve y siguiente del Código Civil, con la ratificación de los 
actos ejecutados á nombre de otro, sin poder ó con poder insu- 
ficiente, á que se refieren las disposiciones invocadas en los 
precedentes considerados, porque, con arreglo á la ley y á la 
doctrina, esas situaciones son sustancialmente diferentes y re- 
gidas por sus peculiares disposiciones, no pudiéndose, en con- 
secuencia, someter la ratificación á las formas de Ia> confirma- 
ción para apreciar su respectiva validez. 

Que, por otra parte, hay escritura pública de cesión & favor 
de don Felegrin Qhisla, de los derechos sucesorios de don 
Salvador Izaguirre, pues que es de esa clase la de foja cincuenta 
y una, que éste no puede inpugnar en virtud déla ratificación que 
ha hecho, lo que basta á llenar el mandato del artículo mil ciento 
ochenta y cuatro del Código Civil, y los propósitos que lo inspi- 
ran, relativos á las formas para la mutación de la propriedad. 

Por estos fundamentos : se revoca la sentencia apelada de foja 
ciento cincuenta y nueve, y se absuelve, en consecuencia, á 
don Pelegrin Ohisla de la demanda de foja diez. Notifíquese 
con el original, y repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ.— LUIS V. TÁRELA. — 
ABEL BAZAN.— OCTAVIO BUNGE. 
— JDAN E. TORRENT. 
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CAUSA CI4XXII 



Don Primo Fernandez^ contra la sucesión de D. Aurelio Villa- 
longa, por cobro de pesos ; sobre sentencia consultada 

Sumario. — Debe aprobarse la sentencia consultada por el 
jaez de territorio nacional mandando pagar nn orédito contra 
la sucesión del deudor, en virtud de reconocimiento hecho por 
todos los interesados y por el defensor de menores. 



Caso. — Lo explica la 



Posadas, Noyiembre 12 de 1895. 

Yistos y considerando: Que ei señor Primo Fernandez de- 
mandó á la sucesión de don Aurelio Tíllalonga el pago de la 
cantidad de 401 pesos 90 centavos nacionales, importe de sumi- 
nistros de medicamentos que' le hizo al causante. 

Que los apoderados señores Sánchez y Olmo reconocieron al 
actor la suma de 400 pesos nacionales á lo que redujo éste sus 
pretensiones en el acta de foja i% habiendo más tarde don Ge- 
rardo Artabe, tutor de los menores Felipe, Teodoro é Isabel Vi- 
llalonga, y la viuda y administradora doña Cleofe O. de Yilla- 
longa, manifestado su conformidad coa la deuda en la canti- 
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dad reconooida por sus mencionados apoderados, foja 16, con lo 
cnal se halla de acnerdo el defensor de menores, según se ex- 
presa en la referida acta. 

Que estas respuestas, confesando la verdad y justicia de la 
demanda, concluyen el pleito, puesto que la confesión es la mejor 
prueba en derecho civil, asi reconocida desde la antigua legis- 
lación (leyes 2, tít. 13, y 7, tit. 3, partida 3«). 

Por estos fundamentos se declara reconocida la deuda de400 
pesosnacionalesádonPrimo Fernandez y, en consecuencia, obli- 
gada la sucesión de don Aurelio Yillalonga, á su pago, para lo 
cnal se oficiará al Bauco de la Nación Argentina, donde existen 
fondos de dicha sucesión, conforme piden los interesados, sin 
condenación en costas, por no haber mérito para ello. Bepóngase 
el sello y elévese á la Suprema Corteen consulta si esta resolu- 
ción no fuese apelada. 

D, Quiroga. 



FaII« úe im Suprema Corte (1 ) 



Buenos Aires, Julio 10 de 1897. 

Vistos : Atentas las constancias de autos, se aprueban ios pro- 
cedimientos observados en la causa. 
Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VARB- 
LA. — ABLL BAZAN. — JDaN E. 
TORRENT. 

(1) Por fallo de la misma fecha fueron aprobadas las sentencias consul- 
tadas sobre créditos reconocidos en la misma sucesión VíUalonga, al doc- 
tor don Alberto Painardi, de 450 pesos, por asistencia médica; al doctor don 
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CAIJáiA tXXXIII 



Eldoclordon fíamon Madariaga^ contra la sucesión de don Juan 
C. Hidalgo, por cobro de pesos; sobre sentencia consultada 

Sumario. — Debe aprobarse la sentencia oonsnltada por el 
jnes de territorio nacional mandando pagar un crédito contra 
la sucesión del deudor, en virtud de reoonocimiento de los inte- 
resados 7 del defensor de menores. 



Caso. — Lo explica la 



Henteneto 4el Juea Iletrado 

Posadas, Diciembre 24 de 1895. 

Vistos 7 considerando : Que el doctor Ramón Madariaga de- 
mandó á la sucesión de don Juan C. Hidalgo el reconocimiento 

Antonio Graciano, de 30 pesos, por asistencia médica; al doctor don Grego- 
rio Garcia, de 830 pesos, por asistencia médica; á López Santiago y C% de 
118 pesos 55 centavos, por suministros hechos por su casa de comercio; á 
don Pedro Nosiglie, de 800 pesos 95 ceotavos, por suministros de mercade- 
rías; al Banco Nacional, de 6725 pesos, por letras; á Manuel B. Pery y C*, de 
8000 pesos, por pagaré; á.don Luis Resoagli, de 350 pesos, por servicio fúne- 
bre; á don Atanasio Reca, de 500 pesos, por pagaré; á don Crisóstomo Hi- 
dalj$o, de 2180 pesos, por pagaré; á don José Dominguez, 115 pesos, por 
diversos servicios, y á don Gerardo Ortabe, por 1011 pesos, por suministros 
de mercaderías. 
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de la deada de 790 pesos, proyeniente de asistencia médioa al 
causante. 

Que don Ernesto Sancheis y don Tomás Naroa se presentaron 
más tarde como representantes de dicha sucesión, manifestando 
estar conformes en que se abonara al ^demandante doctor Mada- 
riaga la cantidad de 400 pesos m/n, más las costas á que el apo- 
derado de éste, don Teodorico Bamirez, redujo sos pretensiones 
en el escrito de foja 0. 

Que don Eugenio Bamirez y don Estanislao Flores manifes- 
taron también su conformidad en que se pagase el crédito re* 
clamado por el doctor Madariaga, de acuerdo con el arreglo 
hecho por sus apoderados Narca y Sánchez. 

Que en el expediente sucesorio de don Jacinto C. Hidalgo, que 
se mandó traer á la rista, consta la personería y facultad para 
reconocer deudas don Ernesto Sanchos por doña Nicoiina Hi- 
dalgo de Mir, el carácter de tutor de don Eugenio Bamirez res- 
pecto del menor Crisóstomo Hidalgo y la calidad de esposo de don 
Estanislao Flores respecto de doña Matilde Hidalgo, hija como 
doñaMarcelinaydon Crisóstomo, y herederos únicos del causante. 

Que el defensor de menores, á foja 14, manifestó también su 
acuerdo con el reconocimiento del crédito hecho por las partes.. 

Que estas respuestas confesando la verdad y justicia de la 
4emanda, concluyen el pleito, puesto que la confesión es la mejor 
prueba en derecho civil asi reconocida desde la antigua legisla- 
ción (leyes 2, tít. 13, y 7, tít. 3, partida 3"). 

Por estos fundamentos : se declara reconocida la deuda de 
400 pesos nacionales á que redujo su cuenta y cobra el doctor 
Madariaga y, en consecuencia, obligada la sucesión de don Juan 
C. Hidalgo á su pago, sin especial condenación en costas, por 
no haber mérito para ello. 

Bepóngase los sellos y olévetic en consulta á la Suprema Cor- 
te, si esta resolución no fuese apelada. 

D. Quiroga. 
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PaIIo ú9 la 0«preiiMi Corte 



Ráenos Aires, Julio 10 de 1897. 

Yistos: Atentas las Gonstaacias de autos^ se aprueban los 
prooedímientos observados en la cansa . 
Bepnestos los sellos^ devnélTanse. 

benjamín paz. ^ LUIS y. TÁ- 
RELA.— ABEL BAZAN. — lUAN 
E. TORRENT. 



CAUSA CliXXIY 



El Ferrocarril de Súnchales, contra don Teodoro Aymerich 
y otros , por eoopropiacion; sobre apelación 



Sumario. — Es apelable el auto qne resuelve sobre la valides 
ó nulidad de una transacoion. 



Caso. — El representante del Ferrooarril dedujo demanda de 
expropiación de un terreno para la vía férrea, contra don Teodo- 
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10 Aymerich y otros. Antes de llevarse adelante los procedi- 
mientos, las partes convinieron en el precio y la indemnización, 
convenio qne fué aprobado por el jaez. 

En este estado, el apoderado del Ferrocarril se presentó di- 
ciendo de nulidad de la transacción, por error de hecho y por no 
haber intervenido el ministerio pupilar, lo que era indispensa- 
ble^ por existir menores entre los interesados, según lo sabía 
recientemente. 

Sustanciado el incidente, el juez lo falló, no haciendo lugar á 
la nulidad. 

El apoderado del Ferrocarril apeló, y el juez le negó la apela- 
ción, fnndado en que la gestión deaqnel era un recurso de nuli- 
dad que se interponía contra el auto que aprobó la transacción, 
el cual estaba ejecutoriado. 



Pallo de 1a Suprema Vmwte 

Buenos Aires, Julio 18 de 1897. 

Vistos y considerando: Que en el escrito de foja treinta y 
ocho no se deduce recurso alguno de nulidad contra los procedi- 
mientos judiciales observados ni tampoco contra sentencia al- 
guna pronunciada. 

Qne es en contra de una convención que las partes, y el juez 
califican de transacción, que se invoca la nulidad en dicho es- 
crito, pretendiéndose su insubsistencia por motivos qne la parte 
hace valer y que no es la oportunidad apreciar. 

Que, por consiguiente, la resolución de foja cincuenta y seis, 
resolviendo sobre la validez ó nulidad de una transacción, acto 
jurídico bilateral, es de las que por su naturaleza causan gravá- 
menes susceptibles de fundar el reclamo ó apelación. 
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« 

Por esto, se declara mal denegado el recurso interpaesto á 
foja cincuenta y nueve y se le concede en relación. Y encontrán- 
dose el expediente ante esta Suprema Corte, autos. 

Bepóngase el papel. 

BENiAllIN PAZ. — LUIS Y. VA- 
RELA. — OCTAVIO BUNGB. — « 
JUAN E. TORRENT. 



CAUSA CliXKT 



Cnmínal contra Eduardo Scott, por circulación de billetes de 

curso legal falsos 

Sumario. — Debe estarse á la confesión, tal como ha sido 
prestada por el procesado, cuando no existen otras pruebas, y 
no resultan presunciones graves que autorizen á dividirla. 



Caso. — Lo explica el 



Fallo del Jwea Federal 

Rosario, Abril 3 de 1897. 

Y vistos: la presente causa seguida contra Eduardo Scott, 
llamado comunmente Francisco, de S6 años de edad, español, 
. T. LXTni di 
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jornalero, casado, yecino de esta oiadad (barrio Súnchales), 
acusado de circnlacion de billetes falsos, de lo qae resalta : 

1® Que con fecha 28 de Julio del año 1896, es remitido á la 
Policía en calidad de detenido por el comisario Luis J. Eondal, 
el sujeto Eduardo Soott, con la acusación de circular billetes 
falsos (notas de foja 1). 

A foja 2 y en la misma fecha comparece el vecino Pedro Be- 
nen y declara que Scott le compró carne que le abonó con un 
billete de 50 pesos, que al hacerlo reconocer resultó ser falso, 
por cuyo motivo lo entregó á la policía. 

Llamado á declarar ante el comisario de pesquisas, el acusado 
manifiesta á foja 3, fecha 28 de Julio de 1896 : Que doce días 
antes, más ó menos, el individuo Mariano Añañoz, le entregó tres 
billetes de 50 pesos moneda nacional en pago de la suma de 140 
pesos de la misma moneda, que el declarante le había prestado 
el 28 de Abril del mismo año; qae el 18 del mes en que declara* 
ba (Julio), el mismo individuo le entregó otros dos billetes 
para que se abonara 60 pesos, más ó menos; que el 22 del mismo 
Añañoz le dio dos billetes más al exponente para que comprara 
cerdos; que al entregarle estos últimos billetes, Añañoz le ob- 
servó tuviera cuidado, porque le parecía que no eran muy bue- 
nos ; que los expresados billetes se los dio Añañoz estando solos ^ 
y que eran los mismos que están en autos; que los billetes que 
había circulado eran cinco, en esta forma: uno cambió en una casa 
de compra-venta, sita en la calle G-üemes número 590, de pro- 
piedad de Juan Morencito; otro en un almacén de la calle 
Mendoza esquina San Martin; otro á uu carnicero llamado Pedro 
Benerr; otro á un chanchero, cuyo nombre ignora, que vive en 
el barrio de la Refinería; otro al dueño de una fonda sita en la 
calle Güemes entre Alvear y Boulevard; y los dos últimos, hasta 
contar los siete, los tomó la policía. 

Llamados á declarar ala policía los sujetos á quienes les ha- 
bían sido dado los billetes, dicen : Juan Morencito, foja 5 vuelta* 
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fecha 28 de Jnlio de 1896, que diez días antea, más 6 mecos, 
Scott le abonó ona balanza de cuatro pesos con un billete de 
50 pesos; que Soott le observó que era bueno y que él lo había 
recibido de una persona que tenía una chanchería en el barrio 
de la Refinería. 

Rafael Recio MoIina,dela calle Güemes 637, foja 7, fecha 31 
de Julio 1896, dice que Scott le abonó nueve días antes una 
cuenta con un billete de 50 pesos» y que en el día anterior á su 
declaración había notado que era falso, por cuyo motivo lo había 
entregado en la comisaría 1*. 

Manuel Pérez, de la calleMendoza número 621, foja 17 vuelta, 
fecha 5 de Agosto de 1896, dice: que veinte días antes, más ó 
menos, encontrándose en el almacén de la calle San Martin y 
Mendoza, donde es dependiente, penetraron en la casa dos suje- 
tos, uno de los cuales era Scott, ignorando el nombre del acom- 
pañante; que después de beber algunas copas le abonaron con un 
billete de 50 pesos^ pero como carecía de cambio, se lo cambió 
Pedro Iraolagoytia que estaba presente, que más tarde supo 
que era falso . 

Pedro Iraolagoytia dice: foja 19, que quince días antes en- 
contrándose en un almacén calle San Martin esquina Mendoza, 
á pedido del dependiente del mismo cambió un billete de 50 pe- 
sos que le había dado Eduardo Scott para abonar unas copas, 
cuyo billete el declarante lo dio en pago más tarde, :i una per- 
sona cuyo nombre ignora y vive en la provincia de Córdoba. 

Que á foja 21 corre una nota del jefe de la oficina de pesqui* 
zas, señor Picabea, en que consta que los billetes tomados 
por la policía fueron seis, siendo cuatro los secuestrados á las 
personas nombradas anteriormente y dos del domicilio de Scott. 
A foja 26 existe una nota remitiendo otro billete de 50 pesos, 
que dicese poseía Ray mundo Mauro. 

2^ Elevado el sumario á este tribunal y recibida la indaga- 
toria á Soott, éste se ratifica en la prestada ante la policía. 
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menos en la parteen que ella le hace decir que los billetes que 
se le exhibían eran los mismos que habían circulado, pues el de- 
clarante no tiene seguridad que fueran los mismos; que los dos 
últimos billetes que le secuestró la policía eran los que deoon- 
fiaba fueran legítimos. 

3** Librada orden de prisión contra Mariano Añañoz, no es 
habido, según las diligencias de fojas 33 yueltay 43, por lo cual, 
á solicitud del ministerio público, se declaró cerrado el suma- 
rio, presentando la acusación de fojas 47 á 52 inclusive, pidien- 
do se le condene á Scott á la pena de cuatro años de trabajos for- 
zados, por nacer del sumario un cúmulo de circunstancias que 
revelan la voluntad criminal de parte del acusado, siendo las 
siguientes: c desaparición del sujeto Añañoz; la relación estre- 
cha que debía existir entre éste y el procesado, puesto que éste 
mismo confiesa que él le prestó dinero y que ásu vez Añañoz le 
dio los dos últimos billetes falsos, haciéndole presente que le 
parecían no eran buenos; haber dado en pago el procesado cinco 
billetes en los días 22 á 23 de Julio último, procurando desha- 
cerse de ellos inmediatamente de recibirlos de Añañoz; la decla- 
ración del comerciante Juan Manincich, de foja 6, á quien le dijo 
Scott en el acto de darle en pago un billete, que era bueno y 
que él lo había recibido de una persona que tenía una chanche- 
ría en el barrio de la Refinería, hecho falso, porque lo había re- 
cibido de Añañoz. 

4® Que corrido, al defensor de Scott, traslado de la acusación, 
rechaza el cargo, y afirma que su defendido recibió y circulólos 
cinco primeros billetes en la forma que consta en el sumario po- 
licial, en la plena seguridad que eran legales, hasta que, formu- 
lada la denuncia de su falsedad, fué reducido á prisión, cuando 
aún tenía en su poder los dos últimos billetes que le habían 
sido confiados por Añañoz y cuya legalidad era sospechosa; 
que la fuga de Añañoz se deduce por el conocimiento que turo 
de la prisión de su defendido, para no verse complicado en este 
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asanto; qae so defendido no circuló los dos últimos billetes que 
Añañoz le observó tal vez no fueran buenos, los cuales aún con- 
servaba en su poder cuando fué reducido á prisión; que no es cier- 
to que Scott hubiera cambiado los billetes en los días 22 ó 23, co- 
mo consta de las declaraciones prestadas en el sumario; que el he- 
cho de haber manifestado Scott á Manincich que los billetes los 
había recibido en una chanchería de la Refinería y no de Aña- 
ñoz, no modifica en nada la incalpabilidad de su defendido; que 
la presentación á la policía de los damnificados, fué por la indi- 
cación que de ella hizo Scott, al ser detenido; j por último, qae 
no hay prueba alguna que haga pasible de pena á su repre- 
sentado. 

5^ Que abierta la causa á prueba, la parte de Scott presenta 
los certificados de buena conducta de fojas 70, 71, 72, 73 y 74, 
y cerrado el término y puestas de manifiesto se llama autos para 
sentencia, con la designación de la audiencia á que se refiere el 
artículo 492 de la ley de procedimientos, quedando así esta 
causa para resolver. 

Y considerando: 1^ Que no existiendo en el proceso más prue- 
ba que la confesión calificada del reo, no puede dividirse ésta en 
perjuicio del confesante, y los motivos y circunstancias que ate- 
núan su responsabilidad deben tenerse como ciertos, sin que 
importen excepciones cuya prueba incumba al acusado, á su de- 
fensor, tanto más que los antecedentes de relación ni otra cir- 
cunstancia alguna dé lugar á presunción grave en contra del 
confesante (véase artículos 317 y 318 del Código de Procedi- 
mientos en materia penal). 

2° Que habiendo confesado el reo que recibió de buena fé los 
primeros cinco billetes en pago de dinero prestado, y con la 
misma buena fé de su legitimidad los dio á las personas que fi- 
guran en el sumario, debe tenerse por cierto el hecho, cuando 
no hay prueba alguna que rectifique esa aserción; igualmente 
debe tenerse por verdad que los dos billetes secuestrados de po- 
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w 

der del reo por la policía, son los mismos que dice le entregó 
Añañoz, con la prevención de que le parecían falsos, y como 
esos billetes no los ha dado á la circulación, ni ha tentado des- 
prenderse de ellos entregándolos al comercio, no existe delito 
consumado, ni tentativa que merezca pena prevista por la ley. 

Por estas consideraciones, fallo definitivamente en esta sala 
de audiencia absolviendo de culpa y cargo al procesado, con de- 
claración de que el presente juicio no afecta su nombre y re- 
putación • 

Notifíquese con el original, y ejecutoriada que sea, póngase 
en libertad á Scott. 

Daniel Goyiia. 



VISTA DEL SEflOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Junio 4 de 1897* 

Suprema Corte : 

No ha podido justificarse de una manera fehaciente que el 
procesado Eduardo Scott, conociera la falsedad de los billetes 
entregados en pago, tampoco que intentara hacer pasar los dos 
únicos, cuya falsedad sospechaba. 

Sólo existe en autos su confesión, en que afirma no conocía 
la falsedad délos billetes circulados y explica su adquisición de 
un modo hasta cierto punto confirmado por la fuga de Mariano 
Añañoz, de quien dice los recibiera. 

No habiendo justificado plenamente el conocimiento que el 
procesado tuviera de la falsedad, aunque alguna presunción re- 
sulte en su contra, queda en pié su confesión calificada. Y siendo 
esa confesión indivisible, con sujeción á los principios del de- 
recho penal bien invocados en la sentencia de foja 84, pienso 
que la absolución del procesado se impone. 
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No encontrando por ello mérito legal en el prooeso, para 
mantener el recurso interpuesto por el Proonrador Fiscal á foja 
91 vnelta, me inclino á la confirmación de la sentencia de foja 84, 
que solicito de Y. E. 

Sabiniq,no Kier. 



FaIIq de to Httprema Ciarte 

Buenos Aires, Julio 13 de 1887. 

Vistos y considerando : Qne las constancias de antos no con- 
tienen grares presunciones contra el procesado, que según los 
términos del artículo trescientos diez y ocho del Código de Pro- 
cedimientos en lo criminal, autorizen á dividir la eonfesion 
prestada por el citado procesado. 

Por esto y de acuerdo con lo pedido por el señor Procurador 
General y por los fundamentos de la sentencia apelada de foja 
ochenta y cuatro se confirma ésta y devuélvanse. 

benjamín PAZ. — LUIS y. VARBLA. 
— OCTAVIO BUN6E — JUAN B. 
TORRENT. 



S76 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



CAUSA CliX XVI 



Doña Luisa G, de Pinto, en el juicio ejecutivo de Don Jorge 
Smith, contra Pinto hermanos, por tercería de dominio 



Sumario. — Deben considerarse de propiedad del ejecutado 
los muebles que adquirió y ha seguido poseyendo. 



Caso. — Lo explica el 



FaIIq del Juea Fedemi 



Autos y vistos : la tercería de dominio excluyente iniciada 
por Doña Luisa G. de Pinto, en el juicio ejecutivo seguido por 
Don Jorge Smitb, contra la razón social Pinto hermanos, de 
su estudio resultan los siguientes hechos : 

Iniciado el juicio ejecutivo con el documento de obligación, 
de foja. ..y reconocido que fué por don Juan A. Pinto, por 
Pinto hermano, dictáronse los respectivos autos de solvendo y 
de ejecución y embargo, denunciándose por el ejecutante, para 
el embargo, los muebles de lujo de propiedad de don Juan A. 
Pinto, existentes en su casa de habitación, cuyo embargo se 
trabó conforme alo pedido por Smith. 
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Qae en este estado el juicio ejecutivo, la señora Luisa Q-. de 
Pinto, esposa de don Juan A. Pinto, interpuso la tercería de 
dominio de esos muebles, presentando como comprobante de su 
propiedad, la escritura de donación que corre á foja ..., hecha 
por don Luis G. Pinto, hermano de don Juan A. Pinto, y de la 
razón social Pinto hermanos. 

Sustanciada la tercería en la forma prescrita por el artí- 
culo 801 del Código de Procedimientos nacionales^ el ejecutan- 
te desconoció el hecho en que la fundaba la tercerista, alegando 
la simulación de la escritura de donación, fundándose, entre 
otras razones, en el parentesco íntimo y estrecho del donante y 
el expreso de la donataria, por una parte, y por otra, en el hecho 
de que esos muebles fueron siempre poseídos por don Joan A^ 
Pinto, y nunca por don Luis G. Pinto. 

Los ejecutados afirmaron ser cierta y verdadera la donación y 
no, en manera alguna^ simulada y falsa. Abierta la causa á 
prueba, el ejecutante produjo la confesión de la tercerista y de 
los señores Juan A. Pinto y Luis G. Pinto, las que corren á 
foja 34, foja 29 y foja 40 de estos autos. Además, la declara- 
ción de los testigos Juan M. González y Francisco Aliaga. 

De la prueba rendida resulta comprobado que, en efecto, los 
muebles en cuestión |no salieron nunca del poder de don Juan 
A. Pinto, en cuya casa permanecieron y permanecen en uso de 
su familia. Es el caso ahora de estudiar la cuestión á la luz del 
derecho. 

T para el efecto, el ejecutante asevera que, trantándose de 
bienes muebles, cuya posesión hace presumir la propiedad, y ha- 
biendo sido esos bienes muebles siempre poseídos por don Juan 
Pinto, esposo de la terceristay he rmano carnal del donante, resul- 
ta que el verdadero dueño de los muebles fué siempre don Juan 
A. Pinto y no don Luis G. Pinto, ni doña Luisa G. de Pinto. 

Que así, en concepto del ejecutante, debe desecharse con cos- 
tas la tercería, declarando que dichos bienes son de la propio- 
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dad exclosiva de don Juan A. Pinto, y Ile?arse adelante la eje- 
cncion en su mérito. 

La tercerista y los ejecutados han sostenido la valides y rea- 
lidad de la donación, diciendo que los muebles en cuestión 
fueron de propiedad de don Luis G. Pinto, y que éste biso 
donación de los mismos á su esposa, hermana política, doSa 
Lnisa G. de Pinto. 

Y considerando que ; tratándase de bienes muebles, la pose- 
sión de ellos vale por título de propiedad de los mismos; quede 
la confesión de los señores Juan A. Pinito y Luis G. Pinto y 
de dofia Luisa G. de Pinto, que corren á foja 29, foja 40 y 
foja 34, resulta que los muebles de que se trata nunca salieron 
de poder del señor Juan A. Pinto; que no obstante afirmar éste 
que los vendió á los referidos muebles á su hermano don 
Luis, no aparece el título de la compra-venta^ afirmándose que 
fué veibal, pero agregando que la posesión de los muebles no 
se traspasó á don Luis, sino que continuó siendo de don Juan 
A. Pinto ; que el mismo testigo Aliaga dice lo propio, ea decir 
que los muebles permanecieron siempre en poder de don Juan; 
qne de todo ello se desprende que don Juan fué siempre el 
dueño de esos muebles. 

Por estas consideraciones y las, concordantes de los esoritos 
de la parte de Smith, de fojas 4 á 8 y de fojas 51 á 55, definiti- 
vamente juzgando, fallo, que debo declarar, como en efecto 
declaro : que la tercerista, doña Lnisa G. de Pinto, ño ha pro- 
bado» c.omo probar debía, que los muebles en cuestión sean de 
su propiedad^ siéndolo de la de su esposo, don Juan A. Pinto, 
y que en sn consecuencia, se siga el juicio ejecutivo según au 
estado. Las costas son á cargo de la tercerista. 

Así lo resuelvo en Santiago del Estero, á 8 de Octubre de 
1894. 

P. Olaechea y Alcor la. 
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Fall« de I» Suprema €«rte 

Buenos Aires, Junio 22 de 1897. 

Vistos 7 oonsiderando : Qae no sólo está probado, como lo 
establece la sentencia apelada, que el ejecutado Don Juan A. 
Pinto ha estado en posesión de los muebles embargados, sino 
que consta los adquirió por título legítimo, resultando así ro- 
bustecida la presunción de propiedad declarada por el artícolo 
dos mil cuatrocientos doce del Código Civil , con la prueba de la 
propiedad misma. 

Que está también acreditada que en ningún momento, don 
Luis O. Pinto ha tenido la posesión de los mencionados mue- 
bles, siendo cierto que no se ha comprobado que ios hubiera 
adquirido de su hermano don Juan, por título alguno. 

Por estoy su fundamentos, se confirma, con costas, la sen- 
tencia apelada de foja ciento cuatro ; y repuestos los sellos 
deynélTanse. 

benjamín paz. — LUIS y. VÁRELA. 
— OCTAVIO BI3N6E. — JUAN E. 
TORRENT. 
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CAUSA 4XXXTII 



D. Pedro Nosiglia^ contra doña Cleofe O. de Villalonga^ por 

cobro ejecutivo de pesos 

Sumario. — El qae ha reconocido ser tenedor y se ha oonsti- 
taido depositario de la sama embargada, no puede ser admitido 
á reducir ésta, en virtud de documentos fiscales presentados 
con posterioridad. 



Caso. — Lo explica el fallo de la Suprema Corte. 



Sentencia del Juea Iletrada 

Posadas, Mayo 19 de 1897. 

Téngase al recurrente por parte, en mérito del poder que pre- 
senta, dándose por constituido el domicilio que expresa. . 

ProYeyendo á la petición contenida en el escrito de foja 24, 
se observa que el doctor Norberto Salazar manifestó al oficial 
de justicia al hacerle saber el mandamiento de embargo» < que 
retenía en su poder 400 pesos pertenecientes á doña Cleofe de 
Yillalonga», de cuya cantidad fué constituido depositario, no 
siendo verosímil que tal manifestación fuera hecha dentro 6 
fuera de su casa sin lacerteza de ella, debiendo, en todo caso, im- 
putarse á si mismo la culpa de cualquier error, y atento' á la 
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oposición manifestada por la parte ejecutante, con lo solicitado 
por dicho señor Salazar, no ha lugar. 

D. Quiroga. 



WaIIq de la Suprema Ciarte 

e 

Buenos Aires, Julio 13 de ld97. 

Vistos y considerando: Que don Norberto Salazar ha reco- 
nocido en la diligencia de embargo de foja quince vuelta^ que 
tenía en su poder la suma de cuatrocientos pesos, pertenecientes 
ala ejecutada. 

Que en la misma diligencia consta que Salazar se constituyó 
depositario de la expresada suma. 

Que ese antecedente, auténticamente probado, no puede des- 
truirse con los documentos de fojas diez y nueve á veinte y tres 
que ha presentado Salazar á objeto lie reducir el monto de la 
suma existente en su poder perteneciente á la ejecutada, pues 
que esos documentos, como privados, no tienen fecha cierta 
contra el ejecutante, en el caso, sino desde su presentación, á 
que se agrega que el de foja veintitrés, por do^icientos noventa 
y siete pesos, aparece datado en el mismo dia en que se realizó 
el embargo. 

Por esto y sus fundamentos concordantes, se confirma, con 
costas, la resolución apelada de foja veintinueve vuelta, devuél- 
vanse, debiendo hacerse la reposición de sellos ante el inferior. 

benjamín paz. — LUIS y. GA- 
BELA.— OCTAVIO BDNGB.-« 
JUAN E. TOBUENT. 
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CAUSA CliXXTIIl 



Christensen y C", contra don Thomas Clark, por cobro de pesos; 

sobre reconocimiento de firma 



Sumario, — De los documetitos en idioma extranjero qae pae- 
den tener aparejada ejeouoion procede el reconooimiento de 
firma, una vez hecha la traducción. 



Caso. — Los señores Christensen y C' acompañando yarios 
documentos, demandó á los señores Clark y C* por cobro de 
pesos, procedentes de gastos y desembolsos hechos por ellos en 
favordel buque «Stokolm City », de que son agentes los de- 
mandados. 

Preyiamente solicitaron y obtuvieron la inhibición de salida 
de dicho buque, y pidieron después que el capitán de éste, don 
Tomás Clark, comparezca á reconocer su firma que aparece en 
los documentos presentados, debiendo éstos ser vertidos al idio- 
ma nacional por un traductor público. 

El capitán Clark ¿edujo revocatoria y apelación en subsidio 
del auto anterior^ manifestando que no procedía el reconoci- 
miento, por estar los documentos extendidos en idioma extran- 
jero. 

El juez no hizo lugar á la revocatoria y concedió la apela- 
ción. 
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Auto del Jttes Federal 



Buenos Aires, Setiembre 5 de 1896. 

De conformidad con lo solicitado, cítese en forma al capitán 
don Tomás Clark para el reconocimiento délas firmas de los do- 
cumentos acompañados á la demanda en la audiencia del dia 11 
del corriente á las 8 p. m., bajo apercibimiento. 

Al otrosí: téngase por nombrado al traductor propuesto, quien 
deberá aceptar el cargo en forma ante el actuario. 

P. Olaechea y Alcor ta. 



WmMMm de la Suprema Ciarte 

Buenos Aires, Julio 22 de 1887. 

Vistos y considerando: Que en virtud de la petición conteni- 
da en el escrito de foja sesenta y cinco, se ordenó simultánea- 
mente por el jues, el reconocimiento y traducción de los docu- 
mentos presentados. 

, Que la traducción está ya hecha, resultando, en su mérito, la 
procedencia del reconocimiento solicitado (artículo doscientos 
cincuenta de la ley de procedimientos). 

Por esto, se confirma, con costas el auto apelado de foja se- 
senta y seis. Repuestos los sellos, dcTuélvanse. 

benjamín paz. — tms v. vá- 
rela. — OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA CliXXlX 



Criminal contra Benjamín de Luca, por hurto; sobre libertad 

bajo caución y reincidencia 



Sumario. — La existencia de un proceso en qae se ha decre- 
tado sobreseimiento provisional, no obsta á la libertad bajo can- 
ción, si consta que dicho proceso no se ha reanudado. 



Ca^o. — Benjaminde Luca estaba acusado como encubridor 
de hurto de unos platos del Hospital Militar y se pidió contra 
él, por el Procurador Fiscal, la pena de arresto con arreglo á los 
artículos A% inciso 3, y 46 del Código Penal y en relación al va- 
lor de los objetos materia del delito. 

El procesado solicitó excarcelación bajo fianza, á la que se 
opuso el Procurador Fiscal, por estar comprendido aquél en los 
casos previstos por el artículo 377 del Código de Procedimientos 
en lo criminal, en virtud de haber sido acusado anteriormente 
por defraudación ante el juez comercial doctor Larroqne. 

Pedido informe á éste, se certificó por el secretario que la cau- 
sa seguida áLuca, por defraudación, fué sobreseída provisional- 
mente con fecha iO de Noviembre de 4896. 
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Fallo del JfucQi Federal 



Buenos Aires, Mayo 19 de 1897. 

A.utos 7 vistos: Resaltando del informe expedido á foja 8^ 
que al procesado Benjamín de Luca se le ba seguido otra causa 
por defraudación ante uno de los juzgados correccionales de la 
capital. ' 

Qne esta circunstancia coloca al procesado dentro de las dis- 
posiciones contenidas en el artículo 377 del Código de í^rocedi- 
mientos en materia penal y por consiguiente su libertad provi- 
sional no es procedente. 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo dictaminado 
por el señor procurador fiscal, no ba lugar, con costas, á la ex- 
carcelación bajo ñanza que se solicita. Repónganselos sellos. 

Gervasio J. Granel. 



VISTA DGL SEftOR PR0CI3ÍIAD0R GENERAL 



Buenos Aires, Junio 27 de 1897. 

Suprema Corte : 

El procesado ba sido acusado del delito de defraudación, y 
aquel proceso en que se sobreseyó provisionalmente, según cer- 
tificado de foja 3 vuelta, puede reabrirse en cualquier momento. 

Puede decirse, entonces, que el procesado está sometido á la 
acción de la justicia en dos procesos análogos, y que es apUca- 
ble, en consecuencia^ el articulo 377 del Código de Procedimíen- 

T. LXYHI 26 
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tos en lo criminal, que exceptúa del beneficio de libertad bajo 
fianza, al procesado reincidcnte cuando mediase reiteración ó con- 
currencia de varios delitos. ' 

La ley no ha exigido la declaratoria é imposición penal en vir- 
tud de sentencia y si se considera que el beneficio de excar- 
celación sólo procede antes de la resolución definitiva del pro- 
ceso, parece lógico deducir que la ley se refiere lo mismo á los 
hechos de reiteración ó concurrencia, resultantes de un proceso 
concluido, que á los que constan en diligencias del sumario. 

Por ello, á Y. E. pido la confirmación del auto recurrido de 
foja 7 vuelta. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de ím Suprema Corte 



Buenos Aires, Julio 22 de 1897. 

Vistos y considerando: Que según resulta del certificado de 
foja tres vuelta, en la causa seguida antes de ahora contra Ben- 
jamín de Luca, por defraudación, se ha decretado el sobresei- 
miento, siendo cierto que el proceso no se ha reanudado. 

Que, en consecuencia, y aunque dicho sobreseimiento sea de 
carácter provisional^ no puede decirse que esté pendiente y en 
ejercicio la causa en que recayó. 

Que mucho menos puede afirmarse que el procesado sea autor 
del delito de defraudación, á que se ha hecho referencia, desde 
que no hay sentencia que lo declare. 

Que no debiendo, en mérito de las precedentes consideracio.- 
nes, hacerse valer contra el procesado ninguna de las circnns- 1 

tandas prevenidas por el artículo trescientos setenta y siete del 
Código de Procedimientos en lo Criminal, la encarcelación bajo 
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de fianza es procedente, de acuerdo con lo dispuesto en el ar- 
tícalo trescientos setenta y seis del citado Código. 

Por esto, se revoca el auto apelado de foja siete, debiendo, en 
consecuencia, el inferior conceder la excarcelación, previas las 
formalidades de ley. Devuélvanse. 

benjamín paz. — LUIS V . VÁ- 
RELA. — OCTAVIO BDNGE. — 
JUAN E. TORRENT. 



CAUSA VIa\%X 



Criminal contra Antonio Berni (a) Barbis y Amadeo Rosas, por 
circulación de billetes falsos decurso legal 

Sumario. — El reo de circulación de billetes falsos de curso 
legal se halla sometido á las penas establecidas por la ley na- 
cional penal de i4 de Setiembre de 1863. 



Caso. — Resulta del 



tf*All« del Jfuea Fedeml 



Buenos Aires, Noviembre 13 de 1896. 

Y vistos : esta causa criminal seguida de oficio á]| Antonio 
Berni (a) Barbis, italiano, de 35 años de edad y doce de resi- 
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dencia en &I país, soltero, zapatero, domiciliado Alsina número 
i867; 7 contra Amadeo Rosas, sin sobrenombre ni apodo, ita- 
liano, con seis años de residencia en el país, de 22 años de edad, 
casado, tenedor de libros, con domicilio Tncnman 1834, pro- 
cesados por circular billetes falsos de Banco; y 

Resultando : Que habiendo la policía de pesqaiza de la Capi- 
tal tenido conocimiento de la existencia de una falsificación de 
billetes de Banco de la última emisión de 50 pesos, y adoptadas 
las medidas necesarias para la aprehensión de los presuntos au- 
tores del delito, fueron, entre otros, constituidos en arresto los 
procesados Berni y Rosas, secuestrándoles en poder del pri- 
mero 15 billetes falsos de ese valor, con la numeración expre- 
sada á foja 37. 

Llamado Berni aprestar declaración, lo hace á foja 36 vuelta, 
manifestando que hacía algunos días compró á un individuo de 
nombre Ángel Caffera ó Cafferata, conocido por el de c Jopp ». 
veinte de esos billetes i razón de 12 pesos cada uno, de los que 
vendió dos á un tal Vicente, por el precio de 16 pesos cada uno ; 
otro lo vendió á Jacobo Bottero en el mismo precio ; y dos más 
los hizo pasar en distintos almacenes, cuya dirección no 
recuerda^ completando así los veinte billetes adquiridos con los 
quince secuestrados. 

Prestando indagatoria ante este Juzgado, foja 43, modifica 
en algo su anterior manifestación, cuando afirma que al pres- 
tarla ha hecho afirmaciones que no están de acuerdo con la ver- 
dad de lo sucedido, debido á haber perdido la serenidad por ser 
la primera vez que se veía envuelto en estos asuntos; pero re- 
conoce que los billetes los recibió en la calle Rivadavia á la al- 
tura de Entre-Ríos, del mismo sujeto arriba mencionado, quien 
se loi. dio diciéndole que ahí tenia ese dinero falso, que viera 
si lo hacía pasar para que ganaran algo ; que los recibió sin 
darse cuenta de la gravedad del delito que cometía al circular* 
los y que al dirigirse á su casa encontró un amigo de nombre 
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Lisandro» á quien le dio dos de esos billetes^ siguiendo hasta su 
habitación donde guardó el resto, con intención de no circular- 
los, pues temía hacerlo personalmente; que dos ó tres días des* 
pues se encontró con Jacobo Bottero en la fonda sita calle de 
Saavedra y Victoria y le dio otro billete para que se lo cam- 
biara, y como le manifestase que no tenía cambio y era hombre 
de so confianza, le permitió ll^ar el billete, seguro que en caso 
de apercibirse de su falsedad, no lo acusaría dada su amistad. 

Declarando Amadeo Besas, á foja 55 vuelta, niega. en absoluto 
toda participación en la tenencia y circulación del billete falso 
agregado á foja 48 y que en dicho acto le fué exhibido, siendo 
el mismo que don Teófilo Bamon denunció á foja 49 como que 
le fué dado por aquél^ eii pago de la caj.a de pildoras Blancard 
que solicitó en compra; extremo éste reconocido por su depen- 
diente Donato Bonfiglio, foju 51 vuelta, á fojas 54 y 55; Bamon 
y Bonfiglio reconocen en la persona de Bosas ser el mismo que 
pretendió quince días antes entregarles el billete mencionado. 

Que el Ministerio Público, promoviendo su acusación, pide 
para los procesados Berni y Bosas la pena marcada por el artí- 
culo 285 del Código Penal, y sus defensores solicitan la abso- 
lución de culpa y cargo; habiéndose, de común acuerdo de par- 
tes, renuciádose al trámite de la prueba y de todo otro proce- 
dimiento, y Uamádose autos para definitiva. 

Y considerando, respecto del procesado Antonio Berni (a) 
Barbis: Que el cuerpo del delito indispensable en todo procedi- 
miento criminal, existe suficientemente justificado por las cons- 
tancias del proceso, y en especial por el reconocimiento hecho 
por el encausado, de los quince billetes falsos de Banco se- 
cuestrados en 80 poder y deque se instruye A foja 36 vuelta. 

Que el delito cometido por Berni se halla plenamente com- 
probado por su propia confesión, prestada ante la comisaría res- 
pectiva, así como ante este juzgado, en forma de indagatoria, y 
aun cuando aquella es más amplia y correcta, la prestada ante 
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el juzgado es suficiente ó determina claramente esa delincuen- 
cia^ así como la participación indubitable del mismo en sn rol 
de autor principal de la circulación de billetes falsos de Banco 
autorizados que seles incrimina. 

Que esa confesión merece fé plena, no sólo por haber sido ella 
prestada en forma y con todos los recaudos legales, sino por- 
que se encuentra acorde con las demás constancias de la causa 
(artículos 316 y 321 del Código de Procedimientos en lo crimi- 
nal). 

Que el secuestro hecho por la autor^idad policial en poder de 
Berni de los 15 billetes falsos de que era poseedor, es la prueba 
viva del delito y de la personado su autor, la prueba necesaria 
y legal para la constatación de esos extremos, pues esa teñen* 
cia demuestra evidentemente el propósito deliberado y precon- 
cebido de circularlos con conocimiento de su falsedad, tanto 
más que no ha justificado satisfactoriamente su prooedenoia, 
como era de su deber. 

Que ese extremo legal, el conocimiento que el procesado pu- 
diera haber tenido de la falsedad de los billetes de Banco,, que 
dice recibió de Caffera 6 Cafferata (a) Jopp, aparece de autos 
confesado, al afirmar que éste le dijo : ahi tenia ese dinero falso^ 
que viera si lo hacía pasar para que ganaran algo. Esta afir- 
mación, esta confesión, es la prueba plena y evidente de su delin- 
cuencia, pues, ella demuestra concluyentcmente que cuando re* 
cibió los billetes ya tenía conocimiento absoluto de que eran 
ellos falsos; importando poco saber desde luego, cuáles hayan 
sido con posterioridad las incertidumbres y vacilaciones de su 
espíritu para no circularlos, por temor, según afirma, de ser des- 
cubierto; aun cuando estas mismas dadas desaparecen al obser- 
var su conducta ulterior, cuando confiesa que entregó á su ami- 
go Lisandro dos de esos billetes, y otro áBottero, para que se lo 
cambiaran, acto éste que por sí solo encuadra en la ley, desde 
que siempre aparece expendiendo ese billete con conocimiento de 
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sa falsedad^ mayormente que la entrega la hizo no en su domi- 
cilio, donde dice los guardaba, sino en ana fonda, lo que acusa 
un visible y deliberado propósito de circularlo^ como en efecto 

lo hizo. 

Que el delito cometido por Berni, es el previsto j legislado no 
por el artículo 285 de Código Penal, invocado por la acusación, 
sino por la disposición especial del articulo 62 déla ley nacional 
de 14de Setiembre de 1863; cuya penalidad, por razón de la au- 
sencia de toda circunstancia atenuante ó agravante, debe, con 
arreglo al artículo 52 del código recordado, aplicarse en su tér- 
mino medio. 

Considerando respecto del detenido Amadeo Rosas: que el 
procesado ha negado en todo momento la incriminalidad hecha 
de haber sido tenedor del billete de Banco falso agregado á foja 
48 72 7 de que haya sido él quien lo pretendió circular. 

Que la prueba única de cargo que contra él existe, es la que 
fluye déla denuncia hecha por don Teófilo Banon, y la declara- 
ción prestada por su dependiente Donato S. Bonfiglio, los que 
acusan áBosas de haber pretendido entregarles en pago ese bi- 
llete. Que esa prueba, ajuicio y criterio del Juzgado, aprecián- 
dola según las reglas de la sana crítica (artículo 305 del Códi- 
go de Procedimientos en lo criminal), es insubsistente é ineficaz 
á demostrar la participación delictuosa que en ese delito se atri- 
buyo áBosas, y lo es, porque ambas testificaciones no merecen 
fé en juicio, por afectarles inhabilidades legales: Banon por ser 
denunciante del hecho y, por consecuencia, estar comprendido 
en el inciso 10 del artículo 276 del citado código, y en cuanto á 
Bonfiglio, por ser dependiente de aquél, y por tratarse de una 
declaración singular que no constituye prueba lega!, con arre- 
glo á los artícalos 306, 307 y 308 del mismo código, y á la ju- 
risprudencia de la Suprema Corte de Justicia, que se registra 
en la serie 1*, tomo 1®, página 321; y tomo 5^, serie 2*, página 
476, y 85 respectivamente de sus fallos. 
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Por otra, la ley y la misma jurisprudencia ¡nvocada requie- 
ren, para la comprobación del delito y la persona de sn autor, y 
por consecuencia para qne el juzgado pueda pronunciar su fallo 
condenatorio, la existencia al respecto de una prneba tan clara 
como la luz del medio día, y esa prneba, como queda expresado, 
no existe en autos, razón por la qne se impone la absolución del 
procesado Rosa» de toda culpa y cargo, por ser más ajustada á 
la razón, al derecho y la equidad, que en la duda, se le absuel- 
va antes que condenarlo, pudiendo ser inocente (leyes 12, tít. 
44, partida S«; 7*, tít. 81, partida 7»; serie 2«, tomo 13, pég. 
236 de los fallos citados, yart. 13, Cód. delnst. Criminal). 
Por estos fundamentos, definitivamente juzgando, fallo: 
1® Condenando á Antonio Berni (a) Barbis, como autor del 
delito incriminado de expender billetes falsos deBanco autoriza- 
dos, con conocimiento de su falsedad, á la pena de cinco años y me- 
dio de trabajos forzados, que cumplirá en el lugar que el Poder 
Ejecutivo le designe, multa de 2750 pesos fuertes, ó su equiva- 
lente en moneda nacional de curso legal, con sus accesorios legales 
y costas procesales; debiendo descontarse de esta condena el tiem- 
po de prisión preventiva sufrida; y 2° absolviendo, no obstante 
la acusación fiscal, á Amadeo Rosas, de toda culpa y cargo, por 
falta de prueba bastante en el mismo delito de circulación de 
billetes falsos de Banco con conocimiento de su falsedad, á 
quien ordeno sea puesto en libertad así que esta resolución se 
encuentre ejecutoriada. 

Hágase saber al Poder Ejecutivo este pronunciamiento, así 
como al director de la Cárcel Penitenciaria y al jefe de policía, 
librándose oportunamente los oficios del caso; notifíquese con 
el original y fecho todo, archívese la causa. 

Agustin Urdinarrain. 
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VlStA DEL SEflOR PROCURADOR GENERAL 



Baenos Aires, Marzo 11 de 1897. 



Suprema Corte : 



El fuadamento de Id condena al procesado, en la sentencia 
recnrrida de foja 144, es sn propia confesión respecto del hecho 
de circulación de billetes de Banco falsificados. 

El procesado desvirtúa la fnerza probatoria de aquella confe- 
sión^ afirmando en su exposición de foja 162, qne le fué arran- 
cada por coacción. Tales hechos debieran ser materia de prneba 
y ningünajustificacion se ha pretendido al respecto en la opor- 
tunidad legal qne ofrecen los artículos 319 y 320del Código de 
Procedimientos. 

Aun sin mediar aquella prneba indispensable para desvir- 
tuar la declaración de foja 37, puede prescindirse absolutamen- 
te de sus constancias. Y la declaración de foja 93, otorgada 
libremente ante el juez de la causa para rectificar los errores de 
la anterior, producidos por la falta de serenidad invocada á 
foja 94, quedaría ea pié, como prueba irrecusable de la circu- 
lación intencionada de billetes falsificados, atribuida al procesa- 
do. Este afirma que los billetes secuestrados en su poder, y 
otros más, los recibió de CafTerata, quien se los dio diciéndole, 
cque ahí tenía ese dinero falso, que viera si lo hacía pasar para 
que ganaran algo». Agrega que de esos billetes recibidos en la 
calle, dio dos á un amigo, y que dos ó tres dias después, dio á 
Jacobo Bottero otro billete, para que se lo cambiara. 

Esta confesión no ha sido tachada; y otorgada ante el mismo 
juez de la causa y revistiendo los caracteres prescriptos en el 
artículo 316 del Cójigo de Procedimientos en lo Criminal, sur- 
te, segtin ese artículo, los. efectos legales de la confesión. 
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En poder del procesado se encontraron los billetes falsifica- 
dos qne había recibido con conocimiento de sa falsedad, para 
circularlos y lacrar por tal medio. 

A este hecho es aplicable el artículo 62 de la ley sobre crí- 
menes contra la nación, de preferente aplicación, por ser espe- 
cial para el caso y declarada su vigencia por la transcripta en 
los mismos billetes falsificados, como ha sido resuelto en fallos 
de V. E. que constituyen una jurisprudencia incontestable. 

Pero no existiendo otra prueba que la confesión calificada del 
procesado, debe estarse áella, en cuanto afirma que no recibió 
provecho alguno de los billetes dados á Lisandro y Bottero; y 
que guardó los otros, con la intención de no circularlos. 

De estos antecedentes no resulta plenamente caracterizado el 
hecho de la circulación, es más bien una tentativa abortada, 
parte por la voluntad misma del procesado, y parte por cansas 
desconocidas. 

En la duda sobre la extensión y carácter del delito, que sólo 
surge de la confesión calificada de foja 93, debe estarse á lo fa- 
vorable al procesado, según el principio establecido por el ar- 
tículo 13 del Código de procedimientos en lo cri'minal. 

La pena que la ley de 1863 impone al delito consumado de- 
biera ser, entonces, con relación á la tentativa, disminuida desde 
la cuarta á la mitad de su término, según el artículo 12, inciso 
2^^ del Código Penal. No creo que la vindicta pública sufriera 
por la aplicación en el caso del mínimun de la pena legal de la 
tentativa, á este procesado, que ha acreditado buena conducta, 
y que ha tenido la lealtad de confesar lo que los otros han ne- 
gado, constituyendo esa confesión, la única base de su condena. 

Por ello, pido á V. E. se sirva revocar la sentencia apelada, 
imponiendo al procesado, como reo de tentativa de circulación 
confesada, la mitad de las que impone la sentencia recurrida, 
como correspondientes al hecho consumado. 

Sabiniano Kier. 
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Fulla día to flapranm icaria 

Buenos Aires, Jalio 32 de 1897. 

Vistos yconsiderandu: Qae por confesión clara y precisa del 
procesado, está probado no sólo que él recibió los billetes falsos 
qae han motivado esta causa, con conooin^iento de la falsedad y 
para circularlos, sino también que circuló, en efecto, una parte 
de esos mismos billetes. 

Que, en consecuencia, no hay duda sobre la comisión del 
delito y sobre que reviste los caracteres del delito consumado. 

Que según el artículo treinta de la ley de Bancos garantidos, 
los oirculadores de billetes falsos quedan sujetos á las penas 
establecidas en la ley penal de catorce de Setiembre, de mil 
ochocientos sesenta y tres. 

Por esto y por sus fundamentos, se confirma, con costas, la 
sentencia de foja ciento cuarenta y cuatro en la parte apelada. 
Devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS Y. YA - 
RELA.— OCTAVIO B1]NGB. — 
JUAN £. TORRENT. 
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CAUSA CXXXXI 



Criminal contra Juan Eiroa^ por sustracción de caudales 

públicos 

Sumario. — La sustracción de caudales públicos existentes 
en poder del reo por razón de su cargo, le hace pasible de las pe- 
nas establecidas en el articulo 80 de la ley nacional penal de 
14de Setiembre de 1863. 



Caso. — Resulta del 

Falle del Jíues Federal 

La Plata, Octubre 13 de 1896. 

Y vistos: Los seguidos por el Procurador Fiscal contra Juan 
Eiroa, por defraudación de rentas de correos j demás en ellos 
deducidos. 

Y resultando: I"" Que el 13 de Julio de 1894, el contador in- 
terventor M. Garciii Castaño^ encontrándosp revisando la ofici- 
na de correos y telégrafos habilitada en Mar del Plata, hace 
á las 10 horas j 10 minutos p. m., del día indicado, un despa- 
cho á la Dirección General, diciendo, ha encontrado un desfalco 
de 6025 pesos moneda nacional. 

2° Que el encargado de la oficina, Juan Eiroa, ha cerrado la 
puerta j negádose á abrirla, por lo que solicita la detención 
del mencionado empleado (véase f. 1). 
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3® Qae en 20 de Julio se ordenó la instraccion sumaria del 
caso, mandándose que dentro de las 24 horas, subsiguientes al 
mandato, fuera traído á presencia del juzgado el acusado para 
prestar indagación (véase f. 4), alo que se accedió por el auto de 
foja 27, ordenándose fuera instruida la sumaria del caso. 

4^ Que prestando la indagación, el detenido el dia28del mis- 
mo mes (véase f. 5) expone: Que había sido encargado de la ofi- 
cina de correo de Mar del Plata desde Setiembre de 1890 hasta 
el dia 14 de Julio de 1894. 

5^ Que tenía conocimiento de una defraudación de dineros 
públicos, que había sido verificada en la oficina entonces á su 
cargo j que el mismo exponenle había sido el encargado de la 
administración de esos fondos. 

6^ Que durante el mes de Diciembre se le perdió al expo-^ 
nenie la suma de 5480 pesos moneda nacional^ en el trayecto 
de la oficina á la playa ó en la playa misma^ en la casilla que 
dejó la ropa para ir á bañarse. 

1^ Que habiendo pasado los hechos como lo deja enumera- 
do, no cree pueda decirse haya desfalcado dineros públicos ó 
ejercitado el delito de defraudación, pues jamás tuvo la inten- 
ción de apropiarse de esos dineros ; y agrega :^ue sólo ha dis" 
puesto de 545 pesos moneda nacional, después de sufrir aquc' 
lia pérdida {\é^se f. 5vta.). 

8^ Que al tomar esta suma lo había hecho con el propósito 
de pagar intereses de U7ios dineros que había tomado á fin de 
pagar los saldos mensuales de las cuentas de las oficinas. 

9® Que al hacerle el arqueo de la caja por el inspector (véase 

f. 9), arrojó el signiente resultado : 

« 

En valores postales $ m/n 47.46 

Correspondencia de cargo. » 4.46 

Dinero efectivo > 128.55 



Total.... 4 m/n 180.47 
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10^ Qae la Dirección General al presentar su cuenta de car- 
gos (véase f. 10), dice qne el encansado le es deudor de la sa- 
ma de 8025 pesos con 41 centavos moneda nacional. 

11^ Qne el contador general (véase f. 21), informando al se- 
ñor Director» le manifiesta igual cantidad desfalcada por el pro- 
cesado; adjunta la cuenta respectiva en que se comprueba el 
déficit reconocido por conforme. Nota igualmente que adjunta 
la fianza que había prestado Eiroa (véase f . 20) y cuyo garante 
hoy se niega á reintegrar esa suma, declarando él mismo que es 
insolvente. 

12'' Que en 23 de Julio de 1894 la Dirección dicta la si- 
guiente resolución: Separar á Eiroa, con arreglo al inciso 2, 
partida 49, y someterle ala justicia federal (véase f. 23). 

13^ Que en Julio de 1894 (véase f. 5 y f . 25) es puesto el 
detenido á disposición de este juzgado, y en 28 del mismo mes 
y año se le tomó lá indagación, ampliándose más tarde. 

14'' Que aparecen corrientes de foja 35 á foja 77 los giros 
postales adulterados en las cantidades integradas, giros que 
no han sido negados por el encausado ni menos tratado de justi- 
ficar las alteraciones que muestran en cuanto á las cantidades 
percibidas: notándose claramente expresadas en las diligencias 
y planillas de foja 79 á foja 82 vuelta sus deficiencias. 

15^^ Que la operación dolosa se encuentra confirmada en la 
propia declaración del encausado de foja 86, donde reconoce de 
plano ser suya la firma que suscribe esos documentos . 

16*^ Que por el oficio de foja 89 se solicita d^ la administra- 
ción general la cuenta corriente del encausado, la que fué re- 
mitida según se ve en el preceso (véase f. 88) dando el mismo 
resultado que el obtenido por el inspector en los primeros mo- 
mentosde la investigación. 

W Que producidas otras varias deligencias se pasó el expe- 
diente por auto de fecha 18 de Setiembre de 1894 (véase f. 131) « 
al Procurador Fiscal, el que estudiando los hechos prodncidos 
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en todos sus detalles, produjo su aousacion (véase f. 132) soli- 
citando para el encausado el condigno castigo. 

18^ Que al estudiai* los aniecedentes^ el Procurador Fiscal 
sostiene: que las irregularidades notadas, en las cuentas de 
giros emitidos y la falta de ingresos normales, y venta de tirri' 
bres postales^ hicieron nacer sospechas de defraudación, las que 
fneron confirmadas por el arqueo de la caja, y recuentos de va- 
lores que practicó el comisionado de la Dirección General de 
Correos. 

19^ Que en prueba de su afirmación existe el acta (véase f . 5) 
corriente en autos que denuncia una existencia sólo de 180 pesos 
con él centavos, cuando el saldo de la cuenta corriente (véase 
f. 6), con el conforme del encausado, arroja un déficit de 6205 
pesos 88 centavos moneda nacional, debiéndose agregar á la di- 
cha cantidad la de 1740 pesos nacionales, lo que hace la suma de 
7775 pesos con 41 centavos moneda nacional. 

20^ Que no toma en cuenta, agrega, los diversos actos de 
fraude llevados á cabo á comerciantes de aquella localidad, 
que denuncian el plan que desarrollaba el procesado, para en- 
cubrir ú ocultar el déficit de su caja, y que lo evidenció el gran 
número de testimonios que registra el proceso (véase f . 35 á 
f. 77). 

21® Que las explicaciones dadas por el encausado^ sobre la 
pérdida de los fondos durante el momento de bañarse, como las 
otras que invoca, no son aceptables, so pretesto alguno (véase 
f. 133). 

22® Finalmente, que el delito ejercitado por el procesado está 
previsto y penado por el artículo 80 de la ley de 14 de Setiembre 
de 1863, y con arreglo á la prescripción citada, solicita para el 
encausado se le imponga la pena de cinco años de trabajos forza- 
dos^ pago de los 6205 pesos con 88 centavos moneda nacional, y 
costas del juicio, 

23® Que expidiéndose el defensor del procesado expone, en 



• 
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primertérmino, que su ietenáiáo no es responsable de acto trtfni- 
nal alguno. 

24® Que únicamente, dado el caso de que el enoansado mere- 
ciere alguna pena, debería ésta aplicarse, pero no en los térmi- 
nos 7 limitación de la ley federal, sino la designada por el G6— 
digo Penal, que es más suave. 

25° Que en tal estado se abrió la causa á praeba por el térmi- 
no de veinte días (véase f. 14), no habiéndose producido ni me- 
nos la defensa solicitado se hiciere diligencia de descargo. 

Y considerando: 1*^ Que Juan Eiroa se encuentra confeso y 
convicto de ser el autor del delito de defraudación al tesoro na^ 
cional de la suma de 6024 pesos con 88 centavos moneda nacio- 
nal sustraída de las cajas de la sucursal de correos en Mar del 
Plata. 

2° Que á los efectos de la ley y de la clasificación misma del 
delito, bastaría con la propia confesión del reo, para dar por sen« 
tado el hecho de la sustracción y de la penalidad. 

3® Que no obstante ebto, se pretende por la defensa excepoio- 
nar el acto pnnible, sosteniendo que fué sustraída ó perdida la 
suma en el momento que se bañaba Eiroa. 

4° Que para contradecir semejante escusa, faltan los hechos 
producidos y ellos demuestran palmariamente, que se trata de 
una simple invención : a) porque se ha comprobado que jamás 
acostumbraba bañarse en el mar ; b) porque en momento al- 
guno no ha dado cuenta, á la autoridad, del hecho y esto demues- 
tra, por lo menos, que trató de ocultar el hecho; c) porque los he- 
chos sucesivos ejercitados por el mismo reo, en cuanto á los 
medios de que pretendió valerse á fin de evitar su descubri- 
miento le comprometen más, y tanto que ellos solos bastarían 
para clasiñcar de dudosa laconducta del encausado; y, finalmen- 
te, d) que no ha dado, de la inversión de esos fondos, explica- 
ción alguna que sea justa, la evasiva únicamente justifica el 
hecho de la disponibilidad de los fondos indebidamente. 
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5^ Que el conforme puesto por el encargado en la ouenta co- 
rriente dé foja 88, demaestra que se reconocía deudor de la suma 
dicha 7 su no devolución inmediata y no existencia en oaja de 
los fondos declarados, como hay existentes, muestran que el 
cajero 6 guardián de esos dineros había dispuesto de ellos. 

6® Que en delito de esta naturaleza la penalidad que la ley 
ha marcado tiene que ser severa, pues el autor del hecho punible 
notan sólo ha distraído clandestinamente t á mansalva los 
fondos entregados á su custodia, sino también que ha violado la 
fé del depósito, rompiendo el vínculo que ataba al empleado al 
cumplimiento del deber. 

7** Que cuando los fondos han sido devueltos, cuando se de- 
muestra enefecto un error ó un descuiio en que terceros, por ac- 
tos ó abuso de confianza, han distraído esos fondos en usos per- 
sonales, ó, en fin, cuando las necesidades de familia le han indu- 
cido á consentir caer en semejantes irregularidades, puede qui- 
zás decirse existe alguna atenuación^ ó en fin, cuando el emplea- 
do repuso esos fondos incontinenti; mas en el presente caso, 
no existen semejantes causales. 

8^ Que Eiroa no tan sólo distrajo esos fondos, sino que tran- 
quilamente defraudó sucesivamente á muchos comerciantes de 
la plaza de Mar del Plata, en pequeñas sumas de dinero, y otras 
veces en cantidades serias. 

9^ Que si bien ello no puede considerarse en el presente caso 
como causa agravante, bien puede y debe considerarse como 
suficiente para comprobar la existencia de un hecho ilícito no 
penable, no acumulablCy ni menos imputable al reo, pero esto no 
obsta á que de ello se deduzca y sea una fuente fuerte de induc- 
ción, para comprobar una delincuencia pasiva y no enjuiciable, 
pero si inductiva. 

10^ Que en delitos de esta naturaleza, en que la acción 
es civil y penal, quedando durante 10 años imprescriptible la 
civil y después de la imposición de la pena, mientras dura la 

T. LXYUI 26 
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sanción de la impuesta, siempre el fisco queda libre de ejecutar 
la suma defraudada. 

il® Que propiamente hablando, puede decirse ó mejor clasifi- 
carse los hechos producidos en la categoria de delitos miootos^ 
debe también pesar en el ánimo del juez y en pro del encausa- 
do tal circunstancia, como la que si fuere devuelta la suma 
distraída. 

Por esto, fallo : condenando á Juan Eiroa, á cinco años de 
trabajos forzados» pago de lusuma de 6205 pesos con 88 centa- 
vos, 7 costas del juicio, de acuerdo con lo dispuesto en el artícu- 
lo 80 de la ley de 14 de Setiembre de 1863. Notifíquese en el 
original, regístrese y repónganse las fojas. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



VISTA DEL SEfiOH PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte : 

Buenos Aires, Junio 27 de 1897. 

El defensor del procesado no ha expresado los agravios que 
pudieran causar á Eiroa la sentencia recurrida. 

Los considerandos de esa sentencia han quedado subsistentes 
y apoyados por las constancias de autos, que demuestran con 
evidencia la defraudación de los intereses fiscales por una suma 
no menor de 6205 pesos con 88 centavos moneda nacional. 

A este delito es aplicable la pena del artículo 80 de la ley de 
1863^ sobre crímenes contra la nación. Aplicada la pena de esa 
ley en su parte mínima, resulta más bien equitativa que agra- 
viante, con arreglo á derecho. Por tanto, pido á Y. E. se sirva 
confirmar, por sus fundamentos, la sentencia condenatoria de 

foja 149. 

Sabiniano Kier . 
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Buenos Aires, Julio 24 de 1897. 

Vistos 7 considerando : Que está plenamente probado que el 
procesado, desempeñando el empleo de encargado de correos en 
Mar del Flata^ ha sustraído caudales públicos existentes en su 
poder por razón de su cargo^ lo que coloca al caso dentro de la 
disposición del artículo ochenta de la ley penal nacional. 

Que habiéndose condenado al procesado, por la sentencia ape- 
lada, il mínimum de la pena establecida en dicho artículo^ esa 
sentencia no puede fundar razonablemente un agravio inferido 
á aquel. 

Qne según resulta á fojas diez y ochenta y ocho, los valores 
que adeuda el encausado ascienden á la suma de seis mil vein- 
ticinco pesos con cuarenta y un centavos. 

Por esto, de acuerdo con lo expuesto v pedido por el señor 
Procurador General, y fundamentos concordantes de la senten- 
cia apelada de foja ciento cuarenta y nueve, se confirma ésta, 
con costas, declarándose que la suma que debe reintegrar el 
procesado al fisco nacional, es la expresada en el último con- 
siderando de esta resolución. Devuélvanse. 



BENJAMÍN PAZ. — LUIS Y. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO BÜN- 
GE. — JUAN E. TORRENT. 
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CACSA CIi.¥XXII 



Don Enrique Unen contra el Banco Hipotecario de la provincia 
de Buenos Aires, sobre nulidad de una venta efectuada en 
remate. 



Sumario. — Es nala la venta efectuada en remate por orden 
del Banco Hipotecario de la provincia de Baenos Aires» con 
avisos en que no se ha anunciado con exactitud el número de ca- 
sas puestas en venta, ni se ha expresado la verdadera situación 
de éstas. 



Caso. — Lo explica el 



Fallo del Jues Federal 



La Plata, Febrero 16 de 1893. 

Y vistos : los seguidos por don Enrique ürien contra el Ban- 
co Hipotecario de la provincia de Buenos Aires, sobre nulidad 
de una venta; y 

Resultando: 1* Que don Enrique ürien demanda al Banco 
Hipotecario de la provincia por ]2i anulación del remate de una 
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finca de su propiedad, cuya venta se verificó á consecuencia de 
no haber pagado el dicho Urien, en la oportunidad de la ley, los 
respectivos servicios de los préstamos acordados por el mencio- 
nado establecimiento bancario sobre sus fincas. 

2^ Que se funda la acción de nulidad en que el deudor no 
fué previamente requerido para el abono de lo que adeudaba y 
en que el aviso de remate no da la verdadera ubicación de la 
' propiedad ni la detalla de manera que se conozca su importan- 
cia^ de donde ha resultado que la venta se efectuara por un vil 
precio. Concluye pidiendo la anulación del remate y que el Ban- 
co sea condenado en las costas del juicio. 

3° Que conferido traslado, el representante del Banco lo eva- 
cúa pidiendo el rechazo de la demanda^ con costas, dice: que 
el Directorio, al sacar á remate la propiedad de Urien, no hizo 
más que cumplir con el deber impuesto por el artículo 29 de la 
carta orgánica del establecimiento bancario, y que en cuanto i 
los avisos publicados se confeccionaron con los datos que cons- 
tan en las escrituras públicas del contrato hipotecario. 

4^ Que recibida la causa á prueba y producida la que corre de 
foja 68 á foja 134, séllame autos para sentencia, después délos 
correspondientes alegatos que las partes han presentado sobre 
el mérito de aquellas; y 

Considerando: i^ Que el juzgado no conceptúa que el rema- 
te se haya practicado ilegalmente, en razón de no haberse eañgi- 
do previamente al deudor el pago de lo que debía. 

2° Que el artículo 29 de la carta orgánica dispone que el 
Directorio procederá forzosamente á la venta de la propiedad hi- 
potecada, si pasados setenta y cinco días de vencido el trimes- 
tre ó semestre en que estuviese dividida la anualidad, no se hu- 
biese efectuado el pago. 

3® Que en el caso sub-judice había pasado el plazo señalado; 
y por consiguiente, el Directorio tenía no sólo el derecho sino 
el deber de verificar la venta. 
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4® Qne el aitículo 28 de la misma ley orgánica aatoriza al 
Banco para qne, con la omUion del pago de un trimestre ó se- 
mestre, exija la deuda con su capital actv/il, pero esto no quie- 
re decir que no deba proceder á la venta, si pasan los setenta y 
cinco días de quehabla el artículo 29, ni menos significa que el 
Banco tenga el deber de cobrar previamente lo que se le debe 
antes de ordenar el remate. 

5® Que si bien la causa puntualizada no puede motivar la nu- 
lidad del remate, dicha nulidad existe, como consecuencia de las 
irregularidades del aviso de foja 1* en que se anunció la venta. 

6^ Que la falsa ubicación de la finca, según el aviso, así co- 
mo las deficiencias de éste para dar á conocer de una manera 
perfecta lo que debía enajenarse, no se niegan por el Banco Hi- 
potecario, ni podían tampoco negarse, dadas las constancias de 
autos. 

7^ Que respecto á la ubicación, por ejemplo, se dice que la 
finca estaba á cuadra y media de la estación Almagro y elmis" 
mo representante del Banco ha confesado el error á foja 4S6. 

8^ Que se dice se encontraba la finca en una calle sin nom* 
bre, entre Rivadavia y Victoria; y resulta, tanto de la escritura 
hipotecaria de foja 81, como de los antecedentes que se han 
traído ad effectwn videndi^ que su situación es en la calle Cas- 
tro Barros, entre Bivadaviay San Carlos. 

9^ Que se agrega: sus linderos son por el naciente y poniente 
Billingursty Amespil, y de los antecedentes mencionados apa- 
rece que si bien existen estos linderos, es calle por medio. 

10® Que, finalmente, se dice que el lindero norte es la testa- 
mentaría de Luque y al sud don Leonardo Rodríguez; cuando 
en la vista ocular practicada por este juzgado, se comprobó que 
los dichos linderos están invertidos, al sud la testamentarla de 
Luque y al norte el señor Rodríguez. 

11® Que en cuanto á las deficiencias del aviso no son menos 
notables que las señaladas : se anunció la venta de una casa sin 
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descripción ninguna, situada en el terreno deslindado. Mientras 
tanto las casas vendidas eran cuatro, como aparece de la vista 
ocular citada y de los antecedentes traídos del Banco, igualmen- 
te recordados. 

12^ Que los inmuebles que se anuncian en público remate, 
deben ser por su naturaleza^ individualizados y designados con 
precisión, de tal modo, que no se pueda dudar de su identidad^ 
para que llegue á conocimiento de todas las personas que pue- 
dan tener interés en la adquisición ó para que éste se despierte 
aún en los indiferentes. 

IS"" Que la ley 28, título 5, partida 3" y el artículo 115 del 
Código de Comercio prescriben la exacta designación de la cosa 
vendida; y el artículo 1333 del Código Civil fulmina \eknulidad 
del contrato cuando las partes no hacen esa precisa designa^ 
don. 

14® Que si el acto constitutivo de la hipoteca y su toma de 
razón han de contener, entre otros requisitos, la designación 
de la finca, con mayor razón los anuncios del remate, que tiene 
por objeto transferir el dominio, deben contenerlos mismos da« 
tos de la escritura hipotecaria. 

IB"" Que habiendo error evidente y verdadero en la designa-- 
don de la cosa vendida ^ el acto jurídico celebrado es nulo, se- 
gún los términos de los artículos 926 y 927 del Código Civil, 
que los ilustra la nota con un ejemplo oportuno: clin testador, 
dice, quiere legar una casa y la confunde con otra que designa, 
el legado, no es válido, ni respecto de la una ni respecto de la 
otra. Este principio, agrega, es aplicable á todos los contratos. 

16^ Que una de las formalidades indispensables de los rema- 
tes que ordena el Banco Hipotecario, es el anuncio anticipado 
al público de lo que trata de vender, á fin de que, tomando todos 
el debido conocimiento de ello, haya el mayor número posible 
de licitadores y pueda obtenerse el mayor precio. 

17® Que publicar avisos equivocados, ó mejor incompletos, 
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callando la existencia de tres fincas^ cuando ellas son cnatro, coa 
sus frentes á dos calles paralelas : equivale á omitirlos é impor- 
tando esta omisión la de una formalidad esencial para la validez 
del remate, tiene necesariamente que causar su nulidad, como 
sucede en todo acto jurídico ^ cuando falta algunas de las forma- 
lidades requeridas para so perfección, según lo predispone el 
artículo 1044 del Código CítíI. 

18^ Que no se puede imputar á don Enrique TJrien los errores 
cometidos en el aviso de remate, puesto que no ha sido el autor 
de su publicación, ni tenía el deber de intervenir en la venta, 
que es un acto exclusivamente encomendado al Banco Hipote- 
cario por la ley, por el convenio celebrado con el deudor. 

19® Que correspondía al Banco llevar por sí solo el remate 
y al hacerlo de un modo irregular, como ha sucedido, es evi- 
dente que no procedía en los límites de su mandato, pues si bien 
por una parte es un acreedor y por la otra es un mandatario j 
entonces está en el deber de llenar estrictamente su cometido, 
sin perjudicar á su mandante. 

20® Que entre los antecedentes relativos al préstamo á don 
Enrique Urien, existían en su poder y han sido traídos ad effec- 
tum videndi^ los datos con los que pudo y debió el Banco Hipo- 
tecario, anunciar el remate, haciéndose la debida designación 
" de la finca que se vendía : omitidos involucra la venta realizada 
la más absoluta é insanable nulidad. 

Por estos fundamentos, fallo: declarando nula y sin ningún 
valor la venta de la finca de don Eurique TJrien^ ubicada en Al- 
magro, hecha por el Banco Hipotecario de la provincia de Bue- 
nos Aires y todo con costas. 

Notifíquese con el original, regístrese en el libro de senten- 
cias y repónganse las fojas. 

Mariano S. de Aurreeoechea. 
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Fallo úm la Snprenuí C?arte 



Buenos Aires» Julio S4 de 1897. 

Vistos y ouasiderando : Que las ventas en remate público al 
mejor postor requieren para su validez, entre otras formalida- 
des, el anuncio anticipado al público, por medio del correspon- 
diente aviso, de las cosas que han de rematarse, á fin de que to- 
mando todos el debido conocimiento de ellas, haya el mayor 
número de licitadores en el remate, y pueda obtenerse el mejor 
precio en esa venta. 

Que el aviso del remate, tratándose de la venta de inmuebles, 
debe contener precisamente el lugar de su situación, para poder 
ser examinados por los que tengan interés en su adquisición y 
saber si les conviene ser licitadores y hasta dónde pueden llevar 
las ofertas en el remate. 

Que la publicación de avisos de remate de propiedades equi- 
vocados, ó falsos con respecto á la situación de éstas, de suerte 
que no sea posible llegar á ellas por su medio para conocerlas y 
examinarlas, equivale, tanto como á omitir el anuncio correspon- 
diente para su venta; omisión que, importando la de una forma- 
lidad esencial, para la validez del remate, tiene que causar su 
nulidad, como sucede con los actos jurídicos á los cuales falta 
alguna formalidad requerida para su perfección, según lo dis- 
puesto por el artículo mil cuarenta y cuatro del Código Civil. 

Que con arreglo á estos principios, no puede haber duda de 
que procede, en el caso sub-judice, declarar la nulidad de la 
venta efectuada por orden del Banco Hipotecario de la provin- 
cia de Buenos Aires, de la propiedad de don Enrique Urien,que 
fué hipotecada á dicho Banco y sacada á remate por el aviso de 
foja primera, desde que el anuncio de esa venta no sólo es com- 
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pletameDte deficiente, por cuauto en él se dice que se procederá 
á la venta de una casa, siendo así que eran cuatro las que esta- 
ban hipotecadas y se han rematado, sinó^ lo que es igualmente 
gprave, á saber, que no se ha expresado en dicho aviso la ver- 
dadera situación de la propiedad de ürien, á pesar de tener el 
Banco, en documentos que paraban en su poder, los datos nece- 
sarios para indicar su verdadera ubicación y que fuese conocida 
por los que pudiesen interesarse en su adquisición, como resul- 
ta de las constancias de autos y lo demuestra la sentencia ape- 
lada. 

Que á la declaración de nulidad del remate en cuestión, no 
puede oponerse, para pedir su revocación, el hecho de no haber 
sidooido, en el presente juicio, el comprador de la propiedad de 
Urien, como lo ha alegado el apelante, porque tal hecho no 
puede subsanar el defecto de las formalidades que han debido 
cumplirse parala validez del remate de que se trata, ni los dere- 
chos que pretenda dicho comprador haber adquirido en virtad 
del referido remate, pueden afectar las relaciones de derecho 
existentes entre el Banco y el deudor Urien, ni los derechos 
que á este último correspondan respecto del Banco y que se de- 
riven de la sentencia pronunciada en el pleito seguido entre 
ambos. 

Por estos fundamentos y los concordantes de la sentenciado 
foja ciento cuarenta y dos, se confirma ésta, con costas. Repues- 
tos los sellos, devuélvanse, pudiendo notificarse con el original. 



LUIS V. VÁRELA. — ABEL BAZAH. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
E. TORRENT. 
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CAUSA C1.X1KXIII 



Don Saturnino Ribes contra don Pedro Risso, por entrega de 
dinero; sobre exhibición general de libros 



Sumario. — No procede la ezhibioion general de libros, 
caando el demandado desconoce haber sido apoderado, agente 
6 factor del demandante y haber tenido negocios personales con 
él, annqne éste pretenda pertenecerle exclasivamente la empre- 
sa de la qne aqnel sostiene haber sido agente. 



Caso. — Se explica en el fallo de la Suprema Corte. 



Fallo del Jíuex federal 



Buenos Aires, Abril 27 de 1897. 

Vistos : los recursos de revocatoria y apelación en subsidio de- 
docidos del auto de fecha 1^ de Abril del presente año, admitien- 
do la exhibición general de libros y correspondencia privada qne 
el demandado señor Pedro Bisso ha llevado de las Mensagerías 
Fluviales á vapor. 



1 
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Y considerando : Qae el pedido de revocatoria de esa resola- 
cion no es ajustado á derecho, desde que dicho auto ha sido 
dictado en presencia de las pruebas que se producen j al am- 
paro de la prescripción del artículo 58 del Código de Comercio 
7 de lo prevenido en la ley 17, título 2% partida 3% que impera- 
tivamente determina la obligación de la exhibición general de 
los libros de negocio á su cargo, y como su consecuencia de la 
correspondencia privada complementaria de esa administración 
y que, según confesión de Bisso^ conserva aunen su poder. 

Por ello y consideraciones pertinentes del escrito de la parte 
deBibes, el juzgado resuelve mantener su precitado auto, sin 
costas, por no encontrar mérito para su imposición. En su con- 
secuencia y atenta la apelación subsidiariamente interpuesta, 
se concede en relación dicho recurso para ante la Suprema Cor- 
te, donde se elevarán los autos. Bepóngase el papel. 

Agustín Urdinarrain. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires» Julio 24 de 1897. 

Vistos y considerando: Que según consta de los términos ex- 
presos en que el demandado don Pedro Bísso contesta la de- 
manda, éste desconoce haber sido jamás apoderado, agente 6 
factor del demandante don Saturnino Bibes^ con quien niega 
haber tenido negocios personales . 

Que Bisso sostiene que, como agente marítimo, él ha sido re- 
presentante en esta capital de la empresa Mensajerías Fluviales» 
hecho que no aparece negado por Bibes, quien sólo pretende 
que la empresa le pertenecía exclusivamente á él. 
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Que es preoisameate éste, nao de los pantos que foraiaiu la 
base del litigio j coya resolacion es de carácter previo, á efecto 
de que tenga f and amento en saoaso, la exhibición general de 
libros antoriíada limitativamente por el artícalo cincuenta 7 
ocho del Código de Comercio. 

Que dada la naturaleza de los fundamentos de esta resolu» 
clon, no es necesario lesolver si los agentes marítimos sonó no 
comerciantes, 7 por tanto^ si deben ó no llevar libros ea forma, 
con arreglo al Código de Comercio. 

Por estos fundamentos : se revoca el auto apelado de f ija tres- 
cientas cuarenta 7 una ; 7 repuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín paz. — LUIS V. VÁRELA. 
— OCTAVIO BUNGE. — J. B. 
TORRENT . 



CAUSA CliXXXIT 



Don Antonio Schiariti contra la empresa del Ferrocarril Gran 
Oeste Argentino, por dafios; sobre competencia 

Sumario. — Es competente para conocer de un contrato de 
transporte por ferrocarril el juez del lugar donde se hállala es- 
tación de arribo, aunque ésta no pertenezca á la línea férrea de 
la empresa que hizo el contrato. 



» 
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Coso. -—Don Antonio Schiariti demandó á la empresa del 
Ferrocarril Gran Oeste A,rgentino»pór indemnizaciondé los daños 
que decía haberle cansado la citada empresa, demostrando el 
trasporte de una partida de uvas que se comprometió á conducir 
desde la estación San Juan á la de Palermo, en esta Capital. 
Fundó la competencia de la justicia federal en la circunstancia 
de ser Schiariti de nacionalidad italiana, y manifestó que el 
presidente del Directorio de la compañía demandada tenía su 
domicilio en esta Capital. 

Corrido traslado de la demanda, el representante de la em- 
presa demandada, sin contestarla, opuso la excepción de incom- 
petencia del Juzgado, pidiendo que fuera ella admitida, con 
costas. Dijo : Que el Ferrocarril Gran Oeste Argentino tiene sn 
trayecto comprendido entre las ciudades de San Juan y Villa 
Mercedes de San Luis. Que según el artículo 205 del Código de 
Comercio, las acciones que se deriven del contrato de transpor- 
te,podrán ser deducidas ante la autoridad judicial del lugar de la 
estación de partida ó de la de arribo. Que el ferrocarril no tiene 
en esta ciudad estación alguna^ ni de partida, ni de arribo. 
Que el transporte de pasajeros y de mercaderías con destino á 
la Capital, se efectúa^ como es notorio, por su línea hasta Villa 
Mercedes, y de allí en adelante, se hace por otros ferrocarriles. 
Que según el artículo 205 citado, el actor no ha podido ejercitar 
su acción ante el juez de una ciudad en que la empresa no tiene 
estación. Que, de otra suerte, la empresa se vería obligada á en* 
trar en pleito lejos del lugar donde tiene su asiento, donde es- 
tán sus libros y donde constan todos los antecedentes del 
transporto, dificultándose y entorpeciéndose en su defensa y 
su prueba, cuando, como demandada, tiene que tener á su favor 
toda» las facilidades compatibles con la ley. Que si bien es cier- 
to que la empresa tiene constituido un directorio local que resi- 
de en esta ciudad, ese directorio no tiene la administración de la 
línea y si sólo una representación ante el Poder Ejecutivo y de- 
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más autoridades de la Nación, con respecto á las relaciones ne- 
cesarias de la compañía como empresa nacional y garantizada 
por los poderes públicos de la Bepública, y á los efectos impues- 
tos por el articulo 27 de la ley de ferrocarriles nacionales de 24 
de Noviembre de 1891. Que la administración del ferrocarril, lo 
que se relaciona con los transportes y los servicios del público, y 
que tiene la representación de la empresa para ese objeto, se 
encuentra en la ciudad de Mendoza y en las diversas localidades 
qne atraviesa la linea, esto es, en las provincias de San Luis, 
Mendoza y San Juan^ y por sus jefes de estación. Que estando 
la administración principal en Mendoza, de acuerdo con los artí- 
culos 89 y 90, inciso 3^, del Código de Comercio, es en esa ciudad 
donde la empresa tiene sn domicilio juris et de jure. Tiene 
también domicilio, y en su caso, de acuerdo con la doctrina del 
artículo 105 del Código de Comercio, en las distintas localida- 
des donde tiene estación, pero ninguna de ellas está comprendi- 
da dentro del radio de la jurisdicción del Juzgado. 

Corrido traslado, pidió el demandante que no se hiciera lu- 
gar, con costas, á la excepción. Dijo: Que el articulo 208 del 
Código de Comercio es uno de los fundamentos de la competen- 
cia del Juzgado: estación de arribo, quiere decir estación de 
llegada, que en este caso es la de Falermo; y el demandante 
ha podido demandar á su elección al Ferrocarril del Pacífico ó al 
Gran Oeste Argentino, habiendo optado por éste. Que la dedu- 
cida no es propiamente una excepción de incompetencia, sino de 
falta de personería en el representante del demandado, y si 
como tal, no fuese también injusta^ todo lo que traería, sería la 
necesidad de librar exhorto al juez federal de Mendoza para la 
citación del presidente del Directorio establecido en Mendoza. 
Que el poder del apoderado que ha opuesto la excepción, es para 
asantes judiciales, no siendo exacto que el directorio de esta 
ciudad tenga sólo los fines que refiere; y el mismo apoderado 
ejercita todos los días acciones judiciales de la compañía, oo- 
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mo actora. Que según el artículo 90, inciso 4^, del Código CítíI, 
€ las compañías que tengan muchos establecimientos 6 sucursa- 
les, tienen su domicilio especial en el lugar de dichos estable- 
cimientos, para sólo la ejecución de las obligaciones contraidas 
por los agentes locales de la sociedad ». Que los agentes locales 
responden de la entrega de la carga en el lugar de arribo, sin 
perjuicio de poder ejercitarse la acción á elección del actor, con- 
tra el primitivo empresario del transporte, 6 contra el que lo ha 
sustituido, y sin perjuicio de las acciones del primer empresa- 
rio contra los sucesivos, si la culpa está de parte de éstos. Que 
suponiendo que para casos como éste, no fuera esta ciudad el 
domicilio de la empresa, podría demandársela siempre, en razón 
de que es juez competente á elección del actor, no hóIo el del 
domicilio del reo, sino también el del lugar donde debió cum- 
plirse la obligación; es decir, en el caso, la ciudad de Buenos 
Aires, en donde está situada la estación Palermo, estación de 
arribo (leyes españolas; Código de Procedimientos de la Capital). 
Para mejov proveer, se confirió vista al Procurador Fiscal, 
quien sostuvo que el juez no era competente para conocer en el 
asunto^ pues no se había puesto en duda que el Gran Oeste Ar- 
gentino tiene su punto de partida en la ciudad de San Juan j 
su estación de término ó arribo en Villa Mercedes, correspon- 
diendo, por lo tanto, al juez de uno de esos puntos, el conoci- 
miento de la causa, con arreglo al artículo 205 del Código de 
Comercio, que rige especialmente el caso. 



rallo del Juea Federal 



BuBDOs Aires, Diciembre 6 de 1894. 



T vistos : Considerando: I** Que en el caso siib-judice se trata 
de un contrato de transporte, por el cual el demandado se obliga 
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á transportar de la estación de San Juan á la de Palermo, en esta 
cindad, la mercadería que en él se expresa. 

2° Que es jurisprudencia de la Suprema Corte, que cuando 
son Varios los ferrocarriles que han intervenido en el transporte 
de una mercadería, se considera como si fueran una sola, las 
distintas líneas por las que se ha verificado aquél, aun cuando 
éstas pertenezcan á diferentes empresas ferrocarrileras, á los 
efectos de la responsabilidad para con el expedidor. 

3® Que una interpretación lógica y racional del artículo '205 
del Código de Comercio impone la conclusión de que la estación 
de arribo, que en él se expresa, no se refiere en modo alguno á 
la de término de una línea férrea, sino á la de llegada ó arribo 
de los efectos transportados ó á transportarse. 

4^ Que entendido así el citado artículo y combinado con la 
jurisprudencia recordada de la Suprema Corte, conduce á resol- 
ver que aun cuando el ferrocarril demandado no tenga estación en 
esta, ciudad^ por no llegar hasta aquí su línea, sin embargo su 
obligación, en el caso actual, derivada del contrato de transporte, 
es poner eu la estación Palermo, capital de la Eepública, la 
mercadería objeto de aquél, loque importa establecer que, sien- 
do esta ciudad el lugar designado para el cumplimiento de la 
obligación, el juez competente para entender en el juicio áque 
ella dé lugar, será indistintamente el de esta Capital (estación 
de arribo) óel de San Juan (estación de partida). 

Por estas consideraciones y las aducidas en el escrito de foja... 
y no obstante lo dictaminado por el Procurador Fiscal, declárase 
competente este Juzgado y contéstese derechamente la demanda 
en el término de ley, con costas. Hágase saber y repónganse los 
sellos. 

Juan del Campillo. 
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VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Airea, Agosto 2 de 1895. 
Suprema Corte : 

Las observaciones aducidas por el demandante á foja 15, con- 
tra la excepción deducida por el Ferrocarril Gran Oeste Argen- 
tino sobre incompetencia del juez federal de la Capital, y los 
fundamentos mismos del auto de foja 24 vuelta, decisivo de esa 
jurisdicción; me excusan por su claridad y procedencia de ulte- 
riores demostraciones. 

Pido á y. E. por ello, la confirmación, por sus fundamentos, 
del auto recurrido. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corle 



Buenos Aires, Julio ^ de 1897. 

* 

Vistos : Por sus fundamentos, y de conformidad con lo pedido 
por el señor Procurador General : se confirma, con costas, el anto 
de foja veinte y cuatro vuelta; y repuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín paz. — LUIS V. 
VÁRELA. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. 



DE JUSTIGU NikClONÁL 410 



CAUSA eij%XXlí 



Don Pedro Gartland contra don Antonio Rodríguez del Busto^ 

sobre oposición d una mensura 



Sumario. — La oposición á nnamensura, fundada en la propie- 
dad de los terrenos medidos que se atribuye el opositor, 7 en la 
errónea ubicación dada á los mismos, tiene que desecharse en 
cnanto á lo primero, si hay cosa juzgada que declare de propie- 
dad del que solicita la mensura, los terrenos comprendidos en 
sus títulos, y debe aceptarse en cuanto á lo segundo, si resulta 
inexacta la ubicación y ésta afecta los terrenos del opositor. 



Caso. —Lo explica el 



Pallo del Jlnea Federal 



Córdoba, Febrero 7 de 1893. 

Y vistos : estos autos de mensura venidos de los tribunales 
de provincia por haberse hecho parte de ella don Pedro A. Qart- 



4ao 
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land, residente en otra provincia, á objeto de decidir sobre la 
oposioion hecha por este señor y don Carlos Thillard, sñ causa- 
habiente, á nna mensura practicada á solicitud de don Antonio 
Rodríguez del Busto, en mérito de decirse los opositores pro- 
pietarios de esos terrenos ; y 

Besultando: 1^ Que los puntos sometidos á la decisión judi. 
cial y alegados porGartland son: que Bodereau no ha reprodu- 
cido fielmente la mensura de Castellanos, del año 57, y que ésta 
debe hacerse partiendo de la línea de la calle General Fas, como 
coatado este de aquella mensura, siendo su costado oeste una 
linea norte-sur que pasaba junta al molino de Ducdsse^ donde iba 
el antiguo camino del Pozo del Obispo, c teniendo su frente sur 
nueve y tercia cuadras, su contra frente norte doce cuadras se- 
senta varas y treinta y siete y media cuadras de norte á sur ». 

Que Castellanos empezó á medir desde allí, y que el camino del 
Negrito Muerto y de Garoya es el que partía frente al pneate 
Juárez Colman c y que el camino del Pozo del Obispo 6 de San- 
tiago pasaba por junto al moliiio de Ducasse >. 

Que aun cuando la mensura fuera bien hecha, ella no puede 
ser bien a)probada. Porque el señor Rodríguez del Busto no es 
propietario ni poseedor de ese terreno, pues no lo fué González, 
Ducasse, Arellano, ni Peña. Que el verdadero propietario y po- 
seedor de dichos terrenos es el señor Thillard , por haberlos com- 
prado á él (Pedro A. Gartland), éste recibido judicialmente en 
pago de la testamentaría de don Felipe I. Paz y comprado á los 
herederos de Ocampo. 

Paz era propietario por varios títulos, como heredero de don 

« 

Manuel J. Ocampo, como sucesor á título particular (compra de 
la misma fecha á susherederos) documento de foja 59, como com- 
prador de los derechos que pudiera tener Roque, sucesor de Al- 
miron..., compra á Roque, foja 533. 

La familia Ocampo era propietaria, como adquirente de don 
Pedro Juan González, el año 35, foja 589 y siguientes. • 
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Don Pedro Jaan QoD^alez, como oomprAor de doña Marque- 
sa López del Barco y del señor Juan Justo Bodrigaez, fojas 
478 y 474. 

El arcediano Rodríguez y la Barco, como comprador áedon 
Dionisio Peñaloza el uno, y como legataria del presbítero Beu- 
goa la otra. 

Peñaloza, como comprador de doña Antonia de Aguirre, viuda 
de Lujan. 

Lujan como adquirente de la corona de España á moderada 
composición 1785 (merced, 1766). 

Que Thillard, adémaseos propietario en virtud de la prescrip* 
cion treintenaria y con título (foja 69, primer cuerpo). 

2® La parte de Eodrignez del Busto responde, fundando su 
solicitud de mensura : laquéeles propietario y poseedor por 
más de veinte años del terreno que trata de medir judicialmen- 
te en virtud de títulos públicos de compra á la señorita Deside- 
ria González, por una parte, y á don Bernardo Luciano Ducasse 
por otra; que los derechos que representa son los que adquirió 
por compra al Fisco, á moderada composición, don Félix de la 
Peña el año 60. Que Peña vendió la parte norte á don Bernardo 
González, á cuya hija compró él esa parte; que la parte sur la 
vendió el señor Arellano, y éste á Ducasse, y que compró esa 
otra parte reuniendo toda la denuncia de Peña. Que á más él 
posee por sí y sus causantes, desde el año 57 hasta hoy, sin in- 
terrupción esos terrenos, por lo que, aún suponiendo careciera 
de títulos, lo ampararía la prescripción. Opone en varias ocasio- 
nes contra las pretensiones de Gartland la excepción de cosa 
juzgada que ha producido un juicio fallado el año 88 por idén- 
tica causa y entre las mismas partes, con ocasión de ser entonces 
Thillard el solicitante de la mensura que comprendía todos estos 
terrenos. Que además hay cosa juzgada por sentencias anterio- 
res (año 53 y 59) en una oposición que los causantes de Gart- 
land, Almiron y Boque siguieron contra Peña^ precisamente 
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con motivo de su mítma denuncia y mensura, sentencia que les 
perjudica por decirse Thillard sucesor de aquél. Que prescin- 
diendo de todo el mérito de la cosa juzgada en que se declara 
que Thillard ni sus causantes, nunca fueron propietarios de este 
terreno: no lo son por faltar el título y la posesión; que la mer- 
ced de Lujan, titulo originario, no se llevó á efecto. Que falta 
el titulo de trasmisión de Gronzalezá la familia Ocampo» Que la 
de ésta áPaz, no existe ante la ley y los terceros; que los otros 
titules de Paz no tienen valor alguno^ por no ser propietarios 
tampoco sus causantes; y, finalmente, porque nunca fué posee-* 
dor de esos terrenos. 

3*^ Becibida la causa á prueba, la parte de Gartland no la 
produce en término, y cerrado éstejpide su reapertura, fundado 
en que no fué notificado para dicha prueba el señor Augusto 
López, interesado por el este con esa mensura. Trabado un inci- 
dente sobre ella, termina por la resolución de foja... declaran- 
do que e^ término de prueba venció según la constancia del 
actuario de f... 

Aparecen, sin embargo, en los autos, muchos documentos pre- 
sentados en términos normales, de los cuales los más importan- 
tes son: 

1^ Año 1884, venta de la señorita Desideria González, en fa- 
vor de don Antonio Bodriguez del Busto, de la parte norte del 
terreno: lindante al norte con el borde norte de la Cañada de 
Areco, al sur Ducasse, al este camino de Garoya, al oeste 
camino del Pozo del Obispo ; 

2^ Año 1886, venta de Ducasse al señor Bodriguez del Busto 
de un terreno á la banda norte del rio, desde la orilla del mis- 
mo, al lado naciente del cerco de su quinta, á 5 metros más al 
naciente de la hilera de álamos se tirará una línea al norte 
hasta dar con la vía férrea á Tucuman y pasando al norte esta 
linea se seguirá por el costado naciente de ella al norte, hasta 
dar con terrenos del comprador (el vendido por la González) « 
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S"" Fojas 8 á 27. Año 1889, diligencias originales de la men- 
sura en caestion ; 

4® Foja 50. Año 1884, Pablo Desoaches declara que la com- 
pra que hiciera á don Pedro A. Gartland de anos terrenos en la 
banda norte del rio, era para el 8(^ñor Thillard ; 

B*" Foja 52. Año 1881, venta de don Pedro A. Gartland á don 
Pablo Desouches, del mismo^; 

6*^ Foja 59. Año 1889, varios miembros de la familia Ocam- 
po ratifican nna venta firmada que hicieron los firmantes y 
otros comnnes á don Félix J. Paz, de unos terrenos en la banda 
norte del rio hacia taparte oeste; 

7^ Foja 63. Año 1867, adjudicación en pago á don Pedro A. 
Gartland por deudas de la testamentaría de don Félix J. Paz 
de un terreno á la banda norte del rio con dos leguas de fondo 
y lindando al oeste, camino viejo á Santiago ; al este con don 
Augusto López y al norte con el mismo señor Paz; 

8° Foja 163. Año 57, diligencias de composición solicitadas 
por don Félix de la Peña, de unos terrenos al norte del rio. Dili- 
gencias de notificación á los colindantes para mensurar; foja 
165, la mensura dice: c se tomó por punto de partida la parte 
superior de la bajada que cae al camino del cNegrito Muerto» y 
se midió una línea, rumbo correcto al norte, hasta pasar la ca- 
ñada denominada del Obispo, siendo su longitud de treinta y 
siete y tercia cuadras, en este extremo se levantó una perpen- 
dicular hacia el este, de tres cuadras, veinte y cinco varas, en 
cuyo punto se encontró el camino del cNegrito Muerto». Lue- 
go desde el extremo oeste de dicha línea se prolongó al oeste 
hasta el ponto que de la misma correspondiese á los otros dos ; 
el Pozo del Obispo y la bajada de un camino viejo, hasta el cual 
hay doce cuadras, sesenta varas. Vuelto al punto de partida 
&e tiró una línea naciente poniente hasta dar con la bajada 
del camino viejo al c Pozo del Obispo », siendo su extensión 
de nueve cuadras y un tercio cuadra. Advirtiendo que desde 
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el ponto de partida á la Barranca del Patacón hay cinco 
cuadras ; 

9» Foja 217. Año 1860» la mesa de hacienda fende ádoa 
Félix de la Peña, según lo mensurado, el dicho terreno desde la 
orilla del rio al norte, hasta pasar la cañada del cPozo del Obis- 
po >, de treinta y siete y media cuadras, la linea poniente-na- 
ciente del norte es de diez y seis cuadras treinta y cinco yaras, 
y su oontrafrente sud nueve y una tercia cuadras ; 

10» Foja 347 (^'^ cuerpo). Año 1766, el gobernador y capitán 
general don J. M. Campero, hace merced á don Alonso Lujan 
de Medina y su esposa de unas tierras en la otra banda de este 
río, que ese distrito corresponde al camino real de Caroya^ que 
está al oriente y de aquí girando al poniente hasta dar con el 
maestre de campo don Félix Cabrera, con la sábana corriente 
desde la orilla del río, girando al norte hasta lindar con otro te- 
rreno qne mejor derecho tenga; 

11® Foja 352. La viuda de Lujan pide nuevamente las tierras 
qne le fueren dadas en merced, por haberse dejado éstas sin 
efecto. Se manda mensurar y tasar y el colindante Cabrera sos- 
tuvo un pleito sobre la línea qne parece abandonada, pues áfoja 
342 vuelta aparece don Francisco Lujan pagando la composi- 
ción y media anata; 

12"^ Foja 416. Año 1880, sentencia del Superior Tribunal de 
la provincia conñrmando la de primera instancia y desapro- 
bando una mensura mandada practicar por don N. Désouches, la 
que comprende los terrenos cuestionados, fundada en que Thi- 
llard carece de títulos para solicitarla y en que Rodrignez del 
Busto los tiene bastante para oponerse á ella 

13® Foja 461. Año 58, sentencias en el juicio Roqué-Villada, 
en que se declara que el terreno pretendido por Boque es fiscal. 
4® Se sigue un incidente sobre presentación de documentos, el 
que termina por resolución en qoe se manda agregar € para me- 
jor proveer» los siguientes: foja 477, tercer cuerpo, año 1809» 



DB JUSTICIA NACIONAL 425 

don Dioaisio Peñalosa vende á Maestre Bargon apa parte de los 
terrenos en cuestión; foja 484, añol820« testamento de Borgon; 
foja..., año 1825, doña Marquesa del Barco, legataria del pres- 
bítero Bnrgon, vende á don Pedro Juan González la otra parte de 
lo que fueron las tierras de Peñaloza y que compró á éste (mer- 
ced de Lujan); foja 400, año 1835, transacción por laque don 
Pedro Juan González transfiere la propiedad de todos sus terre- 
nos en favor de la testamentaría Ocampo; foja 490, año 57, 
Yictoriano Almiron otorga título de propiedad á don Francisco 
Pajen ; foja... año 1877, señoras Amelia A. de Echenique j 
Trinidad Bayo de Paz, venden á don P. A. Gartland 2/5 partes 
del terreno de la banda norte del río, lindando al norte la Ghaca- 
rilla, al este una línea norte de la Barranca del Patacón, al 
oeste el camino á Santiago; foja 578, año 76, renuncia de la se- 
ñora de Echenique sobre la herencia de su tio don Félix J. Paz 
y documentos relativos á su testamentaria; foja 592, año 85, 
informe del Departamento topográfico ; foja 731, año 85, plano 
de los terrenos en cuestión y mensura segun las pretensiones 
de Gartland; foja 733, año 92 (1837), partida de bautismo de 
don Félix J. Paz; foja 744, año 1787, diligencias judiciales so- 
bre la testamentaría de don Francisco Lujan; foja 748, año 93, 
acta con motivo de la audiencia in vote celebrada en esta causa 
en que se consigna lo que se vé á foja 475; y 

Considerando : 1^ Que en atención alas resoluciones diversas 
que se han dado por los tribunales sobre todos y cada uno de los 
títulos que invoca el señor Gartland en defensa de los derechos 
de su cansahabiente señor Thillard, para oponerse á la mensura 
y decirse propietario de los terrenos mensurados; y dada la im- 
portancia y los efectos que la jurisprudencia y aun la Constituí 
cion de este estado particular atribuye á la cosa juzgada, este 
tribunal no puede decir otra cosa en la decisión de este tan largo 
litigio y para fundarla que esta simple consideración : el señor 
Gartland no puede^ por ninguno de los títulos que invoca, opo-- 
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nerse á la mensura hechu por el señor A. Rodríguez del Busto, 
por existir sobre todos y cada uno de ellos sentencias que deses- 
timan sus pretensiones de propiedad sobre los terrenos que com- 
prende nquelia, cerrando irrevocablemente el pasado los deba- 
tes judiciales. 

Ello 8e demuestra de un modo evidente con el estudio de las 
sentencias del Superior Tribunal de Justicia de la provincia, de 
Noviembre del 58, á foja 194 de estos autos, Agosto del 59, foja 
213, Diciembre del 88, foja 416 (^ cuerpo)^ todas pasadas en 
autoridad de cosa juzgada. 

2^ Pretende el señor Gartland se desapruebe la mensura 
practicada por ser dueño de los terrenos mensurados por el se- 
ñor Rodríguez del Busto por varios títulos que emanan directa- 
mente de la testamentaría de don Félix J. Paz, y otros de Ocam- 
po^ invocando para su causante Paz y en su favor los siguientes 
títulos: 

£1 de comprador á la familia de don Manuel J. ücampo; 

El de heredero de la misma (invocado últimamente); 

El de comprador de los derechos de don Francisco Roque; 

£1 de la prescripción de todos y cada uno de los títulos que in- 
voca el señor Gartland, inclusive el de heredero, ha sido declara- 
do inexistente, por sentencias pasadas en autoridad de cosa juz- 
gada, como se verá en seguida ; 

Comprador d la familia Ocampo. En la sentencia de última 
instancia dictada por el Superior Tribunal de la provincia (foja 
416^ 2® cuerpo) se declaró no tener el señor Thillard, causaha- 
biente de Gartland, derecho á medir esos terreces comprendi- 
dos entre la Cañada al norte, el Río 1^ al sur, el camino de Ca- 
roya ó del Negrito Muerto al este y el de Santiago pasando por 
el cPozo del Obispo» al oeste, fundándose esa sentencia entre 
otras consideraciones: 

En que si ese título originaba de la testamentaría de don Ma- 
nuel José Ocampo ésta había reconocido no tener derechos á 
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esos terrenos por el hecho de no oponerse á la mensura qne de 
las mismas hiciera don Félix de la Peña, cansante de Rodriguez 
del Busto, el año 57 ; no obstante haber sido notificado para ello 
el representante de su sucesión; 

Porque si algún derecho pudiera decirse que había tenido, se 
habría perdido en favor del señor Rodriguez por la prescripción; 

En que aún suponiéndola propietaria á la familia Ooampo, 
el señor Paz no lo era, en razón de que el título adquisitiyo que 
invoca es insuficiente para probar su propiedad; 

En que ese juicio que se había hecho reivindioatorio y juzga- 
ba sobre la propiedad. Luego Gartland, causante de Thillard, 
opositor á la mensura, no puede hacer valer títulos de la familia 
Ocampo sobre estos mismos terrenos. Ese pasado está ya sellado 
á las disensiones judiciales : finís controversiarum. 

(Yéase las notas de los Ministros del Supremo Tribunal doo- 
tores Crespo, Vázquez de Novoa, Rodriguez, Bustos y Sosa á 
foja 416, y los fundamentos respectivos de sus notas.) 

Heredero de la familia Ocampo. Este título invocado á última 
hora por el abogado de Gartland cuando la parte contraria no 
puede defenderse ampliamente de él, no le da, sin embargo, 
mayor derecho á oponerse á la mensura del señor Rodríguez del 
Busto en virtud de la cosa juzgada y debe la pretensión ser 
rechazada in limine. (Fallos de la Suprema Corte^ serie I", 
tomo 5", página 70). 

No existe cosa juzgada sobre que Paz no sea heredero de 
Ocampo, no; existe sobre que no pudo heredar el terreno en 
cuestión porque no era de propiedad del autor de la sucesión» 
pues ellos reconocieron implícitamente la propiedad del señor 
Peña y en todo caso la perdieron por prescripción (sentencia ci- 
tada). 

Podrá haber heredero; no hay en contra de esto la cosa juzga- 
da; pero no hay herencia según esa misma cosa juzgada. Esto 
se fundará más detenidamente en seguida. 
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Sucesor de los derechos de Roque. Pleiteando el señor Peña 
con el señor Francisco Roque por el mismo terreno en cuestioa 
7 por la misma causa, fué Boque vencido en juicio contradic- 
torio^ declarándose en tres instancias no ser parte en el juicio 
por un terreno fiscal, el que pretendía. Un sucesor deKoqué no 
puede pretender suscitar aquí nuevamente aquel pleito contra 
un sucesor de Peña (sentencia citada). Sin embargo, debe 
recordarse que el apoderado de Gartland ha declarado en el 
informe in voce^ sobre el que existe un folleto, no invocar este 
título. 

3^ ¿Es cierto que la familia Ocampo fué citada al juicio de 
Peña y perdió por ello sus derechos? ¿Ha poseído Peña lo bas- 
tante en tiempo y con titulo para prescribir? ¿Es ineficaz el 
título traslativo deOoampo á Paz? ¿ Era realmente fiscal el te- 
rreno porque pleiteaba Peña y Boque ? 

Tales son los puntos sobre los que el señor Gartland preten- 
de abrir de nnevo el debate y los mismos sobre que este tribu- 
nal cree que no le es licito abrir juicio nuevamente. 

La cosa juzgada cierra para siempre é irrevocablemente el 
pasado á las decisiones judiciales. cHace presumir ;urts e^ de 
jure verdadero y equitativo todo lo que es contenido en el jui- 
cio > decía Pothier ; Res judicata pro veritate occipüur. 

cLa verdad no puede ser ya puesta en cuestión; las partes 
no son, pues, admitidas á llevar de nuevo ante la justicia, lo 
que ha sido decidido por un primer juicio; la presunción de la 
verdad, dice Pothier, es/um et de /ure, excluye toda prueba en 
contrario. Sin duda el juez puede equivocarse en el hecho como 
en el derecho, pero las partes no pueden ser admitidas á probar 
sus errores; la ley deniega acción en justicia... Porque á pesar 
de esta posibildad de error^ la ley no 'permite volver sobre el 
pasado». (Laurent, tomo 20, número l^) 

La autoridad y fin del poder judicial desaparecería porque 
no decidiría en realidad ninguna controversia; todas quedarían 
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abiertas esperando no fallo nnevo, nuevo error presante por 
reolamacionesy y ello sería interminable. 

Cuando el poder soberano del Estado establece un poder jn- 
dicial de decisión á los casos sometidos á él y se han agotado 
todos los medios y tribunales de juicio cansados por la ley, el fa- 
llo es irrevocable, es el finís controversiorum deModestino. 

Hemos visto que el Superior Tribunal de Justicia de la Pro- 
vincia, en un fallo estudiado anteriormente» ha juzgado y falla- 
do sobre todos los puntos sometidos nuevamente á juicio ¿con 
qué derecho la misma persona, Gartland, causante de Thillard, 
pretende ante otro tribunal oneva decisión, nuevo fallo sobre 
esos mismos puntos? 

Esto es inaceptable. El principio de la cosa juzgada se opone á 
ello y este tribunal no puede pronunciarse sóbrelo que harecaí'lo 
fallo en otro, revestido de las condiciones de la cosa juzgada. 
El non bis in idem del derecho criminal, de la Constitución, 
existe también pata el derecho civil : es la resjudicaía (artícu- 
lo 70 de la Constitticion Provincial ; artículos 850 y 1102 y si- 
guientes del Código Civil; ley 19, título 22, partida 3'). 

4^ Lo único que este tribunal debe decir,es si esos fallos tienen 
realmente autoridad de cosa juzgada, y lo ha decidido. Ahora 
.bieú,laparte de Gartland lo discute y lo niega especialmente 
frente al juicio que siguió Peña con Roque el año 1858, fundán- 
dose en que esta oposición no se ha formulado invocándose el tí- 
tulode Roque, ni como sucesor de éste, no obstante ser un su- 
cesor de Roque quien lo ha promovido; no obstante haber pro- 
ducido prueba sobre esta calidad de sucesor; dada esta declara- 
ción hecha en el infortne in voce, el tribunal cree que no debe 
pronunciarse sobre ese punto. 

Se alega también que en vista de los nuevos documentos traí- 
dos á los autos, la discusión ha tomado un carácter .nuevo, y tal, 
que en vista de esos documentos, el fallo del superior tribunal 
del año 1888 no se hubiera pronunciado. 
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En cuaDtp á esto ^ebe tenerse presente que, si por apariciop 
de nuevos doonmentos pudieran reabrirse los juicios, la cosa 
juzgada no existiría. Siempre estaría volviéndose sobre lo mis- 
mo . Si en el tiempo que solicitó la mensura el señor Desou- 
ches, no tenía todos los documentos que hacían su título, culpa 
no fué, seguramente, de su contraparte^ aunque no lo fuera 
tampoco suya; pero al menos, él tuvo la obligación de producir 
todos sus títulos^ como solicitante de esa mensura. 

Esto es obvio y no necesita ninguna demostración. 

Es sensible qae en nuestro Código Civil exista el mismo laco- 
nismo en lo relativo á la cosa juzgada, queLaurent encuentra, 
con pesar, en el código francés. La ley hubiera dicho aquello, 
pero en su defecto lo ha dicho la jurisprudencia y la legislación 
anterior al Código Civil. La ley de partidas citada, dice : € otrosí 
decimos, que non se puede disfacer el juicio después que fuese 
dado si non se alzaren de él, maguer mostrasen después cartas 
é privilegios de nuevo que fuesen á tales que si el juzgador los 
hubiese visto antes de que el juicio, obiese juzgado dé otra ma- 
nera». Laurent, dice: c¿Por qué á pesar de esta posibilidad 
de error délos jueces y aún cuando nuevos documentos aaténti- 
cos probaran que el juez se ha equivocado, no es posible volver, 
sobre el pasado? El legislador ha tenido en cuenta la posibili- 
dad del error. Como remedio al mal ha establecido dos grados 
de jurisdicción; el juez de apelación puede enmendar los errores 
del primer juez. Pero cuando los recursos que la ley orgánica da , 
son agotados, es preciso que los procesos tengan un fin. Si uno 
pudiese siempre renovarlos, so pretexto de error, las contesta- 
ciones se perpetuarían y el mundo sería un inmenso proceso. > 
(Id. loe. cit.). 

Así, pues, aun cuando los nuevos documentos complementa- 
rios de la Merced de Lujan, probasen acabadamente' que esa 
Merced ó Composición se llevó á efecto conforme á las leyes de 
entonces, ello no permitiría reabrir el debate. T ello sin tener 
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6ü cuenta qae de los dichos docamentos se ve solo qae se pagó 
laoomposicioii(foja 384 vuelta), pero no se acompaña el título, 
en forma, de la venta, que según las leyes españolas no era aca- 
bada cf asta que la carta fuere fecha >. 

Pero en todo caso ese nuevo documento cuando más probaría 
que don Alonso de Lujan y Medina llego á ser dueño del terre- 
no en ouestion, tal vez que el ñsco no lo pudo vender áPeña; 
pero Peña lo habría adquirido por prescripción treintenaria, 
como se ha juzgado (ley 21» título 19, partida 3*). 

Pero dueño ó no Medina de esos terrenos, no lo fué jamás 
don Félix Paz, porque se ha juzgado que su título de compra á 
los Ooampo no le transmitió la propiedad. 

Propiedad que si alguna vez tuvieron los Ocampo la perdieron 
por prescripción en favor de Peña; y por consiguiente que, aun 
cuando fuera heredero de aquellos, nada habría heredado. 

Propiedad que además se refiere á unos terrenos al oeslCt se- 
gún parece; ó al menos no se sabe cuáles fueron determinada- 
mente los que enajenó á Paz. 

El título de heredero invocado recientemente por Q-artland, 
ha sido juzgado ya. 

AI tratarse de la cosa juzgada, al estudiar sus condiciones y 
los principios que alegan cada uno, es preciso estudiar la razón 
de ser de ese principio, pues de lo contrario resultan discusio- 
nes sin razón, 6 quizás errores ó injusticias. 

El autor que se ha citado^ dice á este respecto que éste es tal 
vez el artículo del Código Francés más sujeto á dudas ó inter- 
pretaciones diversas por su laconismo y porque los principios 
mismos están sujetos á discusión. 

Se habla de causa de la obligación^ se habla de título que 
funda la acción, se trata de juzgar el de heredero recientemente 
invocado. 

Pues bien, él ha sido juzgado al decirse en el fallo del 88 que 
los Ocampo nada tenían, y que si algo tuvieron, lo perdieron 
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en favor de Peña por la prescripción. Además, en esa sentencia 
algún voto se funda nn que la familia Ocan^po fué juzgada ya 
el año 58 implícitamente como que asentía á la mensura de 
Peña. Tin heredero de esa familia, no podía invocar tal título 
para oponerse á su rectiflcacion reciente por un sucesor de Peña, 
y Rodríguez del Busto ha sido declarado tal por sentencia eje- 
cutoriada. No tenemos que ver si fué jnzgado bien 6 mal. 

Pero la cuestión debe plantearse así : 

Habiendo sido uno de los fundamentos del fallo del Superior 
Tribunal del año 1888, en que intervino un sucesor de Ocampo, 
que Rodríguez del Busto había adquirido por prescripción el 
terreno en cuestión ¿puede luego el representante de aquel 
mismo sucesor pretender nuevamente la propiedad en el mismo 
terreno en un /meto idéntico y contra el mismo Rodriguez del 
Busto? 

Es indudable que no. 

Que cuando se desestime una pretensión de propiedad en vir-^ 
tud de (Ocampo) compra, no obsta á que la misma persona pue- 
de pedir lo mismo en otro juicio, por causa de herencia, se com- 
prende y es cosa muy diferente, porque la nueva pretensión no 
ha sido juzgada. 

Pero el que se pretendió comprador no puede pretender un 
nuevo juicio cprno heredero, lo que en el anterior se le negó por 
haberlo prescriplo su contraparte. Porque la prescripción se 
ha efectuado frente á cualquier titulo que se invoque por la 
misma parte. Lo mismo sería si se hubiese juzgado qn)9 lo ha- 
bía donado á su contrario, etc. 

Gomo dice Laurent, lo que debe tenerse en cuenta es si el 
caso ha sido juzgado, si ha motivado los debates contradicto- 
rios en el juicio anterior. 

Guando así ha sucedido, no puede volverse sobre lo mismo 

Se falló no haciendo lugar á la mensura solicitada y por lo 
mismo, á las pretensiones de propiedad de Thillard. No importa 
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t^impoco que no se dijera nada en' la parte dispositÍTa sobre la 
presoripcion. 

No es precisamente el dispositivo de una sentenoia, díQe este 
autor, lo que determina el alcancé de la cosa juzgada, no es 
tampoco lo dicho expresamente en ella. Basta que el punto ha- 
ya sido juzgado^ basta que se haja dicho incidentalmenke* 
cuando se ha comprendido en el juicio para que este haga cosa 
juzgada (tomo citado, númsrosSS y 33). 

Resulta entjónces, que aun contra el nuevo título invocado 
por Gartland, hay la cosa juzgada. 

5^ Se alega igualmente que en todo caso la cosa juzgada no 
existiría respecto de Gartland, pues no fué parte del juicio fa- 
llado el 88. 

Pudiera ser . cierto que la sentencia del año 88 no hiciera 
cosa juzgada contra Gartland por no haber sidocitado. Sin que 
ella le perjudicara menos la senteucia homologada en razón de 
la pirescripcion. 
Pero aquello no es exacto. 

Para la oxente de la ley, para el propósito perseguido por la 
ciencia jurídica sobre la cosa juzgada, Gartland, causante de 
Thillard, no puede reabrir debate sobre lo que se dijo contra su 
causahabiente el año 88 al solicitar mensura de lo que él le 
vendiera. 

Thillard debió citar de eviccion á GartUnd en aquel juicio, 
porque en ét se discutía el título enjuicio reivindicatorío; en 
él se estudiaba la propiedad de esos terrenos tan largo tiempo 
euestiooada, Thillard no llamó á Gartland, usó de un derecho 
pero perdió el de citarle nuevamente á otros juicios. Sin embar- 
go, lo citó y no obstante el artículo 2110 del Código Civil, Gart- 
land consiente en venir áél; asume entonces la responsabilidad 
de vendedor de Thillard; pero habiendo renunciado al derecho 
que le acuerda el artículo citado, de no comparecer al juicio, le 
perjudica entonces el fallo contra su causahabiente. 

38 
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Ko puede haber en el!o injusticia alguna, pues que la ley ya 
le dio el derecho de declinar su responsabilidad por falta de 
citaciou al primer juicio, y sin embargo renuncia á éL 

Si así no f uera^ el fin de la cosa juzgada habría quedado frus- 
trado y eludido el non bis in idem, con el objeto de producir 
juicios múltiples con el mismo fin. 

6® Otro punto que debe decidirse y se decide es: que la rati- 
ficación pretendida de los Ocampo no quita nada á la autoridad 
de cosa juzgada de la sentencia que se estudia ili^ porque que- 
daría siempre subsistente la cosa juzgada respecto á la pres- 
cripción, que es nno-de los fundamentos de esa sentencia; 
2^ porque ello importaría un nuevo documento que no autoriza 
á reabrir el debate ; 3® porque el documento confirmado, ado- 
lece de vicios que lo hacen inexistente ab initio y lo que no ha 
existido no puede hacerse revivir en perjuicio de terceros. 

7° Todo lo expuesto para fundar la conclusión : que Gartland 
no puede pretender derechos á terrenos dentro de las líneas de 
la mensura de Thillard se concreta en estas consideraciones. 

Habiéndose desaprobado, por oposición del señor Bodriguez 
del Busto en juicio^ contradictorio sobre la propiedad, una men- 
sura del señor Thillard, fundándose en que éste no tenía ningún 
título á medir, lo que fué la denuncia y venta de don Félix de la 
Peña, mensurada el año 57, no puede el señor Thillard ni su cau- 
sante el señor Gartland oponerse en este juicio á que se aprue- 
be la mensura que hoy hace el señor Rodríguez del Busto de 
aquel terreno, en virtud de sas títulos, que» fueron declarados 
eficaces, sin violarla autoridad de la cosa juzgada. 

Discútese la misma cosa: propiedad del terreno entre ciertos 
límites, los mismos en ambos juicios; por la misma causa, de 
pedir en ambos juicios de mensura, en los dos casos, que, ha- 
biéndose heoho contencioso se ha vuelto reivindicatorío. 

Las mismas personas. Rodríguez del Busto por una parte y 
Tillard por la otra: el hecho de venir ahora Gartland ya se ha 
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visto que no cambia la persona del joicio que es la misma: Gart- 
land causante de Thillard. 

8^ Establecido que Gartland carece de título para oponerse á 
la menaora de los terrenos comprendidos de la Cañada de Areco 
al norte, el rio al sur, el camino de Caroya 6 c Negrito Muerto» 
al este y de postas á Santiago por el cPozo del Obispo» al oeste, 
pretende además, como colindante, que no obstante eso, la men- 
sura debe desaprobarse, porque dicho terreno está más al oeste 
del medido; pues la línea este debe partir de la calle General 
Paz; la oeste junto al molino de Ducasse; el frente sur deb^ ser 
sobre la barranca del Alto y el contrafrente norte, no en la 
• banda norte de la Cañada de Areoo sino donde den las treinta y 
siete y media cuadras y debe tener doce cuadras sesenta Taras. 
Pero antes que todo ocurre preguntar ¿con qué derecho la 
parte de Gartland pretende oponerse á esa operación? 

¿Desputs de lo dicho, después del jucio del año 88, puede 
Gartland considerarse, no ya dueño del todo de lo medido ; pero 
sí colindante por algún rumbo de Rodríguez del Busto? 

Debe, antes que todo, recordarse lo pretendido por Thillard 
en aquel juicio. 

En aquel juicio Thillard pretendió mensurar no sólo lo que Bo- 
driguez del Busto pretende ahora, sino también algo más. De 
modo que, aunque el tribunal haya encontradojnefícaoes los tí- 
tulos de Thillard en cuanto se superponen con aquellos : hay, 
sin embargo, un sobrante de terreno que puede ser propiedad 
de aquel y en virtud del cual puede éste ser tenido como colin- 
dante de Rodríguez del Busto. 

Además, tampoco ha dicho aquel fallo, cuánta extensión se su- 
perponen uno y otro, y como prescindiendo de la oposición de 
del Busto, Thillard tenía personería para deducir el deslinde s<j- 
gun aquel fallo, la puede tener hoy y la tiene también para 
oponerse á la aprobación del mismo, no ya como propietario del 
todo, no ya como dueño de lo encerrado dentro de los puntos que 
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se han dicho ser propiedad de del Busto^ pero sí como propieta- 
rio de la parte en que no hay superposición y que tenga fuera 
de los limites del título de Rodríguez del Busto, como es, por 
ejemplo, la parte norte, donde Thillard tiene mucha mayor ex- 
tensión. 

9® En virtud de estas consideraciones, el juzgado debe pro- 
nunciarse sobre la operación de mensura. 

Entrando, pues, á sn juzgamiento debe decidirse : 

Si la mensura do Bodereau', comprende los mismos terrenos 
que la de Castellanos^ y si tiene por límites los mismos caminos, 
barrancas, etc., que le dio este perito. 

Se decide afirmativamente en mérito de las siguientes consi- 
deraciones: 

i^ Porque habiéndose fundado en razones atendibles el peri- 
to al hacerla, los opositores han debido probar la insubsisten- 
cia de aquellas razones ó fundamentos, y no lo han hecho; 

2® Porque habiendo dado el perito á su mensura puntos fijos 
de ubicación, dos caminos á sus costados, una barranca como 
límite fijo, una cañada, etc., los opositores han debido demos- 
trar que esos límites no existen en realidad, 6 que son en otra 
parte, no lo han hecho ; 

3^ Porque en el auto de apertura á prueba testimonial debía 
versar esobre la distinta ubicación de los caminos c Negrito 
Muerto f y cPozo del Obispo», y esta prueba testimonial no se 
ha rendido ; 

4® Porque de la prueba instrumental producida en autos no 
consta ni se demuestra que el camino del c Negrito Muerto» 
partiera entonces de la prolongación de la c calle A.ncha> lla- 
mada hoy € General Paz >; ni que la barranca del Patacón cqne- 
dase en el alto frente á la alameda, como se pretende ; 

5® Porque las demostraciones que pretende hacer Q-artland 
con el plano de foja... es inexacto y no representa fielmente el 
plano de Castellanos. Se observa mny fácilmente que la línea 
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frente sor, no se ooloca en dirección al Molino como lo estable- 
ció Castellanos y se ve en su croquis, sino do^ cuadras más al 
norte próximamente. Asi se nota más difícilmente que la línea, 
tal como lo pretende Gartland, pasa al oeste del Molino, más 
de una cuadra ; siendo que la trazada por Castellanos quedaba 
más de dos cuadras al este. Lo que prueba de un modo evidente 
que Castellanos no pudo medir las nueve y una tercia cuadras al 
oeste desde frente á la calle cQeneral Paz» ; 

6® Porque la distancia diferente que se observa en el plano de 
Bodereau del extremo norte de la línea de Castellanos con el 
camino del c Negrito Muerto > , se explica por la imperfección de 
los instrumentos deque entonces se valían los peritos para tra- 
zarlos y que ha producido una desviaciou de la misma como dos 
cuadras al oeste en ese extremo^ desviación que, dados aquellos 
instrumentos, en una línea de 500 metroses apreciable. Como lo 
hace notar el agrimensor^ si con buenos instrumentos se tira 
una línea sur, desde el extremo norte de la pintada en el croquis 
de Castellanos, no se llega á ninguna de tas bajadas en cues- 
tión, sino á un punto intermediario de donde no partió Caste- 
llanos; lo que demuestra lo erróneo de aquella línea ; 

7^ Porque Bodereau al rehacer un título de venta ad corpus, 
como fué el de Peña ha debido ir con su mensura hasta el bor- 
de norte de la Cañada de Areco, como dice el título de Peña y 
la parte opositora no ha probado que ese no sea el borde norte 
de la Cañada, 6 que sea otro ; 

8^ Porque lejos de aparecer de los autos demostrado que el 
punto de partida fuera un punto en dirección á la calle c Gene- 
ral Paz >, se deduce al contrario, matemáticamente, de los mis- 
mos que no pudo ser ese punto , porque la línea habría cortado 
el molino é invadido como dos cuadras más al oeste, siendo 
así que el agrimensor sólo lo hace llegar hasta un panto que 
dista como dos cuadras al este del Molino, como ya se ha 
dicho ; 
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9® Porque el t^mcopun^o donde ha podido empezar para no 
pasar aquel límite y que hay vestigios de antigua bajada y tes- 
timonios de que la hubo, es la que caía á la calle Maipú, pues 
desde ese punto hasta el MolinOy hay más ó menos la misma dis- 
tancia. 

10^ Queda un último argumento en contra de los. derechos 
del señor Bodriguez del Busto que se debe estudiar : el aban- 
dono que éste hiciera de un juicio posesorio iniciado el año pró- 
ximo pasado contra el señor Thillard, por suspensión de edifi- 
caciones que éste hacía en el extremo sudoeste de lo comprendido 
por su mensura. 

Ahora bien, este desistimiento 6 abandono no le priva al se- 
ñor del Busto de ningún derecho, porque aun cuando hubiera 
sucumbido en él, siempre podría volver sobre la propiedad del 
terreno^ porque el posesorio no hace cosa juzgada sobre el pe- 
titorio. 

«El que ha sucumbido en el juicio posesorio, dice Escrich, 
puede pasar al petitorio, aunque no viceversa » (voc. cosa juz- 
gada . 

Asilo reconoce también el artículo 248 del Código Civil. 

De aquel abandono sólo podrá deducirse, que del Busto se 
convenció de la inutilidad de aquel juicio, desde que se estaba 
tramitando un caso petitorio sobre lo mismo (juicio actual) 
que habrá perdido la posesión anual, etc., pero no que no 
pueda ser propietario de aquella zona. 

il^ En resumen: el señor Bodriguez del Busto ha acredi- 
tado los extremos necesarios para deducir el juicio de deslinde 
de los terrenos en cuestión. 

El señor Gartland no ha probado la propiedad ni posesión de 
su defendido en dicho terreno. 

Ni como sucesor de Boque, ni como sucesor de donFélix Paz, 
ni como heredero de la familia Ocampo. 

Ni como comprador á los herederos de dicha familia i y ello 
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envirtad de sentencias que hacen cosa jazgada y qne desesti- 
man aquellos títulos como inexistentes ó como ineficaces para 
darle la propiedad de esas tierras. 

El señor Gartland^ representante deThillard, como colindante 
al norte de Rodríguez del Bosto tiene personería para impugnar 
la mensura de éste. 

El señor G-artland no ha justificado ni demostrado que las 
lineas y límites de la mensura de Bodereau ebtén trazadas en 
disconformidad á los títulos del señor Rodríguez del Busto, 
como le correspondió hacerlo. 

Se deduce, al contrario, de la prueba instrumental de autos 
que esta operación ha sido bien ejecutada. 

Por estas consideraciones y otras qne se omiten, definiti- 
vamente juzgando, fallo : aprobando la mensura practicada por 
el agrimensor don Aureliano Bodereau, de uno^ teicrenos del 
señor Antonio Rodriguez del Busto, sitos á la banda norte de 
este rio y entre los caminos á Santiago por el c Pozo del Obis- 
po > al oeste; del c Negrito Muerto» al este, el borde norte 
déla c Cañada de Areco » al norte, y el rio al sur, tal cual se 
expresa en el plano de foja 26 (primer cuerpo); declárase qne 
don Pedro A. Qartland, ó su defendido el señor Carlos Thillard 
no son propietarios de lo comprendido entre ios mismos. Cuya 
aprobación sólo afecta los derechos de Gartland ó su causaba- 
biente señor Thillard y sin perjuicio de los de tercero. Sin 
especial condenación en costas, en mérito de los nuevos docu- 
mentos presentados ala discusión y especialmente del título de 
heredero invocado últimamente. 

Hágase saber con el original, repónganse los sellos, y enopor^ 
tunidad archívese. 

C. Moyano Gacitúa. 
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IPallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Julio 27 de 1897. 

Yistosy considerando: Primero: Que la meneara solicitada por 
don Antonio Rodríguez del Busto de los terrenos áque se refie- 
ren SQS titules de fojas uno á cinco, ha sido practicada por el 
agrimensor don Aureliano Bodereau en los términos de que ins- 
truyen las diligencias y plano de esa operación, corriente de fo- 
ja ocho á foja veintisiete. 

Segundo : Que á la aprobación de esta mensura se ha opuesto 
don Carlos Thillard, siguiendo el juicio en su lugar, ante la jus- 
ticia federal, don Pedro Gartland, citado de eviccion como ven- 
dedor de los derechos que aquel pretende tener en los terrenos 
mensurados . 

Tercero : Que dicha oposición se ha fundado en los diferentes 
títulos que Thillard y Gartland han alegado y de que han hecho 
mérito para atribuírsela propiedad y posesión de las terrenos de 
su referencia; y además en que el agrimensor Bodereau no ha 
ubicado debidamente la extensión que corresponde á la propie- 
dad, cuya mensura ha solicitado Bodriguez del Busto. 

Cuarto : Que considerada la oposición mencionada bajo estos 
dos puntos de vista, se hace necesario examinar separadamente 
los antecedentes que suministran los autos con relación á cada 
uno de ellos, para apreciar su importancia y resolver si debe 6 no 
aprobarse dicha mensura, confirmando ó revocando en el todo, 
ó en parte, la sentencia apelada que la ha aprobado . 

Quinto :Q,\xe en cuanto á los títulos por los que Thillard y Gart- 
land se atribuyen la propiedad de los terrenos medidos por 
Bodereau, es de observar que de las constancias de autos resul- 
tan plenameu te comprobados los siguientes hechos: a) que la 
parte de Thillard pidió mucho tiempo antes de haberse practica- 
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« 

do la mensara de Bodereau, el deslinde y mensura de los terre- 
nos á que dice se. refieren sjus títulos, 'siendo practicada esta 
operación por el agrimensor don Enrique Loza; 6) que don An- 
toniu Rodríguez del Busto y otros colindantes de los terrenos 
comprendidos en la mensura de Loza, se opusieron á su aproba- 
ción, siguiéndose con este motivo ante los tribunales de Cór- 
doba^ un juicio ordinario en qae por sentencia de primera y se-, 
ganda instancia se desaprobó dicha mensura ; c) que en el 
acuerdo que precedió á la sentencia de segunda instancia del 
Tribunal Superior de aquella provincia y que se registra á foja 
cuatrocientos diez y seis, segundo cuerpo de estos autos, se fija- 
ron , según se desprende de su texto, estas dos cuestiones : prime- 
ra, si es procedente la nulidad alegada contra la sentencia de 
primera instancia ; segunda, si son bastante los títulos de don 
Carlos Thillard para establecer su derecho en el terreno dispu- 
tado; y tercera, si son procedentes las oposiciones deducidas, 
habiéndose votado la primera y segunda por la negativa y la ter- 
cera por la afirmativa; d) que al discutirse en dicho acuerdo la 
procedencia de la oposición de Rodríguez del Busto^ se declaró 
también que uniendo la posesión de éste con la de sus causan- 
tes, había adquirido por prescripción la propiedad de los terre- 
nos que le daban sus títulos. 

Sexto: Que en presencia de estos antecedentes, es de toda 
evidencia que la oposición hecha por Thülard y sostenida en el 
presente juicio por su vendedor don Pedro Gartland, á la men- 
sura practicada por el agrimensor BoJereau, no puede prosperar 
ni es admisible en cuanto se funda en los mismos títulos de que 
se hizo ya mérito en el juicio sobre aprobación de la mensura de 
Loza, y que se alegan ahora para atribuirse aquéllos el terreno á 
que se refieren los títulos de Rodríguez del Busto, porque hay á 
su respecto cusa juzgada, que les impide reabrir juicio sobre la 
misma materia, como lo demuestra detenidamente la sentencia 
apelada. 
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Séptimo: Que por lo que hace á la oposición que también se 
ha deducido contraía mensura de Bodereau, por mala situación 
de los terrenos de Hodriguez del Busto, sobre el terreno en cues- 
tión, las constancias de autos suministran elementos suficientes 
de convicción, para declarar que Bodereau, á fin de determinar 
la propiedad de Rodriguez del Busto, no ha debido iniciar sa 
mensura con la línea sud-norte, rumbo corregido desde el punto 
de partida que ha tomado á la orilla del río, en dirección á la 
calle Filar ó Maipú, slnó que ha debido hacerlo ajustando dicha 
línea al camino que corresponde á la bajada que cae frente á la 
calle General Faz, y que índica en su plano de foja veintiséis, 
como el d * partida de un camino nuevo actual hacia el norte. 

Octavo : Que las conclusiones con autoridad de cosa juzgada 
que consagra la sentencia ejecutoriada del Tribunal Superior 
de Córdoba, que desaprobó la mensura de Loza, no pueden opo- 
nerse con éxito al derecho que asiste áThillard, y por consi- 
guiente á su vendedor Gartland para impugnar el trazado eje- 
cutado por Bodereau de la línea sud-norte relacionada con la 
calle del Filar 6 Maipú, toda vez que esta línea no sea la que 
debe delimitar la propiedad de Rodriguez del Busto por la par- 
te del naciente, y que ella afecte, como efectivamente sucede, 
la posesión en que se halla Thillard de una gran porción del 
terreno comprendido en la mensura de Bodereau. 

Noveno : Que así lo convence la resolución ejecutoriada de fo- 
ja quinientos noventa de ocho, de mayo de mil ochocientos 
ochenta y nueve, dictada por el Superior Tribunal de Córdo- 
ba, en que, con motivo de haber solicitado Rodriguez del 
Busto el desalojo de Thillard del terreno disputado, en ejecn- 
cion de la sentencia que desaprobó la mensura de Loza, no hizo 
lugar á él, revocando una resolución de primera instancia que 
lo había ordenado y declarando en sus fundamentos cquela sen- 
tencia de coya ejecución se trata, se limita simplemente á desa- 
probar la mensura practicada á solicitud del señor Thillard, sin 
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determinar cuáles sean los verdaderos límites de las propieda- 
des de los opositores, y que siendo esto así, no hay nada determi- 
nado qoe deba entregarse con arreglo á lo resuelto en la preci- 
tada áentencia» ; lo que vale decir que G-artland, defendiendo la 
posesión de su causahabienteThillard, tiene el derecho de opo- 
nerse á la mensura que ha solicitado Bodriguez del Busto, no 
obstante las conclusiones déla cosa juzgada de la sentencia que 
ésto invoca, siempre que dicha mensura no fije con verdad y pre- 
cisión los límites de la propiedad del expresado Rodríguez del 
Basto, de conformidad con su título. 

Décimo : Que para resolver sóbrela recta ó incorrecta desig- 
nación hecha por Bodereao de la propiedad de Rodríguez del 
Busto, debe tenerse presente los siguientes hechos: a) que los 
terrenos que constituyen dicha propiedad son los que aquél ha 
comprado á don Desiderio González y á don Bernardo Luciano 
Ducasse, por las escrituras de foja una á foja cinco, y que se- 
gún se ha establecido en la sentencia del Tribunal Superior de 
Córdoba, de foja quinientas noventa, pertenecieron primitiva- 
mente á Don Félix de la Peña, por compra que éste hizo á mo- 
derada composición ypor denuncia al Fisco de aquel la provincia, 
lo qne consta de la escritura pública de foja doscientas diez y 
siete; b) que los terrenos comprados por don Félix de la Peña, 
según los términos de esta escriturarse hallan situados á la ban^ 
da norte del río de la ciudad entre los caminos denominados de 
la Garoya y Pozo del Obispo; «su extensión sud-uorte, ó sea 
desde la orilla del río hasta pasar la cañada denominada del 
Obispo, de treinta y siete y un tercio cuadras ; y la poniente- 
naciente, en él extremo norte, de diez y seis cuadras^ treinta y 
cinco varas; y en su extremo sur, de nueve y un tercio cua- 
dras» ; c) que en la escritura que contiene la determinación y 

* 

extensión mencionadas, se transcribe el boleto qne entregaron 
los señores que componían la mesa de hacienda al escribano que 
la debía redactar, y en el que se refieren á las constancias del 
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expediente de denuncia, encargándole expresara en la escritura, 
la situación^ extensión y linderos del referido terreno; ú) que 
en dicho expediente, del cual Rodríguez del Busto ha acompaña- 
' do la copia testimoniada que corre dp foja ciento oincueota y 
seis á foja doscientas quince, consta que el terreno denuncia- 
do por de la Peña y que pidió se le vendiese á moderada compo- 
sición, se hallaba situado á la otra banda del río de la ciudad de 
Córdoba al norte, comprendiendo su frente la extensión, que me- 
dia entre los caminos denominados de Caroya y Faso del Obispo, 
y su fondo basta la Cañada de Areco inclusive (vide fojas ciento 
cincuenta y seis y ciento sesenta y cinco) ; e) que consta igual- 
mente del mismo expediente, que el agrimensor nombrado para 
practicar el deslinde y mensura de dicho terreno, fué el doctor 
Clemente José Yillada, quien después de aceptar y jurar el car- 
go (fojas ciento cincuenta y siete y ciento cincuenta y ocho) 
procedió á desempeñarlo en los términos de que instruye el acta 
de fecha de ventiuno de marzo de mil ochocientos cincuenta y 
siete (fojas ciento sesenta y cinco vuelta) en la que dice : € que 
tomó por punto de partida la parte superior de la bajada que 
cae al camino del Negrito Muerto, y se midió una línea rumbo 
corregido hasta pasar la cañada denominada del Obispo, siendo 
su longitud de treinta y siete y un tercio cuadras, en este 
extremo se levantó una perpendicular hacia el este de tres ctia* 
dras ciento veinticinco varas, en cuyo punto se encontró el cami- 
no del Negrito Muerto; luego^ desde el extremo oeste déla mis- 
ma línea, se prolongó hacia el oeste hasta el punto que de la 
misma correspondiese á los otros dos, el Pozo del Obispo y la 
bajada de un camino viejo, hasta el cual hay doóe cuadras se- 
senta varas. Vuelto al punto de partida se tiró uua línea na« 
ciento á poniente hasta dar con la bajada del camino viejo del 
Pozo del Obispo, siendo su extensión nueve y un tercio cua- 
dras»; f) que la operación de mensura encomendada al doctor 
Tillada y practicada por éste en los rumbos naciente^ norte y 
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sur, fué terminada por el agrimensor don Nicéf oro Castellanos, 
según lo acredita el acta de mensura de veinticuatro de octubre 
de mil ochocientos cincuenta y siete, corriente á foja ciento 
sesenta y siete, en la cual se expresa que: cá fin de tirar la lí- 
nea norte-sur que debía. encerrar la superficie del terreno de- 
nunciado por don Félix de la Póña, se tiró una línea recta desde 
el Pozo del Obispo hasta dar con la bajada vieja del camino que 
iba anteriormente á Santiago del Esteró, cuya operación se hizo 
de este modo por convenio del señor Ascorcel y el señor Peña, 
quedando señalada la Knea por estacas de distancia en distancia 
y algunos árboles señalados, termina^do con esto la mensura 
del terreno denunciado por el señor don Félix de la Peña; g^)que 
practicada la tasación de este terreno en la suma de doscientos 
pesos por los peritos Manuel R. Nieto é Ignacio IJztariz, que 
habían asistido como juez el primero y vice-fiscal el segundo, 
de la operación de mensura y corrido traslado á don Francisco 
Boque de dichas operaciones, se opuso éste á la aprobación de 
la mensura, siguiéndose el juicio con su vendedor don Victoria- 
no AJmiron, citado de eviccion ; juicio que terminó por las dos 
sentencias conformes de vista y revista del Tribunal Superior de 
Córdoba, que se registran á fojas ciento noventa y ocho y ios- 
cientos doce vueltii del expediente en copia de la denuncia de don 
Félix de la Peña, por la primera de las cuales ese revoca el auto 
apelado de foja treinta y nueve y se declara no ser parte Almi- 
ron, ni su representante Boque en el deslinde y mensura cuya 
aprobación Peña solicita de los terrenos que tiene denunciados > 
con cuyo motivo, devueltos los autos á primera instancia, se 
aprueban por el auto de foja doscientos trece vuelta, c en cuanto 
ha lugar, las operaciones de mensura y amojonamiento practi- 
cadas en los terrenos baldíos denunciados por don Félix de la 
Peña > ; h) que en ese juicio, la parte de don Félix de la Peña, 
para obtener las resoluciones ya mencionadas, alegó, como se vé, 
por sus escritos de fojas ciento setenta y ocho y ciento ochenta y 
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dos vuelta, que el terreno limítrofe al de su denanoia por el 
naciente, y que reclamaba Roque como suyo, pertenecía al Fisco» 
por haberlo denunciado como baldío el doctor Clemente J. Yi- 
Hada, y ppr haberse declarado, por sentencia ejecutoriada» qae 
ora fiscal, según lo acreditaban el escrito de dennnciadel doctor 
Yillada y la sentencia de su referencia, cuyas copias pidió se 
agregasen á los autos y que son las que se registran á fojas cien- 
to noventa y tres vuelta y ciento noventa y cuatro vuelta. 

Undécimo: Que sentados estos antecedentes y examinados á 
la luz que ellos arrojan, la mensurado Bodereau, se llega al ple- 
no conocimiento de que este agrimensor, al proponerse repro- 
ducir en lo posible, como dice haberlo hecho en sus diligencias 
de fojas ocho á veintisiete^ la mensura que equivocadamente 
atribuye al doctor Nicéforo Castellano, cuando es la que practi- 
có el doctor Yillada, para designar dentro del área que compren- 
den sus líneas, la propiedad de Rodríguez del Busto, no lo ha 
realizado así, en manera alguna, resultando por ello incorrecta 
su operación y quu no sea posible prestarle aprobación en cnanto 
afecta la posesión de Thillard y excede los límites de los terre- 
nos adquiridos por aquél. 

Duodécimo: Que para demostrarlo del modo más concluyente 
basta observar, que entre la línea recta con rumbo corregido de 
treinta y siete y un tercio cuadras, que, al deslindar el terreno 
denunciado por de la Peña, tiró el agrimensor don Clemente J. 
Yillada hacia el norte hasta pasar la cañada del Obispo; toman- 
do por punto de partida la parte superior de la bajada que cae al 
camino del Negrito Muerto, y la propiedad de don Juan Roque 
(hoy de don Augusto López), situada á la parte del naciente de 
esa línea, había un terreno que el mismo perito doctor Yillada 
denunció como fiscal, pidiendo en compra, según consta de su es- 
crito de denuncia que corre á foja ciento noventa y tres vuelta, 
en el que dice textualmente, c que á la banda del norte del río 
de esta ciudad hay un terreno baldío que linda por el naciente 
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« 

con propiedad de dou Juan Boque, por el sur con el rio de esta 
citulady por el poniente con terrenos pedidos al Estado á mode- 
rada composición por doa Félix de la Peña y camino viejo de 
Santa Catalina, por «1 norte hasta dar con la línea frente a! sud 
de los terrenos que los antecesores de don Yictcriano Almiron 
toYieron por merced en legal forma, que hoy han recaído en don 
Francisco Boque ». 

Decimotercio : Que siendo esto así, como no puede negarlo don 
Antonio Bodriguez del Busto, desde que ello consta de docu- 
mentos presentados por sn parte en calidad de prueba, es también 
de toda evidencia que la línea con rumbo corregido AB que 
ha tirado el perito Bodereau desde el lindero esquinero A sud- 
óos te de la propiedad de don Juan Boque, situado á la orilla del rio 
y que pasa por la bajada con frente á la calle del Pilar 6 Maipú, 
pretendiendo deslindar con ella el costado naciente del terreno 
denunciado por Peña y reproducir la mensura de Yillada, no es 
seguramente^ la linea sud-norte, rumbo corregido, que este úl- 
timo perito tiró, tomando por punto de partida la parte superior 
de ]a bajada que cae del camino del Negrito Muerto, por cuanto 
aquella línea suprime totalmente el terreno denunciado por el 
doctor Yillada en toda la parte que éste lo da por colindante 
con el rio de la ciudad y por el poniente y naciente con los 
terrenos de la denuncia de Peña y la propiedad de don Juan 
Boque, incorporándolos indebidamente á los denunciados por 
Peña. 

Decimocuarto : Que esto conduce á demostrar con igual evi- 
dencia qne Bodereau, para trazar la linea sud-norte al costado 
naciente del terreno denunciado por Peña, debió, procediendo de 
estricta conformidad con la mensura de Yillada, arrancar al nor- 
te desde la parte superior de la bajada que queda frente á la 
calle Ancha, ó del General Paz, y que es la única que se encuen- 
tra primero hacia el poniente después de la que existe frente 
á la calle del Pilar, según lo expresa Bodereau en su diligen- 
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cia 7 aparece también en su plano, puosas! solamente se salva 
el terreno denunciado por Tillada. 

Decimoquinto: Que otros muchos y muy importantes datos 
qué suministra la diligencia de mensurado] perito doctor Villa- 
da, comparados con los análogos qué consigna igual diligencia 
del agrimensor Bodereau, demuestran la substancial y absoluta 
disconformidad entre ambas operaciones, tanto en la medida oo- 
mo en la fijación de las líneas; de suerte que no puede decirse 
que este último haya reproducido de un modo aceptable la ope- 
ración del doctor Villada. 

Dénimosesto: Que la primera disconformidad que se obserira 
entre ambas mensuras, es que el doctor Yillada inicióla saja, 
partiendo al norte con una línea de rumbo corregido, desde la 
parte superior de la bajada que cae al camino^ del Negrito Muer- 
to, y midió /rem/a 2/ siete y un tercio cuadras^ equivalente á 
cuatro mil ochocientos cincuenta y cinco metros y dos centíme- 
tros, hasta pasar la cañada del Obispo, mientras que el perito 
Bodereau ha partidodes de la orilla del rio con igual línea de rum- 
bo corregido, pasando con ella por sobre la bajada situada frente 
á la calledel Pilar ó ^aipú, midiendo cinco mil quinientos trein- 
ta metros y cincuenta centímetros, hasta pasar también la mis- 
ma cañada del Obispo, lo que da la diferencia entre ambas líneas 
de seiscientos setenta y cinco metros cuarenta y ocho centíme- 
tros. 

Decimoséptimo: Que la segunda disconformidad es que el 
doctor Tillada levantó una perpendicular hacia el naciente en 
la extremidad nortedesu línea de tres cuadras cielito veinticm» 
co varas^ igual á cuatrocientos noventa y ocho metros cuarenta 
y dos centímetros, hasta encontrar el camino al Negrito Muerto^ 
que don Félix de la Peña había señalado como límite del costa- 
do naciente del área denunciada por él, mientras queel perito 
Bodereau, que también levantó igual perpendiculará la extremi- 
dad de la línea sud-norte, sólo midió ciento sesenta v siete me- 
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tros hasta donde dice haber dado con el camino, qaeél denomi- 
mina de Negrito Muerto. 

Con este motivo es de notar, que habiendo trazado ambos pe- 
ritos con el mismo nimbo corregido la línea sud-norte hasta lle- 
gar al borde norte de la cañada del Obispo, ó de Areco, como lo 
dicen, es indudable que si hubiesen arrancado con su respecti- 
va línea desde la misma bajada, que cae al camino del Negrito 
Muerto, habría encontrado Bodereau estecaminooon la perpen- 
dicular tirada al naciente, á la distancia de tres cuadras y cien- 
io veinticinco varas 6 sea á los cuatrocientos noventa v ncho 
metros cuarenta y dos centímentros, que fué hast i donde dio 
con el doctor Villada, y no á los ciento sesenta y siete metros, 
á que dice haberlo encontrado, circunstancia que prueba mate- 
máticamente, que ambos peritos no han tomado por punto de 
partida la misma bajada sobre la banda norte del rio de Córdo- 
ba, porque es imposible aceptar como error de tolerancia legí- 
tima una diferencia en el doble de la medida que resulta entre 
ambas líneas. 

Décimooctavo : Que la tercera disconformidad que se nota en- 
tre ambas operaciones, consiste en la distinta situación y medi- 
da dada por uno y otro perito á la línea del frente del terreno 
denunciado y adquirido por don Félix de la Peña. 

Se ha visto ya que el doctor Villada inició el deslinde y men- 
sura desde la parte superior de la bajada que cae al camino del 
Negrito Muerto. Según la diligencia de la operación del doctor 
Vilhda, después de tirar al norte y medir con rumbo corregido 
una línea de treinta y siete y un tercio cuadras y de trazar 
el costado norte del terreno denunciado, volvió al punto de par- 
tida en la parte superior de la baj ida mencionada, y tiró una 
línea naciente-poniente hasta dar con la bajad a del camino vie- 
jo del Pozo del Obispo, sienJo su extensión de nueve y un ter- 
cio cuadras. 

A su vez el perito Bodereau, después de trazarla línea del cos- 
T. Lxvm S9 
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tado Poniente de los terrenos que pretende Bodriguez del Basto, 
hasta el punto G de su plano, baja hasta el punto H, distante 
treinta y cinco metros de la orilla del rio, ona línea paralela á la 
fila de álamos de la quinta de Ducasse, y desde ese punto signe 
trazando en frente de aqnell »s líneas angulosas inmediatas á la 
orilla del rio hasta el lindero esquinero sud-oestede los terrenos 
de don Juan Boque. 

Yese, pues, por la sola relación del modo cómo se han ejecu- 
tado ambas operaciones, que es completamente diferente la de- 
terminación hecha por el doctor Yillada de la línea del frente de 
los terrenos denunciados por Peña que la trazada por Bodereau, 
como es diferente también la medida de aquella línea, que ha si- 
do de nueve y un tercio cuadras, de la que resulta haber dado 
este último perito al frente de los mismos terrenos, extendién- 
dolo hasta la línea que arranca al norte desde el lindero esquine- 
ro de los derechos de don Juan Boque. 

Decimonoveno : Que la demostración gráfica de esa diferencia 
puede fácilmente hacerse sobre el plano del mismo perito Bode- 
reau, porquede conformidad á los resultantes de ese plano, ladis" 
tancia que separa á los caminos del Pozo del Obispo y el que fi- 
ja Bodereau como límite naciente del terreno adquirido por Bo- 
driguez del Busto, es considerablemente mayor de nueve y un 
tercio de cuadras en sus puntos relativos en la parte superior 
de la barranca, mientras que esa extensipn de nueve y un ter- 
cio cuadras se mide^ á poco de avanzar al norte de la parte 
superiorde la barranca, entre el citado camino del Pozo del Obis- 
po y el que corresponde á la calle General Paz, hallándose así 
entre estos caminos la posibilidad de reproducir la operación de 
Yillada y la imposibidad entre aquellos. 

Vigésimo : Que el hecho acreditado por el mismo plano de Bo- 
dereau, de que son convergentes y no paralelas las líneas de los 
caminos del Negrito Muerto que caen á las bajadas expresadas, 
con la del camino del Pozo del Obispo, está demostrando que 
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DO ha debido busoar, para reproducir la mensura de Villada, 
distancias separativas entre el camino del Obispo y el Negrito 
Muerto sobre el rio^ sino en la parte alta del terreno. 

Que á todo esto se agrega que, según lo reconoce y expresa el 
mismo Boderean, bay diferencia de superficie, que está muy le- 
jos de entrar en las tolerancias permitidas, entre el resultado 
de su operación y el de la practicada por Yillada y terminada 
por Castellano. 

Por estos fundamentos y concord antes de la sentencia apela* 
lada de foja cnatroqientas cincuenta y siete (segundo cuerpo) : 
se confirma ésta en cuanto declara que don Pedro A. Gartland 
ó su causahabiente, no es propietario de los terrenos compren- 
didos en el título de Rodrigues del Busto y aprueba la mensura 
practicada por don Aureliano Bodereau en sus lineas sudoeste 
y norte, declarándose que el límite este del inmueble adquirido 
por Rodrigues del Busto, es el camino continuación de la bajada 
que corresponde á la calle General Paz^ y cuya demarcación pre- 
cisa se restablecerá en* lo posible, por los vestigios que aún se 
conserven y por la mensura de Yillada. Y en atención al resul- 
tado del juicio, se resuelve que las costas deambas instancias, 
se pagarán en el orden causado. Notifíquese con el original y 
repuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín paz. — LUIS V. VARKLA. — ABEL 
BAZAN. — ^JDAN E. TORRBNT. — OCTAVIO 

BDNGB (en disidencia). 



DISIDENCIA 



Vistos y considerando : Primero : Que las consideraciones en - 
quefundjin sus votos los señores ministros del Superior Tribu- 
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naide Justicia de Córdoba, al dictar la sentencia de foja coa- 
trocientas diez y seis, demuestran concluyenteaxente la inconsis- 
tencia de los títulos en que don Garlos Thillard basa sus preten- 
siones, en oposición á los derechos de los sucesores de don Fé- 
lix de la Peña, en la compra hecha al ñsco del terreno mensu- 
rado por Loza, como asimismo que Peña lo habría aidquirido 
por prescripción . 

Segundo : Que esas consideraciones son arregladas á derecho 
y hacen innecesario un nuevo análisis de los referidos títulos. 

Tercero : Que las escrituras agregadas posteriormente, para 
mejor proveer,, tampoco pueden prevalecer sobreel título de ven- 
la hecha áde la Peña, porque no explican suficientemente la 
transmisión de los derechos de dominio atribuidos ádon Alonso 
Lujando Medina ó á don Francisco Lujan, sobre el terreno 
cuestionado, á los pretendidos sucesores. 

Cuarto: Que las escrituras otorgadas por doña Desideria G-on- 
zalez y don Bernardo Luciano Ducasse, fojas una y tres (véase 
también escritura otorgada por don José Vicente Ramírez de 
Arellano, foja doscientas veinte), comprenden todo el terreno 
de la venta hecha á don Félix de la Peña, según resuíta de la 
determinación de sus límites. 

Quinto: Que es de notar que en la primera de las escrituras 
mencionadas se da á latinea que limita la propiedad por el nor- 
te una extensión de diez y seis cuadras y treinta y cinco varas, 
que es la misma que se indica en la mensura judicial de foja 
ciento sesentr. y cinco vuelta. 

Sexto : Que la observación hecha á foja veintiuna, por don 
Carlos Thillard, de tener lalínea indicada doce cuadras y sesen- 
ta varas, está desautorizada no sólo por los términos claros y 
terminantes de la mensura de foja ciento sesenta y cinco vuel- 
ta, que fija para ella tres cuadras y ciento veinticinco varas, des- 
de la línea rumbo correcto al norte hacia el este y doce cuadras 
y sesenta varas desde la misma línea hacia el oeste, sino tam- 
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bien por la escritura otorgada á dou Félix de la Peña, foja dos- 
cientas diecisietey por la mensura de Bodereau^ que en este pun- 
to no pnede ser desestimada empíricamente, en razou de que 
concuerda con los antecedentes legales existentes en autos, y 
porque se trata de una explicación (foja quince) hecha por un 
agrimensor, que en tal carácter es perito en la materia. 

Séptimo : Que la denuncia deXhillard no tu^o efecto, pues con 
posterioridad á la aprobación hecha por el auto de foja ciento 
noventa y cuatro, de fecha diez de Noviembre de mil ochocien- 
tos cincuenta y ocho, no corre otra diligencia que le sea rela- 
tiva, y^ por el contrario, hay constancias que la desvirtúan. 

Octavo: Que la. aprobación posterior de ladenuncíade Peña, 
de fecha veintidós de Octubre de mil ochocientos cincuenta y 
nueve (foja doscientas trece vuelta) demuestra que la de Tilla- 
da no se' Ilev6 á cabo^ no verificándose tampoco la mensura y 
tasaciones ordenadas por el auto de mil ochocientos cincuenta 
y ocho, y que por consiguiente no puede oponerse á los sucesor- 
res de Peña una denuncia que no tuvo efecto y cuya ubicación 
y extensión no consta. . 

Noveno: Que la ineficacia de la denuncia de Yillada se evi- 
dencia por la circunstancia de que la escritura de foja doscien- 
tas diesiciete, de fecha Abril doce de mil ochocientos sesenta, 
fué otorgada en favor de Peña, con intervención del mismo doc- 
tor Yillada, en su carácter de ministro fiscal, sin que hiciera 
ninguna observación ó salvedad, lo que sería inexplicable en 
el caso de que su denuncia hubiese tenido algún valor desde 
que esta escritura la comprende. 

Décimo: Que el documento de foja quinientas noventa y 
nueve, otorgado por Yillada en favor de don Félix J. Paz, no 
tiene valor alguno en este juicio^ porque no se ha probado la 
verdad de su contenido, ni se han reconocido sus firmas, sien- 
do su fecha cierta la de su presentación (artículo mil treinta y 
cinco, Código Civil). 
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(/hcl^cimo : Que no habiendo comprobado la parte de don 
Garlos Thillard, ningún derecho real sobre el terreno cuestiona- 
do, carece de acción para la investigación de límites (artículo 
• dos mil setecientos cuarenta 7 nueve. Código Civil). 

Duodécimo : Que en consecuencia de lo expuesto anterior- 
mente no hay razón atendible para desconocer á los sucesores 
de Peña los límites que les dala escritura de foja doscientas 
. diez y siete, y que son los mismos que ha seguido la mensura 
de Bodereau, mientras no se presenten otros títulos que acre- 
diten preferente derecho. 

Por estos fundamentos y sus concordantes : se confirma la 
, sentencia apelada, corriente á foja cuatrocieiitas cincuenta y 
siete, y devuélvanse.. 



« OCTAVIO BUR6E . 
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quirido por el viudo después de la disolución del matrimo- 
nio, y en .virtud de derechos conferidos por una ley sancio- 
nada después de la disolución del matrimonio. Página^ 113. 
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Caución. — El que en la demanda por violación de la ley de patentes 
de invención, pide que se interrumpa la explotación del in- 
vento con relación al demandado, está obligado, si éste lo 
exige, á dar caución suficiente. Página 99. 

Caudaleit públieos. — Véase : Robo ; Sustracción, 

Circulación de billetes falsos. — Liis reos y cómplices del delito de 
falsificación y circulación de billetes de curso legal falsos, 
son pasibles de las penas establecidas en el articulo 63 de 
la ley nacional penal. Página 123. 

Circulación de billetes falsos. — El reo de circulación de billetes fal- 
sos de curso legal, se halla sometido á las penas estableci- 
das por la ley nacional penal de H de Setiembre de 1863. 
Página 387. 

Circulación de beiletes falsos. — Véase : Excarcelación. 

Comiso. — El exceso en el rancho no manifestado cae en comiso. Pá- 
gina 31 . 

Comiso. — Véase : Personería. 

Competencia. — La acción por dados causados por un hecho ¡licito, 
puede deducirse ante el juez del lugar donde se ha producido 
el hecho. Página 16. 

Competencia. — Es competente para conocer de un contrato de trans- 
porte por ferrocarril el juez del lugar donde se halla la esta- 
ción de arribo, aunque ésta no pertenezca á la linea férrea 
de la empresa que hizo el contrato. Página. 413. 

bompravenla. — El vinculo de derecho que se establece entre el com- 
prador y el Banco Hipotecario, por la aprobación prestada por 
éste al remate efectuado por su orden, no puede ser alterado 
por las convenciones posteriores que dicho Banco celebre con 
su aniigqo deudor. Página 193. 

Compra-benta.Séase : Daños y perjuicios ; Precio : Rescisión; Venta. 

Concurso: Véase^. Banco Hipotecario Nacional. 

Confesión. — Debe estarse á la confesión, tal como ha sido prestada 
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por el procesado, cuando no exislen otras pruebas, y no re- 
sultan presunciones gravt's que aulorizen á dividirla. Pá- 
gina 369. 

Congreso, — Este tiene, por el inciso 16 del artículo 67 de la Cons- 
titución, la facultad de eximir á una empresa de ferrocarril^ 
de todo impuesto, tanto nacional como provincial, por un 
tiempo determinado ; y por consiguiente la provincia que, 
en contra de esa concesión, haya cobrado impuestos & la 
empresa, está en la obligación de restituir su importe. Pá- 
gina 227. 

Contienda de competencia. — El pleito terminado por sentencia no 
puoile ser materia de una cuestión de competencia. Pági- 
na 19. 

Contrato. — Los remates efectuados con la reserva para el Directo- 
rio del Banco de aprobarlos ó anularlos, son operaciones ad 
referendum, que no significan el acuerdo de voluntades ne- 
cesario para la formación de un contrato. Est^ existe desde 
que se presta tal aprobación ; y el vínculo de derecho que 
por tal razón se establece entre las partes no puede ser mo- 
dificado, ni anulado por cualquier desaprobación posterior. 
Página 488. 

Convenio. — El de abonar una suma determinada como única com- 
pensación y sin derecho á reclamo por la intervención tenida 
en un establecimiento industrial^ comprende no sólo las re- 
clamaciones pendientes, sino también toda otra causa que 
pudiera fundar un derecho emergente de dicha interven- 
ción. Página 182. 

Costas. — El que desiste del recurso de reposición, debe pagar las 
costas correspondientes. Página 73. 

Costas. — El actor, cuya demanda ha sido avocada por la justicia na- 
cional á consecuencia de contienda de competencia, puede 
desistir de ella y entablar otra distinta, sin estar obligado á 
pagar las costas causadas en la cuestión de competencia, re- 
suelta sin condenación en costas. Página 101 . 
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Daños y perjuicios. — Los perjuicios en la rescisión del contrato de 
compra-venta, consisten en la diferencia entre el precio 
convenido y el valor actual del terreno vendido, estpmaJo 
por peritos, y en los intereses de éste desde el dia del con- 
trato hasta el del pago. Página 169. 

Daños y perjuicios. — No pueden cobrarse como daños procedentes 
de un acto, los gastos y perjuicios que no s6n consecuencia 
inmediata de ese acto. Página 182. 

Daños y perjuicios. — Véase : Competencia. 

Detnanda. — Las demandas deben designar la persona ó personas con 
quien hayan de entenderse^ y si éstas no se señalan, ó apa* 
rece que sean dependencias de la administración general de 
la Nación, no son admisibles. Página 7. 

Depositario. — El que ha reconocido ser tenedor y se ha constituido 
depositario de la suma embargada, no puede ser admitido á 
reducir ésta, en virtud de documentos privados presentados 
con posterioridad. Página 380. 

Documento habilitante, — El nombramiento de gerente es documento 
habilitante del poder que éste confiera, y debe ser transcrito 
en la escritura de poder en que lo confiere. Página 42. 



E 

Embargo. — Véase : Socio, 

Embargo preventivo, — No procede por razón de falsificación de mar- 
ca de fábrica. Para obtener el embargo de las mercaderias 
falsificadas, es preciso deducir la acción penal que autoriza 
la ley de la materia. Página 63. 

Enrolamiento. — La infracción á la ley de enrolamiento es pasible de 
la pena de un año de servicio militar obligatorio, cun de- 
ducción del tiempo de prisión sufrida. Página 222. 

Escrituración. — Debe ordenarse la escrituración, si contra ella se 
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opone que los títulos del vendedor son defectuosos, y no se 
justifica que sean tales. Página 138. 

Escrituración. — El comprador no puede oponerse á la escrituración 
de la compra por razón de no tener el vendedor la escrítura 
de la propiedad vendida, cuando éste la ha adquirido en re- 
mate judicial, ha pagado el precio y se halla en posesión, ni 
por razón de defectos que alegue contra los tilulos, y que 
no resultan justificados. Página 160. 

Excarcelación. — El delito de circulación de billetes de curso legal 
falsos, no consiente la excarcelación bajo fianza. Página 78. 

Excarcelación. — La acusación contra un empleado de correos, por 
violación de una carta que contenia billetes de banco, no 
permite la excarcelación provisoria bajo fianza. Página 224. 

Excarcelación. — La existencia de un proceso en que se ha decreta- 
do sobreseimiento provisional, no obsta á la libertad bajo 
caución, si consta que dicho proceso no se ha reaniidado. 
Página 384. 

Exceso. — Véase : Comiso. 

♦ ■ * 

Exhibición. — Véase : Libros de comercio. 
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Falsificación de billetes. — Los reos y cómplices del delito de falsifica- 
cion y circulación de billetea de curso legal, aon pasibles de 
las penas establecidas en el articulo 63 de la ley nacional 
penal. "Págilia 123. 

Firma. 7— Véase : Reconocimiento. . - * . 

i^a^a/n^rtío. — ^ Dado un contrato de netamente por 'el cual se esti- 
pula el transporte en lanchas de tres mil toneladas á rason 
' de 350 toneladas por mes, á contar desde el mes de Enero 
' de 1892, debiendo el fletador avisar á los fletantes con' 20 
dias de anticipación la fecha aproxiimada en que mensual- 
mente podri^n empezar á cSirgar, no puede entenderse que 
el contrato deba principiai* á producir sus efectos. después 
del aviso def fletador, sino desde . el mes de Enisro, y que el 
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aviso meaciunado debía darse cada mesial efecto de evitar, 
por una parte, la demora de los buques, y facilitar, por otra, 
el envió de la carga en tiempo oportuno. Página 336. 

Flitamento. — La mención de lanchas en el contrato, comprende lo 
mismo goletas, pailebots, etc., 6 sea toda embarcación que 
pudiera cumplir las condiciones del flelamento. Página 836, 

Prauáe. — Véase : Tercería de mejor derecho. 
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Babeas corpas. — No procede el recurso de hateas córpus á favor de 
personas detenidas por la autoridad policial, j puestas á dis- 
posición de juez competente. Página 316. 

Babeas corpus. — Desaparecido el motivo que funda el recurso de Ao- 
beas corpuj, debe éste declararse terminado. Página 332. 

Bonorarios. — Véase: Apelación; Apremio; Inhabilidad de titulo; 
Prescripción, 



Ibárguren^ Doctor Federico. — Acuerdo nombrándolo secretario en 

reemplazo del Doctor Olivares. Págin8^5. 
ImpuestQS. — Véase : Congreso; ProvinAa. 
Impuestos internos. — 'La ley de impuestos- internos grava tanto loS ci- 

» 

gárrulos de producción nacional como, los importados, j por 
lo tainto, no proceda el sobreseimiento fondado en .que -estos 
últimos no se haltan comprendidos en dicha lejv Página 85. 

Inconstitucional. — No lo son los artf culos 181 y 188 del Código de 
Comercio. Página 238. 

Informe. — 'Véase: Recurso de hecho. 

Inhabilidad de titulo. — r* La convención por la cual,' mediante ciertas 
condiciones, el abogado asume la dirección ji^dicíal de una 
determinada causa, sin cargo de honorarios, autoriza la ex- 
cepción de inhabilidad de título contra la cobranza de los ho- 
norari^s regulados en dicha causa. Página 201« 
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Interdicto de rerobrar, — Debe rechazarse, si el autor no prueba ha- 
ber tenido la posesión, y se prueba, por el contrario, que la 
ha tenido el demandado. Página 65. 



Juicio ejecutivo. — Convenida la venta del bien eaibargado, y la susti- 
tución del embargo sobre su producido, el deudur ejecutado 
no puede pretender que se le haga entrega de fondos, mien- 
tras haya juicio pendiente sobre todas sus responsabilidades 
procedentes del juicio, reclamadas por el ejecutante. Pági- 
na 40. 

Juicio universal . — Véase : Banco Hipotecario Nacional. 

Justicia federal. — El iuero federal, procedente por razón de las per- 
sonas, puede ser renunciado por aquel á quien aprovecha, 
en las condiciones y con arreglo al inciso 4^ del articulo 12 
de la ley sobre jurisdicción de los tribunales federales. Pá- 
gina 92. 



Leyes de procedimientos. — Ellas son aplicables á los juicios pendien- 
tes, permitiéndolo el estado en que se hallan. Página 179. 

Libros de comercio. — No procede la exhibición general de libros, 
cuando el demandado desconoce haber sido apoderado^ 
agente ó factor del demandante y haber tenido negocios per- 
sonales con él, aunque éste pretenda pertenecerle exclusi- 
vamente la empresa de la que aquel sostiene haber sido agen- 
te. Página 411. 
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Mandato. — La ratificación por el interesado, de un acto ejecutado 
por otro en su nombre y representación, equivale á la autorí- 
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zacion previa, y cubre la falta ó ÍRsuficiencia del mandato. 
Página 349. 

Mandato. — La ratificación á que se refiere el número anterior, pue- 
de ser tácita, y se verifica cuando resulla de hechos que de- 
muestran la intención de la parte conforme con el acto eje- 
cutado en su nombre. Página 349. 

Mandato. — La ratificación tácita no está limitada por la ley á actos de 
una naturaleza determinada; comprende toda clase de actos. 
No está tampoco sujeta á formas, y no debe confundirse con 
la confirmación de actos nulos ó anulables. Página 349. 

Mandato, — Véase : Documento habilitante. 

Marca de fábrica. — Véase : Embargo preventivo. 

Mensura. — La oposición á una mensura, fundada en la propiedad de 
los terrenos medidos que se atribuye el opositor, y en la erró- 
nea ubicación dada á los mismos, tiene que desecharse en 
cuanto á lo primero, si hay cosa juzgada que declare de pro- 
piedad del que solicita la mensura, los terrenos comprendi- 
dos en sus títulos, y debe aceptarse, en cuanto á lo segundo, 
si resulta inexacta la ubicación y ésta afecta los terrenos del 
opositor. Página 419. 

Mensura. — Véase : Posesión. 

Muelle, — La concesión de un muelle, sin determinación matemática 
del punto preciso de su ubicación, en un paraje que admite 
la existencia de muchos muelles, no autoriza á pedir la remo- 
ción de otro muelle construido anteriormente en el mismo 
paraje, cuya ubicación no impide la construcción y explota- 
ción del primero. Página 210. 
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Nulidad. — La omisión de pronunciamiento sobre uno de los pedidos 
de la demanda es causal de agravio, y no de nulidad. Pági- 
na 138. . 

Nulidad. — Véase : Patente de invención ; Venta . 
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Patente de invención. — Es nula la concedida por el simple mejora- 
miento de una invención patentada. Página 302* 

Patente de invención, — No puede pedir la nulidad de una patente, 
fundado en la similitud de un invento anlerior, el que no 
es sucesor, ni cesionario del invento, y que además no de- 
muestra que el invento hubiera sido conocido en el país. 
Página 302. 

Patente de invención, — Véase : Caución. 

Personería, — El que no aparece, ni justifica ser propietario de las 
mercaderías, no tiene personería para deducir recursos con- 
tra la resolución que las declara caldas en comiso. Pági- 
na 109. 
♦ ^ * 

Poeesion. — Las operaciones de mensura hechas sin citación del de- 
mandado por reivindicación, no modiGcan el estado de su 
posesión, máxinie si el actor fué vencido en el juicio de de- 
salojo que promovió contra éf á consecuencia de dichas ope- 
racionéis. Página 48. 

Precio. — Resultando cumplido el contrato .por parte del vendedor, 

* 

los compradores están obligados á satisfacer el precio con- 
venido. Página 120.. 

Prescripción. — Está excepción no puede hacerse valer en el juicio 
sobre estimación de honurarios, sino en el que, después de 
regulados, se promueva sobre su cobranza. Página 60. 

Prescripción, — Véase : Acción ejecutiva. 

Procedimiento ejecutivo. — Véase : Acción ejemtiva. 

Provincia. — La que haya cobrado impuestos á una empresa de ferro- 
carril., eximido de aquellos por el Congreso, está obligada 
á restituir su importe. Página 227. 

Prueba. — El auto que declara nula la prueba testimonial del actor 
producida .sin haberse notificado al demandado, y sin la pre- 
sencia |del juez, y que por no ser la causa imputable á las 
partes, repone el juicio al estado de prueba, debe entender* 
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se que se refiere á las diligencias declaradas nulas por esa 
razón, y no á toda la prueba, ó á otras diligencias no solicí- 
ladas dentro del término. Página 133. 
Prueba, — No son admisibles las diligencias probatorias pedidas fuera 
del término, y el auto que dispone se tengan como dictadas 
con la calidad de para mejor proveer, no puede alterar el 
derecho ejercido [por la cootraparte de recurrir de ellos. 
Página 156. 

R 

Rancho,'^ Véase: Comiso. 

Baiificacion. — Véase : Mandato, 

Reconocimiento. — De los documentos en idioma extranjero que pue- 
den traer aparejada ejecución procede el reconocimiento de 
ñrma, una vez hecha la traducción. Páginas 382. 

Recurso. — Véase : Suprema Corte. 

Recurso de hecho. — En los recursos de hecho, el inferior no debe re- 
mitir los autjs como mejor informe, sino cuando se le pi* 
dan. Página 156. 

Recurso de revisión. — Es improcedente el fundado en los incisos 2^^ 
y 5'' del articulo 241 de la ley de procedimientos y en el in- 
ciso 3"* del artículo 551 del Código de procedimientos en lo 
criminal, cuando no se trata de una causa de jurisdicción 
originaria de la Suprema Corte,, y no se verifican los casos 
previstos en el inciso 2'' del articulo 551 citado. Página 177. 

Recusación. — No es causal legítima de recusación el pleito pendiente 
entre el juez y un hermano del recusante^ ni la acusación 
contra el juez desistida por éste. Página 148. 

Recusación, — Es inaceptable la recusación que se lormula sin la in- 
dicación del nombre y residencia de los testigos que pueden 
deponer ^obre la causa dé ella« Página 148. 

Reincidencia. — Véase : Excarcelación. 

4 

Reivindicación, — Los títulos de adquisición no bastan para fundar 
* la demanda de reivindicación, si' son de fecha posterior á la 
,. posesión del demandado: Página 48. 
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Reivindicación, — No probado el dominio, es iodiferente averiguar 
deddequé fecha tiene el demandado la propiedad, de la cosa, 
por transmisiones sucesivas. Página 48. 

Reivindicación, — Véase : Posesión. 

Repartición nacional . — Véase : Demanda . 

Rescisión, — No habiendo pacto comisorio, y estando éste expresa- 
mente excluido en el contrato, no puede pedirse su resolu- 
ción, ni la indemnización de perjuicios emer^^entes de la re- 
solución. Página 103. 

Rescisión, — No resultando justificados los defectos que se alegan con- 
tra lus títulos del vendedor, el comprador es responsable de 
la rescisión del contrato y de los daños y perjuicios que ésta 
cause al primero. Página 169. 

Retroactividad. — Véase : Leyes de procedimientos. 

Robo, — El de caudales públicos perpetrado por un empleado nacio- 
nal en ejercicio de sus funciones, hace pasible al reo de la 
pena de cinco años de trabajos forzados. Página 150. 



Sentencia, — Debe aprobarse la consultada por el juez de territorio 
nacional mandando pagar un crédito contra la sucesión del 
deudor, en virtud de reconocimiento hecho por todos los in- 
teresados y por el defe iso^de menores. Páginas 363 y 365. 

Sobreseimiento, — No procede el definitivo, sin agotar previamente to- 
das las diligencias sumariales, y oir al acusador particular y 
al ministerio fiscal. Página 81. 

Sobreseimiento. — Véase : Impuestos internos. 

Socio, — El que ha quedado con el activo de la compañía, y se ha 
hecho cargo de su pasivo desde una fecha dada, no puede 
sustraer los bienes de la misma á la responsabilidad de las 
deudas sociales que aparecen formar parte de ese pasivo, y 
pretender que se levante el embargo trabado sobre ellas, 
para asegurjar el pago de dichas deudas. Esto no importa 
privarle del derecho de contestar los créditos en que «^e ha 
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basado el embargo, tanto en su existencia, como en su mon- 
to. Página 35. 

Suprema Corte. — Es apelable para ante ella, la sentencia de la Cá- 
mara de Apelaciones de la Capital que declara inconstitucio- 
nal lo dispuesto por el Código de Comercio ó por alguno de 
sus preceptos. Página 238. 

Suprema Corte, — Es apelable para ante ella, la sentencia de los tri- 
bunales provinciales que desconoce un derecho otorgado al 
Banco Hipotecario Nacional por la ley nacional de su orga- 
nización. Página 321. 

Suprema Corte. — No son apelables para ante ella, las providencias 
de los tribunales locales, que no resuelven con fuerza defi- 
nitiva cuestión alguna. Página 329. 

Suprema Corte. — Es apelable para ante ella, la resolución de los tri- 
bunales locales dictada en última instancia, que desconoce 
el derecho de los cónsules extranjeros para someter á la jus- 
ticia federal sus negocios particulares. Página 346. 

Sustracción. — La de caudales públicos existentes en poder del reo 
por razón de su cargo, le hacen pasible de las penas estable- 
cidas en el articulo 80 de la ley nacional penal de 14 de Se- 
tiembre de 1863. Página 396. 



Terceria de dominio. — Deben considerarse de propiedad del ejecu- 
tado los muebles que adquirió y ha seguido poseyendo. Pá- 
gina 376. 

Terceria de mejor derecho. — Debe rechazarse ésta, cuando las cons- 
tancias de autos revelan la existencia de una serie de hechos 
que, en conjunto, no permiten dudar que la constitución de 
la hipoteca en que la tercería se funda, no es un acto serio 
y se ha formalizado en fraude de los acreedores del ejecuta- 
do. Página 23. 

Término. — Véase : Apelación. 

Testigos. — Si éstos no fueron citados por omisión de la secretaria, la 
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